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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 084 DE 2005 CAMARA, 241 DE 2005 SENADO

por medio de la cual se declaran los juegos tradicionales de la calle 
y rondas infantiles, la base de la expresión cultural y lúdica 

tradicional de las diferentes comunidades del pueblo colombiano 
y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 12 de junio de 2007.
Señores
Mesa Directiva
Comisión Séptima Constitucional Permanente
Honorable Senado de la República
Ciudad
Referencia: Ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 

084 de 2005 Cámara, 241 de 2005 Senado, por medio de la cual se 
declaran los juegos tradicionales de la calle y rondas infantiles, la base 
de la expresión cultural y lúdica tradicional de las diferentes comuni-
dades del pueblo colombiano y se dictan otras disposiciones.

En cumplimiento del encargo como ponente designada para primer 
debate del Proyecto de ley número 084 de 2005 Cámara, 241 de 2005 
Senado, por medio de la cual se declaran los juegos tradicionales de 
la calle y rondas infantiles, la base de la expresión cultural y lúdica 
tradicional de las diferentes comunidades del pueblo colombiano y se 
dictan otras disposiciones, me permito rendir el informe respectivo, en 
los siguientes términos:

I. ANTECEDENTES
El presente proyecto de ley, de autoría de los honorables Represen-

tantes: Héctor Arango Angel y Oscar Darío Pérez Pineda fue presen-
tado, el día 17 de agosto de 2005 y busca declarar los juegos tradicio-
nales de la calle y rondas infantiles, la base de la expresión cultural 
y lúdica tradicional del pueblo colombiano, además de dictar otras 
disposiciones.

II. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY
El texto del proyecto de ley consta de nueve (9) artículos a través 

de los cuales se pretende declarar los juegos tradicionales de la calle y 
rondas infantiles, la base de la expresión cultural y lúdica tradicional 
del pueblo colombiano (artículo 1°). En esta forma, se propone que 
tanto el Gobierno colombiano –desde sus diferentes ámbitos territo-

riales– como los entes privados encargados de la recreación en el país, 
promuevan estos Juegos y Rondas como una herramienta pedagógica y 
una alternativa de recreación popular de la expresión cultural y lúdica 
tradicional del pueblo colombiano (artículos 3° y 4°). Que igualmente, 
se reconozca a los municipios de Caldas (Antioquia) y Curumaní (Ce-
sar) como comunidades representativas de su puesta en práctica (artícu-
lo 2°); y que, además, se articulen los Juegos y Rondas con el mes del 
Niño (artículo 5°). El Ministerio de Educación Nacional y su homólogo 
de Cultura deberán realizar entonces un inventario sobre los Juegos y 
Rondas y proporcionar el material didáctico relacionado (artículo 6°), 
garantizando, de paso, la debida divulgación sobre su importancia, por 
los medios de comunicación (hablados, escritos y televisivos). Las en-
tidades nacionales, departamentales, distritales y municipales deberán 
destinar recursos para todos estos propósitos, en los que también podrá 
vincularse la empresa privada y los particulares (artículo 8°).

III. OBJETIVO DEL PROYECTO
El proyecto en mención busca promover dentro de la población co-

lombiana que los Juegos Recreativos de la Calle sean una herramienta 
pedagógica y alternativa de recreación popular como estrategia para 
“proteger y conservar la identidad cultural del pueblo” y así reivindi-
car los valores básicos para la convivencia ciudadana, estimulando el 
desarrollo de la creatividad en la sociedad1. Igualmente, permitirían la 

-
cimientos tradicionales.

IV. ANALISIS DE CONSTITUCIONALIDAD
El presente proyecto se ajusta a la Constitución Política de Colom-

bia y no violenta las disposiciones legales vigentes en materia cultural, 

V. CONSIDERACIONES
a) Los juegos de la calle como alternativa pedagógica e instru-

mento de reconstrucción de “lo popular”.
Aunque en ningún momento se podría hablar de un concepto exclu-

sivo de la recreación, esta se constituye en un instrumento inapelable 
para la convivencia social por su contribución excepcional al desarrollo 
individual y grupal.

1 Proyecto de Ley No. 084 de 2005 (Cámara), Exposición de motivos, Gaceta 549, 
23 de agosto de 2005, pp. 9-10.
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De allí, la importancia que representa la recreación –con todas sus 
posibilidades: el área lúdica, los juegos, las rondas, carruseles, bazares, 
circuitos; el área cultural, con danzas, teatro, títeres, coros; el área de 
las actividades al aire libre, con campamentos, caminatas, cacerías ex-

– en los procesos de socialización de las sociedades modernas y contem-
poráneas. Inclusive, diversos estudios académicos recientemente han 
venido destacando el papel fundamental que ella cumple en la recons-
trucción del tejido social, por ejemplo, en la recuperación emocional 
posdesastre en niñas y niños2. Así las cosas, la recreación aparece como 
una posibilidad para la “re-creación” de los espacios y hábitat sociales 
y comunitarios, máxime cuando se comprueba su alcance en aquellos 
contextos especialmente vulnerables y críticos como el que desafortu-
nadamente vive la población infantil colombiana actualmente.

forma general, de la diversión popular, las virtudes antes mencionadas 

una expresión cultural, autóctona y de un valor incalculable en el desa-
rrollo social y político. Pues, como considera Enrique Velásquez: “En 
el período comprendido entre los 7 a los 12 años de la vida individual, 
el placer del juego consiste en someterse a la norma. La última prima 
sobre lo imaginario, sin que este desaparezca. A través de la experien-
cia de aceptar libremente la norma, reformarla o formularla para que 
el juego pueda ocurrir, los niños aprenden a comportarse en relación 
con la realidad de las instituciones. Aprender a usar la regla a través del 
juego es muy distinto a someterse a ella mediante la presión adulta y la 
represión”3. Entonces, “en la medida que el niño va creciendo el juego 
se vuelve más complejo y argumentativo, y los niños, las niñas y los 
jóvenes empiezan a penetrarse en el mundo del adulto para aprender y 
aprehender las reglas sociales de la convivencia”4.

Ahora bien, sustentado el rol esencial de la recreación, habría que 
matizar de manera especial su dimensión desde su realidad eminente-
mente popular:

(…) Asumir el juego desde el punto de vista didáctico, implica que 
este sea utilizado en muchos casos para manipular y controlar a los 
niños, dentro de ambientes escolares en los cuales se aprende jugando; 
violando de esta forma la esencia y las características del juego como 
experiencia cultural y como experiencia ligada a la vida. Bajo este pun-
to de vista el juego en el espacio libre-cotidiano es muy diferente al 
juego dentro de un espacio normativizado e institucionalizado como es 
la escuela… 

(…) El juego debe entenderse en términos propedeúticos, es decir, 
sirve para preparar y potenciar procesos de desarrollo humano, no es 
el rasgo predominante de la infancia, sino un factor básico creador y 
potenciador de zonas de desarrollo de evolución inmediata; su función, 
en últimas, está ligada a la vida cotidiana como experiencia cultural, 
ya que el juego conduce en forma natural a esta. A través del juego los 
niños y los adultos participan en la cultura; en la medida que los actos 
de creación producidos por estos puedan transformar la cultura y, en 

5.
Los juegos de la calle, en este caso, superan el espacio de sociali-

zación corriente que constituye, por ejemplo, la escuela; no obstante, 
estos pueden llegar a convertirse en una herramienta realmente alter-
nativa para potenciar el entorno escolar y transformar así –de manera 

2 Cano, Margarita María y Trejos, John Jairo, “Papel de la recreación en la recu-
peración emocional posdesastre en niños”. I Simposio de Investigación y For-
mación en Recreación. Septiembre 30 a Octubre 2 de 1999. Pereira, Colombia. 
Vicepresidencia de la República / Coldeportes / FUNLIBRE.

3 Citado por: Jiménez Gómez, Carlos Alberto, “Lúdica, Creatividad y Desarrollo 
Humano”. I Simposio de Investigación y Formación en Recreación. Septiembre 
30 a Octubre 2 de 1999. Pereira, Colombia. Vicepresidencia de la República / 
Coldeportes / FUNLIBRE.

4 Idem.
5 Jiménez Gómez, Carlos Alberto, “Lúdica, Creatividad y Desarrollo Humano”. I 

Simposio de Investigación y Formación en Recreación. Septiembre 30 a Octubre 
2 de 1999. Pereira, Colombia. Vicepresidencia de la República / Coldeportes / 
FUNLIBRE.

la educación formal. Inclusive, ofrece también posibilidades para vivir 
los espacios sociales fuera de la escuela dentro de ella y, al mismo tiem-
po, ser realmente incluyente, participativa y democratizadora al brindar 
atractivos para aquella población no escolarizada que, por distintos mo-
tivos (especialmente socio-económicos), no accede a ella. 

De hecho, se trata de un verdadero desafío público, en el sentido de 
“revolucionar” e incorporar aspectos culturales y valores idiosincrási-
cos y la riqueza propia de los saberes locales (muchas veces, extraños 
y sometidos a los saberes que dominan) en los diseños educativos ins-

propia y mejorar la calidad de vida en un sentido humanístico integral, 
ajustado a la identidad, proyecciones y necesidades colombianas.

La experiencia que ya se ha intentado promover con los Juegos ha 
podido rescatar la cultura no solo evocando “épocas pasadas de nues-
tros padres y abuelos”, sino conectando una Colombia transmitida a 
través de los ideales de “generación en generación”. Como es sabido, el 
juego popular era aprendido por deber; “no se podía quedar nadie atrás 
de los compañeros, familia y rivales”.

-
cepto de familia y los lazos para enseñar una diversión sana y culta, que 
además de hacernos viajar por el tiempo, permite el desarrollo de las 
funciones cognitivas, sociales y emocionales. “Así es el juego”.

El juego es una posibilidad de hacer que los niños, adolescentes y 
adultos sean creadores a partir de sus movimientos interiores, por me-
dio de él expresamos lo que sentimos y lo que somos, relacionándonos 
con nosotros mismos y nuestro alrededor: es la herramienta que permite 
una saludable auto expresión porque conlleva imaginación, creación e 
integración de lo cognitivo, lo emocional y lo social6.

Precisamente, desde un punto de vista cognitivo, la institucionaliza-
ción de los Juegos ha concretado la dimensión de la enseñanza permi-
tiendo la asimilación e incorporación de información, trabajando los dis-
positivos básicos del aprendizaje (atención, concentración, percepción 
y memoria). En la vía emocional, rinde interesantes resultados cuando 
se lo valora como un medio que facilita el reconocimiento de las emo-
ciones. Cuando el ser humano reconoce lo que siente en el momento 
adecuado, realmente está creciendo como persona, el juego es el medio 
perfecto para expresar, reconocer, aceptar y vivir con los sentimientos. 
“El ser Humano que Nunca deja de jugar sabe perfectamente quién es”. 
Esa es, por supuesto, una función social que permite el despliegue de 
la convivencia humana: el juego siempre genera y cumple la tríada de 
relaciones, con uno mismo, con los demás y con el entorno;

b) Por una perspectiva popular en el Plan Nacional de Recrea-
ción

No obstante, los variados alcances del mundo que implica el con-
cepto de “Juegos Tradicionales”, el Plan Nacional de Recreación

una alternativa del concepto de la recreación – y, en últimas, de la edu-
cación– desde una perspectiva que convoque la participación real de los 
actores y sujetos que llevaría implícito esta apuesta.

Los principios, las actividades y los objetivos que allí se trazan, de-
jan de lado el valor que constituyen los juegos de la calle y rondas 
infantiles no sólo desde el punto de vista de la formación formal sino 
también su valor en términos de convivencia sociopolítica, intra e inter-
generacional. No hay que concebir que la recreación sea una cuestión 
eminentemente exclusiva de “lo infantil”. Por el contrario, ella misma 
convoca la participación efectiva y la inclusión más amplia de todos 
los niveles etáreos de la sociedad colombiana, en la que se esperaría 
actúe como una estrategia permanente de ocio para la población adulta 
mayor, además de fortalecer los procesos pedagógicos y de enseñanza 

autóctonas.
El proyecto de ley en este sentido resulta de una importancia sin 

-
ción nacional en general, enfatizando en su contenido popular;
6 Palabras de Enrique Leal B., pionero en la articulación de los Juegos Populares en 

Colombia.
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c) El Eje Cafetero: región de los Juegos Tradicionales de la calle 
y las Rondas Infantiles.

Sin llegar a desconocer los aportes nacionales en la recreación popu-
lar, pues sin duda es patrimonio de toda la Nación, la adjudicación para 
el “Eje Cafetero” como la región representativa de los Juegos Tradicio-
nales de la Calle y las Rondas infantiles (además de los municipios de 
Caldas, en el departamento de Antioquia y Curumaní, en el departamen-

a la región y a sus habitantes, como una de las zonas del país en las que 
se han adelantado ingentes esfuerzos por dinamizar de distintas mane-
ras la democratización de la recreación en un sentido popular. Muestra 
de ello, Manizales y Pereira –por nombrar sólo dos de sus centros– han 
sido testigos de importantes foros, seminarios y encuentros donde se 
ha impulsado incansablemente la recreación en todas sus modalidades 
como objeto de análisis, estudio e investigación y desde los cuales se 

desde el punto de vista académico como institucional7.
Es dable –por lo tanto– el otorgamiento de tal mención a la Región 

Cafetera durante los dos próximos años siguientes a la expedición de 
la presente ley, en virtud de este inusitado interés por esta importante 
problemática y las valiosas contribuciones que han surgido desde allí, 
no solamente para la región cafetera si no para toda la Nación. Cada 
dos (2) años el Ministerio de Cultura designara y hará público el nom-
bramiento de la región colombiana “representativa” de los Juegos y 
que servirá como referencia para las actividades relacionadas con los 
mismos.

En razón a ello, también se propone que sea en la región cafetera 
donde se ubique la Ludoteca General de la Nación
donde sea posible reunir, archivar y exhibir el inventario y el material 
didáctico general; así como los textos, videos o cualquier forma de di-
vulgación representativa de los juegos tradicionales de la calle y rondas 
infantiles como patrimonio cultural del país y como un hecho que asista 
la construcción de memoria colectiva.

Finalmente, no sobra decir que resulta de vital importancia que los 
objetivos que aquí se proponen están condicionados al apoyo económi-
co y logístico que debe proporcionar el Estado a la Educación en gene-
ral mediante la dotación a los establecimientos educativos de espacios 
adecuados para el desarrollo integral de los Juegos Tradicionales, su 
inclusión en los Proyectos Educativos Institucionales y en los currícu-
lum pero, particularmente, mediante la contratación obligatoria de pro-

educativo en estas actividades en el país pues las instituciones no cuen-
tan con los medios ó personal idóneos para realizar las actividades que 
se desprenden del tópico. Por ello, los Juegos Tradicionales en general 
deben ser objeto de interés como una de las partes más reivindicativas 
de nuestra identidad cultural en el marco más amplio de las actividades 
artísticas y culturales en la política educativa colombiana.

V. PROPOSICION
Con base en las anteriores consideraciones, solicito a la honorable 

Comisión Séptima Constitucional Permanente dar segundo debate al 
Proyecto de ley número 084 de 2005 Cámara, 241 de 2005 Senado, con 

Gloria Inés Ramírez Ríos,
Senadora de la República.

SENADO DE LA REPUBLICA
COMISION SEPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., a los doce (12) días del mes de junio año dos mil siete 
(2007).

En la presente fecha se autoriza la publicación en la Gaceta del Con-
greso de la República, informe de la ponencia para primer debate, plie-

folios, al Proyecto de ley número 241 de 2005 Senado, 84 de 2005 
7 El V Congreso Nacional de Recreación (Manizales, 1998) y el I Simposio de In-

vestigación y Formación en Recreación (Pereira, 1999), de donde se creó la Red 
Nacional de Recreación, son dos eventos indudablemente paradigmáticos en el 
impulso de una noción popular de la recreación en el país.

Cámara , por medio de la cual se declaran los juegos tradicionales de 
la calle y rondas infantiles, la base de la expresión cultural y lúdica 
tradicional de las diferentes comunidades del pueblo colombiano y se 
dictan otras disposiciones. Proyecto de ley de autoría honorables Re-
presentantes: Oscar Darío Pérez Pineda y Héctor Arango Angel.

El Secretario, 
Jesús María España Vergara.

PLIEGO DE MODIFICACIONES AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 084 DE 2005 CAMARA, 241 DE 2005 SENADO

por medio de la cual se declaran los juegos tradicionales de la calle 
y rondas infantiles, la base de la expresión cultural y lúdica 

tradicional de las diferentes comunidades del pueblo colombiano 
y se dictan otras disposiciones.

Artículo 1°. Declárese los Juegos Tradicionales de la Calle y Ron-
das Infantiles, una herramienta pedagógica y alternativa de recrea-
ción popular de la expresión cultural y lúdica tradicional del pueblo 
colombiano. Por un período de dos (2) años el Ministerio de la Cultura 
declarará a una Región del país y un municipio de su circunscripción 
como la región y la comunidad representativa de la puesta en práctica 
de estos Juegos y Rondas, iniciando con la Región del Eje Cafetero y el 
municipio de Caldas (Antioquia).

Artículo 2°. Los juegos tradicionales de la calle y rondas infantiles, 
una herramienta pedagógica y alternativa de recreación popular,
serán la base de la expresión cultural y lúdica tradicional en los pro-
gramas de recreación que el Gobierno colombiano promoverá en sus 
diferentes ámbitos territoriales.

Artículo 3°. Inclúyase en los planes: Nacional y Departamentales de 
Recreación los juegos tradicionales de la calle y rondas infantiles, como 
base de la recreación de las diferentes comunidades en su respectivo 
ámbito, enfatizando el contenido popular de los Juegos y Rondas.

Artículo 4°. Promuévase y estimúlese en la comunidad la práctica 
de los juegos y rondas tradicionales de la calle, a través de los diferentes 

-
tiva en el país.

Artículo 5°. Articúlase a la celebración del mes del Niño y la Re-
creación los juegos tradicionales de la calle y rondas infantiles, por me-

juegos y rondas.
Artículo 6°. -

var toda la información relacionada con los Juegos Tradicionales de 
la Calle y Rondas Infantiles y construir memoria colectiva, el Minis-
terio de Educación Nacional, y el Ministerio de Cultura adelantarán 
las acciones pertinentes que permitan lograr un inventario general que
sirva como base y referente para la difusión y el suministro del material 
didáctico, textos y videos sobre los juegos tradicionales de la calle y 
rondas infantiles, a las comunidades educativas del país. El inventario 

centro de documentación que estará situado en algún centro urbano de 
los departamentos del Eje Cafetero.

Artículo 7°. -
tos y televisivos, contribuirán, en sus espacios, con la promulgación y 
divulgación de la importancia de los juegos tradicionales de la calle y 
rondas infantiles.

Artículo 8°. Autorízase a las entidades del orden nacional, depar-
tamental, distrital y municipal, de acuerdo con sus competencias para 
destinar recursos de diferente índole básicos para este propósito. Ade-
más la empresa privada, los particulares podrán vincularse en las mis-
mas condiciones a la realización de los juegos tradicionales de la calle 
y rondas infantiles.

Artículo 9°. La presente ley rige a partir de su promulgación.
Gloria Inés Ramírez Ríos,
Senadora de la República.
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SENADO DE LA REPUBLICA
COMISION SEPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., a los doce (12) días del mes de junio año dos mil siete 
(2007).

En la presente fecha se autoriza la publicación en la Gaceta del Con-
greso de la República, informe de la ponencia para primer debate, plie-

folios, al Proyecto de ley número 241 de 2005 Senado, 84 de 2005 
Cámara, por medio de la cual se declaran los juegos tradicionales de 
la calle y rondas infantiles, la base de la expresión cultural y lúdica 
tradicional de las diferentes comunidades del pueblo colombiano y se 
dictan otras disposiciones. Proyecto de ley de autoría honorables Re-
presentantes: Oscar Darío Pérez Pineda y Héctor Arango Angel.

El Secretario, 
Jesús María España Vergara.

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 084 
DE 2005 CAMARA, 241 DE 2005 SENADO

por medio de la cual se declaran los juegos tradicionales de la calle 
y rondas infantiles, la base de la expresión cultural y lúdica 

tradicional de las diferentes comunidades del pueblo colombiano 
y se dictan otras disposiciones.

artículo 1°. Declárese los Juegos Tradicionales de la Calle y Rondas 
Infantiles, una herramienta pedagógica y alternativa de recreación po-
pular de la expresión cultural y lúdica tradicional del pueblo colombia-
no. Por un período de dos (2) años el Ministerio de la Cultura declarará 
a una Región del país y un municipio de su circunscripción como la 
región y la comunidad representativa de la puesta en práctica de estos 
Juegos y Rondas, iniciando con la Región del Eje Cafetero y el munici-
pio de Caldas (Antioquia).

Artículo 2°. Los juegos tradicionales de la calle y rondas infantiles, 
una herramienta pedagógica y alternativa de recreación popular, serán 
la base de la expresión cultural y lúdica tradicional en los programas 
de recreación que el Gobierno colombiano promoverá en sus diferentes 
ámbitos territoriales.

Artículo 3°. Inclúyase en los planes: Nacional y Departamentales de 
Recreación los juegos tradicionales de la calle y rondas infantiles, como 
base de la recreación de las diferentes comunidades en su respectivo 
ámbito, enfatizando el contenido popular de los Juegos y Rondas.

Artículo 4°. Promuévase y estimúlese en la comunidad la práctica 
de los juegos y rondas tradicionales de la calle, a través de los diferentes 

-
tiva en el país.

Artículo 5°. Articúlase a la celebración del mes del Niño y la Re-
creación los juegos tradicionales de la calle y rondas infantiles, por me-

juegos y rondas.
Artículo 6°. -

var toda la información relacionada con los Juegos Tradicionales de 
la Calle y Rondas Infantiles y construir memoria colectiva, el Minis-
terio de Educación Nacional, y el Ministerio de Cultura adelantarán 
las acciones pertinentes que permitan lograr un inventario general que 
sirva como base y referente para la difusión y el suministro del material 
didáctico, textos y videos sobre los juegos tradicionales de la calle y 
rondas infantiles, a las comunidades educativas del país. El inventario 

centro de documentación que estará situado en algún centro urbano de 
los departamentos del Eje Cafetero.

Artículo 7°. -
tos y televisivos, contribuirán, en sus espacios, con la promulgación y 
divulgación de la importancia de los juegos tradicionales de la calle y 
rondas infantiles.

Artículo 8°. Autorízase a las entidades del orden nacional, depar-
tamental, distrital y municipal, de acuerdo con sus competencias para 
destinar recursos de diferente índole básicos para este propósito. Ade-
más la empresa privada, los particulares podrán vincularse en las mis-

mas condiciones a la realización de los juegos tradicionales de la calle 
y rondas infantiles.

Artículo 9°. La presente ley rige a partir de su promulgación.
Gloria Inés Ramírez Ríos,
Senadora de la República.

SENADO DE LA REPUBLICA
COMISION SEPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., a los doce (12) días del mes de junio año dos mil siete 
(2007).

En la presente fecha se autoriza la publicación en la Gaceta del 
Congreso de la República, informe de la ponencia para primer de-

a diez (10) folios, al Proyecto de ley número 241 de 2005 Senado, 
84 de 2005 Cámara, por medio de la cual se declaran los juegos 
tradicionales de la calle y rondas infantiles, la base de la expre-
sión cultural y lúdica tradicional de las diferentes comunidades del 
pueblo colombiano y se dictan otras disposiciones. Proyecto de ley 
de autoría honorables Representantes: Oscar Darío Pérez Pineda y 
Héctor Arango Angel.

El Secretario, 
Jesús María España Vergara.

* * *
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 99 DE 2006 SENADO
por la cual se reglamentan los artículos 64, 65 y 66 

de la Constitución Nacional.
Atendiendo la designación hecha por la Mesa Directiva de la Comi-

sión Quinta del Senado de la República, expongo los siguientes argu-
mentos:

En el desarrollo del segundo período de sesiones ordinarias del Con-
greso de la República de 2006, el Ministro de Agricultura y Desarrollo 
Rural, doctor Andrés Felipe Arias Leyva, presentó a consideración del 
Congreso la Ley de Desarrollo Rural, “por medio de la cual se expide 
el Estatuto de Desarrollo Rural, se reforma el Instituto Colombiano de 
Desarrollo Rural, Incoder, y se dictan otras disposiciones”. Durante el 
proceso de debate del proyecto de ley de iniciativa gubernamental, el 
senador Gustavo Petro Urrego presentó una iniciativa legislativa for-
mulada por la Convergencia Nacional Indígena, Negra y Campesina, 
las Autoridades Indígenas de Colombia (AICO) y las Organizaciones 
Campesinas de la Confederación General de Trabajadores, con el obje-
to de acumularlo con el del Ministerio de Agricultura como lo ordena 
la Ley 5ª de 1992. Pero la Mesa Directiva de la Comisión Quinta, em-
pleando artilugios jurídicos lo evitó. Acumular los dos proyecto hubie-
ra puesto en discusión dos visiones contradictorias sobre el desarrollo 
rural colombiano y, el uribismo siguiendo la conducta antidemocrática 
que caracteriza la mayoría de sus acciones no hizo lo que tenía que ha-
cer. En vista de que el proyecto de ley por el cual se expide el Estatuto 
de Desarrollo Rural está cursando su último debate en la Cámara de 
Representantes, es importante que en el Senado de la República se dis-

ilustrar la situación del sector agropecuario colombiano, se exponen los 
siguientes argumentos:

La tecnocracia neoliberal trata de minimizar el debate sobre los pro-
blemas del sector agropecuario, señalando que las posiciones críticas y 
contrarias a sus políticas son una veleidad o una posición ideológica. Ni 
lo uno ni lo otro. Desde hace varios años las noticias sobre el desempe-
ño agropecuario nada tienen de positivo. Durante el gobierno del doctor 
Álvaro Uribe Vélez el sector agropecuario se ha caracterizado por tener 
“Bajo crecimiento, reducción del área, importaciones masivas, dismi-
nución del crédito, aumento del desempleo y desánimo en la inversión, 
(…) señales claras de que el sector anda mal y de que las cifras no están 
lejos de caer al mismo nivel de 1998, luego de la crisis generada por la 
apertura económica”. “El estancamiento de la producción agropecuaria 
es evidente. El año pasado [2005] el PIB sectorial sólo creció 2.7% 
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cuando la economía registró un crecimiento del 5.2%” anotó el diario 
El Tiempo
cualquier cosa menos de contrario al régimen.

Asimismo, Portafolio del 11 de agosto de 2006 explicó: “El sector 
agropecuario perdió en el último año [2006] al menos la mitad de las 
200.000 hectáreas de cultivo que habían sido recuperadas luego de la 
crisis generada durante los cinco años siguientes a la entrada en vi-
gencia de la apertura económica, en 1990. Es más, tras varios años de 
ser la actividad con mayor crecimiento [hecho que se explica porque 
se excluye al café de la contabilización económica], en el 2005 fue la 
menos dinámica de la economía al registrar un repunte del PIB sectorial 
de 2,1 por ciento, frente al 5,2 por ciento del total del país. Este com-
portamiento irregular se conserva durante lo que va del 2006. Según 
el DANE, mientras el total de la economía creció 4,08 por ciento en 
el primer trimestre del presente año, el agro sólo lo hizo en 0,78 por 
ciento”. Y agrega: “A partir de 2005 la agricultura volvió a mostrar 
desaceleración y hoy es motivo de preocupación entre los producto-
res, pues con excepción de los cultivos permanentes, la mayoría de las 
actividades se encuentran en franco retroceso. (…) Los problemas de 
comercialización se agravaron con la revaluación del peso, debido a la 
caída del dólar, situación que hizo perder competitividad a la produc-
ción nacional frente a los productos importados. A ello se sumó la caída 
de los precios internacionales de la mayoría de los granos”.

Ahora, José Félix Lafaurie, presidente de la Federación de Ganade-
ros y uribista declarado, en la edición número 95 de la revista Carta a 
Fedegan escribió: “las noticias dan cuenta del comportamiento preocu-
pante del sector agropecuario. En efecto, de un crecimiento de 4.2% en 
2004, el sector bajó a uno de 2.1% en 2005, y en el primer trimestre del 
2006 apenas sumó 0.78%. Y según pronóstico de Anif, el agro crecerá 
sólo el 0.4% durante 2006, contra 4.4% de toda la economía. No es que 
la cifra de crecimiento sea envidiable, pero la del sector agropecuario 
no es siquiera presentable en un país como el nuestro”.

Respecto al crédito rural, la noticia que se viene citando dice: “Los 
problemas del crédito rural se evidencian en el incremento de las obli-
gaciones reestructuradas, las cuales se incrementaron el año pasado 
[2005] 609 por ciento, al pasar de 20.955 millones en el 2004 a 154.794 
millones de pesos el año pasado”. Muestra lo anterior cómo el crédito 

-
ga no se puede pagar pues los cultivos no producen las rentabilidades 
necesarias para cubrir sus costos.

Entre los años 2002 y 2006, el crecimiento promedio del PIB agrí-
cola fue de 0.64%, el del pecuario fue de 4.4% y el de toda la economía 
de 4.4%. En el período que comprende al actual gobierno la economía 
nacional ha crecido siete veces más que la economía agrícola. Situa-
ción idéntica se da si se le compara con el comportamiento del sector 
pecuario. Y de 1990 al 2006, la participación del sector agropecuario 
en el PIB pasó del 17% al 11%, una caída del 35%; asunto que podría 
interpretarse en forma positiva sí el espacio perdido por la producción 
agropecuaria lo hubiera ganado la industria, pero más que una desagra-

-
les dan cuenta de cómo en 1999 la producción industrial decreció 25%, 
seis veces más que el PIB total. La pérdida de participación del PIB 
agropecuario en la totalidad de la economía se sustenta en el generali-
zado deterioro de los indicadores económicos nacionales, situación que 
en los últimos años, más que revertirse se profundiza. El área sembrada 

-
llones de hectáreas versus 4,6 millones.

Para la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, Ce-
pal1, (2005, pp. 99-102) el comportamiento reciente del sector agro-
pecuario colombiano (2001-2004) se explica por la acción de tres fac-
tores: “la mayor seguridad en el campo, la solidez de las instituciones 
encargadas de ejecutar la política sectorial, y la protección otorgada 
por la política pública a determinadas producciones frente a la compe-
tencia de las importaciones” (Subrayado fuera del texto). A lo último 
le dedica especial interés: “la prohibición de la importación de leche, 

la suspensión de las de arroz y de maíz blanco, la salvaguardia para el 
azúcar, la protección de la cadena avícola y los trozos de pollo, la eleva-
ción del arancel para fríjoles, el establecimiento de contingentes aran-
celarios para la carne, el mantenimiento del Sistema Andino de Franjas 
de Precios, y el Mecanismo Público de Administración de Contingentes 
(…)”. Precisamente las medidas de protección que el gobierno aspira 

permitido el mediocre crecimiento del agro colombiano. ¿Qué pasará 
de ellas suprimirse?

La situación de las gentes del campo es aún más dramática de las que 
habitan las zonas urbanas. Según el Centro de Investigaciones para el 
Desarrollo (CID) de la Universidad Nacional, al 2004 28.8 millones de 
personas vivían en estado de pobreza, el 66% de la población total. En 
las áreas rurales la pobreza ataca al 92% de la población mientras en las 
ciudades, aunque menos dramático pero no por eso menos repudiable, 
al 56%. Entre el 2002 y el 2004 los pobres del campo crecieron 11%, y 

-
nómica. Por su parte, el Departamento Nacional de Planeación señala 
que las cifras en el campo son menores a las publicadas por el CID, 
empero, también son muy graves, pues declara Planeación Nacional 
que siete de cada diez viven en la pobreza.

A los muchos problemas del campo se suman el mal uso y la ini-
cua tenencia de la tierra. La tenencia y el acceso a la tierra rodean la 

-
zados por la tenencia de tierra; en el pasado su motor era el acceso a 
ella en forma adecuada, hoy se marcan por la posibilidad de explotarla 
apropiadamente. La apertura económica ha llevado a la ruina a parte 
gruesa de los productores agropecuarios que incluso siendo poseedores 
de tierra, la ven inculta pues la política económica los lleva a su aban-
dono. Lo anterior sin mencionar las violencias que tanto martirizan y 
han martirizado al país, y que han hecho de las áreas rurales uno de sus 
centros principales. 

De las 114 millones de hectáreas de tierra que el país posee, según 
el IGAC (2002), 45.3 millones están en usos agropecuarios, pero mien-
tras se emplean en la agricultura 5.3 millones son aptas para ella 14.3 
millones, 9 más de las efectivamente explotadas. A contrario sensu, en 
la ganadería están 40 millones de hectáreas mientras las aptas son 19.2 
millones, 20.8 más de las que deberían emplearse en la ganadería.

Uso de la Tierra en Colombia. 2002
Hectáreas

Aptitud de la tierra Uso Potencial Uso actual Diferencia Uso
Para Agricultura 14.362.867 5.317.862 -9.045.005
Para Ganadería 19.251.400 40.083.171 20.831.771
Para Uso Forestal 78.301.484 55.939.533 -22.361.951
Para Otros Usos 2.259.049 12.834.234 10.575.185
Total Territorio 114.174.800 114.174.800 -

Fuente: IGAC, Corpoica, publicado en “Macroeconomía y Bien-estar: 2002-2006”, 
CID Universidad Nacional, pp. 53.

No sobra señalar que la tierra es un bien de oferta constante. La 
dotación que de ella tienen las naciones, salvo pocas excepciones, es 
invariable. Para las naciones capitalistas ha sido fundamental establecer 

-
ses capitalistas más avanzados se dio por medio de procesos que posi-
bilitaran el acceso democrático a la tierra. En tal lógica, en el mundo se 
han caracterizado dos vías de desarrollo agrícola capitalista: la junker 
(prusiana) y la farmer (norteamericana). En los círculos académicos y 

-
do en Colombia. La primera con la Ley 200 de 1936 en el gobierno de 
López Pumarejo y, la segunda en el gobierno de Carlos Lleras Restre-
po. Sin embargo, los hechos demuestran cómo posterior al gobierno de 
López el latifundio nunca se fragmentó y hoy la distribución de la tierra 
es igual o peor a la de los años de su entrada en vigencia. Sobre la refor-
ma de Lleras, que nació en el marco de la Alianza para el Progreso, el 

1 CEPAL. 2005. El Nuevo Patrón de Desarrollo de la Agricultura en América La-
tina y el Caribe. Septiembre.
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estilo farmer, que es de la colonización democrática de grandes y aptas 
extensiones de tierra donde las prácticas capitalistas predominan, nun-
ca llegó ni en los años de su gobierno ni en los posteriores hasta llegar 
1972, cuando nace el Pacto de Chicoral. A los cultivos como el arroz, la 
soya, la cebada y la papa que entre los sesenta y setenta les fueron intro-
ducidos prácticas capitalistas, tal situación se da por la introducción de 
las prácticas importadas a la sombra de la Revolución Verde y no por la 
reforma agraria o la colonización.

Como prueba de la inexistencia histórica de algún tipo de reforma 
agraria, está el predominante mal uso del suelo. Una inicua distribución 
de los factores productivos da como resultado un mal empleo de ellos. 
Portafolio del 18 de abril de 2007 título Agro: medio país en fuera 
de lugar, porque el “sector agropecuario colombiano sigue sin rumbo 

haber cultivos y bosques, en tanto que la producción agrícola se disputa 
el territorio con zonas de reserva forestal y de protección de agua”. A 
la fecha, la producción pecuaria, en su mayoría vacuna, continúa su 
avance hacia la ocupación de tierras aptas para la agricultura, despla-
zando principalmente cultivos semestrales. “Y no es que la ganadería 
esté creciendo a ritmo acelerado, sino que esta actividad lleva varios 
años reacomodándose en las mejores tierras, sin que exista una política 
que garantice la seguridad alimentaria. Cerca de 60 millones de hectá-
reas dedicadas a agricultura y ganadería se encuentran sobreutilizadas 
o subutilizadas”.

Otro ejemplo del mal uso de la tierra es la distribución del crédito. 
De acuerdo con Finagro (Portafolio, 18 de abril de 2007), mientras a 
comienzos de los 90 más de la mitad del crédito se destinaba a capital 
de trabajo para cultivos de ciclo corto, hoy la mayor parte se orien-
ta a actividades pecuarias, de las cuales el 90 por ciento corresponde 

explotación. El desorden en la actividad productiva hace que 13,5 mi-
llones de hectáreas sean disputadas entre ganaderos y agricultores, en 
tanto que unos 18 millones de hectáreas estén subutilizadas al no ser 
explotadas acorde con su potencial productivo. En 2002, el Instituto 

el avance del deterioro ambiental por sobreutilización de suelos, lo que 
a su vez ocasiona disminución de fuentes de agua, erosión, desaparición 

-
lizamientos, entre otras amenazas. Este panorama no ha sido reversado 
en los últimos cinco años y por el contrario, el impacto negativo se ha 

A comienzos del presente siglo se registró una recuperación del área 
sembrada en cultivos semestrales, pero a partir de 2005 el país regresó 
a los mismos niveles de la crisis de los 90, cuando se dejaron de cultivar 
700.000 hectáreas como consecuencia de la apertura económica. Un 
reciente análisis del Sistema de Información de Precios del sector Agro-
pecuario (Sipsa), muestra que mientras hace 17 años la agricultura se 
desarrollaba en 4,6 millones de hectáreas, en la actualidad, la frontera 
agrícola solo ocupa 3,3 millones de hectáreas, lo que indica que no so-
lamente no se ha recuperado el territorio perdido, sino que cada vez hay 
menos tierra produciendo alimentos, lo que aumenta las importaciones, 
especialmente de granos.

El uso equivocado de la tierra está llegando a niveles críticos. Según 
el IGAC y Corpoica (Portafolio, 18 de abril de 2007), el 60% del área 
continental que ha sufrido la presión por la intervención del hombre, 

-
lización en diferentes grados de intensidad. De este total, el 33% co-
rresponde a exceso en el uso de los predios, en tanto que el 30 obedece 
a zonas con potencial productivo desperdiciado. Casi la mitad del área 
cubierta con pastos, se ubica en las mejores tierras, las cuales tienen 

o severamente. 
Al respecto de lo anotado, Portafolio (18 de abril de 2007) concluye: 

suelo o la subutilización del mismo, pues todo indica que si se cultivara 
-

ciente en la mayoría de los productos de consumo, sino que mejoraría 

su competitividad frente a la presión de las importaciones, las cuales 
llevan varios años en ascenso.

de los suelos se da por causas como la concentración de la propiedad, 
el abandono de tierras por desplazamiento, la falta de incentivos eco-
nómicos, baja difusión y adaptación de tecnologías, economía agrícola 

modelo de desarrollo que no privilegia ni lo agrícola ni lo ambiental.
-

caron las siguientes causas: Proliferación del minifundio y el microfun-
dio, especialmente en la región andina; concentración de la población 
ejerciendo mayor presión sobre los recursos naturales debido al aumen-
to de la demanda de alimentos y servicios; procesos de colonización en 
regiones ambientalmente frágiles; sistemas de producción intensivos en 
zonas de ladera sin manejo y conservación de suelos, y altos índices de 

pequeñas propiedades”.
Estructura de la Tierra de la Propiedad Agraria en Colombia 

(1996-2003)
1996 2003

Hectáreas Predios
(No.)

% del
Total

% del
Área
Total

Predios
(No.)

% del
Total

% del
Área
Total

0 - 20 2’091.583 86,8 13 2’330.O36 87 8,8
20 - 100 255.367 10,6 21,5 278.215 10,4 14,6

100 - 500 56.187 2,3 20,8 60.294 2,2 14
500 - más 7.459 0,3 44,6 10.140 0,4 62,6
TOTAL 2’410.596 100 100 2´678.685 100 100

Fuente: Extraído de Garay Luis J., Rodríguez A., “Colombia: Diálogo Pendiente”, p. 246, 
cuadros 27 y 28, Planeta Paz, Bogotá, junio de 2005.

de Predios Rurales (1996 - 2003)
Tamaño Predios 
por Hectáreas Hectáreas en 1996 Hectáreas en 2003 Variación 

en Hectáreas Variación (%)

0 - 20 6’628.973 7’133.769 504.796 7,6%
20 - 100 10’909.951 11.890.806 980.855 9%
100 - 500 10’539.395 11’325.441 -786.046 -7%
500 - más 22’631.747 50.805.041 28’173.294 124%
TOTAL 50’710.066 81’155.057 30’444.991 60%

Fuente: Cálculos del autor con base en el número total de hectáreas en 1996 y 2003 tomado de 
Garay y Rodríguez, op. cit. p. 246. 

Entre 1996 y 2003 se integraron al catastro rural 30.4 millones de 
hectáreas, de ellas el 92% fueron absorbidas por propiedades de más 
de 500 hectáreas, al contrario, a los predios con un tamaño entre 0 y 20 
hectáreas les llegó el 1,65% del nuevo hectareaje. Los predios de más 
500 hectáreas pasaron de un tamaño promedio de 3 mil hectáreas a uno 
de 5 mil, 1,65 veces más. Al resto de las categorías en que se dividen 
los tamaños de los predios su área promedio se redujo o se mantuvo 
constante. A los que tienen entre 0 y 20 hectáreas, les cayó el tamaño 
promedio en 5%, a los de entre 20 y 100 les permaneció constante, a 
los de entre 100 y 500, les disminuyó en 0.4%. En el período neoliberal 
la concentración de la tierra aumentó como en ningún otro período del 
desarrollo agrícola colombiano. Un modelo donde en un lapso de ocho 
años, de cada 100 nuevas hectáreas incorporadas al catastro, 92 quedó 
en manos de la parte más alta de la pirámide económica rural, no puede 

los analistas que en materia rural llaman a Colombia una sociedad pre-
capitalista.

Cambio del Tamaño Promedio de los Predios (1996-2003)

Categoría Tamaño Promedio -1996-
(Hectáreas)

Tamaño
Promedio -2003-

(Hectáreas)

Variación
(Hectárea)

0 - 20 3,2 3,05 -0,15
20 – 100 42,7 42,7 0
100 – 500 188,5 187,8 0
500 - más 3.034 5.010 1.976

Fuente: Cálculos Aurelio Suárez Montoya, publicados en El Modelo Agrícola colom-
biano y los alimentos en la Globalización, pp. 100.
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Tamaño (Ha)

Predios (%) Propietarios (%)
Avalúo en 

millones de 
pesos (%)

Avalúo 
por Ha. 
(pesos)

% Acumu-
lado % Acumu-

lado %
Acu-
mula-

do

Menos de 1 38.06 38.06 35.81 35.81 0.42 0.42 9.62 8,296,259

De 1 a 3 22.03 60.09 22.54 58.35 1.28 1.7 9.1 2,556,544

De 3 a 5 9.49 69.58 9.84 68.19 1.2 2.9 6.06 1,801,773

De 5 a 10 10.11 79.69 10.57 78.76 2.37 5.27 9.08 1,371,719

De 10 a 15 4.73 84.42 4.92 83.68 1.92 7.19 5.69 1,062,491

De 15 a 20 2.85 87.27 2.96 86.64 1.64 8.83 4.11 900,359

De 20 a 50 7.08 94.35 7.23 93.87 7.47 16.3 14.52 696,957

De 50 a 100 3.09 97.44 3.2 97.07 7.11 23.41 10.8 544,274

100 a 200 1.47 98.91 1.63 98.7 6.69 30.1 9.01 482,696

200 a 500 0.71 99.62 0.87 99.57 7.06 37.16 8.89 451,370

500 a 1.000 0.21 99.83 0.26 99.83 5 42.16 4.09 293,086

1.000 a 2.000 0.1 99.93 0.11 99.94 4.33 46.49 1.9 157,074

Más de 2.000 0.07 100 0.06 100 53.51 100 7.13 47,767

Total 2,757,196 - 3,854,876 - 82,093,637 - - 358,394
Fuente: CID Universidad Nacional en Bienestar y Macroeconomía 2002-2006, pp. 60

Otro aspecto de lo inicuo de la propiedad agraria es el avalúo catas-
tral. Los predios de hasta tres hectáreas son el 60% del total y presentan 
un avalúo catastral promedio de $5.4 millones por hectárea. Los de más 
de 1.000 hectáreas ocupan el 0.17% de los predios con un avalúo pro-
medio de $102 mil por hectárea, 53 veces menos que los de hasta 3 hec-
táreas. En Colombia el avalúo catastral es inversamente proporcional al 
tamaño del predio, entre mayor sea la extensión de la propiedad agraria 
el valor del impuesto pagado por unidad de área decrece. Con agra-
vantes como que el 0.06% de los propietarios, los que poseen predios 
de más de 2.000 hectáreas, tienen el 53% del área total. De otro lado 
están el 36% de los propietarios, con predios inferiores a una hectárea, 
poseen el 0.42% del total del área rural.

El mal uso de la tierra lo resume el Informe Nacional de Desarrollo 
Humano (INDH) 2003 resume: “como resultado histórico de no tener 
una política de tierras, la expansión de los pastos duplicó el área poten-
cialmente apta para esa actividad, arrinconó la agricultura campesina a 
regiones poco propicias para el cultivo y destruyó gran parte de la co-
bertura boscosa” de la región andina, especialmente. Y agrega: “la con-
centración de la propiedad es notoria. En 1996 los 11.570 propietarios 

cercano a 2 mil hectáreas, controlaban una extensión de 22.6 millones 
de hectáreas (45% del total bajo explotación). En el otro extremo esta-
ban los 2.2 millones de pequeños propietarios (69%), con parcelas infe-
riores a 5 hectáreas, que poseían en conjunto 2.2 millones de hectáreas 
(4.3% del total), para un promedio de una hectárea por familia. (…) Las 
parcelas menores de 5 hectáreas perdieron, entre 1985 y 2001, cerca 
de un millón de hectáreas por el desplazamiento de sus ocupantes, al 

superiores a 500 hectáreas duplicaron su extensión entre 1984 y 1996, 
al aumentar de 11 a 22.6 millones de hectáreas”.

Como agravante de la inicua tenencia de la tierra, la Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos informa que el 65% de los jefes de 
hogares desplazados poseían tierra y tuvieron que abandonarla como 
consecuencia de los hechos de violencia que los obligaron a huir. La 
Contraloría General de la República ha mostrado datos que reiteran lo 
aquí expuesto: en 2000, las propiedades de más de 500 hectáreas ya 
habían acumulado 19,2 millones, siendo tal concentración más marcada 
en el corredor que se inicia en el Urabá antioqueño y termina en Norte 

-
dades ya tenían 22,6 millones y que el 40% de las tierras fértiles habían 

estimó que entre 1995 y 2001 habrían cambiado de dueño 3,5 millones 
a la par que el 53% de las familias declaraban que eran propietarios y 

el 32% que eran poseedores; es decir, se considera como despojada al 
85% de la población desplazada2.

Por último, el CID de la Universidad Nacional, basado en estadísti-
cas del IGAC, muestra como 2.428 propietarios rurales poseen 44 mi-
llones de hectáreas, la mayor parte dedicada a la actividad ganadera. 
Cada uno de estos propietarios tiene en promedio 18.121 hectáreas.

A una política agrícola inicua se suma la desidia del gobierno con 
el sector. Para el 2005 el presupuesto del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural era apenas 26 mil millones superior al del 2001, pero 
48 mil millones de pesos inferior al de 2002. Entre el 2002 y 2005, el 
presupuesto del Minagricultura, en términos reales, se redujo en 25%, 
y, según el DNP la inversión para el sector entre 2002 y 2004 cayó 17 
por ciento.

¿Existe alguna intención de cambiar el rumbo del estado de cosas 
que se ven hoy en el sector agropecuario colombiano? Resulta obvio 
que en la respuesta se debe hallar si existe o no muestra por cambiar, 
revertir los efectos del “libre comercio” en la economía agropecuaria. 
El pasado 23 de agosto de 2006, el Minagricultura le contestó a la Co-
misión Quinta del Senado: “la visión de desarrollo rural y de política de 
tierras en que se fundamenta esta propuesta se enmarca en las nuevas 
realidades de la economía nacional, caracterizadas por los procesos 
acelerados de liberalización comercial, de internacionalización de la 
economía de Colombia y del mundo (…)”. Y agrega: “persisten en las 
actuales normas sobre reforma agraria y desarrollo rural elementos de 
carácter asistencialista y centralizado, que dejan poco margen a la par-
ticipación de los actores centrales del proceso: los campesinos sin tierra 
y los entes territoriales. (…) El interés primordial de esta visión es el 
de concentrar al Incoder en las actividades más directamente relaciona-
das con el desarrollo productivo del medio rural y coordinar con otras 
entidades públicas y privadas, las acciones que ellas deben asumir de 
acuerdo con su propia naturaleza”. Palabras sinuosas para decir que lo 
que viene es más neoliberalismo. Más claro no canta un gallo, como se 
dice coloquialmente. Veamos ahora una breve semblanza del desarrollo 
agropecuario en el último siglo.

La “Modernización” agrícola desde la década del cincuenta del 
siglo XX hasta los noventa

Existe en la literatura económica nacional unanimidad con relación 
a los cambios sucedidos a la agricultura colombiana a partir de los años 
cincuenta del siglo XX. “La década del cincuenta marcó el comien-
zo de una serie de transformaciones que pueden interpretarse como 
el despegue del desarrollo capitalista en el campo”3. Así se enmarcan 
el incremento del uso del capital y de la tecnología en la producción 
agropecuaria. Contrario al periodo anterior a la década del cincuenta, 
estos dos factores superaron a la tierra como el factor más dinámico 

el aumento en la productividad; es decir, en que la tasa de crecimiento 
-

poración de nuevas hectáreas utilizadas, contrario a lo sucedido hasta 
entonces.

De igual modo ese hecho económico generó una diferenciación ma-
yor entre los productores, que se añadió a la ya existente, ocasionada por 
el tamaño de los predios. Nuevas clases sociales, como los empresarios 
del campo, que se vincularon al novel modelo, operaron con una lógica 
económica distinta a la de la economía campesina, incapaz de acceder 
a los medios plenos para implantar los nuevos recursos, y también a la 
de los grandes terratenientes que conservaron sus haciendas aplicadas a 
la ganadería extensiva con bajísimos niveles de inversión y reinversión. 
Entre las clases campesinas las diversas escalas de acceso al capital 
también crearon varias capas; desde los campesinos ricos hasta los po-
bres, capas medias y semiproletarios. Igualmente la implantación de 
formas de producción capitalistas aumentó la fuerza laboral rural vincu-
lada a las faenas del campo a través de relaciones capital-trabajo. 
2 Un informe sobre el problema es “El desplazamiento interno forzado en Colom-

bia”, publicado por Kellog Institute y Woodrow Wilson International Centre for 
Scholars, Washington, septiembre de 2003.

3 Ocampo, José A, “Consolidación del capitalismo colombiano”, en Historia Eco-
nómica de Colombia, p. 280, TM Editores, enero 1994. 
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Para 1986, 35 años después de haberse iniciado el proceso, se había 

latifundios ganaderos o mixtos, con cerca de 12 millones de hectáreas y 
con 7 millones de cabezas de ganado bovino, por otra parte, 15.621 ex-
plotaciones empresariales de ingresos superiores, 38.179 explotaciones 
empresariales de ingresos inferiores, 113.200 granjas de agricultura me-
dia, que responden por 63,8% del valor de la producción de alimentos, 

minifundios de campesinos de la capa inferior y semiproletarios, que 
elabora el 36,2% del valor de los géneros alimenticios principalmente 
en trigo, maíz, panela, frutales y fríjol, además de 941.780 asalariados 
permanentes y otros 550.000 transitorios4.

En torno a lo que ha acaecido en esos 30 años se ha generado una 
-

ció exclusivamente a la protección arancelaria y al capital “subsidiado”, 

suelo como las utilidades de los empresarios agrícolas, a la vez que 
la carga tributaria que estos soportan es baja o inexistente” y que lo 
que -

comerciales, a la ganadería y a la avicultura”5. En síntesis, a lo que 
denominan un “modelo corporativo”. Por otra parte, la argumentación 

-
cola en Colombia en la injerencia creciente de Estados Unidos en los 
aspectos esenciales de la vida colombiana, impulsada por la necesidad 
apremiante de la superpotencia de colocar excedentes de mercancías 
y de capitales en mercados externos en los cuales su predominio polí-
tico le permitía tal imposición. “Los excedentes empezaron a acumu-
larse...La producción agrícola en gran escala no puede contraerse sin 
que ocurran severas restricciones económicas…”6 y también con las 
palabras de Harold Cooley, presidente del Comité Agrícola del Sena-
do norteamericano: “Nosotros estamos interesados principalmente en 
deshacernos de estos excedentes, no importa cómo lo hagan ni bajo 
qué autoridad. Queremos que sean vendidos en dólares, en moneda ex-
tranjera o aún regalados…es más antieconómico para Estados Unidos 
almacenarlos por dos años, que donarlos y pagar el transporte…”7 En
últimas, la discrepancia surge de la naturaleza misma del Estado que 
adoptó tales políticas: Si era uno capitalista autónomo o si era uno de 

en este caso a Estados Unidos.
El investigador independiente Aurelio Suárez Montoya, en su último 

libro “El Modelo Agrícola Colombiano y los Alimentos en la Globali-
zación” (Ediciones Arurora, 2007) expone magistralmente el modelo 
de desarrollo agrícola implementado en Colombia desde 1850, para 
este casto tomamos su disertación para el período que comprende en-
tre 1950 y 1990. A continuación citamos en extenso al doctor Suárez 
Montoya:

“El cambio tecnológico –inducido al agrocolombiano por misiones 
y organismos internacionales– implicó la “modernización” de viejos 
cultivos, incluido el café, y la aparición de algunos nuevos, lo cual se 

todo, la vinculación del sector agropecuario nacional a la Revolución 
Verde que cobijó en general a todos los productos pero que fue mucho 
más intensa en arroz, algodón, sorgo, soya y papa, los mayores consu-

midores de agroquímicos y semillas mejoradas, así como los mayores 
demandantes del crédito sectorial. Los nuevos insumos tuvieron im-
portante peso en la estructura de costos de producción y en el índice de 
precios al productor, los cuales se incrementaron en porcentajes supe-
riores al de los ingresos recibidos por las cosechas en casi todos los cul-
tivos. Estos, a su vez, subieron menos que los importes al consumidor. 
Con este desequilibrio en los precios relativos, el sector agropecuario 

entonces maneja la elaboración y el comercio al por mayor de dichos 

la operación agropecuaria del país. 
“Entre 1950 y 1970 el sector creció a una tasa media global del 3,9% 

mientras la economía nacional lo hizo al 4,9%.8
este periodo el modelo económico favoreció al sector manufacturero 
en detrimento del agropecuario debido a las transferencias ocasionadas 
en un intercambio desigual por los precios relativos, “se afectaron los 
precios y los ingresos recibidos por los productores”9.

“Ese traslado se compensó con el alza en la productividad y, por 
ende en la renta del suelo, siendo mucho mayor en la agricultura em-
presarial que en este periodo duplicó su participación en el valor de 
la producción. Esa mayor diferenciación entre los productores implicó 
la existencia de distintas racionalidades económicas, desde la de las 
capas pobres y semiproletarias del campesinado, la de los empresarios 
capitalistas y la de los grandes latifundistas. En cuanto a la provisión 
de alimentos, las mayores productividades incrementaron la dotación 
en kilos por habitante tanto en los cultivos tradicionales como en los 

cultivada y el del empleo; el cual, al no ser absorbido por la industria, 
como lo explica Sarmiento, ocasionó un deterioro estructural en la de-
manda efectiva general que “aborta la expansión del sector”.

“No obstante lo anterior, en el trigo, la cebada y el maíz, se presentó 
una disminución causada, en el caso del trigo, por las importaciones 
subsidiadas dentro del programa de la Ley 480 de Estados Unidos, en el 
del maíz, por la aparición del sorgo y en la cebada también por compras 
externas. La “protección” arancelaria ya se había relajado en los años 
setenta y, en volumen, los bienes agropecuarios importados crecieron 
trece veces en estos 35 años, hasta acercarse al millón y medio de tone-
ladas. Adicionalmente, el periodo se caracterizó por la revaluación del 
peso frente al dólar, lo cual la facilitó todavía más.

“A pesar de la “modernización”, y de más de cinco leyes de Reforma 
Agraria expedidas en estos tres decenios y medio y de la activación en 
algunos momentos del movimiento campesino por la tierra, la distribu-
ción llegó a ser más inicua. El tamaño promedio de los predios menores 
de 20 hectáreas, que alcanzaron a cerca de dos millones y medio, siendo 
el 75% del total, se redujo a la mitad, de 4,6 a 2,45 hectáreas. De ocho 
millones de hectáreas, incorporadas a la frontera agrícola, los predios 
de más de 500 captaron más de la mitad y así el 0,4% de los propietarios 
acaparó el 35% de la tierra. Esa distribución coincidió con el incremen-

los 25 millones de hectáreas.
“El capital fue el recurso productivo básico más dinámico, el de ma-

yor expansión, y así mismo el de mayor contribución al crecimiento 
del producto, su aplicación intensiva fue el elemento primordial para el 
incremento de los rendimientos por hectárea, lo cual también sucedió 
con el café, que contó además con la ventaja inmensa de un mercado 
mundial regulado y dos “bonanzas” de precios, lo que lo mantuvo como 
el primer producto del campo y fuente principal de divisas, aunque al 

-

“De este recuento puede concluirse que la “modernización” de la 
agricultura colombiana consistió en su vinculación, incubada desde 
afuera, a la llamada “Revolución Verde”. Si bien este hecho redundó 
en la presencia de algunas formas de producción moderna, el fenómeno 
fue selectivo con una alta concentración en aquellos géneros mayores 
8  FAO, “Políticas macroeconómicas en América Latina”. Estudio Desarrollo Eco-

nómico y Social, No. 108, p.108.
9  FAO, Ibíd. 

4 Estos datos se extrajeron de una síntesis de “Clases sociales y políticas agrarias”, 
en Economía Colombiana, No. 186, octubre 1986, Contraloría General de la Re-
pública, pp. 40 – 58.

5 Kalmanovitz S. y López E., “Historia de la Agricultura Colombiana en el siglo 
XX”·, Fondo de Cultura Económica y Banco de la República, p. 192 y p. 200, 
agosto 2006.

6 Es citado por Perry Santiago, en “La crisis agraria en Colombia 1950 – 1980”, del 
agregado agrícola de Estados Unidos en Colombia, Earl Loveridge, al explicar en 
1957 la ley Pública 480, decretada como consecuencia de la superproducción de 
bienes agropecuarios estadounidenses, generada por la recuperación europea con 
lo cual el Viejo Continente se cerraba como mercado para tales excedentes que se 
habían colocado allí en los periodos iniciales de la Posguerra. 

7 Son citas tomadas de Perry Santiago, op. cit., p. 144 quien las referencia de los 
volúmenes 42 y 48 de Journal of Farm Economics, de artículos de Theodore 
Schultz y de Luther Tweeten, respectivamente.
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consumidores de insumos agroquímicos y semillas mejoradas y alta-
mente demandantes de capital para su proceso productivo, con lo cual 

importaciones” no fue una política consistente ni permanente ni para 
todas las ramas y ni siquiera contó con una política cambiaria que la 
alentara. Este hecho es mucho más notorio desde la segunda mitad de 
los años setenta, aunque hubo años en los cuales se marcó más como en 
1954, 1966, 1973 y 1982. 

“El modo semifeudal, caracterizado por la coexistencia de variados 
modos de producción, los de diversas capas del campesinado, el empre-

Lo más destacado del periodo es que bajo el nuevo esquema productivo 
y sus relaciones sociales de producción, que en los primeros años de la 
década de los ochenta mostraban agotamiento y crisis, Estados Unidos 
tomó la iniciativa en la orientación y el control de la agricultura colom-
biana. En adelante, lo que iría a suceder con las políticas públicas hacia 
el campo, llevaría su impronta indeleble y, desde luego, el amoldamien-
to más conveniente a sus intereses en cada momento; acorde con los 
cuales se estancan, se promueven o también se destruyen los distintos 
renglones de la producción agrícola y pecuaria nacional y conviviendo 
con un régimen de propiedad terrateniente”.

El Neoliberalismo: acabando de acabar
Entre 1980 y 1984 se presentó una baja en la tasa de crecimiento 

del capital aplicado al agro y con ella una notable desaceleración del 
ritmo de capitalización del sector. Los avances logrados hasta entonces 
se frenaron al igual que los rendimientos y, según analistas y la Misión 
de Estudios del Sector Agropecuario, tanto las políticas macroeconómi-
cas como algunas circunstancias internacionales desfavorables, muchas 
de ellas concomitantes con la denominada “crisis de la deuda”, fueron 
las responsables de dicho freno. Sin embargo, estos quebrantos tam-
bién deben asociarse con que, pese al “cambio técnico” y la “moderni-
zación”, esta no fue una agricultura que hubiera alcanzado una nueva 
base productiva. Algunas comparaciones de la agricultura colombiana 
de esos años con las del resto del mundo la ubicaron en un lugar pro-
medio dentro de una muestra entre 43 países. La mecanización de la 
agricultura resultó menor que la del resto de países de América Latina, 
con excepción de Paraguay, y parecida a la de Tailandia, Sri Lanka o 
Pakistán.10

En términos de infraestructura, el Banco Mundial señaló que Colom-
bia tenía el menor número de kilómetros de carretera pavimentada por 
habitante (309) en comparación con todos los países de América Latina 
siendo apenas inferior el caso de Bo1ivia (236) y que de 6,5 millo-
nes de hectáreas, que pueden ser potencialmente irrigadas, apenas 750 
mil contaban con sistemas de riego. De igual manera, ubicaba la tasa 
impositiva promedio para la agricultura en un 30%, dentro del grupo 
de tributación medio a escala mundial. Al comenzar la década de los 
noventa, el Banco Mundial anotó que la tierra destinada a cultivos era 
3’841.000 hectáreas, de un potencial estimado en 18’295.000; es decir, 
se contaba con una rata de utilización de menos del 20%, y de las cuales 
solo 455.000 estaban irrigadas, entre tanto que 40’079.000 hectáreas se 
dedicaban a pastos, casi triplicando el potencial disponible para dicha 

-
drados de tierra, 90.000 fueron evaluadas por el Banco como tierras de 

y que en 1990 escasamente el 76.8% se estaba utilizando.11

Casi todos los estudios de entonces insisten en el bajo nivel de absor-
ción de la mano de obra en el sector. Ello está explicado en parte por la 
gran importancia de la ganadería pero además por una alta participación 
de la economía campesina, que era el principal empleador; en 1988 
ocupaba el 70% del total12. Un estudio de Albert Berry, citado por Be-
10 Las referencias a la Misión así como los elementos principales del diagnóstico se 

extraen de Bejarano Jesús, “Economía de la Agricultura”, pp. 38-41, TM editores, 
Universidad Nacional, IICA, Fonade, septiembre 1998.

11 Banco Mundial, “Colombia - Review of Agricutural and Rural DevelopmentBanco Mundial, “Colombia - Review of Agricutural and Rural Development 
Strategy”. Datos recopilados  de distintos apartes del documento.

12 Citado de DNP por Jaramillo Carlos F, op. cit., p.53. 

jarano, hizo una descripción de las características y la participación de 
la producción de los pequeños y medianos productores colombianos en 
los años ochenta. Sin tener en cuenta el café, en ella hay un predominio 
de los cultivos transitorios sobre los permanentes, de los no comercia-
les sobre los comerciales y de los alimentos sobre las materias primas, 
era casi exclusivamente productora de alimentos de consumo directo, 
producía el 52,6% de la cebada, el 90,2% del fríjol, el 68,6% del maíz, 
el 57,5% de la papa, el 78,7% de las hortalizas y el 83,3% de la panela, 
el 71,4% del plátano, el 74,1% de las frutas y el 66,6% del cacao. De 
igual modo contribuía con cerca del 23% del total de pastos y del 24.2% 
del inventario bovino para carne y leche, del 11,6% para carne y del 
40,3% para leche, el 82,4% de los caballos, el 71,4% de los cerdos, el 
5,6 de la avicultura para carne y el 8% de la dedicada a huevos. Poseía 
el 57,1 % del área agrícola y producía el 56,4% del valor. La produc-

semi-proletarización al derivar del trabajo asalariado, en el caso de los 
propietarios de 0 a 2.5 hectáreas, el 62% de sus ingresos y en el de los 
de 2.5 a 10 hectárea, cerca de un 40%, era el 70% del empleo rural. Así 

estimaba que los grupos urbanos de menos ingresos gastaban en este 
rubro y en bebidas y en tabaco casi el 44% de sus ingresos, en tanto los 
estratos sociales superiores destinaban algo más del 16%.13

El gasto público en Agricultura entre 1980 y 1989 estuvo entre el 
4,2% y el 4.8% del Presupuesto Nacional, con excepción de 1984 y 

-
centaje de las transferencias al sector agropecuario se daba por el meca-
nismo de precios de sustentación y en algunos casos por subsidios por 
la vía del mercado, con relación al precio en frontera, o por crédito asis-
tido y un porcentaje que descendió linealmente del 38% al 6% en inves-
tigación y extensión. En cuanto a las distintas ramas de la producción, 
aunque la destinación varió según los ciclos para los distintos productos 
(sin tener en cuenta el azúcar), tuvieron una participación mayoritaria 
la carne, el arroz y la leche. Durante la década de los ochentas, el café 

más de 2.200 millones de dólares14.
Respecto a la productividad, medida en kilogramos por hectárea, en 

1991 el trigo, el maíz, la papa, el algodón y la soya, tenían niveles 
inferiores a los promedios internacionales, mientras el arroz, el sorgo, 
el fríjol, la caña de azúcar y el tabaco estaban por encima. De alguna 
manera las antiguas especializaciones regionales se conservaban según 
la distribución de las áreas de siembra por departamento: en 1991 entre 
Tolima, Meta, Cesar y Huila se cultivaba el 50% del arroz, en Nariño, 
Boyacá y Cundinamarca el 80% del trigo, en Córdoba, Bolívar, Cesar, 
Antioquia, Cundinamarca y Tolima más del 50% del maíz; en Tolima, 
Cesar, Córdoba, Valle del Cauca, Huila y Bolívar más del 50% del sor-
go; en Cundinamarca, Nariño y Boyacá casi toda la papa y en Cundi-
namarca, Santander, Nariño, Boyacá, Caldas Antioquia y Cauca casi 
toda la panela. Entre Valle, Cesar, Córdoba, Bolívar, Sucre y Tolima se 
producía el mayor volumen de algodón.; Valle del Cauca y Meta elabo-
raban alrededor del 90% de la soya y la palma africana se asentaba con 
especial énfasis en Cesar, Magdalena, Meta y Santander. La caña de 
azúcar seguía siendo un monopolio del Valle del Cauca y el café, a pe-
sar de ser el producto con mayor presencia nacional, en 24 departamen-
tos, las principales áreas de siembra estaban en Antioquia, Valle, Tolima 
Cundinamarca, Caldas, Quindío, Cauca, Risaralda y Santander.15.

En el contexto de un sector agropecuario como el descrito, donde 
han predominado las ataduras al atraso, con una inicua estructura de 
latifundio y minifundio, con un grupo empresarial “moderno” insular, 
que no es lo característico del agro colombiano, con una viabilidad so-

-
tes, sin incentivos tributarios, con una política sectorial orientada por 
13 Bejarano Jesús, “Economía de la Agricultura”, cita a Albert Berry en “La agri-

cultura colombiana en los ochenta”, en Michael J. Twomwy y Ann Helwege en 
“Modernización y Estancamiento. La agricultura latinoamericana en los años 
noventa”. FCE, 1994. Se presentan combinados por algunos consignados en el 
Banco Mundial op. cit. pp.  107 y 108.

14 Banco Mundial op. cit. p. 116.
15 Tomados de Banco Mundial, op. cit. 101,102.
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los intereses políticos y privados de Estados Unidos, con muy precarias 
inversiones en ciencia y tecnología, con paquetes tecnológicos impues-
tos altamente dependientes de agroquímicos e insumos importados y ya 
en la fase de rendimientos decrecientes, con bajísima participación en 
el gasto presupuestal, con preponderancia de la ganadería extensiva y 
de la economía campesina, se inició, desde los inicios de 1991, la im-
plantación del neoliberalismo.

Y llegó la “apertura”…
En el Plan de Desarrollo de César Gaviria (1990- 1994), titulado La 

-
ciera se adelantaron las principales propuestas neoliberales. Partiendo 
de que la utilización de los recursos del país debía ser asignada por los 
mercados internacionales, se decidió “el desmonte generalizado de las 
barreras no arancelarias y la reducción gradual de las tarifas arance-
larias para todos los productos de la economía…el énfasis en la nece-
sidad de reducir la intervención gubernamental para la economía...se 
buscaba introducir reglas de juego…para promover la producción en 
aquellas actividades y sectores en los que el país exhibía verdaderas 
ventajas”16.

En materia del comercio interno y de las compras externas se “eli-
minaron los permisos de importación, se redujeron los aranceles y se 
disminuyeron las actividades del IDEMA”.17 El Plan dio un trato espe-
cial a la agricultura en contraposición al de la industria, argumentando 
las “sensibilidades” del sector agropecuario, causadas por la volatilidad 
de los precios, los oligopolios dominantes en los eslabones de comer-
cialización y la competencia desigual frente a las distorsiones existentes 
en los mercados mundiales creadas por los subsidios en los países del 
Norte, la Unión Europea, Estados Unidos, Canadá y Japón, sobre todo 
en cereales, oleaginosas, papa, fríjol y otros granos, leche y cárnicos, 
algunas frutas y hortalizas, que valen mil millones de dólares diarios.18

fecha en la cual se acabarían las restricciones a las cantidades importa-
das, y la reducción de aranceles se proyectó a cuatro años hasta 1994, 
en el cual las tarifas agrícolas llegarían al mismo nivel que las de la in-

se profundizó en la desgravación y los aranceles de todos los sectores 
llegaron a 12%, para el sector agropecuario pasó de 31,5%, vigente en 
1991, a 15% en 1992. En términos de protección efectiva, mientras que 
la del total de la economía cayó de 49,8 % a 21,5%, la de los bienes 
agrícolas lo hizo de 91,3% a 40,5%, en tanto que los aranceles para 

de la industria.
Simultáneamente desapareció el papel regulador del Estado en el 

comercio externo agropecuario: por tanto, se acabaron tanto el visto 
bueno para exportar como las licencias previas para las importaciones y 
la exclusiva intervención del IDEMA en las compras externas de ciertos 
productos. El IDEMA se fue extinguiendo, se recortaron tanto sus fun-
ciones como su radio de acción; con ello, en últimas, se eliminó la ac-
ción estatal en la intermediación agropecuaria y en el almacenamiento y 
se entregó la iniciativa al sector privado. De la acción marginal a la que 

su participación en las compras internas de las cosechas en 37% 19 se
llegó luego, en 1997, a su liquidación. El cambio de su papel en “en el 

como un factor relevante en la crisis agropecuaria de 199220.
Una decisión similar se tomó con relación al crédito para las activi-

las tasas de interés. Con dicho cambio, a partir de 1990, se impulsó la 
participación de la banca privada en la colocación de crédito y para ello 
16 Jaramillo  Carlos F.,  “Crisis y transformación de la Agricultura Colombiana”, 

p.62, Fondo de Cultura Económica – Banrepública, 2002
17 Jaramillo Carlos F., op. cit. p.70. 
18 La cita textual puede verse en Jaramillo  Carlos F., Ibíd. 
19 Ibíd., p. 74.
20 Banco Mundial “La pobreza en Colombia”, p.  286, TM Editores, enero de 

1996.

se suprimieron las inversiones “forzosas” –que habían alimentado los 

particular en el mercado con un cronograma que en seis años iguala-
ba las tasas para todos los usuarios en DTF + 6%. Para los pequeños 
productores se inició en DTF -4% y se iba equiparando en el horizonte 
con los de los grandes que iniciaban en DTF + 4 y llegaban a la meta 
propuesta en dos años. Una política del mismo corte se adoptó para la 
adecuación de tierras, pretendiendo que el capital privado participara 
como gestor, inclusive apalancando la inversión con subsidios otorga-
dos para el Estado a los eventuales usuarios. Y, bajo el mismo enfoque 
privatizador, se transformó el área de ciencia y la tecnología para el 

políticas y de acciones preventivas, y se estimuló la creación de corpo-
raciones de investigación una de las cuales sería CORPOICA a la cual 
el Estado no brindaría un trato preferencial en la asignación de recursos, 

-
centivo Forestal, un subsidio para el fomento de plantaciones forestales. 
En relación a la adecuación de tierras, el nuevo esquema fomentaba un 
“mayor protagonismo del sector privado”21.

En el sentido del comercio exterior se promovieron acuerdos comer-
ciales con los cuales supuestamente se compensarían las pérdidas even-
tuales causadas por el ingreso de bienes importados. La promoción de 
las exportaciones se hizo mediante convenios con los países del Pacto 
Andino y se acordó una zona de libre comercio con Bolivia, Ecuador 
y Venezuela, con Venezuela y México (G-3), con Chile y naciones del 
Caribe. Con la suscripción del GATT de la Ronda de Uruguay, Colom-
bia ingresó al juego multilateral del comercio agrícola, y también, por 
vez primera, recibió con otros países andinos las preferencias arancela-
rias ATPA de Estados Unidos y un paquete similar por parte de Europa, 
denominado PEC. Este modelo exportador recibió además el soporte 

Con relación a la economía campesina, se acogió el mismo criterio 
que para la atención de bienestar social: a través del PNR (Plan Na-
cional de Rehabilitación) se “focalizaron” los apoyos concentrados en 
vivienda rural, servicios públicos, proyectos productivos, todo esto más 
con un sentido “asistencial” que como promotor de la producción, den-
tro de la concepción minimalista del Desarrollo Rural. Dado que esas 
acciones también se descentralizaron, surgieron las UMATA para que 
los municipios replicaran en transferencia de tecnología a las comuni-
dades locales de pequeños productores. 

Las medidas adoptadas fueron los pasos iniciales de Colombia hacia 
la inclusión a la “globalización” de la agricultura colombiana que se 

-
cia a la Organización Mundial del Comercio (OMC), cuyas principales 
tareas eran, entre otras, llevar adelante el acuerdo en el área agrícola.

La agricultura creció el 8,2% en 1990, el 4% en 1991 y en 1992 cayó 
a -0,7%.22

acerca de esta crisis agraria. El Banco Mundial en “La Pobreza en Co-
lombia” 23 endosa ese desempeño negativo al de un grupo de productos 
entre los que destaca el café y los cultivos semestrales o transitorios, 
en el primer caso por un exceso de oferta mundial y en el segundo a 
“choques exógenos” como la caída de los precios internacionales, la 

que la apertura comercial, las reformas tributarias, el salario mínimo 
y los cambios de los precios mundiales no explican sino parcialmente 
la variación de los precios relativos del agro y de los ingresos rurales”. 
Agrega –como otro elemento– la eliminación del monopolio del IDE-
MA y su injerencia marcada en la compra, almacenamiento y distribu-
ción de productos agropecuarios. Añade que por la reestructuración del
21 Jaramillo Carlos F., op. cit. p. 78
22 Tomado de Jaramillo Carlos F., op. cit., p. 92 – Cuadro 11. 
23 Banco Mundial, “La pobreza en Colombia”, pp.278 -299, TM Editores, enero de 

1996.
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de la cuantiosa liberación de existencias”. 

“la propensión de largo plazo de la agricultura de baja creación de em-
pleo ha sido agravada por la pérdida de empleo resultante del bajón de 
la rentabilidad que golpeó a ciertos sectores a comienzos de 1990. Fue 
primeramente atribuido a un descenso temporal en los precios mundia-
les de las mercancías, agravado por una severa sequía (1991-1992), el 
cambio después de los 90 a un régimen más abierto de comercio no fue 
la fuente principal del problema”24.

Carlos Felipe Jaramillo, vinculado a los gobiernos y a las políticas 
imperantes en la década de los noventa y en quien se ha depositado la 

anotados por el Banco Mundial, otros dos: la revaluación de la tasa 
de cambio, que se expresó en una apreciación del peso en un 7,9% 
entre 1990 y 1992 25 y, con menor relevancia, a la “disminución de la 
protección.26 Extrañamente, suma la baja rentabilidad, que es más una 
consecuencia que una causa, con otros que también catalogan como 
agravantes: la oferta de crédito, en cuanto a la eliminación del fomento, 
y a la violencia, que también es mencionada en algunos de los informes 
del Banco. 

Desde otro ángulo, la Contraloría General de la República se pro-
-

croeconómica, microeconómica y económica política y social), y no 
solamente de aquella dictada por el traslado de recursos de una activi-
dad a otra cuando lo dicte el mercado, así: “ la política de apertura y 
liberalización para el sector agropecuario parece relegar los objetivos 
sociales relacionados con la distribución del ingreso rural a un trata-
miento residual e implícito, sin formulaciones explícitas y metas con-

términos de esos aspectos”. 27 Advirtió sobre la seguridad alimentaria 
al decir en ese informe que “los elementos estratégicos de la seguri-
dad alimentaria no deberían quedar relegados a una posición apenas 

general de apertura y liberalización del sector agropecuario”28.
Absalón Machado, quien no se ha caracterizado propiamente por 

una posición “radical”, anotó años después que “las política sectoria-
les no pueden ser compensatorias de los efectos de las políticas ma-
croeconómicas…lo difícil que es el cambio institucional frente a las 
dinámicas de los procesos de mercado…La crisis ha mostrado que el 
sector privado no estaba preparado para llenar el vacío que ha dejado 
el Estado…”29.

Eduardo Sarmiento, en un trabajo “a tres años de la apertura”, al 
evaluar el balance del sector en un marco general, aseveró “Tal vez 
la situación más grave se presenta en el sector agrícola…La supuesta 
competencia nos llevó a los agricultores a desplazarse hacia activida-

-

apertura hacia adentro. La expansión de las importaciones evoluciona 
paralelamente al deterioro de las exportaciones. Tal vez la falla más 
grande residió en el intentó de imponer una apertura indiscriminada en 
una economía cuyos sectores se enfrentan a condiciones externas muy 
diferentes….No se le concedió mayor atención a las características es-
peciales de los productos agrícolas…Era inevitable que el desmonte de 
la protección precipitara una entrada de productos que desplazara la 
producción nacional”30.
24 Banco Mundial, “Colombia - Review of Agricutural and Rural DevelopmentBanco Mundial, “Colombia - Review of Agricutural and Rural Development 

Strategy”, p.3. 
25 Jaramillo Carlos F., op. cit. p. 102.
26 Ibíd. , p. 106. 
27 “La apertura económica y el sector agropecuario”, ECONOMÍA COLOMBIA-

NA, No. 242, mayo-junio, 1992 pp. 35-64.
28 Ibíd.
29 Machado Absalón, “Implicaciones económicas y sociales de la crisis agraria” en 

“Causas y consecuencias de la crisis agraria”, publicado por SEAP, diciembre de 
2001. pp. 19-24.

30  Sarmiento P. Eduardo, “A tres años de la apertura”, ECONOMÍA COLOMBIA-
NA, No. 241, pp. 6-15. 

Como resumen de la crisis, en el 2001, escribí: “En el primer sector 
productivo donde se sintió el desastroso efecto del aumento de las im-
portaciones fue en el agro… como se verá, esta relación entre lo que 
se pierde y lo que se mantiene es un excelente ejemplo del total fracaso 
de las políticas de apertura y una comprobación de las advertencias 
que se hicieron oportunamente…La caída de los llamados cultivos se-
mestrales es, por dos razones diferentes, de enorme gravedad para el 
desarrollo del país. Primero porque, siendo el sector más mecanizado 
de la agricultura, su desaparición demuestra que el neoliberalismo no 

dicen sus panegiristas, sino a todo lo contrario. Y segundo porque en 
ellos descansa buena parte de la seguridad alimentaria nacional, el 
concepto que acuñaron norteamericanos, europeos y japoneses luego 
de la Segunda Guerra Mundial y que quiere decir que el país que no 
garantice la producción de la dieta básica de su pueblo no tiene ningu-
na posibilidad de mantener su independencia y soberanía nacional y, 
con ellas, el desarrollo de su aparato productivo, porque será indefec-
tiblemente sometido a lo que le quieran imponer los países que le ven-
den la comida… El acabose del agro nacional, que tiene que competir 
con los productos de los países industrializados, se explica en primer 
término por las ventajas de estos últimos en cuanto a la maquinaria y 
la tecnología que emplean, los menores costos de los agroquímicos, 
los servicios públicos y las tasas de interés, el mayor desarrollo de la 

-
cados internos que los respaldan, la gran amplitud de sus obras de 
infraestructura y la estabilidad que tienen los productores gracias a los 
precios de sustentación que les garantizan sus respectivos gobiernos. 

el hecho de que en las potencias no hay agricultura en las montañas 
y que su ubicación en las zonas templadas del planeta les facilita sus 

tan grandes que en los países de la OCDE suman más de 300 mil millo-
nes de dólares al año. Y con países más atrasados que Colombia, como 

de su mano de obra les facilitan las cosas, quedando todavía por verse 
cuánto de lo que llega de ellos es de su cosecha o si apenas sirven como 
plataforma para la triangulación de productos norteamericanos, como 
se sabe que ha ocurrido en el caso del arroz…”.31

Las justas admoniciones académicas y a las rogativas gremiales fue-
ron desoídas y en 1999 la economía colombiana tuvo el peor desempeño 
del siglo veinte al caer a –4,5%, el sector industrial decreció al– 13,1% 
y el agropecuario al -2,1%. Un reconocido economista neoliberal, Car-
los Caballero Argáez, al hablar de “la contracción de la economía co-
lombiana en 1999”
1998, “el país gastó más de lo que sus ingresos le permitían”, que “se

. Caba-
llero dice que la deuda pública total pasó de representar un 36% del PIB 
en 1992 a un 58% en el 2000 y la deuda externa privada de un 5.4% del 
PIB en 1992 a un 17% en 1998. Así mismo llamó la atención sobre el 

parte del endeudamiento se había contratado con 
capitales” que corrió hacia los países emergentes, incluido Colombia. 

principios de 1998, de Rusia 1998 y la de Brasil en 1999 revertieron esa 
tendencia y el signo fue contrario: “la salida de capitales”. Según Ca-
ballero, dicha reversión forzó a la economía a ajustar el gasto de mane-
ra automática y abrupta con posterioridad al primer trimestre de 1998, 
cuando la cuenta corriente de la balanza de pagos, que venía arrojando 

desequilibrio máximo cercano 
a ocho puntos del PIB. El “ajuste” consistió en una reducción de la ofer-

a las empresas y a los hogares para honrar sus obligaciones, incluyendo 
a sectores del agro. 

muy especialmente de la banca pública, así sucumbió del todo la Caja
31 Robledo C. Jorge Enrique, www.neoliberalismo.com, pp. 21-23. El Ancora  Edi-

tores, Bogotá, 2000.
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Agraria y el Banco Cafetero (Bancafé) y un número importante de las 
“En septiembre de 1999 se 

abandonó el sistema de banda cambiaria y la tasa de cambio comenzó 
-

mente tanto al sector público como al privado, por sus elevados niveles 
de endeudamiento externo. El de la tasa de interés no sólo afectaría al 
gobierno y a las empresas sino a los hogares. Al contraerse la deman-

consecuencia no podía ser distinta a la de un acentuado debilitamiento 

ello desembocaría en la contracción del gasto y de la economía en su 
conjunto”.Para caracterizar la crisis, Caballero acotó que “no puede 
considerarse como parte de un ciclo económico normal” sino que ha 
sido “similar a las de otros países al reventarse las ‘burbujas’ de los 

-
ciente”
de política monetaria, Caballero concluye: “era indispensable que el 
sector público se equilibrara en forma rápida y evitar un desborda-

esto no sucedió a la velocidad deseada, el peso del ajuste recayó en el 
sector privado y en la política monetaria lo cual, a su vez, condujo a 
la devaluación, a la elevación de las tasas de interés y a la pérdida de 
reservas internacionales del Banco de la República”32.

Eduardo Sarmiento, el más lúcido economista en la crítica al modelo 
-
-

ciones, y que construyeron el trípode sobre el cual se desarrolló el neo-
liberalismo, para revelar el origen de la crisis de 1999, más allá de las 
anotaciones de Caballero quien se circunscribe a señalar al alto endeu-
damiento de los agentes -para soportar sus gastos e inversiones- como 
la raíz del quebranto de la economía. Sarmiento penetra en las causas 
primeras al aseverar que “la liberación comercial propicia un cambio 
de la estructura productiva hacia las actividades de ventaja comparati-
va. Sin embargo, estas actividades en el caso colombiano están sobre-
ofrecidas en los mercados internacionales…La economía experimenta 
entradas masivas de importaciones con respecto a las exportaciones 

sólo puede evitarse mediante la reducción del salario real que com-
pense la menor productividad colombiana en las actividades de menor 

corriente que obviamente tienen la contrapartida en el desempleo y su 
solución está condicionada a la baja del salario real…Cada año era 

a una tasa geométrica superior a la del PIB…hasta… US $6.000 millo-

dudas sobre la solvencia del país, ahuyentando a los prestamistas e 
inversionistas…Así, el ajuste del sector externo se logró mediante la re-

limbo en que los desequilibrios se alivian mediante el derrumbe de la 
producción y el empleo; en 1999 el producto nacional descendió 5% y 
el desempleo llegó a 20%...”.33

Contribución al crecimiento del PIB agrícola por lustros
Lustro Trabajo Capital Tierra PTF

1991- 1995 5,53% 56,77 % - 18,32% 56,02%
1996-2000 53% - 19,24% - 44,87 % 110, 86

Fuente: Kalmanovitz S., López E., “La agricultura colombiana en el siglo XX”, 
p.240, aunque los autores calculan para todos los lustros desde 1950, un resultado 
equivalente puede verse en los cuadros I- 23, desde 1951 hasta 1987, según el Banco 
Mundial.
32 Caballero Argáez  Carlos, presentación en el seminario  “Situación y perspectivas 

económicas 2000-2001- agosto 30 de 2001”. 
33 Sarmiento Palacio Eduardo, “Cómo construir una nueva organización económi-

ca”, pp. 337-339, Editorial Oveja Negra, Bogotá, mayo 2000.

Llama la atención que el trabajo juega un papel determinante en la 
contribución al PIB agropecuario en especial en la segunda mitad de 
la década. Se insinúa que, como ya lo advirtió Sarmiento, la disminu-

Contrario a lo previsto por quienes promovieron las “reformas estruc-

y la baja de los salarios reales agrícolas. 
Un trabajo de Carlos Felipe Jaramillo, Carmen Astrid Romero B. 

y Oskar Andrés Nupia, denominado “Integración en el mercado labo-
ral colombiano 1945-1998”, sobre la evolución de los salarios urbanos 
y rurales en ese periodo y su integración en los espacios urbano –ru-
ral y rural- rural, trae, entre algunas conclusiones, las siguientes: “La
inspección de las series de salarios rurales en Colombia muestra que 
estas se han movido muy estrechamente con el ciclo de la producción 
agropecuaria y, en particular, de la producción cafetera… La brecha 
salarial rural-urbana también ha presentado importantes oscilaciones 
desde 1940, destacándose su fuerte disminución a mediados de los se-
tenta como resultado de la bonanza cafetera… muestra que los merca-
dos laborales rurales en Colombia han estado integrados solo dentro 

históricos y culturales”34.
Resulta pertinente observar –tomado de los anexos de este trabajo- 

una extracción del cuadro general del estudio entre 1945 y 1998: la de 
los crecimientos anuales promedios de los salarios rurales reales para 
el lapso 1990-1998 (Cuadro I-28). El mayor crecimiento se dio en re-
giones donde precisamente ocurrió la supresión de cultivos agrícolas 
por cultivos de uso ilícito como la Orinoquia y la Amazonia, donde 
las siembras transitorias, de maíz tradicional, arroz secano, soya y sor-
go, cayeron de 270.100 hectáreas a 187.514, entre 1990 y 1996.35 Al 
respecto vale citar a Ricardo Rocha quien hace justas observaciones 

“quienes le atribuyen a la violencia un elevado poder explicativo en 
la determinación de los salarios. Esto parecería tener una mayor vali-
dez en los departamentos con cultivos ilícitos, donde la inmigración, la 
precaria presencia del Estado y el predominio de los grupos de extrema 
se conjugan para explicar unos mayores niveles de violencia con res-
pecto al resto del país. Así, los salarios de los cultivos ilícitos deberían 
reconocer una prima de riesgo a los trabajadores por laborar en un 
entorno adverso e inestable”36.

A esto debe sumarse que las compras externas continuaron en línea 
ascendente; pasaron de valer 378,9 millones de dólares en 1991 a 1.886,9 
millones en 1997. Las importaciones de trigo se multiplicaron por más 
de dos veces y media, las de maíz amarillo pasaron de 1,6 millones de 
dólares a 263 millones, las de soya de 18 millones a 105, las de cebada 
se duplicaron, las de legumbres y vegetales se triplicaron y las de arroz 
y algodón, que eran inexistentes, valieron en 1997 71,7 y 84,6 millones 
de dólares respectivamente en 1997. Las frutas chilenas llegaron a 95,6 
millones, cerca de seis veces lo de 1991. El total de los géneros agríco-
las primarios importados fue de 1.217 millones y el de los procesados 
de 669. De estos últimos, se destacan el avance de las importaciones de 
soya y aceite de soya, así como de cereales y legumbres procesadas. 37

En 1998 las importaciones agrícolas se acercaban a los seis millones de 
toneladas, ocho veces las de siete años antes. La avalancha de bienes 
agropecuarios fue tal que entre 1990 y 1998 las compras externas de 
maíz, cebada, trigo y soya sumaron 17’879.000 toneladas, las de todos 
los productos agrícolas, hasta entonces, más de 26 millones de tonela-
das, hubo entrada inclusive de plátano en casi 100.000 toneladas entre 
1995 y 1996. En 1995 ingresaron 218.000 toneladas de arroz y el acu-
mulado de los ingresos de leche en polvo foránea entre 1991 y 1996 fue
34 Jaramillo Carlos F., Romero B. Carmen Astrid y Nupia Oskar, “Integración en el 

mercado laboral colombiano 1945 - 1988”, en  www.banrep.gov.co/docum/ftp/
borra148.pdf.

35

UNDCP y “Siglo del Hombre Editores”, 2000.   
36 Ibíd., p. 51
37 Jaramillo Carlos F., op. cit. p. 166. 
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de 22.600 toneladas.38 En el cuadro siguiente se muestra la evolución 
de las compras externas agropecuarias y agroindustriales; debe tomarse 
en cuenta que para el año de 1999 rebajaron como fruto de la propia cri-
sis general de la economía corregida entre otras formas con una fuerte 
devaluación que encareció los bienes externos. 

La más grave consecuencia de la crisis recurrente fue la precipita-
ción en la disminución de la dotación en kilos de alimentos por habitan-
te. La dependencia alimentaria del país se incrementó geométricamente 
y el menoscabo a la soberanía nacional en ese campo fue enorme. Basta 
recordar que en 1989, Colombia proveía el 92% de la oferta agrícola 

alimenticia no superaba el 20%.
Evolución de la Dotación en kilos por habitante 

de los principales alimentos
(1990- 2000)

Producto 1990 2000 Relación en dotación 
2000/ 1990 ( veces)

Arroz 58,79 54,01 0,91
Papa 68,46 70.04 1,02
Fríjol 3,67 2,94 0,8
Maíz 33,70 27,96 0,83
Cebada 2,79 0,25 0,08
Algodón 9,34 2,63 0,28
Trigo 2,91 1 0,34
Azúcar 44,90 56,52 1,25
Carne
(cabezas de ganado por 100 habitantes)

11,1 9,3 0,78

Fuente: Cálculos de Aurelio Suárez Montoya según producción para 1990 y 
2000, acorde con Anuario Estadístico del sector agropecuario 2002, Minagricul-
tura y datos de población del DANE así: 1990= 34’970.000 habitantes y 2000= 
42’231.000 y para carne de www.fedegan.org
para 2000= 3’950.501

En arroz, en fríjol, en maíz, en cebada, en trigo y en algodón se cayó 

esta caída abarcó también hasta el de carne de ganado bovino. En todos 
estos rubros se bajó a niveles iguales o menores a los de los años cin-
cuenta en algunos casos, o de los sesenta y setenta en otros. El aumento 
en papa está vinculado con el escaso volumen importado y con el alto 
grado de sustitución que especialmente en hogares de bajos ingresos 
tiene con los cereales tal como sucedió con la avicultura, un renglón en 
crecimiento en ese período en detrimento de la carne de res. En cuanto 
al azúcar, junto con otros cultivos como cacao, palma aceitera y caña 

-
do consolidando en cuanto a la especialización de la agricultura colom-
biana en géneros tropicales. 

Lo que no cesó de crecer fue tanto el hato ganadero como el área 
destinada a los pastos. La estadística para el periodo comprendido entre 

destinada a pastos incorpora rastrojos y terrenos abandonados. El IGAC 
tasó en 40´083.171 hectáreas las destinadas a pasturas y malezas en 
1988, lo cual contraría la serie histórica hasta entonces39. Los pocos 
datos accesibles se explican en la siguiente aserción de Camilo Aldana, 
director de la Corporación de Estudios Ganaderos y Agrícolas, CEGA, 
en un artículo para la revista Coyuntura Colombiana en julio de 1995, 
“La aguda crisis de la agricultura, atribuible en su mayor parte a la 
aplicación del nuevo modelo, y la inexistencia de otras opciones via-
bles dentro de la misma, estimularon un proceso de siembra de pastos 
y de sustitución de algunos cultivos por ganadería .No hay estadísticas 
que permitan medir la cobertura y el alcance de este fenómeno de sus-
titución, pero el comportamiento del crédito de FINAGRO para inver-
sión para sugerir que este proceso empieza a hacerse muy evidente en

38 Suárez Montoya Aurelio, “La apertura económica en el campo colombiano”. 
39 Es un dato de “El Editorial Agrario”, SAC, No. 35 , julio- agosto de 1997, p.6, al 

presentarse el uso de la tierra y comparar con cifras del SISAC para 1995.

años siguientes”.40

Colombia. Evolución del Hato Ganadero
(1985-1999)

Año Número de cabezas Area Ganadera
1986 19. 895,45 ----
1987 20.109,27 ----
1988 20.771,38 ----
1989 21.168,62 ----
1990 21.256,41 ----
1991 21.263,28 ----
1992 21.246,27 ----
1993 21.819,36 ----
1994 22.705,58 ----
1995 23.474,81 26’580.245
1996 24.188,29 28’588.607
1997 24.890,91 ----
1998 25.589,71 ----
1999 24.363,68 29’936.708

Fuente: Hato ganadero 1986 -1999 en www.agrocadenas.gov; y 
áreas ganaderas en Kalmanovitz op. cit. p. 288.

-
lombia suscribió un acuerdo stand-by con el Fondo Monetario Inter-
nacional. En el punto 16 de ese Acuerdo está la esencia del mismo: 
“una fuerte reducción del gasto del gobierno central excluyendo pagos 
de intereses”41; ello, desde luego, incluyó a las políticas públicas para 
el sector agropecuario, las cuales se vieron mayormente afectadas por 

años entre 2000 y 2005, excepto en 2002 y 2003 donde se aplicaron los 
fondos para la liquidación del Incora, el INAT, el Fondo DRI y el INPA, 
siempre fue inferior en pesos nominales en su ejecución y, en 2001 
además, según la Contraloría General de la Nación, los recursos de in-
versión se destinaron en su gran mayoría a microproyectos. El rubro de 
ciencia y tecnología fue, en términos reales, en 2002 un 15% menor que 
diez años antes.

Ejecución del Presupuesto del Ministerio de Agricultura 
(2000-2005)

Año Pesos reales de 1998
(miles de millones)

Pesos nominales
(miles de millones)

2000 397,2 469,7
2001 554,9 709,7
2002 530,2 725,51
2003 259,78 378,24
2004 403,69 620,54
2005 401,91 647,7

Fuente: cálculos Aurelio Suárez Montoya con base a la 
información de Gasto Público en www.agrocadenas.gov.
co, para cada año se incluyen los gatos de funcionamiento, 
de inversión y de servicio de deuda.

-
to apenas aritmético, puede explicar el crecimiento de la agricultura; 
al parecer, la productividad, con base en mano de obra barata y el ya 
mencionado aumento del capital son los fundamentos del escaso creci-
miento de la producción en unidades. Para los años 2005 y 2006 con-
tó de manera sustancial el alza en las cotizaciones internacionales del 

algo más de 10%, la productividad, entendida como el número de pesos 
constantes por unidad de área, creció 7,83%, teniendo en cuenta que en 
el caso del café el alza es de más del 35%. No es descabellado asumir 
40 Aldana V. Camilo, “Presente y futuro de la ganadería”, CEGA, Revista Coyuntu-

ra Colombiana, Vol.8 No.1, pp. .37-42, 1995. 
41 Citado por Suárez Montoya Aurelio en “Modelo del FMI- Economía Colombiana 

(1990-2000)”, p. 33, Ediciones Aurora, Febrero 2002. 
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que además una buena parte se debe a los precios internacionales de al-
gunas mercancías básicas en las lonjas bursátiles. Revisar la producción 
en unidades puede ayudar a entender lo aquí expuesto.

Evolución de la Producción en Ton. (2001-2005)
CULTIVOS 20012 20022 20032 20042 20052

TRANSITORIOS 8,225.2 8,189.8 8,559.7 8,995.5 8,604.5
CEREALES 3,810.9 3,790.0 4,060.5 4,395.7 4,135.6
Arroz Total 2,373.0 2,347.9 2,542.0 2,716.0 2,502.5
Cebada 6.1 7.2 4.2 2.7 4.2
Maíz Total 1,191.9 1,173.8 1,212.5 1,397.3 1,372.6
Sorgo 212.4 222.6 259.9 235.5 204.1
Trigo 27.5 38.4 41.9 44.2 52.3
OLEAGINOSAS 300.8 278.8 290.5 358.3 353.4
Ajonjolí 3.8 3.1 2.7 3.2 2.2
Fríjol 124.2 119.9 136.1 130.5 150.4
Soya 55.7 61.7 57.3 68.0 59.9
Maní 3.2 2.0 2.1 1.8 2.1
Algodón 114.0 92.2 92.2 154.7 138.9
OTROS 4,113.5 4,121.0 4,208.7 4,241.6 4,115.5
Papa 2,873.9 2,834.8 2,870.9 2,872.7 2,717.6
Tabaco Rubio 13.7 13.5 16.4 20.0 20.9
Hortalizas 1,225.9 1,272.7 1,321.3 1,348.8 1,377.0
PERMANENTES 14,562.8 15,064.6 15,347.0 15,915.6 16,003.5
EXPORTABLES 4,529.3 4,845.0 4,958.9 5,150.9 5,313.9
Banano Exportación 1,375.3 1,424.3 1,399.6 1,395.7 1,560.0
Cacao 43.7 48.2 52.2 50.7 50.8
Caña Azúcar3 2,241.6 2,522.6 2,645.8 2,740.0 2,683.2
Plátano Exportación 130.9 125.4 127.8 119.5 119.5
Tabaco Negro 8.4 7.1 10.8 5.1 4.5
Flores 181.9 189.0 196.0 209.4 223.2
Palma Africana4 547.6 528.4 526.6 630.4 672.6
OTROS 9,377.4 9,522.7 9,694.1 10,084.2 9,996.2
Caña Panela5 1,434.8 1,587.9 1,665.1 1,712.4 1,547.5
Coco 99.1 95.9 109.6 131.9 130.6
Fique 18.5 19.9 21.4 21.0 22.3
Ñame 255.5 236.6 282.5 310.2 283.7
Plátano 2,928.1 2,994.0 2,855.1 2,967.3 2,888.9
Yuca 1,980.1 1,779.2 1,865.6 1,960.2 1,994.1
Frutales 2,657.2 2,803.3 2,887.4 2,974.0 3,119.8
Tabaco Negro C.I 4.1 5.9 7.3 7.0 9.4
AGRICULTURA SIN 
CAFE 22,131.8 22,557.6 23,212.6 24,230.5 23,914.6

CAFE 656.2 696.8 694.1 680.6 693.5
TOTAL AGRICUL-
TURA 22,788.0 23,254.4 23,906.7 24,911.1 24,608.1

Fuente: www.agrocadenas.gov.co. Indicadores Sectoriales. Producción Agrícola.

Al mirar la evolución de la producción en toneladas se ve que los 
dos millones de aumento ocurridos en el periodo obedecen a arroz y 
maíz en algo más de 400.000 entre ambos, a 150.000 en hortalizas, a 
200.000 en banano y 400.000 en caña de azúcar, a algo más de 100.000 
tanto en caña panelera como en palma aceitera y a 500.000 en frutales. 
Los demás renglones crecen o se reducen muy poco o permanecen es-
táticos. La subida en frutales y palma obedece a mayores cantidades de 
tierra vinculada, el alza en yuca y azúcar se explica únicamente por la 
productividad mayor, la del arroz y la panela fue una combinación de 
ambos factores, siendo mayor el número de hectáreas agregadas, y en 
maíz y en plátano la productividad fue el factor principal. La economía 
campesina y la pequeña propiedad son predominantes en arroz secano 
manual, maíz tradicional, papa, plátano, yuca y panela. Respecto a la 
producción de alimentos, a pesar de que el Censo de Población de 2005 
ajustó hacia abajo la serie estadística de los habitantes de Colombia aún 
así se redujo en algunos géneros alimenticios la provisión por habitante; 
en renglones como papa, carne y cebada, con correctivos metodológi-

Evolución de la Dotación en kilos por Habitante 
de los principales Alimentos

(2000-2005)

Producto 2000 2005 Relación en dotación 
2005/ 2000 

Arroz 54,01 59,4 sube
Papa 70.04 64,5 baja
Fríjol 2,94 3,57 sube
Maíz 27,96 32,6 sube
Cebada 0,25 0,1 baja
Algodón 2,63 3,3 sube
Trigo 1 1,2 sube
Azúcar 56,52 63,7 sube
Carne
(cabezas de ganado por 100 habitantes)

9,3 8,9 baja

Fuente: Cálculos de Aurelio Suárez Montoya a partir de la producción para 2005 
acorde con los datos del Cuadro I-33 y de población del DANE según el CENSO 

total de 42’090.502 a partir de un censo de 41’242.948 más unas correcciones por 

se reportó por parte del mismo DANE la cifra de 42’231.000 personas para 2000, una 
suma superior a la de 2005. Se tomó la nueva serie pensando en la evolución hacia el 
futuro, prescindiendo de las proyecciones que las series traían para 2005. Para carne 

www.fedegan.org , 3’754.377 reses.

En productos como el arroz y el maíz, merced a la protección del 
Sistema de Franjas de Precios, el arancel estuvo desde abril de 1999 
para el primero por encima del 40% y para el segundo sobre el 44% 
para 2001, pese a que para 2002 bajó al 15%; la leche en 2002 cerró con 
una tarifa aduanera que se elevó desde junio del 52% hasta el 78%, los 
trozos de pollo con una del 175% y el azúcar que mantuvo protecciones 
en frontera de más del 30% tanto en 2001 como en 2002.42. En último 
término las variables principales son la tasa de cambio y el precio in-
ternacional y, en esas condiciones, la protección ha tenido dos efectos 

-
lización del precio del producto importado. De ese modo presenta en el 
Cuadro I- 46 para el periodo 1995-200243.

En un trabajo de Martínez y Espinal se sostiene que tal protección 
no ha incidió en un alza de los precios al consumidor: “Los precios 
al consumidor de la mayoría de productos marcadores de la franja de 
precios, entre diciembre de 1988 y septiembre de 2002, han crecido en 
forma menos que proporcional al incremento de los precios de los ali-
mentos y el precio general a los consumidores. Resalta el bajo nivel de 
crecimiento de los precios al consumidor de fríjol, arroz, carne de pollo 
y cerdo. Es esperable, que medidos en términos constantes esos produc-
tos exhiban precios reales a la baja…. Los precios de alimentos pare-
cen estar jalonados por el comportamiento de los precios de los bienes 
elaborados (agroindustriales). Tal parece ser el caso de los derivados 
del trigo (pastas y pan)… los precios al productor de pan y pastas han 
crecido notoriamente frente al crecimiento de los precios del trigo”44.

entre el precio interno al productor y el precio CIF internado (sin aran-

que recibe un producto en el mercado nacional”45. Entre enero de 1995 
y octubre de 2002, fue superior al 20% para carne de pollo, cerdo y 
bovina, azúcar, arroz y maíz.46 El total de las transferencias anuales al 
sector es estimado entre 2000 y 2002 fue de 1.143 millones de dólares 
y, aunque a algunos les parece “muy costosa” para los consumidores, 
no alcanza a llegar al 11% del PIB agrícola, notándose que el 92% de 

42 Puede verse la serie de los aranceles entre 1999 y 2002 en “Anuario Estadístico 
del sector Agropecuario 2002”, Ministerio de Agricultura, pp. 255-259.  

43 El cuadro es tomado de “Evaluación de la protección para algunos productos del 
sector agropecuario colombiano. – Una medición econométrica” de Héctor Mar-
tínez  C. y Carlos Federico Espinal, diciembre de 2002, Documento de Trabajo 
No. 28. Agrocadenas, Minagricultura. 

44 Martínez y Espinal, op. cit., p.5. 
45 Ibíd., p. 2
46 Ibíd.
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ella se concentra en leche, carne de pollo, café, azúcar, arroz, maíz ama-
rillo y carne de res.47

Las importaciones de productos agropecuarios siguieron creciendo, 
a pesar de la creación del Mecanismo de Administración de Contin-
gentes, MAC, desde comienzos de 2004, un “instrumento en virtud 
del cual se asigna un contingente, que se distribuirá en condiciones 
de competencia…basado en un Indice Base de Subasta Agropecuaria 
(IBSA)… la relación entre la demanda por importaciones 
y la demanda de producción nacional…los contingentes se distribuirán 
entre los importadores que ofrezcan los menores IBSA de acuerdo con 

48 Una síntesis de las importaciones agropecua-
rias ocurridas a comienzos del siglo XXI se ve a continuación.

Importaciones de los 20 Productos Agropecuarios Básicos
(2000-2004)

AÑO TONELADAS VALOR
(millones de dólares)

2000 4.513.102 939, 236
2001 4.648.831 1.121,699
2002 5.105.539 1.177,609
2003 4.855.645 1.267,770
2004 4´886.636 1.390,756

Fuente:
por el autor de los 20 productos básicos para cada año de 
mayor volumen importado. 

Adicionalmente, es necesario conocer que estas importaciones fue-
ron viendo subir sus precios de compra en el transcurso del tiempo. Los 
valores unitarios para los principales géneros adquiridos en el periodo 
así lo corroboran. Este es un hecho notable para tener en cuenta en la 
discusión sobre el ingreso de “comida barata” como consecuencia de 
las exportaciones del Norte a los países del Sur de productos agrope-
cuarios primos subsidiados o de procesados con base en estas materias 
y cobra relevancia en este lapso cuando los bienes foráneos han alcan-
zado prácticamente una posición dominante en el mercado y no tienen 
obstáculo, al no encontrar una oferta nacional capaz de contrarrestarlos, 
de trasladar las altas cotizaciones internacionales cuando los ciclos al 
alza se presentan. Este es el caso para el periodo entre 2000 y 2004, 

anual.
Valor Unitario de los Principales Productos Agropecuarios 

Importados
(2000-2004) (Dólares por tonelada)

Producto 2000 2001 2002 2003 2004 Variación 
(2000-2004)

Maíz 96 113 119 130 174 44%
Trigo 120 146 158 176 187 55,8%
Soya 223 205 207 251 323 44,8%
Fibra de Algodón 1185 1216 977 1298 1497 26,3%
Cebada 142 172 151 176 186 30,9%

Fuente: extraído selectivamente de

mercado interno para ganar porciones del externo. El crecimiento de 
las exportaciones agropecuarias sería la contrapartida al estancamiento 
de la producción orientada al consumo nacional. Por tanto, una revisión 
de lo que se ha ganado en las ventas externas en todo el trayecto ocu-
rrido desde la implantación del modelo permite hacer un balance. Ese 

o si, por el contrario, la dependencia de las ramas tradicionales como 

mantiene. Los datos enseñan que, pasados quince años, el peso de estos 
bienes ha caído en un 10%; es decir, en lo fundamental se mantiene
47 Ministerio de Agricultura; “El agro colombiano frente al TLC con los Estados 

Unidos”, pp. 53 y 55, julio de 2004. 
48 Ministerio de Comercio, Decreto 00430 de 2004.

inalterado y, a la vez, su suerte está atada a los precios internacionales 
como commodities.

Evolución del Valor de las Exportaciones Agropecuarias 
y Agroindustriales Colombianas y de la Participación 

de los Principales 
(1991-2005)

Producto 1991 1995 2000 2005
Café 48,8% 51,1% 34,6% 32,6%
Banano 14,2% 10,9% 14% 8,3%
Flores 10,2% 13,2% 18,9% 16%

3,1% 6% 9,7% 9,9%
Subtotal 76,5% 81,2% 77,2% 66,5%
TOTAL (millones de dólares) 2.736,2 3.578,2 3.087,35 4.569

Fuente: para 1991 en Jaramillo Carlos F., op. cit., p.166; para 1995 en Revista Nacio-
nal de Agricultura Nos. 916 -917, junio –diciembre 1996 p.112; para 2000 en www.
sac.org.co; para 2005 en azúcar, café y total en www.sac.org.co
en www.proexport.gov.co

Una retrospectiva desde 1991, excluyendo al café, muestra que los 
-

nes de dólares, en azúcar, con casi 400 millones, y grasas vegetales, 
de palma aceitera, preparados, animales vivos y frutas (sin banano) en 
100 millones, respectivamente. A cambio, las importaciones de cerea-
les, oleaginosas y demás productos de la dieta básica alimenticia se 
multiplicaron en el mismo lapso por más de cinco. Un resumen de las 
operaciones comerciales agropecuarias externas entre 1991 y 2005, pa-
sando por encima de consideraciones como los ciclos de precios de los 
productos y de la tasa de cambio, se resume en el Cuadro I-50. 

Evolución del Comercio Exterior Agropecuario de Colombia
(1991-2005) (millones de dólares)

Año Importaciones Exportaciones Balanza
1991 378,6 2.736,2 2.357,6
2005 1.984,33 4.569 2.585
Crecimiento (%) 424% 66% 9,6%

Fuente: para 1991 en Jaramillo Carlos F., op. cit., p.166 y 168; para 2005 en www.
sac.org.co

Este balance contradice a quienes aprobaron la estrategia aperturista 
de “entregar una porción del mercado interno a cambio de una en el 
externo”. Mientas las compras se multiplicaron por más de cuatro, las 
ventas no llegaron a crecer sino 2/3 y, si bien la balanza comercial sigue 
siendo positiva, no ha crecido menos del 1% anual en todo el periodo. 
El café sigue siendo fundamental en ese equilibrio a pesar de todas las 
vicisitudes y, como se ha advertido, en todos los principales renglones 

Colombia de alguna forma ha venido convirtiendo el campo en una 
maquila agrícola, desechando la producción de alimentos básicos. Un 
estudio del Banco de la República en 2005 concluyó que el 66% de los 
trabajadores rurales ganaban menos del salario mínimo, siendo un 71% 
de ellos trabajadores por cuenta propia y, el resto, asalariados, incluyen-

alcanzó a más del 75%. Según los autores, el mercado laboral se carac-
teriza por la baja calidad del empleo; esto es causa de la migración del 
campo a la ciudad, estimada en el 60% de los 100.000 emigrantes anua-
les. Con respecto a la productividad laboral los niveles de 2005 fueron 
similares a los de 1994.49

Desde 1990 la productividad del trabajo se está sustentando más en 
el aumento del producto por unidad de área que del aumento del pro-

-

relación básica producto-trabajo, se impulsó la producción. Contrario a 
los periodos entre 1900 y 1950 donde el factor dinámico fue la tierra y 
1950 y 1985 donde lo fue el capital, entre 1990 y 2005 sector subsiste 

-
49 Leibovich J., Nigrinis M y Ramos M., “Caracterización del mercado laboral rural 

en Colombia”, Banrepública, 2005.
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ductividad del trabajo de manera sustancial. Un ejercicio sugerido por 
Puyana y Thorpe sobre la variación porcentual de las relaciones entre 
el producto y el trabajo, el área cultivada y el trabajo y el producto y el 

Productividad del trabajo en la Agricultura Colombiana
(variación porcentual entre años)

Periodo Y/ L A/L Y/A
1988-1990 2,8 2,9 -0,1
1990-1992 1,2 -3,2 4,5
1995-2000 4,1 -5,2 6,7
2000-2005 1,4 -11 15,9

Fuente: para los dos primeros periodos se tomó de Puyana y Thorpe op. cit. p. 129 
para los otros periodos de cálculos del autor con base en los valores de Y = valor de la 
producción agrícola (se excluye pecuario), L = empleo agrícola y A = área de cultivos, 
así: para 1995 en Y = 5’876.366 (de millones de pesos de 1994), L =2’192.321em-
pleos, A = 4´178.756 ha.; para 2000, Y = 5’835.374 (de millones de pesos de 1994), 
L = 2’090.975 empleos, A = 3’932.997 ha.; para 2005, Y = 6’572.948 (de millones de 
pesos de 1994), L = 2’321. 795 empleos, A = 3’792.100 ha.
El uso de la tierra conserva la misma división histórica: el área desti-
nada a pastos, que supera el doble de la que es apta para ello, continúa 
siendo diez veces mayor que la ocupada en cultivos, igual o peor que 
hace 30 años. “La comparación entre el uso potencial y real de los 
suelos en Colombia evidencia la sobreutilización de tierras en acti-
vidades pecuarias a costa de la subutilización del suelo con vocación 
agrícola y forestal”.50 Una relación del uso del suelo en 1995, ilustra 
esa tendencia secular en el campo colombiano. De la tierra con uso 
potencial para la agricultura se explota el 24,21%, mientras la apta para 
pastos y malezas está sobre explotada en un 231,91%. Debe tenerse en 
cuenta que en el caso de las pequeñas propiedades se usa el 26,9% del 
área en agricultura y el 58% en pastos; entre tanto en la gran propiedad 
el uso agrícola es del 0,6% y en pastos el 89.2%. Existe una evidente 
correlación entre el destino en pasturas y malezas y el latifundio. Una 
constante de la historia del agro colombiano es ésa: los grandes propie-
tarios dedican las mejores y mayores tierras a la ganadería extensiva y, 
en general, a actividades no agrícolas.51

A lo largo de esta ponencia, nuestra argumentación, en buena parte, 
la hemos sustentado en los aportes realizados por el doctor Aurelio Suá-
rez Montoya al conocimiento profundo de los problemas agrarios. Por 
eso, como una conclusión de lo acontecido hasta hoy en la agricultura 
colombiana, se le cita en de nuevo en extenso:

“Luego de cerca de un siglo de política pública agropecuaria en 
Colombia, persisten las condiciones de atraso histórico del campo en 
Colombia. Su sometimiento, desde los años posteriores a la Segunda 
Guerra Mundial, a los intereses norteamericanos no solamente no le ha 

para los ciudadanos. 
“Perdura una situación de desigualdad en el acceso a la tierra y de 

una altísima presencia de pobres en el campo, entre los que puede cla-

los de 1988. Esta regresión va acompañada de un aumento continuo a 
través del tiempo de la ganadería, que es más del 40 % del PIB agrope-
cuario, y con inusitado énfasis en los últimos años en los cultivos tropi-
cales, excepto el café, que ahora cubren cerca de 340.000 hectáreas más 
que hace quince años; sobresaliendo la caña de azúcar, la caña panelera, 
la palma aceitera, el plátano, las frutas tropicales (el renglón que más ha 
aumentado), el ñame y el banano. 

“Este ascenso se ha hecho en detrimento de los cultivos básicos de 
la dieta alimenticia como arroz, maíz, soya y trigo y en otros muy im-
portantes como algodón, sorgo, fríjol, cebada (que está prácticamente 
desaparecida, lo mismo que la avena), al igual que la papa cuyo estado 
estacionario es en la práctica un retroceso.

50 Garay J., Rodríguez A., op. cit., p. 247. 
51

101,El Áncora Editores, 1998.

“La distribución del ingreso se hace más desigual con el tiempo. 

últimos 12 años para la población rural, arrojan cifras más negativas 
y en zonas, como la cafetera, en cerca de las dos terceras partes de los 
municipios, el Índice de Desarrollo Humano (IDH) en 2002 era igual 
o inferior al 1993. Este hecho se revela principalmente por la caída del 
ingreso por habitante, de las coberturas en educación y salud y la espe-
ranza de vida, correlacionada esta última también con el incremento de 
la violencia. 

“El sector pecuario, del cual se ha dicho que reporta mayores pro-
gresos, como en el sector avícola, donde las toneladas de carne de pollo 
producidas en 2003 fueron el doble de las de 1990, y el lácteo, donde la 
leche producida en 2003 fue casi 6 millones de toneladas, dos más que 
en 1990, y la ganadería, donde se destina nueve veces más tierra que las 
dedicadas a cultivos, no ha compensado la pérdida de participación del 
sector en el Producto Interno Bruto Nacional; pasó de ser en la primera 
mitad de la década del cincuenta el 33,6% al 23,9% entre 1970 y 1974 
y al 22,5% entre 1980 y 1984 para caer en 1995 al 14,6% y a menos del 
11% en 2006.

“Lo sucedido en el campo en Colombia trasciende las áreas rurales 

alimentaria nacional para convertirse en una nación dependiente. 
Colombia se acerca a linderos muy graves en esta materia vital para 

la nación y a marchas forzadas va hacia la pérdida de su seguridad y 
soberanía alimentaria. Las cantidades no producidas en el mercado na-
cional se han suplido con importaciones.

ciudadano recibe 2.500 calorías diarias por Kg. de alimento, 873 pro-
vienen de cereales y, de ellas, 488 son importadas. En proteínas, cada 
colombiano en promedio recibe 59.3 gramos, el 54% es importado, de 
estos, 20 provienen de cereales de los cuales, 11.2 son importados. En 
grasas, cada colombiano en promedio recibe al día 64.6 gramos, de los 
cuales el 15% es importado, y de 31.1 que provienen de aceites vegeta-
les, 7.8 son importados. La principal producción de materia prima para 
aceites vegetales en Colombia viene del cultivo de palma africana. De 
548.000 toneladas que se producen al año, solo 243.000 se destinan 
para alimento. El índice de producción de comida, entre 1991 y 1998, 
a partir de 100 subió a 142.5 en los países en vía de desarrollo, en Co-
lombia sólo llegó a 118.4. 

“Lo que se sembró en los últimos veinte años es la dependencia del 
país en materia alimenticia, una circunstancia que lo hace vulnerable, 
débil y hasta sujeto a eventuales perjuicios por parte de quienes se con-
vierten cada vez más en sus proveedores. La subordinación creada al 
tenor del libre comercio se instituye así en un arma potencial de suje-
ción política. Puede sintetizarse el recuento hecho como el de la vida , 
pasión y muerte de la producción de alimentos en Colombia y su cesión 
a los poderes mundiales a cambio de la transformación de la agricultura 
en una típicamente colonial, extractiva. Se abandonó ese objetivo bá-
sico del agro e inclusive el de la producción de materias primas para la 
agroindustria, cada vez se reitera más su condición hacia la exportación 

importaciones, una característica auténticamente colonial. 
“La historia de la agricultura de un país no puede ser diferente a la 

de este. La naturaleza neocolonial y semifeudal del sector agropecuario 
colombiano, donde todavía vive más de la cuarta parte de los habitan-
tes, se deriva de esta condición de la nación y lo peor es que con la re-
colonización a la que induce el Tratado de Libre Comercio reforzará la 
tendencia regresiva”. (Suárez Montoya, Aurelio, 2007, pp. 119-121)

Estructura del proyecto de ley
El Proyecto de ley número 99 de 2006 Senado, por la cual se regla-

mentan los artículos 64, 65, y 66 de la Constitución Nacional, es una 
iniciativa legislativa diseñada a favor de los intereses de campesinos, 
indígenas y negros, comunidades que el Estado y las oligarquías que lo 
mal gobiernan siempre han tratado con absoluta desidia. 

Este proyecto de ley contiene 222 artículos organizados en cuatro 
títulos así:
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1. TITULO I
DISPOSICIONES GENERALES
Que contiene CAPITULO I

2. TITULO II
ORGANIZACION DEL SECTOR
CAPITULO I
Sistema Nacional de Desarrollo Rural y Reforma Agraria
CAPITULO II
Plan decenal de desarrollo de la agricultura y el medio rural com-

prende 15 artículos, del 10 al 25, relacionados con las “Disposiciones 
generales”.

CAPITULO III
Subsistemas del sistema nacional de desarrollo rural y reforma 

agraria comprende 6 artículos, del 26 al 31, que muestra “otras dispo-
siciones”.

CAPITULO IV
Participación e información.
CAPITULO V
Disposiciones generales sobre educación, capacitación y formación
CAPITULO VI
Disposiciones especiales sobre salud
CAPITULO VII
Disposiciones especiales sobre Infraestructura.
3. TITULO III
DISPOSICIONES PARA LA PRODUCCION AGROPECUARIA
CAPITULO I
Acceso a los factores de la producción
CAPITULO II
Mercados de productos y de factores productivos
CAPITULO III
Investigación y transferencia de tecnología
CAPITULO IV

CAPITULO V
Descentralización y competencias
CAPITULO VI
Contratos para el desarrollo del medio rural.
4. TITULO IV
INSTITUTO COLOMBIANO DE DESARROLLO RURAL Y RE-

FORMA AGRARIA- Incodera
CAPITULO I
Carácter, competencia y funciones
CAPITULO II
Presupuesto y patrimonio del Incodera
CAPITULO III
Extinción del dominio sobre predios rurales
CAPITULO IV
Adquisición de tierras depropiedad privada
CAPITULO V
Expropiación por la vía administrativa
CAPITULO VI
Formas de pago
CAPITULO VII
Parcelaciones
CAPITULO VIII
Reservas campesinas

CAPITULO IX
Resguardos indígenas
CAPITULO X
Baldíos Nacionales
CAPITULO XI

CAPITULO XII
Adecuación de tierras
CAPITULO XIII
Pesca y acuicultura
CAPITULO XIV
Disposiciones varias.
5. TITULO V
PATRIMONIO GENÉTICO Y DEFENSA DEL AMBIENTE
CAPITULO I
Recursos genéticos, recursos naturales y sostenibilidad ambiental
CAPITULO II
Zonas de reconversión.
TITULO VI
DISPOSICIONES FINALES
CAPITULO I
Flexibilidad y desarrollo de la ley
CAPITULO II
Pensión de jubilación en el campo
CAPITULO III

CAPITULO IV
Derogatoria y vigencia
Del contenido del Proyecto de ley número 99 Senado, destacamos 

los siguientes aspectos:
Objetivos: Participación decisoria y autónoma de la población ru-

ral…; Establecer condiciones para bienestar de la población rural; Pro-
mover el respeto de la cultura y la vida rural y la protección del ambien-
te y los recursos naturales; Transferir tecnología; Apoyar la producción 
y las cadenas productivas, el procesamiento, la comercialización y el 
consumo; Coordinar las entidades entre las entidades nacionales; Ar-
monizar las relaciones sociales en el campo, las relaciones entre el cam-
po y la ciudad y entre las regiones; Realizar inversiones en adecuación 
de tierras; Defender el recurso pesquero nacional; Proteger los cuerpos 
de agua; Proteger la producción de alimentos para garantizar la sobe-
ranía alimentaria; Hacer efectiva la promoción por parte del Estado de 
la investigación y transferencia de tecnología para la producción lim-
pia y procesamiento de alimentos; Establecer condiciones especiales 

de la pequeña industria procesadora de alimentos; Garantizar el cum-
plimiento de la función social y ecológica de la propiedad de la tierra; 
Establecer los instrumentos para que el Estado promueva efectivamente 
el progresivo acceso a la propiedad de la tierra; Consolidar la propiedad 
a la que se accede; Reformar la estructura social agraria por medio de 
procedimientos dirigidos a eliminar y prevenir la inequitativa concen-
tración de la propiedad sobre la tierra y su fraccionamiento antieco-
nómico; Evitar el éxodo indiscriminado de la población hacia los bos-
ques y reservas ecológicas; Incrementar la producción, productividad 
y sostenibilidad de las economías campesinas y pesqueras; Adecuada 
y oportuna prestación de servicios de capacitación, asistencia técnica 
y empresarial, transferencia de tecnología, comercialización procesa-
miento de materias primas agropecuarias; Promover el acceso a los ser-
vicios de crédito, comercialización de productos, asistencia técnica y 
empresarial, comunicaciones, seguridad social, vivienda, educación y 
salud, así como el fomento de las cooperativas; Fomentar el procesa-
miento y mercadeo de los productos campesinos; Promover y apoyar a 
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las organizaciones campesinas, indígenas, afrocolombianas, comuna-
les, de mujeres, etc. 

Corregir los desequilibrios económicos y sociales regionales; Con-
tribuir a la preservación del medio ambiente y los ecosistemas.

La creación del Sistema Nacional de Desarrollo Rural y Reforma 
-

ción y evaluación de las actividades dirigidas al cumplimiento de la ley. 
La creación de ocho subsistemas: Programación y coordinación; 

Dotación, y adecuación de tierras e infraestructura; Pesca y acuicul-
tura; Generación y transferencia de tecnología, asistencia técnica y 
empresarial, investigación, educación, capacitación, formación y di-

de Mercadeo y Fomento Agroindustrial; Asistencia y Seguridad Social; 
Información para la Agricultura y el Medio Rural

El establecimiento del Conpes Rural y de un Plan Decenal para la 
-

ción que se destinará a la ley; Con base en el CONPES, cada una de 
las entidades nacionales formulará los planes, programas que pretende 
realizar en cada municipio. Dichos planes y programas los someterá a 
discusión y aprobación del respectivo. Comité Municipal de Desarrollo 
Rural. Se incorporarán a los proyectos de Presupuesto de la Nación.

La creación del Subsistema de Programación y Coordinación para 
el Desarrollo Rural, que funcionará, Funciona con base en los Comités 
de Desarrollo Campesino, Afrocolombianos e indígena en los niveles; 
Municipal, Departamental y Nacional y el Conpes Rural. La creación 
la asamblea Veredal de Vida y Desarrollo, el Comité Municipal de De-
sarrollo Rural y, el Comité Departamental. Los cuales tienen bastantes 
poderes y esta vinculado a los planes de vida de los pueblos indígenas.

La creación del Subsistema de Dotación y adecuación de Tierras e 
Infraestructura y del Subsistema de Promoción de Mercadeo y Fomen-
to Agroindustrial, Subsistema Nacional de Crédito subsidiado Rural: 

-

el procesamiento de los productos; Fortalecer el Fondo Agropecuario 
de Garantías (FAG) para pequeños productores; Comisión nacional de 
crédito subsidiado.

Asi mismo crea el Subsistema de Asistencia y Seguridad Social, para 
asistencia en salud, riesgos profesionales y pensión, educación, vivien-
da, empleo y recreación.

Da también el proyecto de Ley disposiciones para la producción 
agropecuaria, donde se establecen el Acceso a los factores de la produc-
ción con Centros de Servicios para modernizar las unidades producti-
vas, promoviendo la capacidad empresarial; Conocimientos sobre mer-
cados; Conocimientos sobre precios productos e insumos; Información 

agentes de la cadena y relacionamiento comercial; Creación y forma-
ción de bancos de maquinaria; Bancos de semillas nativas.

Modernización del Catastro Rural para la normalización de los tí-

lineamientos sobre Mercados de productos y de factores productivos; 
Investigación y transferencia de tecnología.

Crea el Instituto Desarrollo Rural y Reforma Agraria (Incodera), que 
tendrá a su cargo: Toda la política agraria; Fortalecer las economías 

-
rrollo agropecuario y rural, promovidas por iniciativa pública, colecti-
va, privada o mixta; Facilitar a los trabajadores agrarios y a los peque-
ños y medianos productores su derecho al acceso a la tierra y demás 

-

de tierra y riego; La actividad pesquera. Y también manejará: Extinción 
Del Dominio Sobre predios Rurales de más de 50 hectáreas cuando 
las tierras incultas, inadecuada o indebidamente explotadas, durante un 
período contínuo de dos (2) años; Se incumplan con las obligaciones 
legales laborales para con sus trabajadores; Las ocupadas por colonos 

serán adjudicadas a los mismos siguiendo las disposiciones generales 
sobre adjudicación de baldíos.

También da lineamientos positivos el proyecto sobre la adquisición 
de tierras de propiedad privada; expropiación por la vía administrativa; 
resguardos indígenas; baldíos nacionales; adecuación de tierras; pesca 
y acuicultura; patrimonio genético y defensa del ambiente; cotizaciones 
a pensiones para los jornaleros: 12% del salario semanal deberán con-
signarse. En esta última establece la edad de pensión: para jornaleros 
y asalariados hombres 50 años; para trabajadoras agropecuarias asala-
riadas 45 años; para pequeños y medianos propietarios 60 años y; para 
pequeñas y medianas propietarias 55 años.

Proposición Final
En vista de las consideraciones expuestas en este informe, doy po-

2006 Senado, por la cual se reglamentan los artículos 64, 65 y 66 de la 
Constitución Nacional, y le solicito a la Comisión Quinta del Senado 
darle primer debate.

Atentamente;
Jorge Enrique Robledo Castillo,

Senador Ponente.
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 99 DE 2006 SENADO
por el cual se reglamentan los artículos 64, 65, y 66 

de la Constitución Nacional.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
T I T U LO   I

DISPOSICIONES GENERALES
CAPITULO UNICO
Objeto y objetivos

Artículo 1°. El objeto de esta ley es establecer el marco normativo 
e institucional para el efectivo cumplimiento de los artículos 64, 65 y 
66 de la Constitución Política, en consonancia con los dispuesto en los 
artículos 7°, 40, 43, 58, 63, 70, 79 y los incisos segundo y tercero del 
artículo 13 y segundo del artículo 103 de la misma Carta Política.

Artículo 2°. Los objetivos de la presente ley son:
1. La participación decisoria y autónoma de la población rural y en 

especial de las comunidades campesinas, indígenas y afrocolombianas, 
los trabajadores agrarios y también de los demás productores, en el di-
seño, la gestión y evaluación de los planes, programas y proyectos, de 
acuerdo con sus prioridades.

2. Establecer y garantizar condiciones sociales, económicas, políti-
cas, culturales y ambientales, que le permitan a la población rural pro-
mover su bienestar, mejorando su calidad de vida y ejerciendo en forma 
plena y efectiva sus derechos individuales y colectivos.

3. Promover coordinadamente la concertación, respeto y cumpli-
miento entre los diferentes actores de la cultura y la vida rural; la pro-
tección del ambiente y el uso de los recursos naturales; la generación, 
transferencia, uso, evaluación de la tecnología; la producción agrope-
cuaria y las cadenas productivas, el procesamiento, la comercialización 
y el consumo.

4. Garantizar la coordinación entre las entidades nacionales, las en-
tidades Territoriales y la sociedad civil.

5. Realizar el ordenamiento social y cultural de la propiedad.
6. Armonizar las relaciones sociales en el campo, las relaciones entre 

el campo y la ciudad y entre las regiones.
7. Realizar inversiones en adecuación de tierras para mejorar la pro-

ductividad, la rentabilidad y la competitividad de sus explotaciones, y 
para elevar las condiciones estabilidad de la producción agropecuaria.

sustentable, la comercialización y el consumo del recurso pesquero na-
cional.
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9. Proteger los cuerpos de agua y preservar las condiciones del me-
dio acuático en el cual se desarrollan la actividad pesquera y la acui-
cultura.

10. Proteger, fomentar y apoyar la producción nacional de alimentos 
de manera que se garanticen la soberanía alimentaria y el consumo de 
los alimentos básicos por el conjunto de la población, sin dependencia 

11. Hacer efectiva la prioridad nacional para el desarrollo integral de 
las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y agroindus-
triales, de manera que el país pueda recuperar plena y sustentablemente 
su producción agropecuaria.

12. Hacer efectiva la promoción por parte del Estado de la investi-
gación y transferencia de tecnología para la producción limpia y proce-
samiento de alimentos, con el propósito de aumentar la productividad, 
calidad, rentabilidad y competitividad y de garantizar el derecho a una 
producción limpia garantizando el derecho a la protección del conoci-
miento ancestral y a un ambiente sano, la diversidad e integridad del 
ambiente en un marco de sostenibilidad ambiental, económica y social 
y el acceso democrático a los avances tecnológicos. 

13. Establecer condiciones especiales favorables para el crédito sub-

procesadora de alimentos.
14. Contribuir a la promoción y protección de la diversidad étnica y 

-
to y la defensa de la propiedad colectiva de los pueblos indígenas, las 
comunidades y afrocolombianas.

15. Garantizar el cumplimiento de la función social y ecológica de 
la propiedad de la tierra y los recursos agropecuarios, el uso adecuado 
de los suelos del país y el ordenamiento social y ecológico de la pro-
piedad.

16. Establecer los instrumentos para que el Estado promueva efecti-
vamente el progresivo acceso a la propiedad de la tierra por parte de los 
campesinos y campesinas en forma individual o asociativa y la consoli-
dación de la propiedad a la que se accede, de manera que las comunida-
des campesinas puedan disfrutar del derecho a la tierra.

17. Reformar la estructura social agraria por medio de procedimien-
tos dirigidos a eliminar y prevenir la inequitativa concentración de la 
propiedad sobre la tierra y su fraccionamiento antieconómico; dotando 
de tierra a comunidades indígenas y afrocolombianas, a los campesinos 
que no la posean, minifundistas, vivientes, aparceros, desplazados; mu-
jeres campesinas cabeza de familia, víctimas de desastres, a las asocia-
ciones sociales debidamente organizadas.

18. Defender y proteger los recursos naturales a través de la redistri-

éxodo indiscriminado de la población hacia los bosques y reservas eco-
lógicas; reubicando a los colonos que se encuentran en las áreas frágiles 
y reordenando el uso técnico de los suelos de acuerdo a los estudios 
agroecológicos y a los planes de vida y de desarrollo de las entidades 
territoriales y la nación.

19. Incrementar la producción, productividad y sostenibilidad de las 
economías campesinas, agropecuarias y pesqueras nacionales orien-
tando su labor productiva de acuerdo a los intereses de la economía 
nacional, regional y local, garantizando la seguridad alimentaria de la 
nación, mediante la adecuada y oportuna prestación de servicios en ma-
teria de capacitación, asistencia técnica y empresarial, transferencia de 
tecnología, comercialización procesamiento de materias primas agro-
pecuarias y crédito en condiciones acordes con la realidad económica 
de la producción rural; así como garantizar el abastecimiento a precios 
de fomento de los insumos e implementos agropecuarios.

20. Incrementar la participación de las economías campesinas en el 

corresponde a los campesinos en cada cadena productiva, facilitando la 
construcción y sostenimiento de redes urbano-rurales y regionales que 
fortalezcan el tejido económico interno.

21. Promover el acceso de las comunidades campesinas, indígenas 
y afrocolombianas y de los trabajadores y productores rurales a los ser-
vicios de crédito, comercialización de productos, asistencia técnica y 
empresarial, comunicaciones, seguridad social, vivienda, educación y 
salud, así como el fomento de las cooperativas agropecuarias y de eco-

de vida. 
22. Fomentar el procesamiento y mercadeo de los productos campe-

sinos, tanto por los productores como por grupos urbanos de ingresos 
bajos.

23. Promover y apoyar a las organizaciones campesinas, indígenas, 
afrocolombianas, comunales, mujeres, jóvenes, cooperativas y otras 
formas de economía solidaria, sus programas de educación, capacita-
ción y formación, en su propósito de lograr el mejoramiento económi-
co, social, técnico, cultural y ambiental de la población rural, posibi-
litando su participación con poder de decisión en todas las instancias 

por razones de genero, sexo, edad y raza. 
24. Establecer condiciones para el adecuado reconocimiento del 

aporte de la economía campesina a la economía nacional, para la de-
fensa y desarrollo de su espacio político, económico, social, cultural y 
ambiental propio.

25. Crear las condiciones para que toda la población rural participe 
-

ciedad.
26. Corregir los desequilibrios económicos y sociales regionales, 

mediante la atención diferenciada al medio rural en las regiones más 
vulnerables.

27. Contribuir a la preservación del medio ambiente y los ecosiste-
mas y reconocer el papel y aporte de las comunidades rurales para el 
efecto.

28. Aportar en la construcción de una paz duradera, con justicia so-
cial y al bienestar de la población.

T I T U L O   II
ORGANIZACION DEL SECTOR

CAPITULO I
Sistema Nacional de Desarrollo Rural y Reforma Agraria

Artículo 3°. Organizase el Sistema Nacional de Desarrollo Rural y 
-

dinación, ejecución y evaluación de las actividades dirigidas a proteger 
la producción nacional de alimentos, dotar de tierra a los trabajadores 
agrarios y a prestar los servicios de crédito subsidiado y complementa-
rios, para el fomento económico de los pequeños productores rurales.

Artículo 4°. El Sistema Nacional de Desarrollo Rural y Reforma 
Agraria, está compuesto por ocho subsistemas, así:

– Programación y coordinación
– Dotación, y adecuación de tierras e infraestructura
– Pesca y acuicultura
– Generación y transferencia de tecnología, asistencia técnica y em-

presarial, investigación, educación, capacitación, formación y diversi-

– Crédito subsidiado Rural
– Establecimiento del Sistema de Mercadeo y Fomento Agroindus-

trial.
– Asistencia y Seguridad Social
– Información para la Agrícultura y el Medio Rural
Artículo 5°. El organismo rector del Sistema es el Comité Nacional 

de Desarrollo Rural y Reforma Agraria; contará con un Conpes Rural y 
con un Plan decenal.

Artículo 6°. La programación de las acciones del Estado para el 
sector campesino se someterá a las siguientes reglas:

a) El Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes), 
previa elaboración durante el mes de enero por el Conpes Rural que 
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establece el artículo 7° de la presente ley y dentro de los parámetros 
del plan de desarrollo a propuesta del Ministerio de Agricultura y el 

cada año el monto global del presupuesto general de la nación para el 
año siguiente que se destinará a los servicios de Asistencia Técnica y 
Empresarial, Mercadeo, Dotación y Adecuación de Tierras, Vías, Elec-

campesino y hará la respectiva distribución por ministerios y entidades 
del orden nacional;

-
das por el Conpes, cada una de las entidades nacionales formulará los 
planes y programas que pretende realizar en cada municipio, de acuerdo 
con los planes y programas formulados por las autoridades locales y por 
las organizaciones del sector rural.

Dichos planes y programas los someterá a discusión y aprobación 
del respectivo Comité Municipal de Desarrollo Rural;

c) Aprobados los planes y programas por el Comité Municipal y re-
visados por los Comités Departamental y Nacional, sus presupuestos 
respectivos se incorporarán a los proyectos de Presupuesto de la Na-
ción, el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural y Reforma Agraria, 
Incoder, y las entidades territoriales. El Comité Nacional determinará 
la parte del presupuesto y los programas que, por su naturaleza, deben 
ejecutarse con carácter nacional.

La omisión del trámite dispuesto por el presente artículo será causal 
de devolución del respectivo proyecto de presupuesto y de la nulidad 
del Presupuesto en caso de ser aprobado.

CAPITULO II
Plan decenal de desarrollo de la agricultura y el medio rural
Artículo 7°. Créase el Consejo Nacional de Política Económica y 

Social para la Agricultura y el Medio Rural, Conpes Rural, como un 
organismo de la Presidencia de la República para la formulación, co-
ordinación, evaluación y seguimiento de las políticas públicas para la 
agricultura, pesca, acuicultura y el medio rural.

El Conpes Rural estará integrado por:
1. El Presidente de la República, quien lo presidirá.
2. Los Ministros de: Hacienda y Crédito Público, Agricultura Agroin-

dustria y Desarrollo Rural, Comercio Exterior, Desarrollo Económico, 
Transporte, Comunicaciones, Educación, Salud, Protección Social y 
Medio Ambiente.

3. Los Directores de los Departamentos Administrativos de Planea-
ción, DNP, y estadística, DANE y Dansocial.

4. Dos representantes de las organizaciones campesinas nacionales.
5. Dos representantes de las organizaciones indígenas nacionales.
6. Dos representantes de las organizaciones de las comunidades ru-

rales afrocolombianas.
7. Una representante de las organizaciones de mujeres del sector ru-

ral de carácter nacional.
8. Dos representantes del sector cooperativo y de economía solidaria 

del sector agropecuario de carácter nacional.
9. Dos representantes de Organizaciones Ambientalistas y Ecologis-

tas de carácter nacional.
El Departamento Nacional de Planeación y un representante de las 

organizaciones sociales del sector, elegido entre ellos ejercerá conjunta-
mente las funciones de secretaría técnica del Conpes Rural.

Artículo 8°. El Gobierno Nacional, por intermedio del Ministro 
de Agricultura, Agroindustria y Desarrollo Rural y del Departamento 
Nacional de Planeación, formulará el plan decenal de desarrollo de la 
agricultura y el medio rural, previa aprobación por parte del Conpes 
Rural con el voto favorable de las Organizaciones del Sector, el cual 
deberá servir de referencia para la elaboración de los planes decenales 
de desarrollo y de inversiones públicas, así como de las leyes anuales 
de presupuesto.

El Gobierno Nacional formulará el plan decenal de desarrollo, el 

primero deberá ser formulado en un plazo de seis meses a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley.

Parágrafo. El plan decenal de desarrollo de la agricultura y del me-
dio rural articulará los planes de desarrollo y de vida local, departamen-
tal y regional.

Artículo 9°. El plan decenal de desarrollo de la agricultura y el me-
dio rural se elaborará en forma concertada con: las entidades territo-
riales, las organizaciones campesinas, indígenas y afrocolombianas y 
las demás de la sociedad civil rural organizada y el Consejo Nacional 
de Planeación, en los términos de representatividad consignados en la 
presente ley y garantizará la participación regional y local.

Artículo 10. El plan decenal de desarrollo de la agricultura y del 
medio rural comprenderá: El reconocimiento del derecho a la posesión 
y dominio, propiedad y redistribución equitativa de la tierra, desarrollo 
de los territorios rurales del país y de su economía; y deberá incluir una 
visión de largo plazo, metas multisectoriales y territoriales anuales, es-
trategias, mecanismos e instrumentos de gestión pública, compromisos 
públicos y de la sociedad civil rural y metas indicativas de inversión 
pública.

Artículo 11. Corresponde al Ministerio de Agricultura, Agroindus-
tria y Desarrollo Rural, en coordinación con el Departamento Nacional 
de Planeación y con las organizaciones miembros del Conpes Rural, 
adelantar un proceso permanente de monitoreo, evaluación y segui-
miento de la ejecución del plan decenal de desarrollo de la agricultura 
y el medio rural, que servirán de base a los informes de que tratan los 
artículos 122 y 123 de la presente ley y al informe al Congreso de la 
República.

Artículo 12. En la elaboración del Plan General de Desarrollo y el 
correspondiente Plan de Inversiones Públicas, el gobierno deberá in-
corporar el plan decenal de desarrollo de la agricultura y el medio rural 

-
mientos de la presente Ley General Rural.

Igualmente, las entidades territoriales al elaborar sus respectivos 
planes de desarrollo deberán acogerse a los lineamientos de la pre-
sente ley.

CAPITULO III
Subsistemas del Sistema Nacional de Desarrollo Rural 

y Reforma Agraria
Artículo 13. Subsistemas de Programación y Coordinación. Tiene 

por objeto programar y coordinar las actividades de las diferentes agen-
cias del Estado en relación con el sector campesino, afrocolombianos 
e indígena de tal manera que se garantice la mejor participación, asig-
nación y cumplida aplicación de los recursos físicos y humanos, y se 
estimule la participación de la comunidad. Este subsistema, funciona 
con base en los Comités de Desarrollo Campesino, Afrocolombianos 
e indígena en los niveles; Municipal, Departamental y Nacional y el 
Conpes Rural.

Artículo 14. La convocatoria a sesión de los Comités de Desarrollo 
Rural y Reforma Agraria será obligatoria para el gobierno por lo menos 
cada tres meses y se conformarán así:

 1. La asamblea Veredal de Vida y Desarrollo
2. El comité Municipal de Desarrollo Rural, está conformado por:
– Los Representantes de las entidades ejecutoras con asiento en el 

municipio, quienes tendrán voz, pero no voto.
– Siete representantes de las organizaciones campesinas, indígenas, 

de las mujeres del sector rural y de las etnias afrocolombianas, que ten-
gan presencia en el municipio elegidos por ellas para períodos de dos 
años.

– Un representante del sector cooperativo y de asociaciones de eco-
nomía solidaria rurales.

– Un representante de las organizaciones ambientalistas y ecologis-
tas de la región.

– Un representante por cada vereda del municipio, elegido por la 
asamblea Veredal de Vida y Desarrollo.



GACETA DEL CONGRESO 274 Miércoles 13 de junio de 2007 Página 21

– Dos representantes por los trabajadores agropecuarios residentes 
en cascos urbanos.

– Una representante de las mujeres del sector rural. 
– Dos delegados elegidos por el Concejo del respectivo municipio.
– El Alcalde municipal, quien lo preside.

hará las funciones de Secretaría del Comité. 
3. El Comité Departamental estará conformado por:
– Los gerentes o directores regionales o departamentales represen-

tantes de las entidades ejecutoras nacionales, quienes tendrán voz, pero 
no voto.

– Nueve (9) representantes de las organizaciones campesinas, in-
dígenas, afrocolombianos, mujeres, ambientalistas, ecologistas, coope-
rativas y de asociaciones de economía solidaria del sector rural orga-
nizado del departamento, elegidos por ellas en votación directa para 
períodos de dos años.

– El Coordinador del Conpes Rural regional.
– Cinco (5) Alcaldes elegidos por ellos.
– El Gobernador del Departamento, o su delegado, quien lo presidirá.
4. El Comité Nacional estará conformado por:
– El Ministro de Agricultura o su delegado quien lo presidirá
– El Ministro del Medio Ambiente o su delegado
– Los directores y gerentes nacionales de las entidades adscritas al 

sistema, con voz pero sin voto.
– El Jefe del Departamento Nacional de Planeación, en representa-

ción de las Corporaciones Regionales de Desarrollo.
– Un representante elegido por cada una de las siguientes organiza-

ciones campesinas, indígenas y afrocolombianas:
• Asociación Nacional de Mujeres Campesinas e Indígenas ANMU-

CIC;
• Asociación Nacional de Usuarios Campesinos ANUC;
• Asociación Nacional de Usuarios Campesinos Unidad y Recons-

trucción ANUC-UR; 
• Acción Campesina Colombiana ACC;

-
BRA;

• Federación Nacional Sindical Unitaria Agropecuaria Fensuagro;
• Federación Agraria Nacional Fanal;
• Federación Nacional de Cooperativas Agropecuarias FENACOA;
• Organización Nacional Indígena de Colombia ONIC;
• Autoridades Indígenas de Colombia AICO;
• Un delegado designado por las cooperativas y de las asociaciones 

de economía solidaria rurales.
• Un representante designado por las organizaciones de las comuni-

dades afrocolombianas rurales del país.
Artículo 15. Funciones de los Comités de Desarrollo Campesino, 

Indígena y de las comunidades afrocolombianas.
1. Son funciones del Comité Municipal:
– Conceptuar sobre los planes y programas de trabajo que presenten 

las agencias nacionales del Estado para desarrollar en el municipio res-
pectivo, a la luz de las necesidades y posibilidades locales. El CMDC 

-
chos programas pero sin alterar el monto total del presupuesto ni las 
estrategias generales dictadas por el Conpes Rural.

– Presentar a los Comités Departamentales y Nacional propuestas y 
recomendaciones sobre actividades que deberían cumplirse para esti-
mular el progreso campesino.

– Aprobar el programa de trabajo de las Unidades Municipales de 
Asistencia Técnica y Empresarial, o de los organismos que hagan sus 
veces y los demás programas rurales de carácter municipal que presenta 
el alcalde.

– Evaluar periódicamente la ejecución de los programas y dar a co-
nocer sus observaciones al respecto a los Comités Departamental y Na-
cional y al Gobierno Nacional.

– Proponer, solicitar y analizar las propuestas de Reserva Campesina 
en el municipio.

– Diseñar los programas y formular proyectos para el uso adecuado 
del suelo, ordenamiento social de la propiedad territorial y su tenencia 
y redistribución equitativa y realizar estudios y propuestas para la crea-
ción y funcionamiento de las zonas de reserva agrícola y forestal de 
municipio.

– Nombrar los integrantes de la Umata (o su equivalente) entre los 

– Supervisar y demandar el adecuado funcionamiento de las Umatas. 
-

ción y funciones de las Unidades de Asistencia Técnica se cumplan. 
– Garantizar la transparencia en los contratos entre los agentes eco-

nómicos: promover el acceso a una adecuada información de precios 
para el mercadeo agropecuario y forestal; promover la equidad en la 
intervención de los agentes comerciales y agroindustriales. 

– Garantizar el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con 
el desarrollo, cuidado, preservación, conservación, protección, recupe-
ración, renovación y equilibrio ambiental en el sector rural y la aplica-
ción de políticas de desarrollo sostenible que estimule la integración del 
hombre con el medio ambiente.

-
-

ternacional para el desarrollo rural teniendo como marco de referencia 
el conjunto de veredas del municipio.

– Diseñar el componente rural del plan de desarrollo municipal. 
– Establecer el tamaño de la Unidad Agrícola Familiar, UAF, acorde 

con la calidad y vocación de las tierras en cada municipio.
2. Son funciones del Comité Departamental:
– Coordinar los planes y programas de trabajo municipales apro-

bados por los Comités respectivos, en forma de hacerlos coherentes y 
compatibles entre sí y con los planes de Desarrollo Departamental y 
Regional si los hubiese.

– Presentar al Comité Nacional recomendaciones sobre actividades 
que deberán cumplirse para estimular el progreso campesino, indígena 
y afrocolombiano.

– Proponer planes y programas de trabajo y desarrollo económico y 
social al gobernador y a las Asambleas Departamentales para su estu-
dio, aprobación y ejecución.

– Evaluar periódicamente la ejecución de los programas y proyectos 
y dar a conocer sus observaciones al respecto a los directores y gerentes 
nacionales de las agencias ejecutoras, al comité nacional y al Gobierno.

3. Son funciones del Comité Nacional:
– Coordinar los planes y programas de trabajo departamentales, re-

gionales, si los hay, aprobados por los Comités respectivos, en forma 
de hacerlos coherentes y compatibles entre sí y con el plan general de 
desarrollo.

– Aprobar los programas de trabajo de carácter nacional de los entes 

– Presentar al Gobierno Nacional recomendaciones sobre activida-
des para estimular el progreso campesino, indígena y afrocolombiano 
especialmente en materia de asistencia técnica, tecnológica, mercadeo 
y agroindustria.

– Evaluar periódicamente la operación del sistema nacional de De-
sarrollo Campesino, Indígena y Afrocolombiano y dar a conocer sus 
observaciones y recomendaciones al respecto al Gobierno Nacional.

Parágrafo. En todos los niveles, los planes y programas de reforma 
agraria, desarrollo rural y ordenamiento territorial estarán articulados a 
los Planes de Vida de los Pueblos Indígenas.
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Artículo 16. -
jeres campesinas, indígenas y afrocolombianas en todo el proceso de 
reforma agraria y desarrollo rural integral (Anexar esta expresión al 
resto del documento).

Artículo 17. Subsistema de Dotación y Adecuación de Tierras e 
Infraestructura. Es el conjunto de entidades, instrumentos, acciones y 

campesinos, indígenas, afrocolombianos y mujeres y a las asociaciones 
de economía solidaria debidamente organizadas que no la poseen o que 

obras de adecuación e infraestructura que sean necesarias o requeridas 
para lograr el mejor aprovechamiento y mejoramiento de la calidad de 
vida del sector. 

En este subsistema participan:
– El Instituto Colombiano de Desarrollo Rural y Reforma Agraria 

–Incodera - quien lo coordinará y será responsable de garantizar a los 
pequeños productores rurales el acceso a la propiedad de la tierra y no 
podrá delegar sus funciones y competencias relacionadas con adquisi-
ción de tierras y los procedimientos agrarios.

funciones.
– El Ministerio del Medio Ambiente y Vivienda (tener en cuenta este 

nombre).
– Finagro
– El Ministerio de Transporte
– Invías
– Las entidades territoriales.
Artículo 18. El subsistema de dotación y adecuación de tierras e 

infraestructura cuenta con un Comité Consultivo compuesto por dos 
representantes campesinos del Comité Nacional de Desarrollo y sendos 
representantes del Incodera, IGAC, el Ministerio de Transporte, Invías 
y Finagro.

Artículo 19. Las entidades adscritas al subsistema formularán anual-
mente, junto con los Comités Municipales de Desarrollo, los programas 

de los recursos de inversión para infraestructura en reforma agraria con 
destino a estas actividades y a subsidiar proyectos complementarios.

Artículo 20. Subsistema Nacional de Generación y Transferencia 
de Tecnología, Asistencia Técnica y Empresarial, Investigación, Edu-

. Es el conjunto de 
entidades, procedimientos y normas para adelantar en forma gratuita, 
coordinada, sistemática y permanente, la investigación tecnológica, la 
asistencia en producción, administración, procesamiento y mercadeo, 
de tal forma que permita al campesino (a), al indígena, al afrocolom-
biano y a los demás pequeños productores, el conocimiento y uso de 
los avances técnicos especialmente en tecnologías orgánicas y limpias 
para el mejoramiento de la calidad de vida con base en desarrollo au-
tosostenible, para garantizar la soberanía y la seguridad alimentaria, su 
producción, productividad e ingreso, obtener un precio justo, regular 
los precios y mejorar su gestión empresarial, todo lo anterior teniendo 
en cuenta los patrones de uso y los conocimientos ancestrales de las 
comunidades.

Son parte integrante del Subsistema de Asistencia Técnica y Empre-
sarial:

– El Instituto Colombiano Agropecuario, ICA, que lo coordinará y 
será responsable de garantizar la investigación y transferencia de tec-
nología para los pequeños productores rurales y el procesamiento de 
alimentos.

– Las Unidades Municipales de Asistencia Técnica y Empresarial, 
Umatas, y las que se constituyan por asociación de municipios vecinos, 
de provincias o regiones, o los organismos que hagan sus veces.

– Secretaría de Agricultura Departamental.
– La Escuela Superior de Administración Pública, ESAP.
– El Servicio Nacional de Aprendizaje, Sena.

– El Instituto Colombiano de Desarrollo Rural y Reforma Agraria, 
Incodera.

– El Ministerio de Agricultura.
– Otros organismos públicos o privados, nacionales o internacionales. 
Parágrafo 1°. Créase un Comité compuesto por dos representantes 

campesinos, del Comité Nacional de Desarrollo Campesino y por sen-
dos representantes del ICA y del Incodera, que servirá de órgano con-
sultivo del Ministerio en la programación y ejecución de los programas 
de asistencia técnica. 

Parágrafo 2°. La Unidad Municipal de Asistencia Técnica, UMA-
TA, y los organismos intermunicipales que hagan sus veces, prestará la 
asistencia técnica y empresarial en forma directa a los campesinos, de 
acuerdo con las normas y procedimientos técnicos y administrativos 
que expida el Ministerio de Agricultura.

El Incodera prestará directamente la asistencia técnica y empresarial 
-

rante el desarrollo del asentamiento.
Parágrafo 3°. A partir de la vigencia de esta ley los municipios ten-

drán un plazo de tres (3) años para organizar sus unidades municipales 
de asistencia técnica y empresarial. En todo caso el municipio partici-
pará en el costo de este servicio con la porción de las transferencias de 
los ingresos corrientes de la nación destinados al sector rural.

Artículo 21. El Subsistema de Promoción de Mercadeo y Fomento 
Agroindustrial. Es el conjunto de entidades, acciones y normas que tie-
ne por objeto:

– Establecer estímulos especiales a las exportaciones de productos 
de la economía campesina, indígena y afrocolombiana y mejorar las 
condiciones de competencia en el mercado para sus productos campe-
sinos.

– Evitar las mermas y pérdidas físicas por el mal manejo, almacena-
miento y transporte de los productos y propiciar el uso de criterios de 
calidad en la oferta de productos.

– Evitar los fenómenos de especulación, intermediarios, acapara-
miento y otros abusos de posición dominante en los mercados por parte 
de los diferentes agentes que intervienen en el proceso de acopio o dis-
tribución.

– Garantizar la protección especial a la soberanía y producción na-
cional de alimentos y evitar la competencia desleal o unilateral de pro-
ductos agropecuarios, forestales o pesqueros extranjeros.

– Fomentar organizaciones cooperativas que enlacen a los producto-
res campesinos y los consumidores citadinos en el mercadeo de produc-
tos campesinos e insumos para la producción agropecuaria.

– Promover la constitución de formas asociativas y empresas que 
procesen y comercialicen productos agropecuarios.

– Promover la adquisición en el país, o la importación libre de aran-
celes, de la maquinaria y los equipos necesarios para la explotación 
agropecuaria competitiva y sostenible. 

Parágrafo 1°. Conforman el Subsistema de Promoción de Merca-
deo y Fomento Agroindustrial las siguientes entidades:

– El Ministerio de Agricultura, que será coordinador del subsistema 
y está obligado a garantizar el mercadeo, acopio y precios de sustenta-
ción para los productos del sector rural y de los pequeños productores 
en especial.

– El Ministerio de Comercio Exterior.
– El Instituto Colombiano de Desarrollo Rural y Reforma Agraria, 

Incodera.
– Las centrales de Abastos.
– Los organismos encargados del fomento industrial.

– El Programa Bogotá sin Hambre del Distrito Capital de Bogotá y 
los programas de alimentación o nutrición de las diferentes entidades 
territoriales.
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– Las cooperativas de producción y comercialización de primero y 
segundo grado.

Artículo 22. Subsistema Nacional de Crédito Subsidiado Rural.

ejecución de las políticas públicas aplicables a las actividades pro-
ductivas que se efectúan en el medio rural, de conformidad con 
las políticas sectoriales establecidas en los planes y programas de 
desarrollo que adopte el Congreso o el Gobierno, según el caso, 
créase el Sistema Nacional de Crédito Subsidiado Rural, dirigido a 
los pequeños productores rurales que sean subsidiados al 70% del 
desarrollo rural y el bienestar social de las comunidades. 

Artículo 23. Entidades integrantes del Subsistema Nacional de 
Crédito Subsidiado Rural. Forman parte del Sistema Nacional de 
Crédito Subsidiado Rural, el Fondo para el Financiamiento del 
Sector Agropecuario, Finagro, creado por la Ley 16 de 1990, que 
lo coordinará, el Banco Agrario, los bancos, los fondos ganaderos, 
las entidades cooperativas especializadas en ahorro y crédito, las 

Superintendencia de la Economía Solidaria, que se comprometan 
a actuar como intermediarios en el otorgamiento de préstamos a 
estos mismos productores, las organizaciones comunitarias de con-

alimentos mediante contratos con campesinos (as) y pequeños pro-

-
ciamiento de las actividades rurales. 

Parágrafo. Sin perjuicio de las actividades que desarrollen al 
servicio de otros sectores de la producción en el ámbito del siste-

de Crédito Subsidiado Rural, las Bolsas de bienes y productos de la 
agricultura y la agroindustria que operen en el país o que se creen, 
la Compañía de Seguros La Previsora, el Instituto de Fomento In-
dustrial y el Fondo Nacional de Garantías. Estas instituciones ejer-
cerán las funciones de acuerdo con el reglamento que para el efecto 
expida el Gobierno Nacional dentro de los ciento ochenta (180) días 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo 24. Ambito de aplicación de la ley. Las disposiciones 
contenidas en la presente Ley serán aplicables a las entidades que 
integran el Subsistema Nacional de Crédito Subsidiado Rural en 
cuanto otorguen crédito al sector rural.

Artículo 25. Objetivos del subsistema. El subsistema de Crédito 
Subsidiado Rural deberá cumplir los siguientes objetivos:

1. Colocar a los campesinos y campesinas, indígenas, afrocolom-
bianos, cooperativas y demás asociaciones de economía solidaria y de-
más pequeños productores que por su situación económica actual no 
sean sujetos de crédito, en condiciones para que puedan acceder a las 

2. Establecer líneas de crédito subsidiado especiales para campe-
sinos, campesinas, indígenas, afrocolombianos, cooperativas y demás 
asociaciones de economía solidaria y otros pequeños productores con 
tasas de interés de fomento.

3. Proporcionar en términos competitivos a las actividades esta-
blecidas en el medio rural, los recursos de crédito subsidiado necesarios 

4.
medio rural los servicios bancarios indispensables para su desenvol-
vimiento, para lo cual se dispondrán líneas de crédito subsidiado para 
impulsar la producción, capitalizar las empresas, aumentar el empleo 

5.
alimentos y de la protección de su comercialización.

6. -
samiento de los productos por los mismos productores.

7. -
lación con los riesgos y la adopción de modernos esquemas de cubri-
miento, para lo cual el Gobierno Nacional expedirá la reglamentación 
correspondiente en el curso de los ciento ochenta (180) días siguientes 
a la entrada en vigencia de la presente ley.

8. Fortalecer el Fondo Agropecuario de Garantías (FAG) para pe-
queños productores vinculados a los sectores rural y agrario.

9. Captar ahorro del público, mediante instrumentos de diversa 
índole, para colocarlos en operaciones de préstamo u otro tipo de op-

productores o empresas asociativas de economía solidaria, establecidas 
en los sectores agrícola y rural.

Artículo 26. Comisión Nacional de Crédito Subsidiado Rural. La 
administración del sistema que por esta ley se crea estará a cargo de la 
Comisión Nacional de Crédito Subsidiado Rural, la cual se integrará de 
la siguiente manera:

– El Ministro de Agricultura, Agroindustria y Desarrollo Rural, quien 
la presidirá.

– El Jefe del Departamento Nacional de Planeación.
– El Gerente del Banco de la República.
– El Ministro de Comercio Exterior.
– Dos representantes del Presidente de la República, uno de los cua-

les deberá ser persona de reconocida y comprobada preparación teórica 

y producción agrícola.
– Un representante de las entidades que conforman el Sistema Na-

cional de Crédito Subsidiado Rural, elegido en la forma que prescriba 
el reglamento. 

– Dos representantes de las organizaciones campesinas nacionales.
– Dos representantes de las organizaciones indígenas.
– Dos representantes de las organizaciones afrocolombianas.
– Dos representantes de las asociaciones de economía solidaria y 

cooperativas del nivel nacional correspondiente del sector rural.
– Dos representantes de las organizaciones ambientalistas y ecolo-

gistas.
La Secretaría Técnica de la Comisión de Crédito Subsidiado Rural 

será ejercida por Finagro, a través de dos asesores, que serán nombra-

renovables por una vez y tendrán calidades similares a las estipuladas 
para los dos representantes del Presidente de la República en la Comi-
sión Nacional de Crédito Subsidiado Rural.

Parágrafo 1°. El Gobierno determinará mediante decreto la organi-
zación y funcionamiento de la Comisión Nacional de Crédito Subsidia-
do Rural. 

Parágrafo 2°. El Presidente de Finagro asistirá a la Comisión Na-
cional de Crédito Subsidiado Rural con voz pero sin voto.

Artículo 27. Funciones de la Comisión Nacional de Crédito Agro-
pecuario. -
cuario, corresponde a la Comisión Nacional de Crédito Subsidiado Ru-

1. Determinar periódicamente, con base en las recomendaciones de 
la Secretaría Técnica, el monto global de los recursos que cada una de 
las entidades integrantes del Subsistema Nacional de Crédito Agrope-
cuario destinará al sector.

2. Establecer las actividades, los costos y los porcentajes de estos 

que integran el Subsistema Nacional de Crédito Agropecuario.
3. Fijar, dentro de los límites de carácter general que señale la Junta 

Directiva del Banco de la República, las políticas sobre las tasas de 
interés que se cobrarán a los usuarios del crédito por parte de las entida-
des que integran el Sistema Nacional de Crédito.

4. Dictar los reglamentos para el control de los gastos o inversiones 
que se hagan con el producto de los créditos.
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5. Aprobar, mediante normas de carácter general y con el voto favo-
-

gados por las entidades que integran el Subsistema Nacional de Crédito 
Subsidiado Rural cuando se afecte negativamente la producción o se 
disminuya apreciablemente la inversión que se realizó con el crédito 
por la presencia, a su juicio, de razones de fuerza mayor o caso fortuito 
o por causa de medidas equivocadas del Estado. Las entidades que in-
tegran el Sistema Nacional de Crédito Subsidiado Rural determinarán 

-
tos establecidos por la Comisión Nacional de Crédito Subsidiado Rural 
cuando sea el caso.

6. Fijar las tasas y márgenes de redescuento de las operaciones que 
apruebe Finagro.

Artículo 28. El Subsistema de Asistencia y Seguridad Social. El 
Subsistema de Asistencia y Seguridad Social es el conjunto de entida-
des, normas, procedimientos y servicios para prestar a las comunidades 
rurales, en forma gratuita, coordinada sistemática y permanente, asis-
tencia en materia de salud, riesgos profesionales y pensión, educación, 
vivienda, empleo y recreación y estará conformada por las siguientes 
entidades:

– Ministerio del Interior y de Justicia.
– Ministerio de la Protección y Seguridad Social y de Trabajo (pre-

cisar los nombres) quien coordinará el subsistema.
– Ministerio de Educación Nacional
– Instituto Colombiano de Bienestar Familiar
– Instituto de Seguros Sociales
– Fondo Nacional Hospitalario
– Instituto Colombiano para la Juventud y el Deporte
– Instituto Colombiano de Desarrollo Rural y Reforma Agraria, In-

codera
– La Caja de Subsidio Familiar Campesino.
– Acción Social.
Parágrafo 1°. Un comité compuesto por dos representantes cam-

pesinos del Comité Nacional de Desarrollo y sendos representantes de 
las entidades adscritas al subsistema de asistencia social conforman el 
órgano de consulta del mismo (¿y de los sectores sociales?).

Parágrafo 2°. El crédito subsidiado para vivienda rural será anterior 
o simultáneo a la entrega de la UAF.

Artículo 29. Los planes que se acuerden por los diferentes subsiste-
mas son la sumatoria desagregada según rubros de inversión de los pro-
gramas que en materia de desarrollo agropecuario acuerden los Comi-
tés Municipales de Desarrollo campesino, indígena y afrocolombianos, 
previa aprobación por similares comités en los niveles departamental y 
nacional. Dichos planes son de obligatoria inclusión en los presupues-
tos de los entes que en ellos deban intervenir.

Su omisión impedirá la tramitación del proyecto de presupuesto de 
la entidad respectiva en el Congreso de la República, a más de constituir 
causal de mala conducta. El Comité Nacional de Desarrollo Campesino 
velará por el cumplimiento óptimo de esa obligación y dará aviso opor-
tuno de su transgresión a las instancias competentes.

Parágrafo 1°. En el presupuesto general de la Nación se señalarán 
de manera explícita los proyectos de inversión de cada una de las enti-
dades que hacen parte del sistema nacional de Reforma Agraria.

CAPITULO IV
Participación e Información

Artículo 30. Es responsabilidad del Estado garantizar la participa-
ción en las decisiones que les afectan y el acceso libre y amplio a la 
información por parte de comunidades campesinas, indígenas y afroco-
lombianas, los trabajadores agrarios y empresarios, de sus organizacio-
nes y los agentes públicos con responsabilidad en la toma de decisiones 
que permiten el desarrollo de la política contemplada en la presente 
ley.

Artículo 31. Créase el Subsistema Nacional de Información para 
la Agricultura y el Medio Rural adscrito al Ministerio de Agricultura, 
Agroindustria y Desarrollo Rural que estará integrado por los organis-
mos y entidades públicos y privados que generen, divulguen o utilicen 
información para la agricultura y el medio rural. 

La Secretaría Técnica del Consejo será ejercida por el Ministerio de 
Agricultura, Agroindustria y Desarrollo Rural.

Artículo 32. El Subsistema Nacional de Información para la Agri-
cultura y el Medio Rural estará dirigido por el Consejo Nacional de 
Información conformado por: 

1. El Viceministro de Agricultura, Agroindustria y Desarrollo Rural 
o su delegado que solamente podrá ser el Director de Política Sectorial, 
quien lo presidirá.

2. El Director del Departamento Administrativo Nacional de Esta-
dística.

3. El Director de Desarrollo Agrario del Departamento Nacional de 
Planeación.

4. Un representante de los gremios de la producción agropecuaria. 
5. Dos representantes de las organizaciones campesinas nacionales.
Artículo 33. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en co-

ordinación con el Departamento Nacional de Estadística y el Departa-
mento Nacional de Planeación, formulará y ejecutará un programa de 
fortalecimiento del Subsistema Nacional de Información para la Agri-
cultura y el Medio Rural.

Artículo 34. El Subsistema Nacional de Información del Sector 
Agrícola y Rural deberá cumplir las siguientes obligaciones:

1. Establecer un sistema de indicadores e información estratégica 

pública.
2. Desarrollar un plan censal del sector que comprenda la realización 

cada diez años del censo nacional agropecuario, la construcción de una 
muestra maestra rural y un sistema de encuestas intercensales rurales.

3. Desarrollar servicios especializados de información sectorial y 
poner en funcionamiento y mantener los Observatorios de Competitivi-
dad, de Innovación y de Desarrollo Rural.

4. Establecer un programa de divulgación y una estrategia de co-
municaciones que permita el acceso a la información estratégica, a la 
innovación, a las reglas de juego económico, a las estrategias de la po-
lítica sectorial y a la gestión del Estado, por parte de las organizaciones 
de empresarios y comunidades, tanto al nivel nacional como regional 
y local.

5. Promover acuerdos de inversión de las entidades públicas y priva-

destinación de recursos al fortalecimiento de actividades de producción y 
divulgación de información para la agricultura y el medio rural, y

6. Adelantar una estrategia de creación de Centros Locales de Infor-
mación, como apoyo técnico a la gestión de los Consejos Municipales 

Instituto Nacional de Cooperación para el Desarrollo del Medio Rural.
Artículo 35. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el 

Departamento Nacional de Estadística, DANE, establecerán programas 

nacional de información para la agricultura y el medio rural y permitan 
el cumplimiento de sus obligaciones.

CAPITULO V
Disposiciones especiales sobre Educación, 

Capacitación y Formación
Artículo 36. El Estado garantizará la cobertura universal de la edu-

cación pública básica en el medio rural en un plazo no mayor a 4 años, 
a partir de la sanción de la presente ley, y velará por el mejoramiento 
de la calidad y pertinencia, como principales factores para nivelar las 
oportunidades y la calidad de vida de la población rural con las predo-
minantes en el medio urbano.
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Artículo 37. La política educativa del Estado para el medio rural 

forma descentralizada.
Artículo 38. El Estado promoverá la educación, capacitación y for-

mación en el medio rural, estructurando programas y acciones para: 
1. Financiar el personal docente y los establecimientos educativos 

públicos ubicados en áreas rurales y de muy fácil acceso a la población 
rural.

2. Dotar a las instituciones educativas públicas de los medios tecno-
lógicos e instrumentos educativos que reconozcan las particularidades 

3. Compensar costos de oportunidad por la asistencia escolar, me-
diante incentivos a las familias.

Artículo 39. El Estado promoverá y fomentará la formación en com-
petencias técnicas y la capacitación laboral pertinentes al desarrollo ru-
ral, mediante:

1. El establecimiento de incentivos para la organización comunitaria 

la celebración de contratos para el desarrollo del medio rural.
2. La elaboración y ejecución por parte del Sena y las Universida-

des Públicas de planes quinquenales de formación y capacitación labo-
ral para el medio rural, concertados con el Ministerio de Agricultura, 
Agroindustria y Desarrollo Rural.

Será causal de mala conducta del Director y del Consejo Directi-
vo del Sena y de las Universidades la no observancia de esta dispo-
sición, de acuerdo con las evaluaciones elaboradas y emitidas por 
las comunidades rurales.

3. El otorgamiento de incentivos para estimular el compromiso 
del sector empresarial con la capacitación técnica y laboral para el 
medio rural.

4. La formulación y ejecución de programas especiales que combinen 
transferencia de tecnología con programas de educación postescolar.

5. La educación formal y no formal en las áreas rurales será de ca-
rácter gratuito y acorde a la realidad de cada una de las comunidades 
indígenas, campesinas y afrocolombianas.

6. Los programas educativos rurales se establecerán respetando e 
incorporando los conocimientos ancestrales de las comunidades cam-
pesinas, indígenas y afrodescendientes.

Artículo 40. Autorízase al Gobierno Nacional para establecer incen-
tivos especiales de localización en el medio rural para los docentes. Su 

-
ción y competencia presten sus servicios educativos en el medio rural.

CAPITULO VI
Disposiciones especiales sobre Salud

Artículo 41. Las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, 
IPS, encargadas de la población rural deben prestar los servicios prima-
rios en el sector rural y en lugares de fácil acceso a la población rural. 
Para el efecto contarán con puestos de salud y brigadas móviles que se 
adapten a las condiciones de cada área rural.

Artículo 42. Toda la población de las comunidades campesinas, in-
dígenas y afrocolombianas, así como los jornaleros agrícolas y la po-

servicios de salud de primer y segundo nivel a las IPS.
Artículo 43. El Estado garantizará los fondos complementarios ne-

cesarios para que la población rural acceda a los servicios de salud de 
tercer nivel.

CAPITULO VI
Disposiciones especiales sobre Infraestructura

Artículo 44. El Estado dará prioridad y mediante diversos meca-
nismos a su disposición, asumirá la responsabilidad por el desarrollo 
adecuado de la infraestructura económica pública en el medio rural, 

de vida de los habitantes del campo frente a los demás ciudadanos del 
país, respetando la diversidad étnica y cultural y las decisiones de las 
comunidades rurales.

los cuales se dará prioridad a los proyectos que desarrollen la red tercia-

la biodiversidad y recursos naturales de cada una de las regiones y los 
lugares sagrados de las comunidades campesinas, indígenas y afroco-
lombianas.

Artículo 45. Créase el Incentivo para el Desarrollo de la Infraes-
tructura Rural como un instrumento especial del Instituto Nacional de 

los costos de conexión predial a la red de carreteras y las acometidas de 

Artículo 46. El Incentivo de que trata el artículo anterior podrá ser 
hasta del 40% de los costos de la conexión predial a la red de carreteras 

siempre y cuando los proyectos sean presentados en forma colectiva e 
involucre la participación de las correspondientes organizaciones co-
munitarias rurales. El Gobierno Nacional reglamentará las condiciones 
de otorgamiento y acceso al Incentivo para el Desarrollo de la Infraes-
tructura Rural.

T I T U L O   III
DISPOSICIONES PARA LA PRODUCCION AGROPECUARIA

CAPITULO I
Acceso a los factores de la producción

Artículo 47. La Nación, las entidades territoriales y las entidades 
descentralizadas, individualmente o en forma conjunta, participarán en 
la conformación de Centros de Servicios para el Desarrollo de la Agri-
cultura y la Agroindustria en zonas de pequeños y medianos producto-
res y en zonas de alto potencial de desarrollo productivo.

Artículo 48. El objetivo de los Centros de Servicios para el Desa-
rrollo de la Agricultura y la Agroindustria es modernizar el manejo y 
la gestión de las unidades productivas del medio rural promoviendo la 
capacidad empresarial de los productores, mediante acciones como:

1. Generación y suministro de información e investigación de mer-
cados.

2. Registro y divulgación de información de precios de los productos 
y de los insumos de agricultura y pecuarios para la producción.

3. Acopio y suministro de información tecnológica y prestación de 

4. Formulación y ejecución de programas de capacitación y forma-
ción empresarial.

5. Organización de actividades de transferencia para poner en con-
tacto a los productores de la zona con las mejores prácticas de gestión 
y de producción.

-
miento comercial.

7. Creación y formación de bancos de maquinaria.
8. Creación, formación y protección de bancos de semillas nativas.
9. Facilitar y promover la coordinación interinstitucional, y
10. Establecer la protección, conservación, sanidad y defensa de las 

especies animales y vegetales de los diferentes ecosistemas nacionales.
Artículo 49. El Estado dará prioridad a la modernización y sistema-

dichas de la construcción y a la vocación y calidad de la tierra y ubica-
ción georreferenciada al casco urbano así como a las acciones que pro-

demás derechos reales.
Artículo 50. La celebración de cualquier tipo de contratos con empre-

sas o grandes propietarios, así como la participación en cadenas produc-
tivas, no podrán ser condicionantes del derecho de los campesinos(as), 
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indígenas y afrocolombianos y otros productores para acceder a la in-
versión social y productiva del Estado.

Artículo 51. Corresponde a los Consejos Municipales de Desarrollo 
Rural de que trata el artículo 61 de la Ley 101 de 1993 la elaboración 
de una terna para la designación del jefe o director (a) de la Unidad 
Municipal de Asistencia Técnica Agropecuaria, Umata, por parte del 
alcalde.

De la misma manera, compete a los Consejos Municipales de Desa-
rrollo Rural solicitar la remoción del jefe o director de la Umata.

Artículo 52. El personal de asistencia técnica de las Unidades Muni-
cipales de Asistencia Técnica Agropecuaria, Umata, recibirá periódica-
mente cursos de actualización y estará sujeto a pruebas de estado para 

-

personal de asistencia técnica de las Umatas dentro de los seis meses 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo 53. Las competencias y los instrumentos para la adecua-
ción de tierras de que trata la Ley 41 de 1993 se transferirán al Instituto 
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural, Incodera, en un plazo 
de seis meses, contados a partir de la vigencia de la presente ley.

CAPITULO II
Mercados de productos y de factores productivos

Artículo 54. La política comercial para la agricultura y la agroindus-
tria tiene por objeto proteger la soberanía de la producción nacional y 

y de factores productivos de la agricultura y la agroindustria median-
te la aplicación de normas y regulaciones que procuren transparencia, 
equidad y predectibilidad, en las reglas de juego que rigen las transac-
ciones de bienes y servicios en el medio rural

Artículo 55. El Estado intervendrá de manera justa en los mercados 
de productos y de factores productivos de la agricultura y la agroindus-
tria mediante apoyos directos para: 

a) Proteger la producción nacional, priorizando la producción de ali-
mentos;

b) Compensar sobrecostos de transporte interno en que hayan de 
incurrir los productores en las zonas marginales determinadas por el 
Gobierno Nacional; 

c) Compensar costos de almacenamiento de productos en los casos 
en que los mercados registren abruptas y pronunciadas oscilaciones es-
tacionales de precios;

d) Crear el seguro agropecurio para proteger a los productores y la 
producción nacional.

Artículo 56. El Estado intervendrá de manera justa, también para 
procurar la estabilización de precios de los productos de la agricultura y 
la agroindustria mediante los siguientes instrumentos: 

a) Fondos de estabilización de precios; 
b) Franjas de precios; 
c) Convenios de absorción de cosechas;
d) Proyectos de procesamiento de los productos campesinos;
e) Coberturas de riesgo;
f) Medidas para evadir el dumping y la competencia desleal;
g) Impuestos de aduana especiales que carguen los productos de paí-

internacionales de la Organización Internacional del Trabajo o de pro-

Artículo 57. La Nación, las entidades territoriales y las entidades 
descentralizadas propiciarán la celebración de contratos de compra-
venta a futuro de bienes agropecuarios bajo la modalidad de agricultura 
por contrato entre productores, industriales, comercializadores, distri-
buidores, consumidores y demás agentes de la cadena productiva, para 
los cuales podrán establecer las condiciones que faciliten su realiza-

ción, como coberturas de riesgo de precios a través de la Bolsa Nacio-
nal Agropecuaria.

El Gobierno Nacional, las entidades territoriales y las entidades des-
centralizadas priorizarán el fomento a proyectos de procesamiento de 
alimentos de origen campesino, tanto por organizaciones de los campe-
sinos como por grupos productivos urbanos de bajos ingresos, desem-
pleados o desplazados.

En concordancia con lo anterior las entidades públicas ejecutarán 
acciones de apoyo técnico, capacitación y organización de los pequeños 
productores y garantizarán plenamente el derecho de organización lo-
cal y nacional de los campesinos, indígenas, afrocolombianos y demás 
trabajadores rurales para defender sus derechos y obtener condiciones 

Artículo 58. El Gobierno Nacional, las entidades territoriales y las 

los campesinos y demás trabajadores rurales, así como de las comu-
nidades indígenas, campesinas y afrocolombianas para asumir directa 
y progresivamente y mediante cooperativas, empresas comunitarias y 
otras formas asociativas los diferentes niveles de la cadena productiva a 
partir del manejo y procesamiento de sus propios productos.

Artículo 59. El artículo 50 de la Ley 101 de 1993 quedará así:
El Ministerio de Agricultura, Agroindustria y Desarrollo Rural po-

para los productos de la agricultura, los cuales deberán considerar la 
protección de la producción nacional, los costos de producción en Co-
lombia, el margen de protección otorgado por el régimen arancelario, 
los precios de los mercados internacionales, los costos portuarios y los 
costos de almacenamiento de las cosechas nacionales; en todo caso, el 

-
terminado por el régimen arancelario vigente, pudiéndose descontar el 
costo de almacenamiento de las cosechas nacionales. 

Artículo 60. El Instituto Colombiano Agropecuario, ICA, contribui-
rá a la apertura de nuevos mercados para los bienes de la agricultura y 
la agroindustria mediante la celebración de convenios sanitarios que 
permitan reducir costos y agilizar los trámites para la exportación de 
dichos bienes.

Artículo 61. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural garanti-
zará un alto grado de preparación y de capacitación técnica de los profe-
sionales responsables del área internacional para que puedan apoyar en 

-
gociaciones internacionales sobre comercio de productos agropecuarios 
estarán representadas las organizaciones campesinas, indígenas y afroco-
lombianos; además, las de otros productores del respectivo sector. 

CAPITULO III
Investigación y transferencia de tecnología

Artículo 62. El Instituto Colombiano Agropecuario, ICA, coordi-
nará el sistema nacional de generación y transferencia de tecnología, 
asistencia técnica y empresarial, investigación, capacitación, y diver-

1. Adelantar programas nacionales de investigación de tecnologías 
sustentables aplicables a todos los niveles de la producción agropecua-
ria y agroindustrial.

2. Coordinar los programas de investigación de las Umatas y las 
Secretarías Departamentales de Agricultura.

3. Desarrollar investigaciones nacionales para facilitar el acceso de 
la economía campesina a las innovaciones y desarrollar paquetes tecno-
lógicos sustentables propios para este tipo de economía.

4. Coordinar con las Umatas la implementación de la tecnología 
apropiada sustentable para granjas campesinas, de acuerdo a las condi-
ciones agroecológicas propias de cada lugar.

5. Ejercer control de la introducción o salida del país de semillas, 
vegetales, animales, genes, células, tejidos o cualquier otro material re-
lacionado con la agricultura, la ganadería o la silvicultura y en general 
de todas las especies animales y vegetales.
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6. Controlar la aplicación de las normas sobre tecnología agrope-
cuaria.

7. Desarrollar la agricultura tropical con criterios de sustentabilidad 
ambiental, y

8. Propiciar el control social de la tecnología mediante la participa-
ción de las comunidades indígenas, campesinas y afrocolombianas y 
sus organizaciones.

-
dustria.

10. Proteger el conocimiento ancestral y la propiedad colectiva de 
las comunidades sobre el mismo, en coordinación con las comunidades 
indígenas, campesinas y afrocolombianas. 

Artículo 63. -
nológico de la agricultura y la agroindustria se compone de siete estra-
tegias, así:

1. Consolidación del compromiso del Estado con la dirección y el 

y de tecnologías aplicadas de interés social.
2. Fomento de la inversión estatal en el desarrollo tecnológico.
3. Democratización del acceso a la tecnología.
4. Sustentabilidad ambiental de las innovaciones.
5. Optimización del sistema nacional de ciencia y tecnología agríco-

la y pecuaria.
6. Promoción de la cooperación y la coordinación entre el sector 

7. Defensa y protección del conocimiento ancestral de los pueblos y 
de las semillas nativas.

Artículo 64. El Instituto Colombiano Agropecuario, ICA, será re-
gido por un Gerente general y un Consejo Directivo que será además 
el órgano rector de la política nacional de ciencia y tecnología para la 
agricultura y la agroindustria y desarrollará sus funciones con base en 
programas estratégicos y de mediano plazo, con metas y objetivos cla-
ros, y que sean consistentes con el enfoque y las estrategias formuladas 
en el plan decenal de desarrollo de que trata la presente ley.

Artículo 65. El Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología Agrope-
cuaria estará integrado por:

1. El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, o su delegado que 
sólo podrá ser el Viceministro del mismo despacho, quien lo presidirá.

2. Un delegado del Ministro del Ambiente.
3. El Director de Colciencias, o su delegado.
4. Un representante de las Universidades.
5. Un representante de los centros de investigación agropecuaria.
6. Dos representantes de los gremios de la producción agrope-

cuaria.
7. Dos representantes de las organizaciones campesinas nacionales.
8. Un representante de las organizaciones indígenas nacionales.
9. Un representante de las organizaciones de las comunidades rura-

les afrocolombianos.
10. Una representante de las organizaciones de mujeres campesinas 

de nivel nacional.
11. Un representante de las organizaciones ambientalistas y ecolo-

gistas.
El Gerente General del ICA asistirá a las reuniones del Consejo Di-

rectivo con voz, pero sin voto.
Artículo 66. Se prohíben las tecnologías, métodos, productos y pro-

yectos que provocan un alto riesgo o causan daño a la salud humana, al 
ambiente, al patrimonio de las comunidades, o a la integridad cultural 
o a la diversidad étnica. 

El Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología podrá ordenar la prohi-
bición transitoria de todos los proyectos y programas que causen impac-

to nocivo sobre los ecosistemas y la población, mientras las autoridades 
competentes para cada caso estudian la revocatoria, previa concertación 
con las comunidades campesinas, indígenas y afrocolombianas y las 
organizaciones ambientalistas para el otorgamiento de una licencia.

Parágrafo. A partir de la vigencia de esta ley se prohíbe en el terri-
torio nacional el uso de semillas transgénicas.

Artículo 67. Créase el Fondo Nacional de Desarrollo Tecnológico 
para la Agricultura y la Agroindustria como una cuenta especial del 
Instituto Colombiano Agropecuario.

Parágrafo. El Fondo Nacional de Desarrollo Tecnológico para la 

del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología Agropecuaria.
Artículo 68. Los ingresos del Fondo Nacional de Desarrollo Tecno-

lógico para la Agricultura y la Agroindustria estarán constituidos por:
1. Los aportes del presupuesto nacional.
2. Los bienes que poseen las entidades adscritas y vinculadas al Mi-

nisterio de Agricultura, Agroindustria y Desarrollo Rural que no son 
necesarios para el cumplimiento de sus respectivas funciones.

3. Donaciones.
4. Créditos internos y externos.
5. Recursos de cooperación internacional.
Artículo 69. Los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Tecno-

lógico para la Agricultura y la Agroindustria se asignarán con funda-
mento en el programa estratégico y de mediano plazo vigente.

Artículo 70. Los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Tec-
nológico para la Agricultura y la Agroindustria serán asignados por el 
Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología Agropecuaria y estarán dis-
tribuidos en cuatro programas con su respectiva cuenta, así:

agricultura y la agroindustria.
-
-
-

nológica.

competitiva programas de capacitación y formación especializada para 
desarrollar los recursos humanos para la investigación y el desarrollo 
tecnológico.

-
miento de los saberes y conocimientos ancestrales.

Artículo 71. 
-

cionamiento de las Umatas y los CMDR: sueldos de los funcionarios; 
medios de transporte, insumos agropecuarios y forestales para la ex-

transporte de los miembros de los CMDR.
Artículo 72. Cada Umata tendrá por lo menos un profesional espe-

cializado (o experiencia acreditada equivalente) por cada 20 mil habi-
tantes en el resto municipal; un profesional por cada 10 mil habitantes y 
un práctico agropecuario o forestal por cada cinco mil. Se establecerán, 
al mismo tiempo, un mínimo de funcionarios para municipios con terri-
torios extraordinariamente grandes.

Parágrafo.
Artículo 73. El Director y los funcionarios de las Umatas serán nom-

brados por concurso de méritos realizado por Universidades de acuerdo 
con pautas nacionales. El Comité Municipal de Desarrollo Rural hará 

-
cionados por dicho concurso. 

Las autoridades de los territorios indígenas tendrán autonomía para 
organizar el funcionamiento de la asistencia técnica y tecnológica.
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CAPITULO IV

Artículo 74. Autorízase la participación de la Nación, las entidades 
territoriales y las entidades descentralizadas en el capital de organiza-
ciones comunitarias campesinas de ahorro y crédito. La participación 
pública en los órganos de dirección y administración no podrá exceder 
el 40% de los miembros, aún en los casos en los cuales la participación 
pública en el capital supere el porcentaje indicado.

Parágrafo. El Gobierno Nacional en un plazo no mayor de 180 días 
contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley expedirá el 
reglamento para la constitución, operación y liquidación de las organi-
zaciones comunitarias campesinas de ahorro y crédito, previa consulta 
con las organizaciones campesinas.

Artículo 75. Los préstamos que otorguen los establecimientos de 
crédito a las organizaciones comunitarias campesinas, indígenas y afro-
colombianas de ahorro y crédito podrán ser redescontados en Finagro 
en las mismas condiciones de los préstamos para pequeños productores 
campesinos, y podrán ser avalados por el Fondo Agropecuario de Ga-
rantías de acuerdo con el porcentaje que establezca la Comisión Nacio-
nal de Crédito Agropecuario.

Artículo 76. Las Organizaciones Comunitarias Campesinas de Aho-
rro y Crédito estarán sujetas a inspección, vigilancia y control de la 
Superintendencia de Economía Solidaria, SES, en los términos de re-
glamento que dicho organismo expida para el efecto.

Artículo 77. Subsidio y Control de Tasas de Interés. El Estado ga-
rantizará que las tasas de interés especiales subsidiadas para el sector 
agropecuario permitan rentabilidad. Para el efecto:

b) Las tasas máximas o de usura serán un 20 por ciento inferiores a 
las generales;

Establecerá subsidios especiales a cargo del presupuesto nacional y 
los presupuestos de las entidades territoriales para las tasas de interés 
para campesinos y campesinas y para la producción de alimentos y de 
otros productos estratégicos, así como para la condonación de deudas 
no pagadas como resultado de los efectos de la apertura económica o de 
catástrofes naturales por fuerza mayor o caso fortuito.

Parágrafo transitorio. Para el cumplimiento de los objetivos cons-
titucionales y sociales, ordénase al Gobierno Nacional que con recursos 
del presupuesto nacional del año 2007 pague en el término de treinta (30) 
días, a partir de la promulgación de esta ley, la cartera vigente de los cam-
pesinos que se encuentre morosa por causa de problemas como desastres 
naturales, orden público y problemas en el mercadeo, de tal manera que 
sean habilitados de inmediato para acceder a recursos de crédito agrope-
cuario en las condiciones establecidas por este parágrafo.

El Fondo de Financiamiento Agropecuario, FINAGRO, establecerá 
líneas especiales de redescuento para operaciones de crédito con des-
tino a los sectores campesino, indígena y afrocolombiano, de acuerdo 

-
feriores al 70% del IPP. 

Artículo 78. El acceso al crédito complementario de tierras y de pro-

será simultáneo con el otorgamiento del subsidio de tierras.
Artículo 79. 

agraria deberán ser respaldados por el Fondo Agropecuario de Garan-
tías. Para las mujeres campesinas o desplazadas que accedan a tierra, el 
FAG las respaldará por el 100% de sus créditos.

Artículo 80. Autorízase al Gobierno Nacional para asociarse con 
personas jurídicas mixtas o privadas con el objeto de constituir fondos 
de capital de riesgo para la agricultura y el medio rural, destinados a 
participar en el capital de sociedades creadas como empresas de pro-
ducción, comercialización, transformación de bienes y servicios en las 
zonas rurales, priorizando las cooperativas y empresas comunitarias 
campesinas.

Artículo 81. Créase un seguro de cosecha que cubrirá los costos e 
ingresos dejados de percibir por el cultivador de acuerdo a patrones de 
costos e ingresos determinados anualmente por el Ministerio de Agri-
cultura.

Artículo 82. La contratación del seguro de cosecha será voluntaria 
por parte del productor y para su protección deberá cancelar máximo el 
1% del valor esperado de la cosecha.

Artículo 83. 
se llegase a presentar en el Fondo de Seguro de cosecha, por reconoci-
miento de siniestros.

Artículo 84. El seguro de cosecha cubrirá los diferentes imponde-
rables que se presentan en la producción agropecuaria tales como pér-
didas parciales o totales por razones ajenas a la voluntad del productor, 
como las climáticas, epidemias y las ocasionadas por problemas en el 
mercadeo de los productos.

Artículo 85. Autorízase al Gobierno Nacional para otorgar subsidios 
al costo de contratación de seguros agrícolas y para controlar las primas 
de los mismos.

Los montos, las fuentes y los términos de aplicación de los subsi-
dios, deberán quedar establecidos de manera clara en las disposiciones 
que los creen.

Artículo 86. De conformidad con las normas establecidas, las fun-
ciones del Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario, Fi-
nagro, son las de banco de redescuento y, por tanto, no pueden ser cam-
biadas o interpretadas de manera distinta.

Artículo 87. Con fundamento en las disposiciones contenidas en la 
Constitución Política sobre la especial protección de que gozará la pro-
ducción de alimentos y la prioridad que debe otorgarse al desarrollo 
integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y 
agroindustriales, así como también a la construcción de obras de in-
fraestructura física y adecuación de tierras y teniendo en cuenta que 
el Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario, Finagro, es 

obligatoria como medio de provisión de los recursos para el crédito 
agropecuario.

Artículo 88. Dentro de las funciones del Banco Agrario, la especia-
lización en la atención a los pequeños productores y el apoyo a las ins-

básicos e ineludibles de su gestión.
Artículo 89. -

ciero formal en las zonas que carecen o tienen una presencia precaria 
-

o cooperativas, compensaciones por los sobrecostos en que incurran en 
la realización de operaciones de crédito con pequeños productores y 
asociaciones comunitarias campesinas, indígenas y afrocolombianas de 

ubicadas en los municipios que señale el gobierno.
CAPITULO V

Descentralización y competencias territoriales
Artículo 90. La política de desarrollo de la agricultura y el medio 

rural será descentralizada, siguiendo los principios de coordinación, 
complementariedad, concurrencia, subsidiaridad y equidad territorial.

Artículo 91. Las entidades territoriales, los municipios y los Terri-
torios Indígenas y sus asociaciones, el Instituto Nacional de Desarrollo 
Rural y Reforma Agraria, Finagro, el Banco Agrario y el Instituto Co-
lombiano Agropecuario, serán la base fundamental de la ejecución de 
la política pública para la agricultura y el medio rural y actores princi-

iniciativa de los programas y proyectos nacionales y departamentales 
correspondientes.

Los departamentos serán los responsables de la articulación e inter-
mediación de las políticas y acciones nacionales con las de los munici-
pios y los Territorios Indígenas, así como de la coordinación entre sus 
acciones y programas de desarrollo.



GACETA DEL CONGRESO 274 Miércoles 13 de junio de 2007 Página 29

La Nación será responsable de la dirección general de la política 
sectorial y de la formulación de los lineamientos estratégicos para su 
desarrollo.

Artículo 92. El reordenamiento social y cultural de la propiedad de 
acuerdo con su función social y ecológica es una competencia de la na-
ción, ejercida por medio del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural 
y Reforma Agraria.

Artículo 93. El plan decenal de desarrollo de la agricultura y el me-
dio rural establecerá los lineamientos y las pautas generales para guiar 
la iniciativa legislativa del gobierno en materia de distribución de com-
petencias.

CAPITULO VI
Contratos para el desarrollo del medio rural

Artículo 94. El Gobierno Nacional, las entidades territoriales, las en-
tidades descentralizadas y las corporaciones autónomas regionales po-
drán cumplir sus funciones relacionadas con el desarrollo rural median-
te la celebración de contratos con las organizaciones de comunidades 

promoción del desarrollo comunitario en el medio rural; la producción, 
transformación y comercialización de bienes agrícolas; o la prestación 
de servicios para el medio rural. Estos contratos se denominarán Con-

una parte, las prestaciones a que se comprometen las entidades públicas 
con la respectiva comunidad y, de otra parte, las contraprestaciones a 
que se obligan las organizaciones de la comunidad rural con la Nación 
y/o las entidades territoriales.

Artículo 95. En los Contratos para el Desarrollo del Medio Rural la 
organización de la comunidad rural respectiva se compromete con la 
entidad o entidades públicas a cumplir dentro del territorio objeto del 
contrato uno o varios de los objetos de interés público y social que se 
señalan a continuación:

1. Conservación y protección de los recursos naturales, el medio am-
biente y el paisaje.

2. Introducción y utilización de prácticas de manejo de suelos y 
aguas compatibles con propósitos de desarrollo sostenible.

3. Ejecución de proyectos de pesca, avicultura, ganadería, agricul-
tura, acuicultura y agroindustria para resguardos indígenas, territorios 
colectivos afrocolombianos, parcelaciones de reforma agraria, reservas 
campesinas y adecuación de tierras.

4. Provisión de servicios de interés social en materia de educación, 

comunicaciones.
5. Sustitución de cultivos ilícitos y erradicación manual.
6. Generación de empleo, y
7. Establecimiento de cooperativas o empresas comunitarias espe-

cializadas.
Artículo 96. En virtud de los Contratos para el Desarrollo del Medio 

Rural, el Gobierno Nacional, las entidades territoriales, las entidades 
descentralizadas y las Corporaciones Autónomas Regionales, con su-
jeción a las competencias constitucionales, podrán asumir uno o varios 
compromisos en las siguientes materias:

1. Concesión de incentivos tributarios y rebajas de tarifas y de costos 
de trámites.

2. Otorgamiento de subsidios.

referidos en el numeral 4 del artículo anterior.
T I T U L O   IV

INSTITUTO COLOMBIANO DE DESARROLLO RURAL 
Y REFORMA AGRARIA, INCODERA

CAPITULO I
Carácter, competencia y funciones

Artículo 97. El Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, 
creado por el Decreto-ley 1300 de 2003, se denominará desde ahora

Instituto Colombiano de Desarrollo Rural y Reforma Agraria, Incodera, 
que seguirá siendo un establecimiento público del orden nacional, ads-
crito al Ministerio de Agricultura, con personería jurídica, patrimonio 
propio y autonomía administrativa.

Artículo 98. Objeto. El Instituto Colombiano de Desarrollo Rural 
y Reforma Agraria, Incodera, tendrá por objeto fundamental ejecutar 
la política agropecuaria y de desarrollo rural, el ordenamiento social 
de la propiedad y la reforma agraria; facilitar el acceso a los factores 
productivos, especialmente a las comunidades campesinas, indígenas 
y afrocolombianas; fortalecer a las entidades territoriales y sus comu-
nidades y propiciar la articulación de las acciones institucionales en el 
medio rural, bajo principios de competitividad, equidad, sostenibilidad, 
multifuncionalidad y descentralización, para contribuir a mejorar la ca-
lidad de vida de los pobladores rurales y al desarrollo socioeconómico 
del país. 

Artículo 99. Objetivos. Para dar cumplimiento a su objeto, el Ins-
tituto Colombiano de Desarrollo Rural y Reforma Agraria, Incodera, 
tendrá los siguientes objetivos:

1. Fortalecer las economías campesinas y a las comunidades indí-
genas y afrocolombianas, garantizando su territorialidad, defendiendo 
la diversidad cultural y apoyando sus planes de vida y programas de 
mejoramiento de la calidad de vida.

agropecuario y rural, promovidas por iniciativa pública, colectiva, pri-
vada o mixta para adelantar programas sustentables de desarrollo agro-
pecuario y rural de propósito común, que permitan atender realidades 

-
biente.

3. Fortalecer los procesos de coordinación inter e intrasectoriales 
que posibiliten la integración de las acciones institucionales en el me-
dio rural.

4. Fortalecer los procesos participativos de planeación institucional, 

de oportunidades que su realidad les ofrece y la concertación de las 
inversiones requeridas.

5. Garantizar la transparencia, legalidad y legitimidad de los títulos 
de propiedad.

6. Estimular la consolidación de escenarios regionales para el de-
sarrollo rural, mediante la acción coordinada de los departamentos y 
propiciar la transformación de las Umata y los consejos municipales de 
desarrollo rural, de conformidad con la ley y sus reglamentos.

7. Facilitar a los trabajadores agrarios y a los pequeños y medianos 
productores su derecho al acceso a la tierra y demás factores producti-

y sostenible de los mismos, de acuerdo con el respeto a la diversidad 
cultural y étnica.

-
sidios e incentivos, para promover el acceso de los trabajadores agra-
rios, pequeños y medianos productores y en especial a los campesinos, 
campesinas, comunidades indígenas y afrocolombianas, a la asistencia 
técnica y empresarial, comercialización y procesamiento de sus produc-
tos, crédito, vivienda, salud, seguridad social, educación, recreación y 

apoyar la ejecución de programas de desarrollo agropecuario y rural.
9. Adelantar proyectos de adecuación de tierra y riego.
10. Contribuir al fortalecimiento de la actividad pesquera y acuí-

cola mediante la investigación, ordenamiento, administración, control 
y regulación para el aprovechamiento y desarrollo sostenible de estos 
recursos.

Artículo 100. Competencias y funciones. El Instituto Colombiano de 
Desarrollo Rural y Reforma Agraria, Incodera, tendrá como competen-
cias principales el ordenamiento social de la propiedad y el desarrollo 
rural, y prioritariamente el de las comunidades campesinas, indígenas 
y afrocolombianas. Serán funciones del Instituto todas las que señala el 
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artículo 4° del Decreto 1300 de 2003 al Instituto Colombiano de Desa-
rrollo Rural, Incodera, y en especial:

a) Realizar programas de adquisición de tierras rurales en aquellos 
municipios donde el Comité de Desarrollo Campesino e Indígena lo de-
termine, mediante negociación directa con los propietarios que las ena-
jenen voluntariamente o decretar su expropiación cuando fuere necesa-
ria, de conformidad con el artículo 58 de la Constitución Nacional;

b) Adelantar programas de parcelación sobre las tierras adquiridas y 
dotar de Unidades Agrícolas familiares a la población campesina que la 
requiera, así como dar a los productores directamente la ayuda técnica, 

-
ción y comercialización e industrialización de los productos;

c) Administrar el Fondo Nacional Agrario;
d) Administrar a nombre del Estado las tierras baldías, constituir re-

servas, adelantar colonizaciones y titular tierra, siempre y cuando estas 
decisiones no violen los derechos de las comunidades ni contribuyan al 
deterioro de los ecosistemas y creando los mecanismos que garanticen 
la preservación de los recursos naturales;

e) Constituir, ampliar y sanear los resguardos indígenas para lo cual 
realizará adquisición directa de tierras y mejoras, las que otorgará en 
forma gratuita a las comunidades en cumplimiento de lo dispuesto por 
el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, aproba-
do por la Ley 21 de 1991, con la función social prioritaria de preservar 
la diversidad étnica y cultural de Colombia y con pleno respeto por la 
autonomía y cultura de los pueblos indígenas;

f)
-

sible las que pertenecen al Estado, a los territorios de las comunidades 
indígenas y comunidades afrocolombianas, a los campesinos y facilitar 
el saneamiento de la titulación privada o colectiva y cooperar en la for-

g) Impulsar un adecuado ordenamiento de los espacios rurales para 
que tengan una dedicación acorde con su capacidad de uso; redistribuir 
la propiedad de la tierra dentro de la frontera agropecuaria para evitar la 
migración hacia ecosistemas frágiles o hacia los cinturones de miseria 
en las ciudades;

h) Delimitar, constituir, ampliar y sanear zonas de Reserva Campe-
sina;

i) Realizar concentraciones parcelarias con el propósito de reestruc-
turar zonas de minifundio, apoyándose en formas asociativas de pro-
ducción o mercadeo;

j) Administrar a nombre del Estado las tierras baldías de propiedad 
nacional, adjudicarlas o instituir reservas sobre ellas de acuerdo a la 
Constitución de 1991 y a las disposiciones de esta ley, y al mismo tiem-
po ejercitar las acciones y tomar las medidas que correspondan, en caso 
de ocupación de las tierras baldías del Estado o de expedición ilegal de 
títulos sobre ellas;

k) Diseñar y ejecutar proyectos de adecuación de tierras y distritos 
de riego, los cuales serán gestionados en conjunto con los productores;

l) Promover con los recursos del subsistema de promoción de mer-
cadeo y fomento agroindustrial y ejecutar conjuntamente con las orga-
nizaciones campesinas, indígenas y afrocolombianas, la constitución de 
empresas comerciales, cooperativas y otras formas de economía solida-
ria y asociativa dedicadas a las actividades de explotaciones agropecua-
rias, pesqueras o agroindustriales que tengan por objeto el desarrollo 
de la producción, transformación y comercialización de productos, en 
condiciones que garanticen la equidad de las partes asociadas conforme 
a las reglamentaciones que se den estas;

m) Promover y apoyar el funcionamiento autónomo, la capacitación 
y promoción de la organización campesina, indígena y afrocolombiana, 
el fomento cooperativo y desarrollo rural, a través de programas de 
educación, capacitación, de acuerdo a un Plan Nacional;

n) Desarrollar programas de Administración Empresarial Rural 
como estrategia orientada a apoyar a los campesinos, campesinas, in-
dígenas, afrocolombianos y grupos desmovilizados por los procesos de 

paz, en productores con capacidad de autogestión y habilitarlos para 

Agropecuaria, Sintap;
o) Regular, autorizar y controlar el ejercicio de la actividad pesquera 

y acuícola, para asegurar el aprovechamiento sostenible de los recursos 
pesqueros y acuícolas y cooperar con las entidades competentes en la 
vigilancia, conservación y restablecimiento del las aguas y de los de-
más recursos naturales renovables;

p) Estudiar en concertación con las autoridades y organizaciones in-
dígenas la situación en que desde el punto de vista de las tierras y títulos 
se encuentren las comunidades indígenas, para efectos de reconocerles 
el derecho de propiedad sobre las tierras que tradicionalmente ocupan 

digna de acuerdo con su propia cultura y a lo establecido en el Conve-
nio 169 de la OIT;

q)
hayan colonizado en reservas forestales, parques nacionales, territorios 
indígenas u otras zonas de manejo especial; a campesinos que requieran 
tierras diferentes a las que actualmente usan, para adelantar programas 
de sustitución de cultivos y a pobladores rurales víctimas de catástrofes 
naturales o que hayan sido desplazados por violencia o coacción o ame-
nazas en su contra o por proyectos de infraestructura;

r) Adelantar los estudios y trámites necesarios conducentes a la de-
claración administrativa de la extinción del dominio a los predios incul-
tos, inadecuada y/o indebidamente explotados;

s) Contratar empréstitos internos o externos que sean necesarios para 
el cumplimiento de las funciones y programas inherentes al desarrollo 
de sus funciones, previa aprobación del Gobierno Nacional;

t) Crear y administrar un programa de crédito supervisado dirigido a 

diferentes comunidades indígenas, asesorar sus procesos productivos y 

sus productos; así como dar asistencia técnica y administrativa;
u) Titular colectivamente las tierras de las comunidades afrocolom-

bianas, de acuerdo con la Ley 70 de 1993;
v) Sanear las zonas de reserva agrícola o forestal constituidas por los 

planes de desarrollo de las entidades territoriales o de la Nación.
Parágrafo 1°. Las funciones del Incodera son indelegables salvo 

en los programas de saneamiento de resguardo cuando la delegación 
recaiga sobre las autoridades o cabildos indígenas como entidades de 
derecho público de carácter especial.

Parágrafo 2°. Para efectos de ampliación, reestructuración o sanea-
miento de un resguardo, bastará con que el Incodera describa en el estu-
dio socioeconómico el cumplimiento de la función social de la propie-
dad por parte de la comunidad indígena. Una vez cumplido el trámite 
respectivo, las autoridades indígenas presentarán el Plan de Manejo 
Ambiental del Resguardo.

Parágrafo 3°. -
nidades indígenas, será reglamentada por decreto dentro de los seis (6) 
meses posteriores a la aprobación de esta ley, con base en el texto que 
acuerde la Mesa Nacional de Concertación con los Pueblos y Organi-
zaciones Indígenas, teniendo en cuenta la autonomía y las tecnologías 
indígenas para una producción agroecológica.

Artículo 101. El Instituto Colombiano de Desarrollo Rural y Refor-
ma Agraria será dirigido por una Junta Directiva y administrado por un 
Gerente General.

Son Miembros de la Junta Directiva:
– El Ministro de Agricultura o su delegado quien la presidirá.
– El Viceministro de Desarrollo Rural Campesino.
– El Presidente de Finagro o su delegado.
– Una delegada elegida por las organizaciones de mujeres del sector 

rural.
– Dos delegados elegidos por las organizaciones campesinas nacio-

nales.
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– Un delegado designado por las organizaciones indígenas de carác-
ter nacional.

– Un delegado elegido por las organizaciones de los afrocolombia-
nos del sector rural.

– Un delegado designado por las cooperativas rurales.
– Un delegado de las organizaciones nacionales de desplazados por 

violencia.
– Un delegado de los pescadores artesanales.
Dos delegados de los gremios nacionales del sector agropecuario.
A las reuniones de la Junta Directiva asistirán el Gerente General 

del Incodera y el Procurador Agrario, con voz y sin voto. El Secretario 
General del Incodera ejercerá la Secretaría de la Junta.

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará la elección de los 
delegados de las organizaciones campesinas, indígenas y afrocolom-
bianas, y el de los gremios del sector agropecuario. El período de estos 
representantes será de dos (2) años.

CAPITULO II
Presupuesto y Patrimonio del Incodera

Artículo 102. El presupuesto y el patrimonio del Instituto Colom-
biano de Desarrollo Rural y Reforma Agraria estará constituido por:

1. Los aportes del Presupuesto General de la Nación que se le asig-
nen. A Partir de la aprobación de la presente ley y durante los seis años 

-
versiones Públicas para la Paz y el Plan Colombia, los cuales deberán 
ser transferidos al Incodera dentro de los dos primeros meses de cada 
año.

2. El producto de los empréstitos internos y externos que el Incodera 
contrate en condiciones favorables para la economía campesina, con la 
autorización y garantía del Gobierno Nacional.

3. Los bonos agrarios emitidos y los que se emitan hacia el futuro 
por el Gobierno Nacional y que serán administrados por el Fondo Na-
cional Agrario.

4. Las sumas o valores que el Incodera reciba en pago de las tierras 
enajenadas.

5. Todos los bienes inmuebles rurales cuyo dominio haya sido extin-
guido judicialmente en desarrollo del artículo 34 de la Constitución Po-
lítica, y especialmente en virtud de lo dispuesto en la Ley 793 de 2002 

6. Los predios rurales que reciba del Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar, por sucesiones intestadas, así como los bienes rurales 
vacantes que la Ley 75 de 1968 le atribuyó a dicho Instituto.

7. Todos los predios rurales aptos para la explotación agrícola, gana-
dera, forestal o acuicultura y sobre los cuales los Jueces de la República 
hayan declarado la extinción de dominio por ser fruto de enriqueci-
miento ilícito.

8. El 10% del Fondo Nacional de Regalías.
9. El 5% del valor de las importaciones de alimentos y materias pri-

mas agropecuarias.
10. El 10% de los recaudos originados en el impuesto del 4 por mil.
Parágrafo 1°. El Presupuesto para Desarrollo Rural a recibir por las 

entidades pertenecientes al sistema de reforma agraria, que con respecto 
al Presupuesto General de la Nación, no podrá ser inferior al porcentaje 
que representa la población rural con necesidades básicas insatisfechas 
con relación al total nacional de esta misma población.

Parágrafo 2°. Los presupuestos de las entidades territoriales para 
desarrollo rural, destinados al sistema, cuyo porcentaje con respecto al 
total del presupuesto respectivo no podrán ser inferiores en cada enti-
dad territorial, al porcentaje de población rural con necesidades básicas 
insatisfechas con respecto al total de población en estas condiciones en 
la respectiva entidad. 

Parágrafo 3°. Los predios rurales, mejoras, equipos agroindustria-
-

ros hayan recibido a título de dación en pago, o adquirido en virtud de 
una sentencia judicial, deberán ser ofrecidos al Incodera para que este 
ejerza el derecho de opción privilegiada de adquirirlos dentro del mes 
siguiente a la fecha en que se le comunique la oferta. Las condiciones 
de avalúo y pago de estos bienes serán las establecidas por la presente 
ley.

Parágrafo 4°. Transcurridos seis (6) meses de la expedición de esta 
ley, el Gobierno Nacional asignará el presupuesto necesario al Incodera 

-
rior al 20% de la asignación anual para reforma agraria, previo crono-
grama de actividades a elaborar en sesiones conjuntas de la Comisión 
Nacional de Territorios Indígenas y la Mesa Permanente de Concerta-
ción con los Pueblos Indígenas.

Estos recursos no podrán ser sometidos a congelamiento, aplaza-

respectiva vigencia.
CAPITULO III

Extinción del dominio sobre predios rurales
Artículo 103. La extinción de dominio de predios incultos, inade-

cuada o indebidamente explotados es un proceso administrativo adelan-
tado y cumplido por el Incodera, en cumplimiento de lo dispuesto por 
el inciso segundo del artículo 58 de la Constitución Nacional y según el 
procedimiento dispuesto por esta ley.

Artículo 104. En los predios de más de 50 hectáreas serán objeto de 
extinción de domino en los términos de la presente ley:

1. Todas las tierras incultas, inadecuada o indebidamente explotadas, 
durante un período continuo de dos (2) años, salvo fuerza mayor o caso 
fortuito, serán objeto de extinción del dominio privado, en los términos 
de la Ley 200 de 1936. 

2. Se violen las disposiciones sobre conservación y protección de los 
recursos naturales y del ambiente.

3. No se dé al suelo el uso propio de las clases agrológicas a que 
pertenezca.

4. Se violen las zonas de reserva agrícola o forestal constituidas en 
los planes de desarrollo municipales o distritales.

5. Se incumplan con las obligaciones legales laborales para con sus 
trabajadores.

Artículo 105. Las tierras aptas para explotación económica que re-
viertan al dominio de la nación por virtud de la declaratoria de extinción 
del derecho de dominio, ingresarán con el carácter de baldíos reserva-
dos y:

a) Aquellas ocupadas por colonos serán adjudicadas a los mismos 
siguiendo las disposiciones generales sobre adjudicación de baldíos;

b) Las que sean aptas para programas agropecuarios serán adjudica-
das mediante contratos en los cuales únicamente se estipulará la obli-

posteriormente adjudicadas siguiendo las disposiciones generales sobre 
adjudicación de baldíos, o se titularán como Resguardos si se trata de 
indígenas, o colectivamente, siguiendo las normas sobre tierras comu-
nales de grupos étnicos;

c) Aquellas donde se han violado los derechos laborales, serán entre-
gadas a cooperativas, empresas comunitarias u otras formas asociativas 
de sus trabajadores;

d) Las que no estén en los casos contemplados en los literales a), b) 
y c) de este artículo y sean aptas para labores agropecuarias serán objeto 
de programas de parcelación y adjudicación a campesinos pobres o de 
programas de constitución o ampliación de resguardos indígenas previo 
estudio socioeconómico;

e) Las no aptas para labores agropecuarias, previo estudio socioeco-
nómico, serán transferidas al municipio en que se hallen ubicadas o se 
dedicarán a la ampliación de resguardos indígenas o se transferirán a las 
entidades encargadas de su control.

Artículo 106. Se considera que hay explotación económica cuando 
esta se realiza de una manera regular estable, con técnicas y líneas de 
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explotación acordes con la potencialidad de los suelos. E igualmente 
que al momento de la práctica de la inspección ocular tenga más de tres 
años de iniciada sin interrupción.

Artículo 107. Las diligencias sobre extinción del dominio podrán 
-

nización campesina, afrocolombiana o indígena, o del comité de Desa-
rrollo Campesino e Indígena municipal. En caso de sentencia judicial 
condencatoria sobre enriquecimiento ilícito el proceso se adelantará 

Artículo 108. Las extinciones de dominio serán aprobadas por la 
Junta Directiva del Incodera, por mayoría absoluta, sin necesidad de 
voto favorable del Ministro de Agricultura.

CAPITULO IV
Adquisición de tierras de propiedad privada

Artículo 109. En orden al cumplimiento de su objeto y objetivos, el 
Incodera adquirirá directamente tierras y mejoras de propiedad privada, 
tanto de los particulares como de las entidades de derecho público, o 
decretará la expropiación de estas por la vía administrativa con miras 
a ejecutar cualquiera de los siguientes programas, que para el efecto se 
declaran de utilidad pública e interés social:

1. Dotar de tierras aptas para la explotación agrícola y pecuaria 
o para los usos de la respectiva cultura o grupo étnico, a los hom-
bres y mujeres campesinos, pescadores y comunidades indígenas y 
afrocolombianas y demás pobladores rurales que no la posean, o que 

caracterizadas por la alta concentración de la propiedad rústica o por 
la existencia de pueblos indígenas y comunidades afrocolombianas o 

social sobre la tierra, de acuerdo con las determinaciones del Comité 
Municipal de Desarrollo Campesino, Indígena y de las Comunidades 
Afrocolombianas, o por peticiones de las respectivas comunidades in-
dígenas o afrocolombianas.

2. Evitar la excesiva concentración de propiedad de la tierra en ca-
beza de una persona y redistribuirla mediante el establecimiento de 
Unidades Agrícolas Familiares, cooperativas, empresas comunitarias, 
propiedades colectivas o formas asociativas, adecuadas en su extensión 
a la potencialidad productiva del suelo y a las necesidades de ingreso 
familiar, cuando se trate de familias campesinas, y a la concepción te-
rritorial, hábitat social y cultural cuando se trate de las comunidades 
indígenas o afrocolombianas.

3. Convertir en propietarios, a pequeños arrendatarios, vivientes o 
aparceros y a mujeres jefes de hogar y rebuscar a pequeños propietarios 
o poseedores de tierras que deban salir de explotación en razón de la 
defensa de los sistemas frágiles o de la necesaria conservación de los 
recursos naturales.

4. Constituir, ampliar o sanear Resguardos Indígenas o reestructurar 
Resguardos coloniales o republicanos.

5. Constituir, ampliar o sanear territorios de propiedad colectiva de 
comunidades afrocolombianas.

6. Constituir, ampliar o sanear Reservas Campesinas.
7.

se efectúen inversiones de adecuación de tierras. O cuando por conse-
cuencia de las inversiones públicas se incremente la productividad de 
los predios y su valorización.

8. Establecer centros de investigación, granjas de demostración, 
concentraciones de desarrollo, escuelas agropecuarias, cooperativas y 
centros de acopio y almacenamiento de productos agropecuarios, ma-
nejados por las organizaciones campesinas, indígenas o de comunida-
des afrocolombianas.

9. Fundar aldeas o ensanchar el perímetro urbano reponer o ensan-
char las tierras comunales de poblaciones de menos de 20.000 habitan-
tes, a solicitud del municipio respectivo.

10. Distribuir entre la población campesina que no la posea nuevas 
tierras, aptas para la explotación agropecuaria, habilitadas por aluvión 
o desecación espontánea.

11. 
agua a distritos de riego, acueductos municipales o veredales, hidro-
eléctrica y que en general regulen el cauce de los ríos. En tal caso el 

-
ciales interesados iniciará las negociaciones directas o el proceso de 
expropiación de los inmuebles rurales que se busca reforestar.

12. Recuperar islas, playas y sabanas indebidamente ocupadas, caso 
en el cual podrán adquirirse o expropiarse las mejoras.

13.
los planes de desarrollo de la nación; o proteger las de los departamen-
tos o municipios mediante convenio con los mismos.

14. Ensanchar y reestructurar parcelas campesinas en zonas de mi-
nifundio, con predios aledaños o entregando a los campesinos tierras 
accesibles de grandes propietarios.

15. Reubicar pobladores rurales ocupantes de reservas forestales, 
parques nacionales u otras zonas protegidas o colonos habitantes de 
territorios indígenas o pobladores rurales desplazados por catástrofes 
naturales o por violencia, coacción o amenazas o proyectos de infraes-
tructura.

Parágrafo 1°. En los procedimientos de adquisición de tierras los 

UAF como derecho a ejercer por una sola vez en el momento de recibir 
la oferta de compra. Si el propietario rechaza la oferta, no habrá lugar 
al derecho de exclusión.

Parágrafo 2°. A partir de la vigencia de esta ley, el Incodera deberá 
adquirir todos los predios ocupados de hecho por campesinos, campe-
sinas, comunidades indígenas o afrocolombianas, desplazados por la 
violencia o víctimas de desastres.

Artículo 110. Declárase de utilidad pública e interés social la ad-
quisición mediante negociación directa o mediante expropiación por 
la via administrativa de todos los inmuebles rurales cuya adquisición 
sea necesaria, para el desarrollo y ejecución de los programas, que en 
materia de Reforma Agraria acuerde cada municipio en sus planes de 
desarrollo.

Artículo 111. En todos los programas de adecuación de tierras un 
30 % de la tierra adecuada se dedicará a programas de redistribución 
de tierra de acuerdo con las normas de esta ley. Si el Estado hubiera in-
vertido en el respectivo programa, se aumentará el porcentaje de tierra 
redistribuida, en proporción directa con la inversión del Estado.

Artículo 112. El precio de los predios a adquirir para programas de 
Reforma Agraria, será como máximo el 200 % del avalúo catastral rea-
lizado mínimo dos años (2) antes de la fecha de la oferta al propietario, 
más el avalúo catastral de las mejoras realizadas con posterioridad.

Artículo 113. 
para establecer las condiciones del predio y establecido por el Instituto 
el avalúo catastral, los campesinos interesados que llenen los requisi-

del Incodera y con la autorización del Comité Municipal de Desarrollo 
Campesino, formularán la oferta de compra al propietario, la que no 
podrá superar el tope establecido en el artículo 26. El propietario tendrá 
treinta (30) días hábiles para aceptar o rechazar la oferta a partir de la 
presentación de la misma. Si pasado este término el propietario no con-
testa se presumirá que la rechaza.

Parágrafo. Los campesinos interesados en un predio pueden solici-
tar que el Incodera negocie directamente el predio con los propietarios. 
En tal caso el Instituto, previa visita para conocer las condiciones del 
predio y establecido el avalúo catastral del mismo procederá a la nego-
ciación para la cual habrá el mismo término de treinta (30) días hábiles, 
vencido el cual se presumirá si no hay negociación, que el propietario 
rechaza la oferta. El precio de la negociación no podrá superar el dis-
puesto en el artículo 109 de la presente ley.
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CAPITULO V
Expropiación por la vía administrativa

Artículo 114. Si el propietario no aceptase la oferta, o se presumiese 
su rechazo, se entenderá agotada la etapa de negociación directa y en 
un término no mayor de quince (15) días, el Gerente General del Ins-
tituto, mediante resolución motivada, aprobada por la Junta Directiva 
del Incodera ordenará adelantar la expropiación del predio por la vía 
administrativa.

Artículo 115. 
forma prevista en los artículos 44 y 48 del Código Contencioso Admi-

a nombre del propietario, el valor de la tierra y mejoras de acuerdo con 
el precio establecido según lo determina el artículo 26 de esta ley y 
atendiendo la forma de pago que esta ley establece en su artículo 33.

Artículo 116. Contra la resolución que ordena la expropiación sólo 
procederá el recurso de reposición, que se debe interponer dentro de los 

-
dera tendrá plazo de un mes para resolver la reposición y en el caso en 
que no lo haga en este lapso se entenderá negada la reposición, quedará 
ejecutoriado el acto recurrido y, en consecuencia, no será procedente 
pronunciamiento alguno sobre la materia objeto del recurso.

Artículo 117. Ejecutoriada la resolución de expropiación, se comu-

una notaría así como su inscripción en el registro competente.
Artículo 118. En todo caso, la expropiación administrativa estará 

sujeta a la acción contenciosa del propietario, dentro de los quince (15) 
-

tancia el Tribunal Administrativo del departamento donde se encuentre 
la tierra expropiada o la mayor parte de ella. Ante el tribunal no podrán 
controvertirse los motivos de utilidad pública e interés social que moti-
varon la expropiación y únicamente podrá invalidarse la expropiación 

la matrícula inmobiliaria y podrá controvertirse la cuantía de la indem-
nización para que coincida con el avalúo catastral según lo dispuesto 
por el artículo 109 de esta ley. La demanda deberá ser fallada por el 
Tribunal dentro del término de dos (2) meses siguientes a su presenta-
ción, siendo la inobservancia de este término causal de mala conducta 
y destitución.

CAPITULO VI
Formas de Pago

Artículo 119. La forma de pago de los predios que se adquieran me-
diante negociación voluntaria será la siguiente:

a) Las mejoras en efectivo;
b) El resto del precio del predio en bonos agrarios a cinco (5) años.
Cuando no hubiera acuerdo de negociación y se deba adelantar el 

procedimiento de expropiación por la vía administrativa, el pago de la 
indemnización se hará en bonos agrarios a cinco (5) años.

Parágrafo. Los predios que se adquieran con destino a planes, pro-

totalmente en efectivo, bajo los parámetros del artículo 109 del presente 
proyecto de ley y hasta un monto de 200 salarios mínimos mensuales 
legales.

CAPITULO VII
Parcelaciones

Artículo 120. Las tierras que adquiera el Instituto deberán ser desti-

a) Establecer Unidades Agrícolas Familiares, Cooperativas de Pro-
ducción, Empresas Comunitarias y Agroindustriales;

b) Para la constitución, ampliación, reestructuración y saneamiento 
de Resguardos indígenas, caso en el que serán entregadas a título gra-
tuito;

c) Para propiedades colectivas de comunidades afrocolombianas, de 
acuerdo con la Ley 70 de 1993;

d) Para Constituir, ampliar o sanear Reservas Campesinas;

e) Para la recuperación y protección de los recursos naturales y 
ecosistemas frágiles y para conformación, restitución o ampliación de 
zonas de reserva agrícola o forestal o de las tierras de uso comunal 
aledañas a las aldeas y municipios. Las tierras ribereñas de ciénagas, 
pagos, meandros y madreviejas, prioritariamente se adjudicarán a los 
pescadores artesanales;

f) Para el establecimiento de granjas experimentales, de capacitación 
y difusión de tecnologías e institutos de enseñanza agropecuaria.

Parágrafo 1°. Se entiende por Unidad Agrícola Familiar (UAF) la 
extensión de tierra necesaria e indivisible para que –explotada de acuer-
do con la aptitud de los suelos y en las condiciones culturales y de la 

para que una familia pueda vivir en condiciones dignas y disponer de 
un excedente.

Cuando se trate de conformar empresas comunitarias o cooperativas 
de producción el número de asociados que tienen cabida en la empresa 
o cooperativa, será el que resulte de dividir la extensión del predio entre 
la extensión de la Unidad Agrícola Familiar promedio.

Parágrafo 2°. Para el caso de las comunidades indígenas y afroco-
lombianas, no se tendrá en cuenta el concepto de Unidad Agrícola Fa-
miliar, sino el concepto de territorialidad, que es el espacio de territorio 
necesario para que un pueblo se reproduzca, crezca y prospere en forma 
autónoma, constituido por las diferentes áreas productivas de acuerdo 
con la cultura respectiva, las tierras comunales y las áreas culturales y 

-
yectos productivos, ni el objetivo será la constitución de Empresas Bá-
sicas Agropecuarias.

Tampoco se requerirá la elaboración previa de proyecto productivo, 
ni la constitución de empresa básica agropecuaria, para la adquisición 
de predios de buena calidad para la reubicación de desplazados o des-
plazadas por la violencia o víctimas de catástrofes.

Artículo 121. Las Unidades Agrícolas Familiares (UAF), serán ad-

de manera gratuita. 
CAPITULO VIII

Reservas Campesinas
Artículo 122. Son Zonas de Reserva Campesina todas las áreas re-

formadas mediante programas de redistribución de tierras del Instituto 
Colombiano de Desarrollo Rural y Reforma Agraria para campesinos 

-
mitada y constituida o ampliada como tales por la Junta Directiva del 
Incodera, teniendo en cuenta sus características agroecológicas y so-
cioeconómicas.

Artículo 123. 
fomentar la pequeña propiedad, la producción y las culturas campesi-
nas; evitar o corregir los fenómenos de la inequitativa distribución de la 

en infraestructura; crear las condiciones para la adecuada consolidación 
y desarrollo de la economía campesina; y propiciar las condiciones para 
el adecuado uso del suelo y la defensa del ambiente y los ecosistemas.

Para la delimitación, constitución, ampliación y desarrollo de las 
Zonas de Reserva Campesina, el Estado, tendrá en cuenta las reglas 
y criterios sobre ordenamiento territorial ambiental, la efectividad de 
los derechos sociales, económicos y culturales de los campesinos, su 
participación decisoria en los procedimientos y en las instancias de pla-

-
rísticas culturales y de las modalidades de producción.

Parágrafo. Los territorios indígenas y los de las comunidades afro-
colombianas no podrán ser incluidos dentro del área de las Reservas 
Campesinas, pero mediante consultas y concertación, los planes de de-
sarrollo de las Reservas Campesinas podrán articularse con los planes 
de las comunidades indígenas o afrocolombianas. 

Artículo 124. Para toda Zona de Reserva Campesina la Junta Di-
rectiva del Incodera aprobará al mismo tiempo que su delimitación y 
constitución, un reglamento mínimo indicando:
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1. El número máximo de Unidades Agrícolas Familiares que podrá 
tenerse o darse en propiedad dentro de la respectiva Reserva campesina. 

2. Las extensiones máximas y mínimas que podrán adjudicarse;
3. Las condiciones y obligaciones que deberán acreditar y cumplir 

los ocupantes, adquirientes y adjudicatarios de los terrenos.
Parágrafo 1°. Para regular las áreas máximas de propiedad privada 

que podrán tenerse por cualquier persona natural o jurídica, en común 
o proindiviso, en las Zonas de Reserva Campesina que se constituyan 
o amplíen, el Instituto procederá a adquirir o a expropiar mediante los 

2 UAF. 
Parágrafo 2°. Las familias campesinas cuyas UAF estén dentro de 

una Zona de Reserva Campesina y las ubicadas en áreas de minifundio 
que organicen formas de trabajo asociado, tendrán prioridad para acce-
der a créditos de producción en las condiciones previstas en el último 
inciso del parágrafo 2° del artículo 12 de este proyecto.

Parágrafo 3°. El Incodera y las demás entidades que conforman 
el Sistema Nacional de Desarrollo Rural y Reforma Agraria, destina-
rán, a partir de la vigencia de esta ley, como mínimo, el 30% de sus 

proyectos de consolidación y desarrollo integral dentro de las Zonas de 
Reserva Campesina.

Parágrafo 4°. Las UAF ubicadas dentro de las Zonas de Reserva 
Campesina, son inembargables, imprescriptibles e inexpropiables.

Artículo 125. Todas las zonas de colonización y además aquellas 
donde predominen las tierras baldías aptas para la explotación agrope-
cuaria son Zonas de Reserva Campesina.

CAPITULO IX
Resguardos Indígenas

Artículo 126. Son resguardos indígenas todos los reconocidos según 

20 de mayo y expedido el 5 de julio de 1820, así como los estableci-
dos por las leyes del Estado del Cauca y otros Estados de los Estados 
Unidos de Colombia, o según las Leyes 89 de 1890, 135 de 1961, y 
160 de 1994, la presente ley y las demás normas de la República de 
Colombia.

Artículo 127. Las necesidades de tierras de los pueblos indígenas 
y el plan decenal de adquisición de tierras y mejoras para constituir, 
ampliar, sanear y reestructurar resguardos indígenas, se estudiarán con 
participación decisoria de las organizaciones indígenas respectivas, en 
la Comisión Nacional de Territorios Indígenas y la Mesa Permanente de 
Concertación con los pueblos y organizaciones indígenas de que trata el 
Decreto 1397 de 1996.

Artículo 128. Las tierras adquiridas por el Incodera y destinadas 
a la constitución, ampliación, reestructuración y saneamiento de los 
Resguardos indígenas, se entregarán sin costo alguno a los cabildos o 
autoridades reconocidas por la respectiva parcialidad según sus usos y 
costumbres y tendrán el carácter de inalienables inembargables e im-
prescriptibles.

Igual tratamiento y carácter tendrán las destinadas a las comunidades 
afrocolombianas, siempre y cuando se titulen colectivamente y no bajo 
el régimen de Unidad Agrícola Familiar UAF. Tampoco se cobrarán 
las tierras que el Instituto destine para uso comunal, las cuales se adju-
dicarán en cabeza del municipio y tendrán el carácter de inalienables, 
inembargables e imprescriptibles.

Artículo 129. No son baldíos ni podrán adjudicarse como tales las 
tierras ocupadas por pueblos indígenas o comunidades afrocolombia-
nas, o las que constituyan su hábitat, o las áreas utilizadas por pueblos 
indígenas nómadas o seminómadas para la caza, recolección u horticul-
tura itinerante, ni las Reservas Indígenas, todas las cuales deberán ser 
tituladas colectivamente y en el caso de tierras indígenas se constituirán 
en ellas Resguardos, titulados gratuitamente a las comunidades respec-
tivas, siendo función primordial del Incodera y demás entes públicos 
del Estado la de recomponer sus territorios y garantizar su posesión 

Artículo 130. Los resguardos indígenas, las áreas de propiedad 
colectiva de las comunidades afrocolombianas y las zonas de re-
serva campesina, serán a partir de la vigencia de esta ley, áreas 
especialmente protegidas para el cumplimiento del Derecho In-
ternacional Humanitario.

Artículo 131. Cuando se presente alguna amenaza a los territorios 
indígenas, así como a los recursos naturales de los mismos, las autori-
dades civiles y de policía prestarán toda la colaboración solicitada por 
las respectivas autoridades indígenas para hacer efectivas las medidas 
preventivas o las que tiendan a restablecer los derechos violados. El 
procedimiento para atender estos casos será preferente y sumario.

Artículo 132. Los territorios y resguardos de las comunidades indí-
genas afectadas por desplazamiento forzado, serán protegidas por las 

-
medro de sus territorios. Cuando deje de existir la causa de su despla-
zamiento, el Gobierno promoverá y garantizará el regreso al respectivo 
territorio o resguardo.

Artículo 133. Los trámites relacionados con los territorios indígenas 
y en particular los relacionados con constitución, ampliación o sanea-
miento de Resguardos, se adelantarán en el término máximo de seis (6) 
meses contados desde la expedición de esta ley, so pena de causal de 
mala conducta del respectivo funcionario.

Artículo 134. El Cabildo o la Autoridad Indígena tradicional respe-
tando las prácticas culturales del respectivo pueblo indígena, elaborará 
un cuadro de asignaciones de solares del resguardo, que se hayan hecho 
o se vayan a hacer, los cuales podrán ser revisados y reglamentados por 

tierras según las normas propias de la comunidad.
Artículo 135. En los resguardos y reservas indígenas no podrán cons-

tituirse en ningún caso, parques nacionales, ni otros tipos de reservas 
que no hayan sido establecidas por las propias autoridades indígenas en 

-
ción Política. En su lugar, las autoridades indígenas y las comunidades 
del respectivo territorio, elaborarán un Plan de Manejo ambiental.

Tampoco podrán constituirse parques nacionales ni reservas en las 
áreas ya pobladas por campesinos, sin previa consulta y concertación 
con las comunidades afectadas y sin que se haya llevado a cabo su rea-
sentamiento en áreas convenientes para elevar su calidad de vida.

Artículo 136. Atendiendo al principio Constitucional que protege 
la diversidad étnica y cultural de la nación, los planes, programas y 
proyectos relacionados con los pueblos indígenas y afrocolombianos, 
el Plan de Ordenamiento Territorial y el Plan Nacional de Desarrollo, 

consulta con los pueblos interesados. 
CAPITULO X

Baldíos Nacionales
Artículo 137. Exceptuando los títulos colectivos de los resguardos 

indígenas, los territorios de las comunidades afrocolombianas y los 
otorgados en las reservas campesinas, el Estado no concederá nuevos 
títulos de propiedad, como tampoco normalizará ni legitimará la pose-
sión de predios que al momento de entrar en vigencia la presente ley no 
estén siendo ocupados y explotados económicamente.

No podrán hacerse adjudicaciones de baldíos sino por el Incodera, 
por la ocupación previa de ellos por lo menos un año y en favor de per-
sonas naturales, cooperativas o empresas comunitarias o asociativas de 
campesinas y por extensiones no mayores de dos (2) UAF por persona 
o por asociado a Cooperativa o Empresa Comunitaria. 

El aspirante a adjudicatario deberá demostrar explotación económi-
ca sobre las dos terceras partes de la extensión que solicita; que en su 
aprovechamiento ha respetado las normas sobre protección de los re-
cursos naturales, zonas de reserva agrícola o forestal y los territorios 
indígenas y de comunidades afrocolombianas; y que de la explotación 
de la extensión solicitada depende por lo menos el 80 % de su ingreso 
promedio.



GACETA DEL CONGRESO 274 Miércoles 13 de junio de 2007 Página 35

A los que hayan puesto bajo explotación agrícola o ganadera en uno 

territorio nacional, el Incodera le pagará las mejoras sobre el área exce-

Artículo 138. No se adjudicarán sabanas de pastos naturales sino a 
familias campesinas pobres que carezcan de tierra propia y en exten-
sión que no sobrepase las trescientas hectáreas, en las condiciones del 
artículo anterior.

Artículo 139. Para todos los casos el área máxima adjudicable no 
podrá superar las dos (2) Unidades Agrícolas Familiares. 

Artículo 140. Ninguna persona podrá adquirir terrenos de los adju-
dicatarios de baldíos en extensión que supere el límite señalado por esta 
ley, ni tampoco si sumando las áreas adquiridas y las que ya tiene bajo 
su dominio supera los mismos límites. Serán nulas todas las compra-
ventas que violen lo dispuesto en este artículo.

CAPITULO XI

y recuperación de baldíos
Artículo 141. 

-
nes, playas, ejidos y sabanas comunales, así como delimitar las tierras 
de la nación y las entidades territoriales, de las de los particulares y de 
la de las comunidades campesinas, indígenas y afrocolombianas. 

Artículo 142. 

Municipal de Desarrollo Campesino, Indígena y Afrocolombiano. 
Artículo 143. 

privado, estará obligada a presentar al Incodera descripción detallada 
de los inmuebles que posee, así como de los títulos mediante los cua-
les acredita propiedad. Igualmente el Incodera requerirá la información 

del Estado. 
Artículo 144. Todos los antiguos ejidos y sabanas comunales serán 

entregados a los respectivos municipios. Los predios baldíos sobre los 
cuales se comprobase indebida ocupación revertirán a la Nación y si 
tuviesen vocación agropecuaria serán entregados a campesinos en los 
términos de esta ley. Los playones y madreviejas desecados, serán ad-
judicadas prioritariamente a pescadores.

Artículo 145. 
cuando el propietario demuestre su dominio mediante la transferencia 
de una cadena ininterrumpida de títulos legítimos, por lo menos hasta el 
año de 1917. Tampoco cuando se trate de tierras inadjudicables.

CAPITULO XII
Adecuación de Tierras

Artículo 146. El Incodera adelantará directamente la construcción de 
obras de adecuación de tierras, cuando se trate de proyectos de interés 
estratégico para el desarrollo del sector agropecuario y para el progreso 
de las zonas rurales de alta concentración de pequeños productores. 

Artículo 147. El Incodera será responsable de la ejecución de estos 
proyectos, para lo cual adelantará, entre otras, las siguientes actividades:

1. Preparar los estudios de prefactibilidad, factibilidad y diseños de 
los proyectos de adecuación de tierras, realizar las acciones necesarias 

todo ello de acuerdo con las políticas y directrices trazadas por Minis-
terio de Agricultura y Desarrollo Rural.

2. Aplicar el manual de normas técnicas que expida el Consejo Di-
rectivo del Incodera para la realización de obras de riego, drenaje y 
protección contra inundaciones.

3. Adquirir mediante negociación directa o expropiación los predios, 
franjas de terreno y mejoras de propiedad de particulares o de entidades 
públicas, que se necesiten para la ejecución y desarrollo de las obras de 
adecuación de tierras. Cuando se requiera la ocupación transitoria así 
como la imposición de servidumbres para ejecutar las obras públicas 
de adecuación de tierras, se aplicarán las disposiciones del Capítulo 
III del Decreto-ley 222 de 1983, las normas de la Ley 80 de 1993, sus 

reglamentos y disposiciones que la sustituyan o complementen, las del 
Código Civil y de Comercio, en lo que fueren pertinentes, las que per-

misionales. El proceso de expropiación se adelantará conforme a las re-
glas establecidas en el Título XXIV del Código de Procedimiento Civil 
y demás normas concordantes. Sin embrago si los predios se requieren 

estas obras, la expropiación se llevará a cabo de acuerdo con lo dispues-
to por el Título IV Capítulo V de la presente ley.

-

aportes de los departamentos, municipios y otras entidades del estado.
6. Establecer el monto de las inversiones públicas que se requieren 

en la construcción del proyecto para tramitar su incorporación al presu-
puesto del Instituto, y señalar las cuotas de recuperación de tales inver-

7. Establecer mediante Acuerdo del Consejo Directivo, las opciones 
sobre tarifas básicas diferenciadas por estratos de patrimonio e ingre-
sos, aplicables a los usuarios, de tal forma que contribuyan a cubrir los 
costos reales de administración, operación y mantenimiento, así como 
los gastos de reposición de los equipos en cada Distrito, y los de protec-
ción y conservación de las respectivas cuencas.

8. Expedir los reglamentos que contengan las directrices en asuntos 
de dirección, manejo y aprovechamiento de los Distritos de Adecuación 
de Tierras, a los cuales deben someterse las asociaciones de usuarios.

durante el diseño, ejecución y gestión de los proyectos; estimular su orga-
nización en asociaciones de usuarios de distritos de adecuación de tierras.

10. Expedir los presupuestos ordinarios de administración, opera-
ción, conservación y mejoramiento de los Distritos de Adecuación de 
Tierras, aprobar estos presupuestos cuando sean expedidos por las orga-
nizaciones administradoras, recuperar la cartera por las inversiones rea-
lizadas en las obras, recaudar los derechos por los servicios que preste 
y las tarifas por las aguas que administre.

11. Las demás que establezca el Consejo Directivo.
Parágrafo.

capítulo se adelanten en territorios indígenas o afecten directamente 
a algún pueblo o comunidad indígena debe realizarse previamente la 
consulta dispuesta por el Convenio 169 de la OIT, aprobado por la Ley 
21 de 1991 y la licencia ambiental y cualquier otra licencia requerida no 

Artículo 148. En desarrollo de las obras ejecutadas directamente por 
el Incoder, el Consejo Directivo reglamentará lo relacionado con la re-
cuperación del monto de las inversiones comprometidas en la ejecución 

-
trito de Riego, deberá responder en forma diferencial, de acuerdo con el 
estrato de patrimonio e ingreso del propietario, por una cuota parte de 

acuerdo con los parámetros que se establecen en esta ley.
Artículo 149. Las inversiones en adecuación de tierras sujetas a recu-

peración, estarán constituidas, entre otros, por el valor de los siguientes 
conceptos: los estudios de factibilidad, el valor de los terrenos utilizados 

-
lizadas adicionando el aporte comunitario de mano de obra, los equipos 

-
tidos, la maquinaria y los equipos iniciales para la operación y conserva-
ción del Distrito, y la porción de los costos de protección y recuperación 
de las cuencas respectivas. El cálculo y liquidación de las inversiones 
en obras de adecuación de tierras se hará por su valor real, incluidos los 

por los diferentes componentes de las obras, aplicando el índice de pre-
cios que determine el Consejo Directivo en el respectivo reglamento.

Artículo 150. 
Tierras que se ejecuten bajo la responsabilidad del Incoder, podrán re-
cibir un subsidio único, que será reglamentado por la Junta Directiva de 
manera que opere en forma inversamente proporcional al patrimonio e 
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Artículo 151. Constituyen motivos de utilidad pública e interés so-
cial para la adquisición y expropiación de inmuebles rurales, franjas de 
terrenos, derechos y mejoras de propiedad privada, o que formen parte 
del patrimonio de entidades de derecho público, para la construcción de 
obras públicas de adecuación de tierras tales como embalses, riego, ave-
namiento, drenaje y control de inundaciones. Se considera también que 
hay motivos de utilidad pública e interés social en el establecimiento 
de servidumbres de tránsito, desagüe, drenaje, acueducto y demás que 
sean necesarias para la ejecución de las obras de adecuación de tierras, 
con arreglo a las disposiciones especiales del Decreto-ley 222 de 1983 
y las pertinentes de los Códigos Civil y de Procedimiento Civil.

CAPITULO XIII
Pesca y acuicultura

Artículo 152. Declarase la actividad pesquera de utilidad pública e 
interés social. Entiéndase por actividad pesquera el proceso que com-
prende la investigación, conservación, cultivo, extracción, procesa-
miento y comercialización de los recursos pesqueros.

Artículo 153. Pertenecen al dominio público del Estado colombia-
no los recursos hidrobiológicos contenidos en el mar territorial, en las 
aguas continentales y en la zona económica exclusiva y, por tanto, com-
pete al Estado la conservación de los recursos pesqueros, las aguas y los 
ecosistemas ricos en pesca, así como administrar, fomentar y controlar 
la actividad pesquera. Se consideran recursos hidrobiológicos, todos 
aquellos organismos que pertenecen a los reinos animal y vegetal, y que 
tienen su ciclo de vida total dentro del medio acuático.

Artículo 154. Son recursos pesqueros aquella parte de los recursos 
-

susceptibles de ser aprovechados, sin que se afecte su capacidad de reno-
vación, así como la administración y manejo integral de tales recursos.

Artículo 155. El Incodera será responsable de fomentar y promover 
el desarrollo de las actividades acuícola y pesquera. El Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, será responsable de ade-

de acuerdo con lo establecido en la presente ley.
Artículo 156. El Incodera coordinará con el Ministerio de Agricultu-

ra y Desarrollo Rural y el Departamento Nacional de Planeación y con-
certará con las comunidades de pescadores, la formulación de un plan 

los planes, programas, instrumentos y las medidas que adoptarán para 
promover el aumento de la producción y la competitividad de los pro-
ductos acuícolas y pesqueros, así como el incremento de los ingresos 
y el bienestar de los pescadores. El costo de las inversiones requeridas 

-
zación de los procesos de extracción, cultivo, procesamiento y comer-
cialización de los productos pesqueros, así como de administración del 
recurso, serán incorporados en el proyecto de presupuesto anual del 
ministerio y del Incodera

Artículo 157. -
cución de planes y proyectos orientados a mejorar las condiciones de aprove-
chamiento sostenible de los recursos pesqueros, lo mismo que a fomentar el 
desarrollo de la acuicultura, en coordinación con los empresarios del sector, 
los pescadores y sus organizaciones, las autoridades territoriales y demás or-
ganismos vinculados al manejo y desarrollo del sector pesquero.

Artículo 158. 
de tales planes y proyectos, aportando para ello recursos humanos, físicos 

Directiva. Además, en conjunto con otras entidades competentes en esta 
materia, prestará asesoría y entrenamiento a los pescadores, a las empresas 
acuícolas y pesqueras, a las entidades territoriales y a otras organizaciones 

-
ción de necesidades de servicios complementarios necesarios para mejorar 
el bienestar y la calidad de vida de los pescadores.

Artículo 159. El Incodera adelantará la formulación de una estrategia 
de investigación para apoyar el desarrollo de la pesca y la acuicultura a tra-
vés de sus cadenas productivas, y podrá contratar su ejecución con las uni-
versidades, centros de investigación, organizaciones de productores u otras 
entidades especializadas. Además deberá coordinar todos aquellos proyec-
tos de investigación, preinversión o estudios relacionados con la actividad 

extranjeros o por instituciones internacionales, previamente autorizados 
por el Gobierno Nacional. El Incodera coordinará con las demás entidades 
y organismos de la administración pública que tienen injerencia en la inves-

racionalización de las actividades en este campo.
Artículo 160. El Incodera en coordinación con los Ministerios de 

Agricultura y Ambiente, Colciencias y las entidades territoriales, pro-
mocionará el fomento y desarrollo de la acuicultura y, en particular, 
estimulará la creación y operación de las instalaciones destinadas a la 
reproducción de especies en cautiverio y al abastecimiento de semillas 
para esta actividad. EL Incodera podrá contratar el desarrollo de pro-
gramas de producción o de importación de especies hidrobiológicas con 
miras a asegurar el abastecimiento oportuno de las semillas necesarias 
para su cultivo, conforme a las normas vigentes sobre la materia.

Artículo 161. El Gobierno Nacional propenderá por la conformación 
-

miento de los astilleros menores que tengan por objeto la fabricación y 
reparación de embarcaciones pesqueras. También establecerá estímulos 
para el desarrollo de las empresas de servicios a la pesca y la acuicultu-
ra, priorizando a las comunidades dedicadas a la pesca artesanal.

Artículo 162. La Comisión Nacional de Crédito Agropecuario, consi-
derando las circunstancias singulares en que se desenvuelve la actividad 
acuícola y pesquera, establecerá líneas especiales de redescuento en las 

Artículo 163. El Banco Agrario estructurará líneas de crédito diseña-
das para atender las necesidades de los pescadores artesanales, coope-
rativas pesqueras y empresas dedicadas a la acuicultura, de manera que 
puedan prestar sus servicios con la mayor cobertura posible, tomando 
en consideración las circunstancias especiales propias del desarrollo de 
sus actividades. Con tal propósito, coordinará sus acciones con el Inco-
dera en los aspectos técnicos, y con Finagro, en lo relacionado con el 
otorgamiento de avales a través del Fondo de Garantías.

Artículo 164. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de la 
Protección Social, establecerá un sistema especial de seguridad social 
para los pescadores artesanales, y el Servicio Nacional de Aprendizaje, 
Sena, ampliará sus programas de capacitación del personal dedicado a 
las actividades pesqueras.

Artículo 165. En el reglamento respectivo se establecerá un por-
centaje mínimo de recursos que el Fondo Nacional de Proyectos de 

-
gación, prefactibilidad, factibilidad, diseño y preinversión de proyectos 
relacionados con el desarrollo de la actividad pesquera.

Artículo 166. El Incodera tendrá a su cargo el Servicio Estadístico 
Pesquero Colombiano, Sepec, que comprenderá los procesos de recolec-
ción, ordenamiento, análisis y difusión de la información estadística rela-
cionada con las distintas actividades del sector pesquero. Este servicio se 

Artículo 167. La extracción es la fase de la actividad pesquera que 
tiene por objeto la aprehensión de los recursos pesqueros, y su pro-
moción y fomento corresponden al Incodera. La extracción sólo podrá 
efectuarse utilizando artes, técnicas y embarcaciones permitidas. En 
todo caso los pescadores indígenas podrán mantener los usos propios de 
su cultura que han garantizado la conservación del recurso pesquero.

Artículo 168. 

o en pesca marina, que podrá ser costera, de bajura o de altura.

de investigación, deportiva o comercial, que podrá ser industrial o arte-
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sanal. El ámbito y el alcance de cada una de las modalidades de la pesca 

que para el efecto expida el Gobierno Nacional.
Artículo 169. La pesca en aguas jurisdiccionales de la República 

podrá llevarse a cabo únicamente con embarcaciones de bandera co-
lombiana. El producto de la pesca deberá descargarse en puertos co-
lombianos.

Artículo 170. Se entiende por acuicultura el cultivo de especies 

apropiadas y generalmente, bajo control. El Incodera velará porque las 
zonas con vocación para la acuicultura sean incorporadas a los planes 
de ordenamiento territorial, de tal manera que se estimule su desarrollo. 
El Incodera será responsable de establecer las condiciones y requisi-
tos que resulten necesarios para el establecimiento de las explotaciones 
acuícolas.

Artículo 171. 
1. Según el medio en el cual se desarrolla, en:
a) Acuicultura marina o maricultura: la que se realiza en ambientes 

marinos;
b) Acuicultura continental: la que se realiza en los ríos, lagos, lagu-

2. Según su manejo y cuidado, en:
a) Repoblación: la siembra de especies hidrobiológicas en ambientes 

b) Acuicultura extensiva: la siembra de especies hidrobiológicas en 
-

cionamiento para su mantenimiento;
c) Acuicultura semi-extensiva: la siembra en la que se proporciona 

alimentación suplementaria, además del alimento natural, con un ma-
yor nivel de manejo y acondicionamiento del medio ambiente;

d) Acuicultura intensiva: la siembra en la que se proporciona alimen-
tación suplementaria y se utiliza tecnología avanzada, que permite altas 
densidades de las especies en cultivo.

3. Según las fases del ciclo de vida de las especies:
a) De ciclo completo o cultivo integral: el que abarca el desarrollo de 

todas las fases del ciclo de vida de las especies en cultivo;
b) De ciclo incompleto o cultivo parcial: el que comprende solamen-

te parte del ciclo de vida de la especie en cultivo.
Artículo 172. El procesamiento es la fase de la actividad pesquera 

encaminada a la transformación de los recursos pesqueros de su estado 
-

cuarlos para el consumo humano directo o indirecto. El procesamiento 

tierra, las que se sujetarán a las normas vigentes de sanidad, calidad e 
inspección.

Artículo 173. La comercialización es la fase de la actividad pes-
quera que consiste en la transferencia de los productos pesqueros ha-
cia los mercados internos y externos. El Incodera, en coordinación con 
las demás entidades competentes, adoptará las medidas para poner en 

-
sos pesqueros, en concordancia con las políticas que para tal efecto 
señale el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Las entidades 
y organismos del sector público, dentro del ámbito de su competen-
cia y jurisdicción, promoverán el crecimiento de la infraestructura de 

y los requisitos que deberán cumplir las empresas que transportan o 
comercializan productos pesqueros.

Artículo 174. El derecho a ejercer la actividad pesquera se puede 
obtener:

1. Como derecho adquirido, si se trata de la pesca de subsistencia de 
pescadores tradicionales indígenas afrocolombianos o campesinos.

2. Por ministerio de ley, si se trata de la pesca de subsistencia de las 

lucro para proporcionar alimento al pescador y a su familia. La pesca de 
subsistencia es libre en todo el territorio nacional.

3. Mediante permiso, si corresponde a actividades de investigación, 
extracción, cultivo, procesamiento y comercialización de recursos pes-
queros.

-
les para el ejercicio de la pesca.

5. Por asociación, cuando el Incodera se asocie mediante la cele-
bración de contratos comerciales, con personas naturales o jurídicas, 
nacionales o extranjeras, para realizar operaciones conjuntas propias de 
la actividad pesquera. 

6. Por concesión, en el evento de que se trate de aquellos casos de 
pesca artesanal comercial y de acuicultura comercial que señale el re-
glamento que al efecto expida el Gobierno Nacional.

Artículo 175. El ejercicio de la actividad pesquera comercial estará 

y derechos, el Incodera deberá considerar:
1. El valor del producto pesquero, teniendo en cuenta la especie de 

que se trate.
2. La cuota de pesca, de acuerdo con el volumen del recurso.
3. El tipo de embarcación que se utilice, en consideración a su tone-

laje de registro neto.
4. El destino de los productos pesqueros, ya sea para el consumo 

interno o para la exportación.
5. El costo de la administración de la actividad pesquera.
Artículo 176. El Gobierno Nacional establecerá los conceptos que 

den lugar a la aplicación de las tasas y derechos a la pesca comercial. 
El Incoder, por conducto de su Consejo Directivo, determinará las res-
pectivas cuantías, con sujeción a lo previsto en el artículo anterior y la 
forma de su recaudo, en concordancia con la política que al respecto 
señale el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Con miras a 
favorecer el desarrollo de la pesca artesanal o la de investigación, el 
Incodera establecerá tasas y derechos preferenciales para ellas.

Artículo 177. 
que constituya violación de las normas contenidas en la presente ley y 
en todas las disposiciones legales y reglamentarias sobre la materia. En 
particular está prohibido:

1. Realizar actividades pesqueras comerciales sin permiso, patente, 
autorización, ni concesión.

2. Realizar cualquier actividad pesquera contraviniendo las normas 
ambientales y las demás disposiciones que las regulan.

de la pesca legalmente autorizada.
4. Extraer recursos declarados en veda o de áreas reservadas.
5. Desecar, taponar, desviar el curso o bajar el nivel de los ríos, la-

gunas, esteros, ciénagas, caños o cualquier otro cuerpo de agua, sin 
permiso de la autoridad competente.

6. Pescar con métodos ilícitos, tales como el empleo de materiales 
tóxicos, explosivos y otros cuya naturaleza que entrañen peligro para 
la vida humana o los recursos pesqueros, así como llevar a bordo tales 
materiales.

7. Abandonar en las playas y riberas o arrojar al agua desperdicios, 
sustancias contaminantes u otros objetos que constituyan peligro para 
la navegación, la circulación o la vida.

8. Llevar a bordo o emplear aparejos o sistemas de pesca diferentes 
a los permitidos.

-
cepto en circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito.

10. Vender o transbordar a embarcaciones no autorizadas parte o la 
totalidad de la pesca. La venta del producto de la pesca se hará en puer-
to colombiano.
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11. Transferir bajo cualquier circunstancia los derechos derivados 
del permiso, autorización, concesión o patente otorgados por el Inco-
dera.

12. Suministrar al Incodera información incorrecta o incompleta o 
negarle acceso a los documentos que este exija.

13. Las demás conductas que señale el reglamento que al efecto ex-
pida el Gobierno Nacional en desarrollo de la presente ley.

Artículo 178. Las personas naturales o jurídicas que infrinjan las 
disposiciones establecidas en la presente ley y demás normas legales y 
reglamentarias sobre la materia, se harán acreedores, según la gravedad 
de la infracción, a una o más de las siguientes sanciones que aplicará el 
Incoder, sin perjuicio de las sanciones penales y demás a que hubiere 
lugar:

1. Conminación por escrito.
2. Multa.
3. Suspensión temporal del permiso, autorización, concesión o pa-

tente, según sea el caso.
4. Revocatoria del permiso, autorización, concesión o patente.
5. Decomiso de embarcaciones, equipos o productos.

Artículo 179. El valor de las multas que se impongan por infraccio-
nes a las disposiciones que regulan la actividad pesquera serán:

a) Para pesca continental, tendrán un valor comprendido entre el 
equivalente al salario mínimo legal de un día y el equivalente al salario 
mínimo legal de mil (1.000) días;

b) Para pesca marina, tendrán un valor comprendido entre el equi-
valente al salario mínimo legal de un día y el equivalente al salario 
mínimo legal de cien mil (100.000) días. Las multas podrán ser suce-
sivas y el capitán de la nave, el armador y los titulares del permiso de 
pesca responderán solidariamente por las sanciones económicas que se 
impusieren. El Incodera comunicará a la Dirección General Marítima, 
Dimar, las infracciones en que incurran los capitanes de las embarca-
ciones pesqueras, para que dicha Dirección General imponga las demás 
sanciones que sean de su competencia.

Parágrafo. El monto de las sanciones pecuniarias, así como el valor 
de las tasas y derechos aplicables al ejercicio de la actividad pesquera, 
se establecerán tomando como valor de referencia el salario mínimo 
legal de un día. Para los efectos de esta ley, el salario mínimo legal de 
un día, equivale a la treintava parte del salario mínimo legal mensual 
vigente, en el momento de imposición de la sanción pecuniaria, o de la 
liquidación de las tasas y derechos.

Artículo 180. El Incodera organizará y llevará el Registro Gene-
ral de Pesca y Acuicultura, el cual tiene carácter administrativo y, 
por tanto, los actos de inscripción son obligatorios y su omisión será 
sancionada conforme lo determine el reglamento. En este registro se 
inscribirán:

1. Los permisos, autorizaciones, concesiones y patentes de pesca y 
acuicultura.

2. Las embarcaciones pesqueras.
3. Los establecimientos y plantas procesadoras.
4. Los titulares de derechos pesqueros.
5. Los pescadores que presten servicios en embarcaciones de pesca 

comercial.
6. Las comercializadoras de productos pesqueros.
7. Los cultivos de recursos pesqueros.
Parágrafo. El Incodera establecerá un registro de pescadores, como 

personas que habitualmente se dedican a la extracción de recursos pes-

determinará los requisitos, derechos y obligaciones que les correspon-
dan.

Artículo 181. Corresponde al Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, adelantar evaluaciones periódicas del estado de 

y asegurar una explotación sostenible del mismo.
De conformidad con lo establecido en el artículo 5° de la Ley 99 de 

1993, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, de 
común acuerdo con el Ministerio de Agricultura y el Incodera, con base 

determinará las especies y los volúmenes de pesca susceptibles de ser 
aprovechados en las aguas continentales y en los mares adyacentes, con 
base en los cuales el Incodera expedirá los correspondientes permisos 
de aprovechamiento.

Artículo 182. Gozarán de preferente protección estatal las es-
pecies hidrobiológicas y los recursos pesqueros que se encuentren 
amenazados o aquellos en peligro de extinción. El Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, Vivienda y Desarrollo 
Territorial adoptará las medidas necesarias para asegurar su renova-
ción y conservación, en concordancia con las normas vigentes. En 
particular podrá:

1. Adelantar evaluaciones del estado de conservación de recursos 
pesqueros amenazados.

2. Decretar el establecimiento de vedas.

determinadas especies.
4. Delimitar las áreas que, con exclusividad, se destinen para la pes-

ca artesanal.
Artículo 183. El Subsistema Nacional de Pesca y Acuicultura estará 

constituido por:
– El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural
– El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 
– El Incodera.
– Colciencias.
– Los organismos competentes de las entidades territoriales.
– Las Comunidades de Pescadores Tradicionales y Artesanales y sus 

organizaciones.
– Las Organizaciones Gremiales del los empresarios pesqueros na-

cionales.
Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará en un plazo no ma-

yor de seis meses a partir de la vigencia de esta ley el funcionamiento 
de este subsistema.

CAPITULO XIV
Disposiciones Varias

Artículo 184. Amplíase a veinte (20) años el término de todas las 
prescripciones de que trata el artículo 1° de la Ley 791 de 2002, tales 
como la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio, la extintiva, 
la de petición de herencia, la de saneamiento de nulidades absolutas.

Artículo 185. El inciso 1° del artículo 2529 del Código Civil que-
dará así:

“Artículo 2529. El tiempo necesario a la prescripción ordinaria es 
de cinco (5) años para los muebles y de diez (10) años para bienes 
raíces”.

Artículo 186. Son nulas todas las compraventas de predios y mejo-
ras que campesinos desplazados forzadamente se hayan visto obligados 
a hacer por motivos de violencia, amenazas u otras formas de coac-
ción, así como son nulas también las prescripciones decretadas sobre 
sus bienes. Si los compradores demuestran que han obrado de buena fe, 
el Incodera adquirirá los predios o mejoras. En todo caso la propiedad 
o posesión de los predios y mejoras serán devueltas a los campesinos 
desplazados.

Parágrafo 1°. En caso de que no sea posible el retorno con garantías 
a sus tierras de los desplazados por violencia, el Estado los reubicará y 
dotará de tierras en las condiciones previstas para ellos en esta ley. 

Parágrafo 2°. En el lapso de dos (2) años a partir de la vigencia de 
esta ley, el Incodera deberá recuperar desde el punto de vista de la pro-
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piedad y la posesión las UAF ya entregadas, garantizando su tenencia 
en manos de los sujetos descritos en la ley. 

Artículo 187. En el lapso de seis (6) meses a partir de la vigencia de 

la reactivación productiva de las UAF ya entregadas que se encuentren 
en poder de sus adjudicatarios o descendientes.

Artículo 188. Todas las adjudicaciones de Unidades Agrícolas Fa-
miliares y titulaciones de baldíos hechas a personas que hayan esta-
blecidos uniones matrimoniales de hecho, se harán en cabeza tanto del 
hombre como de la mujer.

Artículo 189. El Estado dará prelación a las mujeres jefas de hogar, 
víctimas de la violencia o en estado de desprotección social para acce-

Parágrafo. En caso de separación de la pareja y sus bienes, la mujer 
tendrá la prioridad para adjudicación y adquisición de la UAF y demás 
bienes.

Artículo 190. Para efecto de efectuar las adjudicaciones, contratos 
para entrega de baldíos reservados y recuperados y para las titulaciones 
efectuadas por el Incodera, se consideran con plena capacidad todos los 
hombres y mujeres mayores de 14 años. 

Artículo 191. Créase un Fondo Especial para incentivar a las comu-
nidades campesinas, indígenas y afrocolombianas que desarrollen pla-
nes de reforestación con especies autóctonas y protección de los recur-
sos naturales renovables, con recursos de la nación y los provenientes 
de la aplicación del Convenio Internacional de Bioseguridad.

Artículo 192. 
cuando la reforestación se haga con especies introducidas o monocul-
tivos.

Artículo 193. A partir de la vigencia de esta ley, sólo podrá adelan-
tarse manualmente la erradicación de cultivos ilegales, previa concer-
tación con la comunidad y contemplando la sustitución por productos 
rentables con el apoyo de los organismos que conforman el subsistema 
de Promoción, Mercadeo y Fomento Agroindustrial. 

Artículo 194. El Instituto Colombiano de la Reforma Agraria concer-
tará con los municipios y Distritos para que los Consejos Municipales 

predial por los primeros doce años del asentamiento o la reubicación de 
estos en el estrato más bajo dentro del sistema tarifario vigente.

Artículo 195. Destínase del Presupuesto del Incodera un 2% para el 
fomento de la organización autónoma, adquisición de sedes y equipo y 
la capacitación campesina y de los grupos étnicos, el cual será ejecutado 
por el Fondo de Capacitación y Promoción Campesina del Instituto.

Artículo 196. Las reservas indígenas son tierras comunales del res-
pectivo grupo étnico y por tanto son inalienables, inembargables e im-
prescriptibles.

Artículo 197. Los predios del Fondo Nacional Agrario y los com-
prados con destino a las comunidades indígenas, entregados mediante 
acta a los cabildos o autoridades indígenas, hasta la sanción de esta 
ley, serán legalizados por el Incodera a través de los procesos corres-
pondientes, sin necesidad de estudio socioeconómico, al igual que los 
predios de propiedad privada de indígenas que sean donados para la 
ampliación de los respectivos resguardos. Para adelantar estas legaliza-
ciones el Instituto tendrá un plazo máximo de un año, contado a partir 
de la entrada en vigencia de esta ley.

T I T U L O   V
PATRIMONIO GENETICO Y DEFENSA DEL AMBIENTE

CAPITULO I
Recursos genéticos, recursos naturales 

y sostenibilidad ambiental
Artículo 198. Desígnase al Instituto Colombiano Agropecuario como 

la autoridad nacional competente en el tema de acceso a los recursos ge-
néticos para la alimentación y la agricultura.

Artículo 199. Los principios que deberán guiar la intervención del 
Estado en el desarrollo de la agricultura en relación con los recursos 

naturales y el medio ambiente son los de precaución, acción preventiva, 
retribución y control social, y buscarán valorizar los recursos genéticos 
naturales y proporcionar valor agregado a los bienes y servicios deriva-
dos de su utilización sostenible. Por ello, se promoverá la recolección 
de recursos genéticos para la alimentación y la agricultura, la conser-
vación in situ
los esfuerzos de las comunidades indígenas y locales; se promoverá la 

ex situ, prestando la 
-

terización, regeneración y evaluación; se fortalecerá la investigación 
que promueva y conserve la diversidad biológica y la transferencia de 
tecnologías apropiadas al efecto, con el objeto de mejorar la utilización 
social sostenible de los recursos genéticos para la alimentación y la 
agricultura.

Artículo 200. La conservación y el uso sostenible de los recursos ge-
néticos y demás recursos naturales y del medio ambiente serán criterios 
rectores del desarrollo de las actividades productivas del medio rural, 
que deberán ser observados para lograr el uso racional de los recursos y 
la viabilidad de la producción a largo plazo.

Artículo 201. De conformidad con lo dispuesto por el artículo an-
terior, la Nación, las entidades territoriales y las entidades descentra-
lizadas promoverán la utilización más adecuada de estos recursos de 
acuerdo con sus características y potencial productivo, así como los 
esquemas de producción más convenientes para la conservación y me-
joramiento del agua y de los suelos.

Artículo 202. Los programas que realicen las entidades públicas en 
las regiones en las que se registre sobreexplotación o degradación de 
la calidad de los suelos y aguas, darán prioridad a proyectos de ade-
cuación de tierras y la realización de los mismos deberá involucrar el 
compromiso de las organizaciones de productores de adecuar la explo-
tación de los recursos naturales a los principios de sostenibilidad de la 
producción.

Artículo 203. 

recursos genéticos y la biodiversidad, y para desarrollar tecnologías de 
agricultura ecológica y agricultura de bajo impacto ambiental.

Así mismo, estimulará a los productores del medio rural para que 
adopten tecnologías de producción que optimicen el uso del agua e in-
crementen la productividad de los suelos.

Artículo 204. La biodiversidad y los recursos genéticos existentes 
son propiedad inalienable del Estado y de las comunidades campesinas, 
indígenas y afrocolombianas en cuyos territorios se encuentran o se 
desarrollaron.

Artículo 205. El Gobierno promoverá los derechos de las comunida-

se deriven de la utilización de los recursos genéticos para la alimenta-

los conocimientos tradicionales.
Artículo 206. Solamente el Instituto Colombiano Agropecuario, 

ICA, podrá adelantar la obtención de muestras de especies vegetales 
y animales o de microorganismos para investigación y una vez cumpla 
con los requisitos establecidos por la autoridad ambiental competente y 

con el propietario, y la comunidad campesina, indígena o afrocolom-
biana con derechos sobre el territorio donde se localicen los recursos 
de que se trate.

Artículo 207. En el caso de recolección de productos como hongos, 
tubérculos, semillas y otros, además de cumplir con los requisitos esta-
blecidos en el artículo anterior, las personas naturales o jurídicas adqui-
rentes no podrán convenir la extracción de cantidades que por excesivas 
resulten depredadoras del recurso.

Artículo 208. La inobservancia de la disposición anterior será causal 
de nulidad absoluta del contrato, independientemente de las sanciones 
administrativas y penales a que se haya lugar en los términos de la le-
gislación ambiental y penal.
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Iguales sanciones y penas se aplicarán a quienes aprovechando una 
autorización y el respectivo contrato de recolección y suministro de 
muestras para investigación, lleve a cabo extracciones depredadoras y 
cause daños a la producción.

Artículo 209. La Nación, las entidades territoriales, las entidades 
descentralizadas, los propietarios y las comunidades con derechos sobre 

de recolección y suministro de muestras o productos a que hace referen-
cia el artículo anterior, obligatoriamente reservarán un porcentaje para 
la realización de trabajos de conservación y desarrollo de sus recursos.

CAPITULO II
Zonas de Reconversión

Artículo 210. El Ministerio de Agricultura, Agroindustria y Desa-
rrollo Rural, a instancias de las entidades territoriales, las entidades des-
centralizadas o las organizaciones comunitarias del medio rural, deter-
minará zonas de reconversión productiva en las que el Estado atenderá 
de manera adecuada a los productores en ella localizados, cuando la 
degradación o el exceso de explotación de los recursos así lo ameriten; 
cuando la localización regional de la producción respecto a los mer-
cados no permita la sostenibilidad de la misma; cuando se presentan 
situaciones de riesgos y desastres naturales previsibles e inminentes; o 
cuando en forma crónica y recurrente las actividades productivas exis-
tentes muestran que no son competitivas.

Artículo 211. El Gobierno Nacional, las entidades territoriales y las 
entidades descentralizadas apoyarán a los productores localizados en 

de sus actividades productivas con base en el mejor uso del suelo, el 
agua y la biodiversidad, mediante prácticas de explotación que permi-
tan asegurar el logro de una producción sostenible y competitiva y pre-
venir la pérdida de vidas humanas y de bienes.

Artículo 212. Las zonas de reconversión declaradas por el Ministe-
rio de Agricultura, Agroindustria y Desarrollo Rural deberán incorpo-
rarse con tal carácter en los planes de desarrollo y ordenamiento terri-
torial, los cuales deberán contener para ellas un tratamiento acorde con 
los artículos anteriores.

Artículo 213. El Gobierno Nacional diseñará y pondrá en marcha un 
sistema de incentivos a la producción agropecuaria ecológica, el cual 
tendrá cobertura en todo el territorio nacional, pero apoyará principal-
mente a los productores localizados en las zonas de reconversión pro-
ductiva de que trata este capítulo de la ley. 

T I T U L O   VI
DISPOSICIONES FINALES

CAPITULO I
Flexibilidad y desarrollo de la ley

Artículo 214. El Departamento Nacional de Planeación, DNP, ela-
borará, dentro de los seis meses siguientes a la sanción de la presente 
ley, una metodología de evaluación de impacto y seguimiento de las 
acciones y programas relacionados con los objetivos de equidad, com-
petitividad, sostenibilidad y equilibrios regionales. Esta metodología 
deberá ser sometida a la consideración del Conpes Rural para su corres-
pondiente aprobación.

Artículo 215. Cada año el DNP presentará a consideración del Con-
pes los resultados de la evaluación que haga sobre los efectos y el im-
pacto de las políticas, planes, programas y proyectos formulados y eje-
cutados para el desarrollo de esta ley.

Artículo 216. El informe de evaluación aprobado por el Conpes 
será presentado por el Gobierno Nacional, por conducto del Ministro 
de Agricultura y Desarrollo Rural, al Congreso de la República dentro 
del primer mes de cada legislatura. El congreso se pronunciará sobre el 
informe dentro de los siguientes sesenta días.

Junto con el informe de evaluación anual, el gobierno presentará las 
iniciativas legislativas necesarias para ajustar el marco legal vigente, 

CAPITULO II
Pensión de Jubilación en el Campo

Artículo 217. Amplíase la cobertura del Instituto Colombiano del 
Seguro Social al sector agrario para dar protección en salud, hospitali-
zación y pensión de jubilación a los trabajadores permanentes, jornale-
ros, pequeños y medianos propietarios del campo.

Artículo 218. En toda contratación, permanente o temporal de traba-
jadores agropecuarios, el contratista deberá consignar ante el Instituto 
de los Seguros Sociales y a nombre del trabajador el 12% sobre el valor 
de los jornales pagados semanalmente. Los pequeños y medianos pro-
pietarios y los trabajadores independientes del campo podrán cotizar al 

Artículo 219. La edad de pensión para los trabajadores del sector 
agropecuario será como sigue:

– Para jornaleros y asalariados hombres 50 años.
– Para trabajadoras agropecuarias asalariadas 45 años.
– Para pequeños y medianos propietarios 60 años.
– Para pequeñas y medianas propietarias 55 años.
Parágrafo. Los campesinos que superen estas edades podrán ser be-

Artículo 220. Las entidades que conforman el Subsistema de Asis-
tencia Social elaborarán la reglamentación y diseñarán la operatividad 
del Seguro Social para los trabajadores agropecuarios.

Igualmente las entidades que conforman el Subsistema de Apoyo 
Financiero elaborarán la reglamentación y diseñarán la operatividad 
del Fondo de Fomento a las economías campesinas y el seguro de 
cosecha.

CAPITULO III

Artículo 221. El artículo 31 de la Ley 101 de 1993 quedará así:
-

cales agropecuarias y pesqueras, creadas excepcionalmente según lo 
dispone el numeral 12 del artículo 150 de la Constitución Política, de-
ben ser invertidos en los subsectores agropecuario o pesquero que los 
suministra, con sujeción a los objetivos siguientes:

1. Investigación y transferencia de tecnología.
2. Protección sanitaria.
3. Promoción de mercados internos y externos.
4. Mejoramiento de los sistemas de información.
5. Apoyo a la regulación de la oferta y la demanda para proteger a los 

productores contra oscilaciones anormales de los precios y procurarles 
un ingreso remunerativo.

6. Fomento a la producción agropecuaria de bajo impacto ambiental 
y a la producción agropecuaria ecológica.

Parágrafo. Los productores campesinos y demás pequeños produc-
tores deberán tener un acceso equitativo al uso y administración de los 

-
ducción.

CAPITULO III
Derogatoria y vigencia

Artículo 222. La presente ley rige a partir de su promulgación y de-
roga la Ley 160 de 1994; los numerales 2, 3, 4, 5, y 6 del artículo 28 de 
la Ley 812 de 2003 y todas las disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente,
Jorge Enrique Robledo Castillo,

Senador Ponente.
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PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 291 DE 2006 SENADO, 119 

DE 2005 CAMARA
por la cual se dictan normas para la organización del sistema 

de vacunación para los niños y niñas menores de cinco (5) años 
dentro del Plan Nacional de Inmunizaciones.

Bogotá, D. C., junio 12 de 2007
Doctor
MIGUEL PINEDO VIDAL
Presidente
Comisión Séptima
Honorable Senado de la República
E. S. D.
Referencia: informe de ponencia para segundo debate.
Honorables Senadores:
En virtud de la designación efectuada, rindo informe de ponencia 

para segundo debate al Proyecto de ley número 291 de 2006 Senado, 
número 119 de 2005, Cámara, por la cual se dictan normas para la 
organización del sistema de vacunación para los niños y niñas menores 
de cinco (5) años dentro del Plan Nacional de Inmunizaciones, en los 
siguientes términos:

1. Antecedentes del proyecto de ley.
2. Objetivos del proyecto.
3. Trámite del proyecto.

en la Comisión Séptima del Senado.
5. Recomendaciones en el trámite de primer debate.
6. Texto aprobado en primer debate.

1. Antecedentes del proyecto
El proyecto tiene origen en la Cámara de Representantes, presen-

tado a consideración del Congreso de la República por el honorable 
Representante Willington Ortiz Palacio, bajo el número 119 de 2005, 
Cámara.

2. Objetivos del proyecto
De acuerdo con la exposición de motivos, la presentación del pro-

yecto está basada en el “objeto de que el Congreso Nacional, apruebe 
la inclusión de todas las vacunas que no cubre el plan obligatorio de 
salud, y que son de vital importancia, para lograr bajar las estadísticas 
alarmantes que tenemos en materia de mortalidad infantil, garantizando 
así, la supervivencia infantil, especialmente en las zonas más apartadas 
del territorio nacional”.

3. Trámite del proyecto
Fue radicado el 31 de agosto de 2005 en la Cámara de Represen-

tantes. Fue aprobado en primer debate en la Comisión Séptima de la 
Cámara de Representantes el 16 de noviembre de 2005 (Acta Nº 14).

En segundo debate fue aprobado el 7 de junio de 2006, Acta de Se-
sión Plenaria número 234. Fue radicado en el Senado el 22 de junio de 
2006. Publicación Gacetas: Número 586 de 2005; número 755 de 2005; 
número 141 de 2006.

Fue aprobado en primer debate en la Comisión Séptima Constitucio-
nal Permanente del Senado de la República en la sesión del día cinco 
(5) de junio de 2007. Ponencia publicada en la Gaceta número 76 de 
2007.

A continuación se presenta en forma comparativa el texto presen-
tado por el proponente y el texto aprobado en la Cámara de Represen-
tantes, así:

PROYECTO DE LEY NUMERO 291 DE 2006 SENADO, 
NUMERO 119 DE 2005 CAMARA

por medio de la cual se dictan normas 
para la creación del Sistema Único 
de Vacunación para niños menores de 
cinco (5) años, a cargo del Plan Obli-
gatorio de Salud, POS, y el Programa
    Ampliado de Inmunización, PAI.

por medio de la cual se dictan normas para 
la creación del Sistema Único de Vacuna-
ción para los niños menores de cinco (5) 
años, a cargo del Plan Obligatorio de Sa-
lud, POS, y el Programa Ampliado de Inmu-
                     nización, PAI.

PROYECTO TEXTO aprobado en la Cámara 
de Representantes

Artículo 1º. Objeto. La presente ley 
tiene por objeto, establecer normas 
para garantizar la aplicación obligato-
ria de las vacunas que no han sido in-
cluidas dentro del Plan Obligatorio de 
Salud, POS, y que en la actualidad no 
están contempladas dentro del Progra-
ma Ampliado de inmunización PAI, a 
cargo del Ministerio de la Protección 
Social, a los niños menores de cinco 
(5) años.

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto, establecer normas para garantizar la 
aplicación obligatoria de las vacunas que no 
han sido incluidas dentro del Plan Obliga-
torio de Salud, POS, y que en la actualidad 
no están contempladas dentro del Programa 
Ampliado de Inmunización, PAI, a cargo del 
Ministerio de la Protección Social, a los ni-
ños menores de cinco (5) años.

Artículo 2º. Todos los niños menores 
de cinco (5) años, tendrán derecho a 
recibir las vacunas correspondientes al 
ciclo obligatorio de inmunización para 
los niños de esta edad, que adelanta el 
Ministerio de la Protección Social, a 
través de los planes ampliados de in-
munización. Como también, tendrán 
derecho a recibir de manera gratuita, 
los biológicos que no estén incluidos 
dentro del Plan Obligatorio de Salud, 
POS, y el Programa Ampliado de In-
munización, PAI.

Artículo 2º. Población destinataria. Todos 
los niños menores de cinco (5) años, tendrán 
derecho a recibir las vacunas correspon-
dientes al ciclo obligatorio de inmunización 
para los niños de esta edad, que adelanta el 
Ministerio de la Protección Social, a través 
de los planes ampliados de inmunización. 
Como también, tendrán derecho a recibir 
de manera gratuita, los biológicos que no 
estén incluidos dentro del Plan Obligato-
rio de Salud, POS, y el Programa Amplia-
do de Inmunización, PAI. De acuerdo con 
las recomendaciones que para tales efectos 
formule el Comité Nacional de Prácticas de 
Inmunización.
Artículo 3º. Principios rectores. Las nor-
mas que establecen la nueva ley se regirán, 
además de los principios consagrados en la 
Constitución Política y el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, por los si-
guientes:
Obligatoriedad. Las normas que establecen 
la presente ley y su reglamentación constitu-
yen requisitos mínimos básicos de garantía 
de la salud, como derecho esencial, colecti-

-
dad social y fundamental del Estado y como 
componente de orden público. Por lo tanto, 
son de obligatorio cumplimiento.
Armonización política e integración fun-
cional. Las normas, las políticas y la gestión 
de la salud pública tendrán como principios 
la integración internacional, multisecto-
rial, intersectorial, intrasectorial, interins-
titucional, para el logro de los objetivos de 
la presente ley, en armonía con los demás 
principios que se establecen en el presente 
artículo.
Equidad. La interpretación, reglamentación 
y aplicación de las normas que desarrolla 
la presente ley se asegurará para todos los 
habitantes de Colombia, independiente de 
su capacidad patrimonial, posición social, 
género, edad, origen étnico y procurando la 
equidad entre los diferentes estratos sociales 
y regiones, las personas en estado de des-

Participación Social. La gestión y control 
de las normas que establece la presente ley, 
contará con la participación de los ciudada-
nos, de las comunidades, de los gremios y 
organizaciones sociales, a través de los me-
canismos que establece la Constitución Po-
lítica de Colombia
Gratuidad. Se garantiza a toda la población 
objeto del Programa Ampliado de Inmuniza-
ción (PAI) la gratuidad de las vacunas, que 
están incluidas por regulación en el mismo.
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por medio de la cual se dictan normas 
para la creación del Sistema Único 
de Vacunación para niños menores de 
cinco (5) años, a cargo del Plan Obli-
gatorio de Salud, POS, y el Programa
    Ampliado de Inmunización, PAI.

por medio de la cual se dictan normas para 
la creación del Sistema Único de Vacuna-
ción para los niños menores de cinco (5) 
años, a cargo del Plan Obligatorio de Sa-
lud, POS, y el Programa Ampliado de Inmu-
                     nización, PAI.

PROYECTO TEXTO aprobado en la Cámara 
de Representantes

Parágrafo. Dentro del Plan Obligatorio de 
Salud, POS, estarán incluidos todos los bio-
lógicos, correspondientes al programa PAI, 
que actualmente están a cargo del Ministerio 
de la Protección Social y las Secretarías de 
Salud Departamentales y Distritales, como 
también harán parte de este, aquellas va-
cunas consideradas complementarias para 
garantizar una plena salud de los infantes 
menores de cinco (5) años.

Artículo 3º. -
plimiento al objeto de la presente ley, 
todas las Instituciones Prestadoras de 
Salud EPS, IPS, ARS, Secretarías de 
Salud Departamentales y Distritales, 
estarán en la obligación de actualizar el 
Plan Obligatorio de Salud, POS, y los 
Programas Ampliados de Inmuniza-
ción, PAI, con el objeto de incluir las 
vacunas que actualmente no son cu-
biertas por estos planes y programas.
Parágrafo. Dentro del Plan Obligatorio 
de Salud, POS, estarán incluidos to-
dos los biológicos correspondientes al 
programa PAI, que actualmente están 
a cargo del Ministerio de la Protección 
Social y las Secretarías de Salud depar-
tamental y Distritales, como también 
harán parte de este, aquellas vacunas 
consideradas complementarias para ga-
rantizar una plena salud de los infantes 
menores de cinco (5) años.

Artículo 4º. Responsabilidad compartida.

la presente ley, todas las Instituciones Pres-
tadoras de Salud, EPS, IPS, ARS, Secreta-
rías de Salud Departamentales, Distritales y 
Municipales, estarán en la obligación de ac-
tualizar el Plan Obligatorio de Salud, POS, y 
los Programas Ampliados de Inmunización, 
PAI, con el objeto de incluir las vacunas que 
actualmente no son cubiertas por estos pla-
nes y programas. 
El Estado y los integrantes del Sistema Ge-
neral de Seguridad Social y de otros Regí-
menes Especiales de Salud, tienen el deber 
de garantizar el acceso efectivo y gratuito de 
la población a la vacunación, en los términos 
que establece la presente ley, y garantizar la 
calidad de los bienes y servicios ofrecidos 
y presentados a la comunidad y por tanto, 
implica obligaciones para la administración 
pública, los organismos de control del Esta-
do y los particulares.
Artículo 5º. Recursos. El Ministerio de Ha-
cienda garantizará el presupuesto protegido 
que asegure la adquisición, almacenamiento 
y distribución oportuna de las vacunas e in-
sumos críticos establecidos en el Programa 
Ampliado de Inmunizaciones, así como de 
los recursos necesarios para el desarrollo de 
las acciones de asesoría, gestión, vigilancia 
y control de la operación del programa, co-
rrespondiente al nivel nacional.
Artículo 6º. Exoneración de Impuestos.
Exonerase de todo tipo de tributos, sobreta-
sas y derechos arancelarios la importación o 
compra local de vacunas así como la compra 
y el mantenimiento necesarios para la cade-
na de frío, el transporte y los materiales des-
tinados a los programas de vacunación del 
Ministerio de la Protección Social.
Artículo 7º. Promoción de la Vacunación. To-
dos los niños y niñas deberán ser inmunizados, 
de acuerdo a los esquemas establecidos por el 
Ministerio de la Protección Social en el Progra-
ma Ampliado de Inmunizaciones. Los padres, 
tutores o personas encargadas de la custodia del 
menor, así como las Entidades Promotoras de 
Salud, tanto del régimen contributivo como del 
subsidiado, las otras instituciones que manejan 
recursos del régimen subsidiado, las Institucio-
nes Prestadoras de Servicios de Salud, públicas 
y privadas y, en general, todas las instituciones 
que participen en el sector y en el Sistema de 
Seguridad Social en Salud, son responsables de 
velar por el cumplimiento de esta obligación.
En cumplimiento de lo anterior, será requi-
sito previo a la inscripción de todo menor 
que ingrese a las instituciones educativas 
públicas o privadas así como para el ingreso 

privadas de bienestar social y protección al 
menor, así como para la movilización den-
tro y fuera del país de los menores de cinco 
años. La presentación del carné de vacuna-
ción, actualizado según la edad.
Las autoridades sanitarias, educativas y las 
de los terminales terrestres, marítimos y aé-
reos están en la obligación de velar por su 
estricto cumplimiento y aplicación.

por medio de la cual se dictan normas 
para la creación del Sistema Único 
de Vacunación para niños menores de 
cinco (5) años, a cargo del Plan Obli-
gatorio de Salud, POS, y el Programa
    Ampliado de Inmunización, PAI.

por medio de la cual se dictan normas para 
la creación del Sistema Único de Vacuna-
ción para los niños menores de cinco (5) 
años, a cargo del Plan Obligatorio de Sa-
lud, POS, y el Programa Ampliado de Inmu-
                     nización, PAI.

PROYECTO TEXTO aprobado en la Cámara 
de Representantes

Parágrafo. En los casos en los que, por re-
comendación médica, la vacunación se en-
cuentre contraindicada, se deberá expedir 

dicha condición.
Artículo 4º. Una vez sancionada la 
presente ley, las EPS y las secretarías 
departamentales y Distritales de salud, 
quedarán obligadas a ofrecer dentro de 
su plan obligatorio de salud y en los 
Programas Ampliados de Inmuniza-
ción, adelantados por estas, todas las 
vacunas de que trata la presente ley en 
forma gratuita.

Artículo 8º. Competencias territoriales. Una
vez sancionada la presente ley, las EPS y las 
Secretarías Departamentales, Distritales y 
Municipales de Salud, quedarán obligadas 
a ofrecer dentro de su Plan Obligatorio de 
Salud y en los Programas Ampliados de 
Inmunización, adelantados por estas, todas 
las vacunas de que trata la presente ley en 
forma gratuita. Dentro de la reglamentación 
que establezca el Gobierno Nacional de con-
formidad con lo previsto en la presente ley.
El Estado y los integrantes del Sistema Ge-
neral de Seguridad Social y de otros Regí-
menes Especiales de Salud, tienen el deber 
de garantizar el acceso efectivo y gratuito de 
la población a la vacunación, en los términos 
que establece la presente ley, y garantizar la 
calidad de los bienes y servicios ofrecidos 
y presentados a la comunidad y por tanto, 
implica obligaciones para la administración 
pública, los organismos de control del Esta-
do y los particulares.

Artículo 5º. El Gobierno Nacional, 
dentro de los tres (3) meses siguientes 
a partir de la entrada en vigencia de 
esta ley, integrará una Comisión que 
facilite la implementación y puesta en 
marcha la presente ley.

Artículo 9º. Reglamentación. El Gobierno 
Nacional, dentro de los tres (3) meses si-
guientes a partir de la entrada en vigencia de 
esta ley, integrará una Comisión que facilite 
la implementación y puesta en marcha de la 
presente ley.

Parágrafo. Esta Comisión deberá estar 
integrada, entre otros, por los Minis-
tros de la Protección Social, Educa-
ción, Cultura o sus delegados; un re-
presentante de las diferentes EPS que 
en el momento de entrada en vigencia 
de la presente Ley, se encuentren re-
gistradas como tales en el Ministerio 
de la Protección Social.

Parágrafo. Esta Comisión deberá estar in-
tegrada, entre otros, por los Ministros de 
la Protección Social, Educación, Cultura 
o sus delegados; un miembro del Comité 
Nacional de Prácticas de Inmunización, re-
presentante de las diferentes EPS que en el 
momento de entrada en vigencia la presente 
ley, se encuentren registradas como tales en 
el Ministerio de la Protección Social.

Artículo 6º. Vigencia. Esta ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación 
y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.

Artículo 10. Vigencia. Esta ley rige a partir 
de la fecha de su sanción y promulgación y 
deroga las disposiciones que le sean contra-
rias.

4. -
te en la Comisión Séptima del Senado

El texto aprobado en la Cámara de Representantes fue analizado a 
la luz de conceptos recibidos de los Ministerios de la Protección Social 
y de Hacienda. En especial se tuvo en cuenta la necesidad de hacer 
compatible el proyecto con el artículo 154 de la Constitución Política 

aprobado en la Cámara de Representantes no está indicado el origen 
de los recursos “con los cuales el Ministerio de Hacienda garantizará 
el “presupuesto protegido que asegure la adquisición, almacenamiento 
y distribución oportuna de los recursos e insumos críticos establecidos 
en el programa Ampliado de Inmunizaciones, así como de los recursos 
necesarios para el desarrollo de las acciones de asesoría, gestión, vigi-
lancia y control de la operación del programa correspondiente a nivel 
nacional”.

De igual manera fue considerada la coordinación que debe existir en-
tre el proyecto de ley en mención y el Plan Cuatrienal de Salud Pública 
previsto en la Ley 1122 de 2007 que en su artículo 33 literal j) establece 
que debe incluir: “El Plan Nacional de Inmunizaciones que estructure e 

-
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na en particular los biológicos al ser incluidos y que se revisarán cada 
cuatro años con la asesoría del Instituto Nacional de Salud y el Comité 
Nacional de Prácticas de Inmunización”.

También se tuvo en cuenta la importancia de describir los principios 
rectores que se deberán observar para la inclusión de nuevos biológicos 
en el Programa Ampliado de Inmunizaciones.

Respecto del título fue adaptado al texto reformado propuesto.
5. Recomendaciones en el trámite de primer debate
5.1 Concatenar el artículo primero del proyecto de ley con el Plan 

Nacional de Desarrollo vigente.
5.2 Fue informada la Comisión Séptima que el 24 de mayo de 2007 

Séptima del Senado con observaciones que, en resumen, se presentan a 
continuación, así:

5.2.1 “El proyecto de ley en comento, consagra en su artículo 4 de-
nominado “Responsabilidad compartida” que dentro del principio de 
equidad, el Gobierno Nacional reglamentará el acceso a los planes obli-
gatorios y complementarios de inmunización, dentro de las prioridades 
contempladas en el Plan nacional de Salud Pública, lo que implica un 
desconocimiento de las Leyes 715 de 2001 y 1122 de 2007, que estable-
cen que la política en salud pública se encuentra en cabeza del Gobierno 
Nacional a través del Ministerio de la Protección Social y la de deter-
minar la inclusión de los biológicos en el Plan Obligatorio de Salud en 
cabeza del Consejo Nacional de Seguridad Social.

Por lo anterior, es necesario aclarar entre quienes se reparte la res-
ponsabilidad a que alude dicho artículo, pues unas son las responsabi-
lidades respecto del plan Ampliado de Inmunización “PAI” en cabeza 
del Gobierno Nacional a través del Ministerio de la Protección Social 
y otras las del Consejo Nacional de Seguridad Social reemplazado hoy, 
según lo determinado por la Ley 1122 del 2007, por la Comisión de 
Regulación en Salud, respecto de la inclusión de vacunas en el Plan 
Obligatorio de Salud “POS”, tanto del régimen subsidiado como del 
régimen contributivo”. 

5.2.2 “…, es necesario precisar en el artículo cuarto del texto del 
proyecto de ley propuesto para tercer debate, que el hecho de que las 
vacunas no estén incluidas en el Plan Obligatorio de Salud “POS”, no 

cargo a los recursos de la UPC, dado que dicha interpretación implica-
-

lógicos que no está contemplado y que no se ajusta a las posibilidades 
actuales de la Subcuenta de Compensación del Fosyga”.

6. Texto aprobado en primer debate en la Comisión Séptima del 
Senado de la República

PROYECTO DE LEY NUMERO 291 DE 2006 SENADO,
NUMERO 119 DE 2005 CAMARA

Título: Por la cual se dictan normas para la organización del sistema 
de vacunación para los niños y niñas menores de cinco (5) años dentro 
del Plan Nacional de Inmunizaciones. 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. Dentro del Plan Nacional de Salud Pública serán 
incluidos los nuevos biológicos considerados como factibles en el plan 
cuatrienal correspondiente para menores de cinco (5) años de edad. Lo 

-
cional de inmunizaciones y, para el efecto, deberá existir armonía con lo 
preceptuado en el parágrafo 2º del artículo 162 de la Ley 100 de 1993 y 
literal j) del artículo 33 de la Ley 1122 de 2007.

Artículo 2º. Población destinataria. Todos los niños y niñas menores 
de cinco (5) años, deberán tener acceso a la recepción de las vacunas 
correspondiente al ciclo obligatorio de inmunización para esta edad y a 
las complementarias pertinentes de acuerdo con el respectivo esquema 
y la posible inclusión de nuevos biológicos en armonía con el artículo 
siguiente.

Artículo 3º. Principios rectores para la inclusión de nuevos biológi-
cos. Para la inclusión de nuevos biológicos en el programa ampliado de 
inmunización se deberá tener en cuenta:

a)  Es necesario determinar en forma previa 

el costo de los nuevos biológicos. Si para lo anterior no existiere rubro 
disponible en el respectivo presupuesto vigente, es necesario tramitar y 
obtener la correspondiente adición que guarde armonía con el impacto 

b) Prioridad de la enfermedad y su control. -
minos de prevalencia o incidencia el aumento o disminución de la en-

comparada con otras intervenciones;
c) Características de la vacuna. -

ción en función de la edad y de la población. Precisar si requiere de 
refuerzos e interacción con otros antígenos. Balance entre la protección 
y las reacciones. Aspectos técnicos y tecnológicos como necesidad y 
disponibilidad de transporte adecuado;

d) Factibilidad programática. Impacto en los programas de vacuna-
ción. Aceptación social de la vacuna;

e) Suministro de la vacuna. Evaluar la capacidad de suministros su-

costo efectividad en comparación con otras alternativas
Artículo 4°. Responsabilidad compartida. Dentro del principio de 

equidad, el Gobierno Nacional reglamentará el acceso a los planes obli-
gatorios y complementarios de inmunización, dentro de las prioridades 
contempladas en el plan nacional de salud pública.

Artículo 5°. Promoción de la Vacunación. Todos los niños y niñas 
deberán ser inmunizados, de acuerdo a los esquemas establecidos por 
el Ministerio de la Protección Social en el programa ampliado de inmu-
nizaciones. Para el efecto el Ministerio organizará y reglamentará cam-

y resultados, sin afectar para ello los dineros destinados a las labores 
asistenciales dentro del sistema general de seguridad social en salud.

El Gobierno Nacional podrá reglamentar la colaboración que las 

atención y protección a los menores puedan tener para constatar con el 
carné de vacunación la recepción de las vacunas correspondientes al 
respectivo esquema de inmunización y, en lo pertinente, la participa-
ción para ser facilitadores hacia el acceso al mismo.

Artículo 6º. Reglamentación. El Gobierno Nacional reglamentará la 
materia.

Artículo 7°. Vigencia. Esta ley rige a partir de la fecha de su promul-
gación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

7.1 Se propone un parágrafo nuevo para el artículo primero, así:
Artículo 1º. Objeto. Dentro del Plan Nacional de Salud Pública serán 

incluidos los nuevos biológicos considerados como factibles en el plan 
cuatrienal correspondiente para menores de cinco (5) años de edad. Lo 

-
cional de inmunizaciones y, para el efecto, deberá existir armonía con lo 
preceptuado en el parágrafo 2º del artículo 162 de la Ley 100 de 1993 y 
literal j) del artículo 33 de la Ley 1122 de 2007.

Parágrafo. La ampliación de la cobertura de vacunación prevista en 
el Plan Nacional de Desarrollo vigente constituirá la meta del respecti-
vo cuatrienio, sin perjuicio de tener como objetivo la universalización, 
con énfasis hacia niñas y niños menores de cinco (5) años.

7.2 Para el artículo 4° se propone el siguiente texto:
Artículo 4°. Unidad en el programa. En armonía con el principio de 

unidad previsto en el artículo 2°, literal e), de la Ley 100 de 1993, co-
rresponde al Gobierno Nacional incluir dentro de la política nacional de 
salud pública, el plan nacional de inmunizaciones que estructure e inte-

teniendo en cuenta lo preceptuado en el parágrafo 3° del artículo 7° de 
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acuerdo a la proyección de sostenibilidad de mediano plazo, sin perjui-
cio de tener como objetivo la universalización, con énfasis en menores 
de cinco (5) años.

8. .
Por las consideraciones anteriores, propongo a la Plenaria del ho-

norable Senado de la República, dar segundo debate al Proyecto de 
ley número 291 de 2006 Senado, número 119 de 2005 Cámara con el 
título aprobado en primer debate en la Comisión Séptima del Senado 
de la República: “Por la cual se dictan normas para la organización del 
sistema de vacunación para los niños y niñas menores de cinco (5) años 

-
caciones para segundo debate que consta en la presente ponencia.

Respetuosamente,
Alfonso Núñez Lapeira,

Senador de la República.
TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 291 DE 2006 SENADO, 
NUMERO 119 DE 2005 CAMARA

por la cual se dictan normas para la organización del sistema 
de vacunación para los niños y niñas menores de cinco (5) años 

dentro del Plan Nacional de Inmunizaciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. Dentro del Plan Nacional de Salud Pública serán 

incluidos los nuevos biológicos considerados como factibles en el plan 
cuatrienal correspondiente para menores de cinco (5) años de edad. Lo 

-
cional de inmunizaciones y, para el efecto, deberá existir armonía con lo 
preceptuado en el parágrafo 2º del artículo 162 de la Ley 100 de 1993 y 
literal j) del artículo 33 de la Ley 1122 de 2007.

Parágrafo. La ampliación de la cobertura de vacunación prevista en 
el Plan Nacional de Desarrollo vigente constituirá la meta del respecti-
vo cuatrienio, sin perjuicio de tener como objetivo la universalización, 
con énfasis hacia niñas y niños menores de cinco (5) años.

Artículo 2º. Población destinataria. Todos los niños y niñas menores 
de cinco (5) años, deberán tener acceso a la recepción de las vacunas 
correspondiente al ciclo obligatorio de inmunización para esta edad y a 
las complementarias pertinentes de acuerdo con el respectivo esquema 
y la posible inclusión de nuevos biológicos en armonía con el artículo 
siguiente.

Artículo 3º. Principios rectores para la inclusión de nuevos biológi-
cos. Para la inclusión de nuevos biológicos en el programa ampliado de 
inmunización se deberá tener en cuenta:

a)  Es necesario determinar en forma previa 

el costo de los nuevos biológicos. Si para lo anterior no existiere rubro 
disponible en el respectivo presupuesto vigente, es necesario tramitar y 
obtener la correspondiente adición que guarde armonía con el impacto 

b) Prioridad de la enfermedad y su control -
minos de prevalencia o incidencia el aumento o disminución de la en-

comparada con otras intervenciones;
c) Características de la vacuna. -

ción en función de la edad y de la población. Precisar si requiere de 
refuerzos e interacción con otros antígenos. Balance entre la protección 
y las reacciones. Aspectos técnicos y tecnológicos como necesidad y 
disponibilidad de transporte adecuado;

d) Factibilidad programática. Impacto en los programas de vacuna-
ción. Aceptación social de la vacuna;

e) Suministro de la vacuna. Evaluar la capacidad de suministros su-

costo efectividad en comparación con otras alternativas

Artículo 4°. Unidad en el programa. En armonía con el principio 
de unidad previsto en el artículo 2°, literal e), de la Ley 100 de 1993, 
corresponde al Gobierno Nacional incluir dentro de la política nacional 
de salud pública, el Plan Nacional de Inmunizaciones que estructure e 

-
biana, teniendo en cuenta lo preceptuado en el parágrafo 3° del artículo 

-
ma, de acuerdo a la proyección de sostenibilidad de mediano plazo, 
sin perjuicio de tener como objetivo la universalización, con énfasis en 
menores de cinco (5) años.

Artículo 5°. Promoción de la Vacunación. Todos los niños y niñas 
deberán ser inmunizados, de acuerdo a los esquemas establecidos por el 
Ministerio de la Protección Social en el Programa Ampliado de Inmu-
nizaciones. Para el efecto el Ministerio organizará y reglamentará cam-

y resultados, sin afectar para ello los dineros destinados a las labores 
asistenciales dentro del sistema general de seguridad social en salud.

El Gobierno Nacional podrá reglamentar la colaboración que las 

atención y protección a los menores puedan tener para constatar con el 
carné de vacunación la recepción de las vacunas correspondientes al 
respectivo esquema de inmunización y, en lo pertinente, la participa-
ción para ser facilitadores hacia el acceso al mismo.

Artículo 6º. Reglamentación. El Gobierno Nacional reglamentará la 
materia.

Artículo 7°. Vigencia. Esta ley rige a partir de la fecha de su promul-
gación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Alfonso Núñez Lapeira,
Senador de la República.

COMISION SEPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE
DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., a los trece (13) días del mes de junio año dos mil siete 
(2007).

En la presente fecha se autoriza la publicación en la Gaceta del Con-
greso de la República, informe de la ponencia para segundo debate, 

-
torce (14) folios, al Proyecto de ley número 291 de 2006 Senado y 119 
de 2005 Cámara, por la cual se dictan normas para la organización 
del sistema de vacunación para los niños y niñas menores de cinco (5) 
años dentro del Plan Nacional de Inmunizaciones. Proyecto de ley de 
autoría honorable Representante: Willington Ortiz Palacio.

El Secretario, 
Jesús María España Vergara.

TEXTO DEFINITIVO
(Aprobado en sesión ordinaria de la Comisión Séptima 

Constitucional Permanente del honorable Senado de la República, 
de fecha junio cinco (5) de 2007)

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 291 DE 2006 SENADO, 
119 DE 2005 CAMARA

por la cual se dictan normas para la organización del sistema 
de vacunación para los niños y niñas menores de cinco (5) años 

dentro del Plan Nacional de Inmunizaciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. Dentro del Plan Nacional de Salud Pública serán 

incluidos los nuevos biológicos considerados como factibles en el plan 
cuatrienal correspondiente para menores de cinco (5) años de edad. Lo 

-
cional de inmunizaciones y, para el efecto, deberá existir armonía con lo 
preceptuado en el parágrafo 2º del artículo 162 de la Ley 100 de 1993 y 
literal j) del artículo 33 de la Ley 1122 de 2007.

Artículo 2º. Población destinataria. Todos los niños y niñas menores 
de cinco (5) años, deberán tener acceso a la recepción de las vacunas 
correspondiente al ciclo obligatorio de inmunización para esta edad y a 
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las complementarias pertinentes de acuerdo con el respectivo esquema 
y la posible inclusión de nuevos biológicos en armonía con el artículo 
siguiente.

Artículo 3º. Principios rectores para la inclusión de nuevos biológi-
cos. Para la inclusión de nuevos biológicos en el programa ampliado de 
inmunización se deberá tener en cuenta:

a) . Es necesario determinar en forma previa 

el costo de los nuevos biológicos. Si para lo anterior no existiere rubro 
disponible en el respectivo presupuesto vigente, es necesario tramitar y 
obtener la correspondiente adición que guarde armonía con el impacto 

b) Prioridad de la enfermedad y su control -
minos de prevalencia o incidencia el aumento o disminución de la en-

comparada con otras intervenciones;
c) Características de la vacuna -

ción en función de la edad y de la población. Precisar si requiere de 
refuerzos e interacción con otros antígenos. Balance entre la protección 
y las reacciones. Aspectos técnicos y tecnológicos como necesidad y 
disponibilidad de transporte adecuado;

d) Factibilidad programática. Impacto en los programas de vacuna-
ción. Aceptación social de la vacuna;

e) Suministro de la vacuna. Evaluar la capacidad de suministros su-

costo efectividad en comparación con otras alternativas
Artículo 4°. Responsabilidad compartida. Dentro del principio de 

equidad, el Gobierno Nacional reglamentará el acceso a los planes obli-
gatorios y complementarios de inmunización, dentro de las prioridades 
contempladas en el plan nacional de salud pública.

Artículo 5°. Promoción de la Vacunación. Todos los niños y niñas 
deberán ser inmunizados, de acuerdo a los esquemas establecidos por 
el Ministerio de la Protección Social en el programa ampliado de inmu-
nizaciones. Para el efecto el Ministerio organizará y reglamentará cam-

y resultados, sin afectar para ello los dineros destinados a las labores 
asistenciales dentro del sistema general de seguridad social en salud.

El Gobierno Nacional podrá reglamentar la colaboración que las 

atención y protección a los menores puedan tener para constatar con el 
carné de vacunación la recepción de las vacunas correspondientes al 
respectivo esquema de inmunización y, en lo pertinente, la participa-
ción para ser facilitadores hacia el acceso al mismo.

Artículo 6º. Reglamentación. El Gobierno Nacional reglamentará la 
materia.

Artículo 7°. Vigencia. Esta ley rige a partir de la fecha de su promul-
gación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

COMISION SEPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE
DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA

En Sesión Ordinaria de la Comisión Séptima del Senado de la Re-
pública, del día cinco (5) de junio de 2007, fue considerada la ponencia 
para primer debate y el texto propuesto al Proyecto de ley número 291 
de 2006 Senado, 119 de 2005 Cámara, por medio de la cual se dictan 
normas para la creación del Sistema Unico de Vacunación para los ni-
ños menores de cinco (5) años, a cargo del Plan Obligatorio de Salud, 
POS, y el Programa Ampliado de Inmunización, PAI, de autoría del 
honorable Representante Willington Ortiz Palacio, siendo aprobado el 
articulado en bloque, por unanimidad, tal como fue presentado por el 
ponente, el honorable Senador Alfonso Núñez Lapeira, con sugerencias 
del honorable Senador Avellaneda respecto al artículo primero, para ser 
tenidas en cuenta en el último debate.

Puesto a consideración el título del Proyecto de ley número 291 
de 2006 Senado, 119 de 2005 Cámara, este fue aprobado de la si-
guiente manera: por la cual se dictan normas para la organización del 

sistema de vacunación para los niños y niñas menores de cinco (5) 
años dentro del Plan Nacional de Inmunizaciones.

Preguntada la Comisión si deseaba que el proyecto tuviera segundo 

segundo debate el honorable Senador Alfonso Núñez Lapeira. Término 
reglamentario. La relación completa del primer debate se halla consig-
nada en el Acta número 21 de junio cinco (5) de 2007.

El anuncio del Proyecto de ley número 291 de 2006 Senado, 119 de 
2005 Cámara, se hizo en sesión del pasado miércoles treinta (30) de 
mayo de 2007, conforme al artículo 8º  del Acto Legislativo número 01 
de 2003 (último inciso artículo 160 Constitución Política), según consta 
en el Acta número 20 de 2007.

El Secretario, 
Doctor Jesús María España Vergara.

COMISION SEPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE
DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA.

Bogotá, D. C., a los seis (6) días del mes de junio año dos mil siete 
(2007).

En la presente fecha se autoriza la publicación en la Gaceta del Con-
greso
291 de 2006 Senado, 119 de 2005 Cámara, por la cual se dictan nor-
mas para la organización del sistema de vacunación para los niños y 
niñas menores de cinco (5) años dentro del Plan Nacional de Inmu-
nizaciones.

El Secretario, 
Jesús María España Vergara.

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 236 DE 2007 SENADO,
252 DE 2007 CAMARA ACUMULADO 

CON EL PROYECTO DE LEY NUMERO 234 DE 2007 
CAMARA

por la cual se dictan disposiciones para prevenir la injerencia 
de los factores delincuenciales en los procesos electorales, 

de 1994, 163 de 1994 y del Decreto-ley 2241 de 1986 y se dictan 
otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 13 de junio de 2007
Honorable Senadora
DILIAN FRANCISCA TORO TORRES
Presidenta
Senado de la República
E. S. D.
Referencia: Informe de ponencia para segundo debate al Proyecto 

de ley número 236 de 2007 Senado, número 252 de 2007 Cámara 
acumulado con el Proyecto de ley número 234 de 2007 Cámara, por
la cual se dictan disposiciones para prevenir la injerencia de los facto-

-
nan algunas disposiciones de las Leyes 130 de 1994, 163 de 1994 y del 
Decreto-ley 2241 de 1986 y se dictan otras disposiciones.

Señora Presidenta:
En cumplimiento del encargo impartido, nos permitimos poner a 

su consideración para discusión de la Plenaria, el informe de ponencia 
para segundo debate al Proyecto de ley número 236 de 2007 Senado, 
número 252 de 2007 Cámara acumulado con el Proyecto de ley nú-
mero 234 de 2007 Cámara, por la cual se dictan disposiciones para 
prevenir la injerencia de los factores delincuenciales en los procesos 

-
yes 130 de 1994, 163 de 1994 y del Decreto-ley 2241 de 1986 y se dic-
tan otras disposiciones.

1. SENTIDO Y ALCANCE DEL PROYECTO
La permeabilidad de las estructuras políticas y sociales por parte de 

los grupos ilegales ha hecho imposible que las leyes cumplan su obje-
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tivo en los procesos electorales. Por dicha razón, el Gobierno Nacional 
y el Consejo Nacional Electoral a través del Proyecto de ley número 
236 de 2007 Senado, 252 de 2007 Cámara y el Representante Guiller-
mo Rivera Flórez mediante Proyecto de ley número 234 de 2007 Cá-
mara decidieron presentar las citadas iniciativas legislativas dirigidas a 
ajustar la normatividad actualmente existente a las realidades políticas 
nacionales.

No existe duda que una clase política que se vea permeada por la ile-
galidad nunca podrá realizar el trabajo para el cual fue elegida. Por ello, 
en los proyectos de ley que se someten a consideración de la Plenaria 
para corregir las falencias detectas se crean, entre otras, las siguientes 
herramientas:

-

(ii) Se prohíbe que los candidatos puedan recibir directamente dine-

(iii) Se exige una mayor responsabilidad de los partidos en la desig-
nación y postulación de candidatos;

(iv) Se facilitan las herramientas legales para lograr la reposición por 
gastos electorales; 

(v) Se castiga la doble militancia, se impide el transfugismo y se 

los candidatos que inscriban.
Estas iniciativas comprenden la regulación de materias incursas en 

reserva de ley estatutaria, tal y como se señala en el literal c) del ar-
tículo 152 de la Constitución Política, por esta razón en su trámite se 
acogerán las especialidades procesales reconocidas para dicha modali-

Constitucional:
“Por consiguiente, conforme a los anteriores argumentos, concluye 

la Corte Constitucional que a diferencia de lo que ocurre con los dere-
chos fundamentales, en el caso de las funciones electorales, la ley esta-
tutaria debe regular no sólo los elementos esenciales de las mismas sino 
todos aquellos aspectos permanentes para el ejercicio adecuado de tales 
funciones por los ciudadanos, lo cual incluye asuntos que podrían en 
apariencia ser considerados potestades menores o aspectos puramente 
técnicos, pero que tienen efectos determinantes en la dinámica electo-

los términos de cierre de las inscripciones de candidatos o registro de 
votantes, la organización de las tarjetas electorales o de los sistemas de 
escrutinio, etc. Por su propia naturaleza, la ley estatutaria de funciones 
electorales es entonces de contenido detallado. Esto no impide que de 
manera excepcional ciertas materias electorales puedan ser reguladas 
mediante leyes ordinarias. Así, hay disposiciones que corresponden a 
aspectos puramente operativos para facilitar la realización de una elec-
ción concreta y guardan conexidad con el tema electoral sin ser en sí 
mismas funciones electorales, como la autorización de una apropiación 

-
rias pueden ser reguladas mediante leyes ordinarias y no requieren del 
trámite de una ley estatutaria”1.

A continuación se explicará brevemente el contenido de las normas 
objeto de la presente iniciativa legislativa, tal y como fueron aprobadas 
por las Comisiones Conjuntas de Senado y Cámara el pasado 5 de junio 
de 2007: 

del anticipo, recursos a los partidos o movimientos políticos con per-
sonería jurídica vigente, contra las sumas que posteriormente se les re-
conocerá y cancelará por concepto de reposición de votos, para que de 

gastos de la campaña política que adelanten para acceder a los diferen-
tes cargos de corporaciones públicas o cargos uninominales de elección 
popular.

El objetivo del precepto es que los partidos o movimientos políticos 
cuenten con los dineros necesarios para su campaña y de esa manera 
impedir o rechazar cualquier ingreso de dineros ilícitos provenientes de 
grupos al margen de la ley, con lo cual se busca tener un mayor grado de 
libertad y decisión a la hora de emprender una campaña electoral.

** El artículo 2° del proyecto pretende regular el derecho funda-
mental a elegir y ser elegido, exigiéndoles más responsabilidad a los 
partidos y movimientos políticos frente al control que deben adelantar 
respecto de las calidades de los candidatos que avalen e inscriban. 

La iniciativa busca que los partidos, movimientos políticos y los gru-

inscriban y resulten elegidos para los cargos uninominales y corpora-
ciones públicas de elección popular, de manera que no tengan antece-

Se introduce una exigencia adicional encaminada a que los candi-
datos realicen una declaración juramentada ante notario público en la 

campañas; no permitir, ni pertenecer o tener nexos con grupos armados 
al margen de la ley; y no haber recibido o permitir que se otorguen apo-
yos de ningún tipo por parte de tales grupos. 

** En el artículo 3° se busca fortalecer no solo a los Partidos y Mo-
vimientos Políticos, sino también los lazos entre esas organizaciones y 
sus candidatos a cargos uninominales, para que toda contribución de 
carácter particular que se haga a un candidato determinado, ingrese pre-

Movimiento respectivo, con lo cual se brinda a la organización frente 

transparencia de la colectividad, al tiempo que se propende por el res-
peto a los topes de campaña y al deber de efectuar la debida rendición 
de cuentas.

** En el artículo 4° se pretende ajustar el término de pago de los 
gastos de las campañas electorales al trámite administrativo que se surte 
al interior de la Organización Electoral, señalándose que los candidatos 
deben presentar su informe de ingresos y gastos de la campaña electoral 
ante el Consejo Nacional Electoral, dentro de los cuarenta y cinco (45) 
días calendario siguientes a la respectiva elección y dicha autoridad dis-
pondrá de noventa (90) días calendario a partir de esa radicación para 
efectuar el reconocimiento y pago de la mencionada reposición por gas-
tos electorales. Cumplido este término, se causarán intereses bancarios 
a favor del partido o movimiento político.

Si el Consejo Nacional Electoral, en el mencionado término, no ha 
concluido la revisión de la cuenta respectiva, podrá realizar el pago con 
posterioridad. En todo caso, si por la revisión se causan devoluciones 
y sanciones al Partido o Movimiento, ellas serán impuestas a cargo de 
estos.

Se incluye también que el Consejo Nacional Electoral, antes de efec-
tuar el reconocimiento y pago de la reposición, podrá requerir por una 
sola vez a los candidatos, y ellos estarán obligados a responder dentro
de los 30 días siguientes al requerimiento.

Transcurridos dos (2) años sin que el Partido, Movimiento o gru-

exigidos para recibir el pago de la mencionada reposición, perderá el 
derecho a la misma. Igual término se exige para consolidar la decisión 
de la organización electoral, so pena de tener que reconocer la corres-
pondiente reposición, sin devoluciones ni sanciones. 

la reposición por votos hecha por el Consejo Nacional Electoral, sea 
oportuna y así evitar la congestión y tradicional atraso que se viene 
causando actualmente.

Partidos y Movimientos vienen padeciendo, al extremo de exponerse a 
sanciones pecuniarias por parte del Consejo Nacional Electoral, ante la 
imposibilidad de cumplir con la obligación que hoy tienen que asumir 
la responsabilidad por la rendición de cuentas respecto a cada uno de 
los candidatos. A cambio se busca que sean ellos mismos –los candi-
datos–, quienes presenten informes públicos sobre el monto, origen y 

1 Sentencia C-145 de 1994. (M. P. Alejandro Martínez Caballero). Esta posición 
jurisprudencial se reiteró expresamente en Sentencia C-523 de 2005. (M. P. Clara 
Inés Vargas Hernández).
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destino de sus ingresos, detallando los obtenidos y los gastos realizados 
durante las campañas, conforme a los parámetros que para el efecto 
determine el Consejo Nacional Electoral.

sus delegados, una competencia preferente que lo habilita, como máxi-
ma autoridad electoral, para asumir de manera directa, y en cualquier 
momento, los escrutinios o actuaciones adelantadas por las comisiones 
escrutadoras de cualquier nivel, revisar el procedimiento realizado por 
ellos y corregir las posibles irregularidades, evitando de tal manera la 
reiterada causación de vicios en el proceso de escrutinio, frente a los 
cuales, en la actualidad, el Consejo Nacional Electoral no puede realizar 
ninguna actuación preferente, así tenga conocimiento de su existencia.

** Con lo estipulado en el artículo 6°, se establece la posibilidad de 
que la Registraduría Nacional del Estado Civil impida la inscripción de 
candidatos o la revoque directamente, cuando se demuestre con prueba 
sumaria que el candidato esté incurso en alguna de las siguientes cau-
sales:

1. Quien haya sido condenado penalmente por autoridad compe-
tente, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o 
culposos. 

-
nos que se acredite el resarcimiento pleno del perjuicio.

Consejo Nacional Electoral.
4. Quien haya sido condenado penalmente por autoridad competente 

Adicionalmente, se establecen procedimientos para que los propios 
partidos o movimientos políticos retiren el aval de un candidato ante 
causas excepcionales consagradas en la ley, o para que los ciudadanos 
pidan la revocatoria de una inscripción ante la presencia de causales de 
inelegibilidad previstas en la Constitución o la ley. 

** El artículo 7° pretende ampliar las sanciones a los partidos y mo-
-

trarias a los principios de organización y funcionamiento señalados en 
el artículo 6° de la presente ley, caso en el cual el Consejo Nacional 

acceso a los medios de comunicación del Estado, además de la cancela-
ción de su personería jurídica, si la tienen.

También puede imponerse sanción cuando sus candidatos elegidos 
sean condenados por causales de inhabilidad o incompatibilidad, pu-
diendo imponerse multa equivalente al triple de los recursos pagados 
al respectivo partido o movimiento por la reposición de los votos que 
obtuvo el elegido.

** En el artículo 8° se regula el procedimiento para evitar la doble 
militancia, estableciendo la posibilidad de renunciar a un partido o mo-
vimiento político, con la obligación de acatar el régimen de funciona-
miento del mismo mientras termina el periodo institucional para el cual 
fue elegido (C.P. arts. 107 y 108). Se trata de un mecanismo extraordi-
nario que permite cambiar de organización política, pues de no existir 
se obligaría a perpetuarse en uno de ellos, desconociendo el derecho 
consagrado en el numeral 3 del artículo 40 del Texto Superior, confor-
me al cual: “Todo ciudadano tiene derecho a participar en la confor-
mación, ejercicio y control del poder político. Para hacer efectivo este 
derecho puede: (...) 3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones 
políticas sin limitación alguna; formar parte de ellos libremente y di-
fundir sus ideas y programas”.

-
guismo político entendido como aquella forma de comportamiento en 
la que un individuo, caracterizado como representante popular demo-
cráticamente elegido, abandona la formación política en la que se en-

repetidamente el normal desarrollo de la actividad del Congreso de la 
República, así como el de las Asambleas Departamentales, los Con-
cejos Distritales y Municipales y las Juntas Administradoras Locales, 

política que llevó al candidato a la curul, afectando -además- el normal 
funcionamiento de las Corporaciones Públicas. 

** En el artículo 10 se adiciona un artículo a la Ley 130 de 1994 para 
permitir y regular la presentación de candidatos de coalición. De ma-
nera que, en tanto se respeten sus estatutos internos, dos o más partidos 
pueden presentar un único candidato de coalición en las elecciones uni-
nominales. Para el efecto, se exige que previamente acuerden y presen-
ten ante el Consejo Nacional Electoral, el procedimiento ínter partidista 
que aplicarán para escoger el candidato y su reemplazo en caso de falta 
temporal o absoluta del elegido; los logos y símbolos que utilizarán en 
la campaña y en el tarjetón electoral y la distribución de los gastos de 

funcionamiento de cada partido durante los años subsiguientes. Así, la 

político para el candidato ni para quienes lo apoyen.
En ese mismo sentido se determina que el Consejo Nacional Elec-

toral debe autorizar la consulta para elegir un candidato de coalición 
y la Registraduría Nacional colaborará en su realización, cuando los 

-
didato.

** En el artículo 11 se señala que las consultas internas que pueden 

en ellas todos los inscritos en el censo electoral o cerradas, caso en el 
cual solo podrán participar los que se encuentren inscritos en el censo 
del respectivo partido. Solo tendrán lugar las consultas cerradas cuando 
el censo del partido en la respectiva circunscripción represente al me-
nos el 25% de la votación que el partido obtuvo en la última elección. 

En uno u otro caso las consultas serán organizadas con la colabora-

de reposición de los votos obtenidos según reglamentación que expida 
el Consejo Nacional Electoral. Dicha reposición no podrá ser superior 
al 30% de la obtenida en la elección similar inmediatamente anterior.

** En el artículo 12, se adiciona un artículo a la Ley 130 de 1994, en-
caminado a comprometer a todas las agencias del Estado competentes 
para que le den trámite preferente e inmediato a las quejas y denuncias 
sobre conductas que atenten contra los procesos electorales, especial-
mente a aquellas denuncias que impliquen un propósito de injerencia 
electoral de grupos delincuenciales o armados al margen de la ley. 

** En el artículo 13 del proyecto se precisa lo previsto en el artículo 

tienen las Comisiones Escrutadoras Departamentales y las Municipales 
en cada etapa del escrutinio, de forma que a los delegados del Conse-
jo Nacional Electoral les corresponde hacer el escrutinio de los votos 
depositados para los Gobernadores, declarar su elección y expedir las 
credenciales respectivas; hacer el escrutinio de los votos depositados 
para el Alcalde Mayor de Bogotá, Distrito Capital, declarar su elección 
y expedir las respectivas credenciales, además les corresponde hacer el 
escrutinio de los votos depositados para los diputados, declarar su elec-
ción y expedir las correspondientes credenciales; en tanto que a las Co-
misiones Escrutadoras Distritales y Municipales les corresponde hacer 
el escrutinio de los votos depositados para Alcaldes Distritales y Mu-
nicipales, Concejales y Ediles o Miembros de Juntas Administradoras 
Locales; declarar su elección y expedir las respectivas credenciales. 

Decreto 2241 de 1986 para disponer que los escrutinios generales que 
deben realizar los Delegados del Consejo Nacional Electoral, se inicien 
a las nueve (9) de la mañana del martes siguiente a las elecciones, en la 
capital del respectivo departamento, manteniéndose la disposición res-
pecto a que se debe iniciar y adelantar el escrutinio general, aunque no 
se haya recibido la totalidad de los pliegos electorales de los municipios 
que integran la circunscripción electoral.

** En el artículo 15 se pretende otorgarle herramientas efectivas al 
Consejo Nacional Electoral, para que de manera excepcional y previa 

-
sión de puestos de votación, cuando de conformidad con la información 
obtenida, verdad sabida y buena fe guardada, se concluya que no exis-
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tan condiciones que permitan el ejercicio del voto en condiciones de 
plena libertad, referida esa falta de condiciones no solo a perturbación 
efectiva del orden público, sino a coacciones, presiones o alteraciones 
al elector que puedan evidenciarse en el transcurso del proceso.

** En el artículo 16 se adicionan unas nuevas causales de reclama-
ción electoral a las ya contempladas en el artículo 192 del Código Elec-

en el medio político y electoral en los últimos comicios electorales, y 
la precariedad de las actuales disposiciones en adaptarse a los hechos y 
situaciones futuras que puedan llegar a vulnerar el desarrollo y la trans-
parencia de los proceso electorales.

-
ción de los ciudadanos al ejercer el derecho de sufragio.

** El artículo 18 ordena la implementación del voto electrónico pre-
visto en la Ley 892 de 2004 para las próximas elecciones, en distintas 
ciudades de nuestra organización territorial. 

** En el artículo 19 se implementa la obligación de realizar nuevos 

un miembro de una corporación pública en la comisión de delitos re-
lacionados con el auspicio de grupos armados ilegales, concierto para 

protegidos por el derecho internacional humanitario, o delitos contra 
mecanismos de participación democrática. Se distingue la manera de 
realizar el cómputo para el caso de las listas con voto preferente y ce-
rrada.

** En el artículo 20 se establecen los efectos de la imposición de una 
condena frente al parlamentario y a quienes sigan en su misma lista, por 
los delitos relacionados en el artículo anterior.

** En el artículo 21 se señalan las directrices para regular el acceso 
equitativo a espacios en los medios de comunicación social que usan el 
espectro electromagnético para el caso de las elecciones regionales. 

** El artículo 22 consagra la obligación del Gobierno Nacional de 
solicitar la veeduría internacional para acompañar los procesos electo-
rales, ante el requerimiento de uno de los partidos políticos, el Consejo 
Nacional Electoral o por su propia iniciativa. 

** En el artículo 23 se desarrolla lo dispuesto en el inciso 2° del 
artículo 1° del Acto Legislativo número 02 de 2004, frente a la excep-
ción de la prohibición de participación en política de los empleados 
públicos.

** En el artículo 24, por iniciativa del Consejo Nacional Electoral, 
se establece un mandado para otorgarle autonomía administrativa y pre-
supuestal a dicha entidad pública. 

** El artículo 25 consagra el derecho a los partidos de oposición 
para hacer uso del espectro electromagnético en casos de réplica a las 
intervenciones del Presidente de la República.

2. ARTICULOS QUE SUFRIERON MODIFICACIONES 
EN EL TRAMITE DEL PRIMER DEBATE

-

-
posición presentada por el Representante Oscar Arboleda Palacio, en 
la cual se señaló que por técnica legislativa el título del artículo debe 
corresponder a una nueva disposición dentro del capítulo de la Ley 130 
de 1994 referente a la 

debate los siguientes cambios a través de proposición número 51 for-
mulada por el Senador Germán Vargas Lleras: 

-

expresión “máximo” pues se entendió que dicho límite estaba dado en 
la misma norma al señalar que el Consejo Nacional Electoral no podría 

-

Zamir Silva. 

En el inciso 3°, en lo atinente al cobro de la garantía de seriedad 

“o si ocurriere la situación prevista en el inciso siguiente”, ya que no 
resultaba armónica con la nueva redacción de la disposición a la cual 

-
ridad mediante pliego para primer debate. 

-
presiones
máximo de 30 días antes del vencimiento de la fecha prevista para la 
inscripción de candidatos”, por considerar que no era necesario especi-

estimar que no resultaba claro el límite de los 30 días frente al actual 

de los Representantes Zamir Silva y Carlos Soto. De igual manera, se 
eliminaron las expresiones: “En caso en que el candidato no reúna el 

el cumplimiento de los términos legales no permitan iniciar un nuevo 
, al concluir que el efecto señalado 

resultaba obvio por lo que se tornaba improcedente su reiteración por 
vía legal. 

En el parágrafo 1°, literal a), se incluyó la referencia al deber de asis-
tencia de la Fiscalía General de la Nación, el Departamento Adminis-
trativo de Seguridad (DAS), la Procuraduría General de la Nación y la 
Contraloría General de la República, en lugar de mantener lo señalado 
en los incisos 1° y 2° y parte del inciso 3° del parágrafo 2°, los cuales 

improcedente habilitar la solicitud de información de inteligencia por 
parte de los representantes legales de los partidos. 

El parágrafo 2°, por su parte, se limitó al señalamiento de la sanción 
que se debe imponer a los partidos por avalar candidatos que con pos-

-
ciación de su campaña o por la comisión de delitos relacionados con la 

-
tablece el trámite ante la organización electoral para el cobro de la reposi-

por el Representante Guillermo Rivera Flórez. En términos generales a 
través de la citada proposición se exige informar por parte de las campa-
ñas, cualquier aporte que reciban al Consejo Nacional Electoral, espe-

objeto social. Esta información será sometida a reserva. 

-
clusivamente a través de la adición de un numeral 4 en el inciso 1° por 
solicitud de los Representantes Carlos Enrique Soto Jaramillo y Nicolás 
Uribe y del Senador Carlos García Orjuela, así consta en Proposición 
número 56. En dicho numeral se considera que es viable la revocatoria 
frente: “Quien haya sido condenado penalmente por autoridad compe-

militancia, fue objeto de una proposición presentada por el Represen-
tante Oscar Arboleda Palacio dirigida a cambiar su encabezado. En este 
sentido, se incluyó la citada disposición dentro del Título III de la Ley 
130 de 1994, referente a los “candidatos y las directivas”.

Por otra parte, luego de oír varias críticas frente a la redacción de 
los incisos 1° y 2° del artículo 8° conforme al texto original presentado 
por el Gobierno Nacional y el Consejo Nacional Electoral, se decidió 
decretar su supresión mediante proposición presentada por el Senador 
Germán Vargas, dejando a salvo lo previsto en el parágrafo como parte 
integrante de la redacción actual de la norma. 

del transfuguismo fue objeto de una proposición para aclarar su enca-
bezado, incorporando la norma en cita, el Título III de la Ley 130 de 
1994, acerca de “los candidatos y las directivas”. Esta proposición fue 
presentada por el Representante Oscar Arboleda Palacio. 



GACETA DEL CONGRESO 274 Miércoles 13 de junio de 2007 Página 49

Adicionalmente, se agregó la expresión: “Concejos Distritales” en
el inciso 4° por solicitud del Senador Armando Alberto Benedetti Vi-
llaneda.

-
didatos de coalición, fue objeto de una proposición, incluida por soli-

encabezado del artículo. De esta manera el mismo quedó comprendido 
en el Título III de la Ley 130 de 1994 sobre “los candidatos y las di-
rectivas”

consultas de los partidos, fue objeto de una proposición presentada por 
el Representante Oscar Arboleda Palacio, para aclarar su encabezado en 
los mismos términos previamente señalados. 

Por otra parte, se agregó un parágrafo para evitar su aplicación para 
las próximas elecciones a realizarse el día 28 de octubre de 2007, con-
forme aparece suscrito en la Proposición número 54. 

a establecer los documentos que permiten ejercer el derecho de sufra-
gio, se alteró mediante proposición número 68 presentada por el Sena-
dor Oscar Darío Pérez, en el sentido de eliminar la expresión: “con la 
contraseña para obtener la cédula”, por prestarse eventualmente para 
fraudes electorales.

3. ARTICULOS NUEVOS APROBADOS EN EL TRAMITE 
DEL PRIMER DEBATE

(1) El artículo 24 del texto aprobado, fue introducido en virtud de 
una proposición suscrita por el Senador Germán Vargas Lleras, median-
te la cual se pretende otorgarle autonomía administrativa y presupuestal 
al Consejo Nacional Electoral. 

(2) Por último, el artículo 25 del texto aprobado, se incluyó median-
te proposición número 58 cuya iniciativa corresponde a los Senadores 
Parmenio Cuellar y Gustavo Petro. A través de la misma se regula la po-
sibilidad de los partidos de oposición de hacer réplicas al Presidente de 
la República, cuando este ha hecho uso del espectro electromagnético.

4. IMPEDIMENTOS Y OTRAS PROPOSICIONES
(1) Durante el trámite de aprobación de este proyecto de ley en Co-

misiones Conjuntas se presentaron tres (3) impedimentos por parte de 
los Senadores Rubén Darío Quintero y Juan Carlos Vélez y por la Re-
presentante Rosmery Martínez. Frente al Senador Quintero se aprobó 
en lo referente a los artículos 2° (parágrafo 2°), 6°, 19 y 20. En cuanto al 
Senador Vélez no se aprobó. Finalmente, en relación con la Represen-
tante Martínez se aceptó su impedimento para participar en los debates 
y votación de la integridad del articulado.

(2) Frente al artículo 1° se presentó una proposición por el Senador 
Rubén Darío Quintero a través de la cual pretende que el monto del 
anticipo se eleve a un monto equivalente al 80% de la reposición de 
votos pagados a cada uno de los partidos o movimientos políticos, en 
las elecciones anteriores para los mismos cargos o corporaciones. Esta 
proposición quedó como constancia al no tener certeza acerca de la via-
bilidad presupuestal de la misma, hasta tanto el tema sea evaluado por 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

(3) En relación con el artículo 2° se radicó una proposición por el 
Senador Rubén Darío Quintero, por medio de la cual se busca que en 
el parágrafo transitorio se excluya para las próximas elecciones no sólo 

las exigencias consagradas frente a la póliza de seriedad de la candida-
tura. Esta proposición no se votó y quedó como constancia a efectos de 
valorar en términos de razonabilidad el aumento previsto en el valor de 
la póliza en esta ley. 

(4) En lo referente al artículo 4° se formuló una proposición por el 
-

desde cuando se cuentan los dos (2) años para que los partidos o movi-
mientos políticos pierdan el derecho a obtener la reposición de gastos 
de campaña; y en el segundo, para consagrar una redacción más clara 

de la norma. El siguiente corresponde al tenor literal de la proposición 
en cita: 

“Parágrafo: (...)
Transcurrido dos (2) años desde la presentación de la solicitud de 

reposición de gastos -
cativo de ciudadanos haya cumplido con todos los requisitos exigidos 
para recibir el pago de la mencionada reposición, perderá el derecho a 
la misma.

Transcurridos dos (2) desde la presentación de la solicitud de repo-
sición al Consejo Nacional Electoral, sin que exista pronunciamiento 

la declaración y pago de la suma presentada por concepto de reposición 
de gastos, a favor del partido o movimiento político, sin poder exigir 
devolución ni sanción alguna”.

Esta proposición quedó constancia a efectos de evaluar si su redac-
ción guarda armonía con el resto del articulado. 

(5) En cuanto al artículo 6°, numeral 2, del inciso 1°, se presentó una 
proposición por el Senador Oscar Darío Pérez, para aclarar que la po-
sibilidad de revocatoria de la inscripción por la Registraduría Nacional 

cuando la condena tenga una cuantía superior a 10 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, a menos que se acredite el resarcimiento 
pleno del perjuicio. La citada proposición señala que: “Quien haya sido 

10 salarios mínimos legales mensuales vigentes, a menos que acredite 
el resarcimiento pleno del perjuicio”. Esta proposición quedó como 
constancia previa consulta con los distintos partidos políticos. 

(6) Frente al artículo 7° se formuló una proposición por el Repre-
sentante Oscar Arboleda Palacio, para aclarar la redacción del inciso 
segundo y para destinar los recursos que se obtengan de la sanción a los 
partidos y movimientos políticos al Fondo Nacional de Financiación de 
Partidos y Campañas Electorales. Esta proposición se dejó como cons-
tancia para ser valorada por los ponentes, previo análisis de los partidos 
políticos y de la organización electoral. La mencionada iniciativa es del 
siguiente tenor: “A los partidos o movimientos políticos con persone-
ría vigente, cuyos candidatos que resulten elegidos, pierdan la curul 
o el cargo por causales de inhabilidad o incompatibilidad, el Consejo 
Nacional Electoral le impondrá una multa equivalente al triple de los 
recursos pagados al respectivo partido o movimiento por la reposición 
de los votos que obtuvo el elegido, con destino al Fondo Nacional de 
Financiación de Partidos y Campañas Electorales”.

(7) En lo atinente al artículo 8° se presentó una proposición por el 
Representante Carlos Enrique Soto Jaramillo y el Senador Juan Car-
los Vélez para aclarar la redacción de la norma, estipular un término 
para que el Consejo Nacional Electoral decida respecto a la pérdida del 
cargo por doble militancia y facilitar el cambio de partido mediante re-
nuncia de la curul o cargo en un término de ocho (8) días anteriores a la 
inscripción de candidatos. Por la eliminación de los dos (2) incisos del 
artículo, esta proposición quedó como constancia para evaluar su perti-
nencia para segundo debate. El siguiente es el tenor de la proposición: 

“Artículo 8°. (...) Doble militancia. Se entenderá como doble mi-
litancia la pertenencia simultánea a dos o más partidos o movimientos 
políticos con personería jurídica vigente. 

También se considera doble militancia la concurrente pertenencia a 
un partido o movimiento político con personería jurídica vigente y el 

ciudadanos a favor de determinada persona.
Todo ciudadano que incurra en doble militancia y llegare a ejercer o 

estuviere ejerciendo cargo de elección popular será sancionado con la 
pérdida de la curul o cargo respectivo. La declaración sobre la pérdida 
del cargo será hecha por el Consejo Nacional Electoral en un término 
no mayor a (6) seis meses. Dicha vacante será suplida conforme a lo 
señalado en la Constitución Nacional. 
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Será causal de pérdida de investidura la doble militancia de miem-
bros de Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y Juntas 
Administradoras Locales. 

Parágrafo. Todo ciudadano que resulte elegido por un partido o mo-
vimiento político con personería jurídica vigente, deberá mantener su 
calidad de miembro del mismo, hasta la terminación del período consti-
tucional para el cual resultó electo. Ello no obsta para que pueda inscri-
birse a nombre de otro partido o movimiento para el período siguiente, 
previa renuncia de la curul o cargo respectivo y de la colectividad de la 
cual venía haciendo parte, en un término de ocho (8) días anteriores a la 

”.
(8) Por su parte, el Senador Luis Fernando Velasco frente al mismo 

artículo 8° propuso la siguiente redacción para el inciso 1°, eliminando 
el inciso 2° y preservando el parágrafo: “Se entenderá como doble mi-
litancia la pertenencia simultánea a dos o más partidos o movimientos 
políticos con personería jurídica vigente y/o el respaldo a candidatos 
a cargos de elección popular de partidos o movimientos distintos al 
cual se pertenece. 

”. Por la 
eliminación de los dos (2) incisos del artículo, esta proposición quedó 
como constancia para evaluar su pertinencia para segundo debate.

(9) En lo referente al artículo 9° mediante proposición del Represen-
tante Carlos Enrique Soto Jaramillo y del Senador Juan Carlos Vélez se 
pretendió ampliar la prohibición del transfuguismo político a los casos 

El siguiente es el tenor literal de la proposición propuesta: 
TRANSFUGUISMO POLITICO. Quien participe en consultas u otro 

modo de selección interna de candidatos de un partido o movimiento 
político, no podrá inscribirse por otro partido o movimiento político ni 

 dentro de los 
tres años siguientes. De igual manera, quien sea nominado por iniciati-

partido o movimiento político por igual término. En caso de ser inscri-
to, en contravía de lo aquí previsto, la inscripción será inexistente.

Quien habiendo sido elegido a un cargo o corporación pública en re-
presentación de un partido o movimiento político, y durante su ejercicio 

la curul o cargo respectivo. Igual sanción se aplicará a quien sea elegido 

a un partido o movimiento político. La declaración sobre la pérdida del 
cargo será hecha por el Consejo Nacional Electoral en un término no 
mayor a seis (6) meses. Dicha vacante será suplida de acuerdo con lo 
señalado en la Constitución Política para faltas absolutas.

A quién se le niegue la inscripción como candidato por un partido 
o movimiento político o se le expulse del mismo por las causales pre-
vistas en la ley, no podrá ser inscrito por otro partido o movimiento 
político como candidato para la siguiente elección, ni por iniciativa de 

.
Será causal de pérdida de investidura el transfuguismo político de 

miembros de Asambleas departamentales, Concejos Municipales y Jun-
tas Administradoras Locales”.

Esta proposición quedó como constancia para ser estudiado por los 
ponentes, previa reunión con sus colectividades políticas. 

(10) Por su parte, el Senador Luis Fernando Velasco frente al mismo 
artículo 9° propuso mantener el inciso 1°, 3° y el parágrafo, suprimir el 
inciso 4°, y establecer la siguiente redacción para el inciso 2°: “Quien ha-
biendo sido elegido a un cargo o corporación pública en representación 
de un partido o movimiento político, y durante su ejercicio se retire del 

de acuerdo con lo previsto 
en los estatutos de su respectivo partido”. Esta proposición quedó como 
constancia para evaluar su pertinencia para segundo debate.

(11) Frente al artículo 11 se presentó una proposición de elimina-
ción por parte del Senador Parmenio Cuéllar, la cual fue retirada. De 
igual manera, se formuló una proposición por el Representante Rivera 
para adicionar un nuevo inciso del siguiente tenor: “En las consultas 

internas de carácter cerrado, los participantes inscritos en el censo del 
respectivo partido, deberán ser previamente carnetizados por el parti-
do”. Esta proposición quedó como constancia para ser evaluada por los 
ponentes y sus respectivas colectividades, en aras de ser posiblemente 
incluida en el pliego para segundo debate. 

(12) El Senador Parmenio Cuéllar retiró la siguiente proposición re-
lacionada con lo dispuesto en el artículo 20 del presente proyecto de 
ley: -
ración pública de elección popular, por los hechos mencionados en el 
artículo anterior, no habrá lugar a llamamiento del candidato no elegi-
do en la misma lista del ausente, hasta tanto concluya la investigación 
penal correspondiente”.

(13) Finalmente, se dejaron como constancia los siguientes artículos 
nuevos para ser evaluados por los ponentes y sus respectivas bancadas, 
especialmente, en lo referente a ser incluidos para segundo debate, a 
saber:

(13.1) Por parte del Senador Samuel Arrieta y del Representante Ro-
drigo Romero Hernández: “Adicionar al artículo 13 de la Ley 130 de 
1994. Parágrafo: Para efectos de la reposición de votos al partido que 
obtuviere la curul de minorías políticas de conformidad con la Ley 649 
de marzo de 2001 se tendrá en cuenta el total de la votación obtenida a 
nivel nacional por el respectivo partido”. 

(13.2) Por parte del Senador Armando Benedetti Villaneda: “Artículo 
nuevo. El artículo 4° de la Ley 163 de 1994, quedará así: RESIDEN-
CIA ELECTORAL. Para efectos de lo dispuesto en el artículo 316 de 
la Constitución Política, la residencia será aquella en donde se encuen-
tre registrado el votante en el censo electoral.

Se entiende que, con la inscripción, el votante declara, bajo la gra-
vedad del juramento, residir en el respectivo municipio.

Sin perjuicio de las sanciones penales, cuando mediante procedi-
miento breve y sumario se compruebe que el inscrito no reside en el 
respectivo municipio, el Consejo nacional Electoral declarará sin efec-
to la inscripción.

El inscrito que se compruebe no residir en el respectivo municipio, 
durante el término de dos (2) años siguientes al acaecimiento de la 
inscripción ilegal, no podrá ocupar cargo público ni contratar con el 
Estado, así mismo no recibirá subsidios con cargo al Presupuesto Ge-
neral de la Nación, salvo aquellos que se devengan por mandato de la 
ley o en igualdad de condiciones para todos los ciudadanos.

Los ciudadanos inscritos en el Sisbén votarán en el municipio res-

Se exceptúa el Departamento Archipiélago de San Andrés, Provi-
dencia y Santa Catalina en el cual se seguirán aplicando las disposi-
ciones del Decreto número 2762 de 1991”.

(13.3) Por parte del representante Guillermo Rivera Flórez: “Los
partidos
deberán destinar el 10% de su presupuesto de funcionamiento en for-
mación de sus militantes en los valores y principios democráticos de la 
Carta de Derechos de la Constitución Política de 1991”.

5. CAMBIOS PROPUESTOS EN EL PLIEGO 
DE MODIFICACIONES DE LA PONENCIA 

PARA SEGUNDO DEBATE
-

comunado de todas las colectividades representadas en el Congreso de 
la República:

(1) En relación con el artículo 2°, en el inciso 4°, se aclara que la 
-
-

cional del Estado Civil, antes de la fecha prevista para la inscripción de 
candidatos, conforme al calendario que para cada elección establezca 
la organización electoral. De esta manera se tiene claridad acerca del 

debida concordancia con las distintas elecciones. 
En el parágrafo 1°, literal b), del artículo 2° se realizan unos ajustes 

de redacción, al igual que ocurre con el parágrafo 2°. Esta última dis-
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posición en cuanto a la enumeración de los comportamientos guarda 
estricta armonía con el proyecto de Acto Legislativo número 261 de 

primera vuelta.
(2) En cuanto al artículo 4° se acoge en los incisos 4° y 5° la re-

dacción propuesta por el Representante Oscar Arboleda Palacio, con el 

años para que los partidos o movimientos políticos pierdan el derecho a 
obtener la reposición de gastos electorales; y en el segundo, para consa-
grar una redacción más clara de la norma. 

Frente al inciso 6° se eliminan las expresiones: 
y objeto social según el caso”, pues no resultan acordes con las normas 

fechas y bajo precisas condiciones. Por otra parte, se cambia la expre-
sión “estos informes” por “esta información”, para evitar la redundan-
cia en la norma con la referencia a los “informes de ingresos y gastos 
de la campaña”.

(3) Frente al artículo 5° se suprimen las expresiones: 
petición de parte” -
ción del origen de la actuación del Consejo Nacional Electoral. De igual 
forma, se elimina la expresión “todas”, pues implica una redundancia 
frente a las atribuciones previstas. Se ajusta, de conformidad con estos 
cambios, la redacción del inciso 1° del mencionado artículo. Estos cam-
bios se acogen por solicitud del Representante Samir Silva. 

(4) En lo atinente al artículo 6°, en el inciso 1°, se cambia la expre-
sión “sumaria” por “correspondiente”, pues frente a las causales men-
cionadas existen las pruebas idóneas y pertinentes en el ordenamiento 

revocatoria de la inscripción debe realizarse “antes de la elección”. Fi-
nalmente, en el inciso 3°, se elimina la referencia al principio de verdad 
sabida y buena fe guardada para exigir en su lugar “prueba sumaria”,
en aras de salvaguardar los derechos consagrados en los artículos 29 

acuerdo a lo expuesto por el Senador Jesús Ignacio García y el Repre-
sentante Samir Silva.

-
presión “sean condenados” por “pierdan la curul o el cargo”, la cual 

cambio se acoge conforme a iniciativa del Representante Oscar Arbo-
leda Palacio. 

(6) En lo correspondiente al artículo 9° se amplia la hipótesis del 
-

cativos de ciudadanos. Se establece adicionalmente un término para la 
decisión que debe adoptar el Consejo Nacional Electoral referente a la 

de investidura, pues esta última supone la interdicción permanente del 
derecho constitucional a ser elegido. Esta iniciativa se acoge de acuer-
do a la propuesta formulada por el Representante Carlos Enrique Soto 
Jaramillo y el Senador Juan Carlos Vélez. 

(7) En cuanto al artículo 15 se elimina la expresión: “en decisión 
unánime adoptada por sus miembros”, pues ello implicaría la imposibi-
lidad de adoptar decisiones por mayoría propia de órganos colegiados. 
Por otra parte, se cambia la expresión “verdad sabida y buena fe guar-
dada” por “prueba sumaria” para exigir un mayor grado de convicción 
al momento de ejercer la atribución legal reconocida en la disposición 

por el Representante Samir Silva. 
(8) En el artículo 17 se elimina el parágrafo, ya que se mantenía 

la posibilidad de ejercer el derecho de sufragio mediante “contraseña
o documento de constancia de trámite” de la cédula expedido por la 
Registraduría Nacional del Estado Civil. Esta eliminación resulta con-
cordante con la proposición aprobada en primer debate presentada por 
el Senador Oscar Darío Pérez. 

(9) Finalmente, en el artículo 20 se agrega un parágrafo transito-
rio en el que se excluye la aplicación de la disposición referente a los 
efectos de la condena para las situaciones jurídicas que se encuentran 

en marcha en el Congreso de la República, como mecanismo de protec-

6. PROPOSICION 
Por lo anterior, proponemos al honorable Senado de la República, 

dar segundo debate al Proyecto de ley número 236 de 2007 Senado, 
número 252 de 2007 Cámara acumulado con el Proyecto de ley número 
234 de 2007 Cámara, por la cual se dictan disposiciones para prevenir 
la injerencia de los factores delincuenciales en los procesos electora-

de 1994, 163 de 1994 y del Decreto-ley 2241 de 1986 y se dictan otras 

Germán Vargas Lleras, Ponente Coordinador; Hernán Andrade Se-
rrano, Juan Carlos Vélez Uribe, Héctor Helí Rojas Jiménez, Gustavo 
Petro Urrego, Samuel Arrieta Buelvas, Oscar Darío Pérez Pineda, ho-
norables Senadores de la República 

Se autoriza la publicación del presente informe.
El Presidente,

Eduardo Enríquez Maya.
El Secretario,

Guillermo León Giraldo Gil.
PLIEGO DE MODIFICACIONES AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 236 DE 2007 SENADO 252 DE 2007 CAMARA 
ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY NUMERO 234 

DE 2007 CAMARA
por la cual se dictan disposiciones para prevenir la injerencia 

de los factores delincuenciales en los procesos electorales, 

de 1994, 163 de 1994 y del Decreto-ley 2241 de 1986 y se dictan 
otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Anticipo. Igual al texto aprobado en Comisiones Pri-
meras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas.

Artículo 2°. El artículo 9° de la Ley 130 de 1994 quedará así:
Designación y postulación de candidatos. Los partidos y movi-

mientos políticos con personería jurídica vigente podrán postular can-
didatos a cualquier cargo de elección popular, cumpliendo con los re-
quisitos señalados en el presente artículo. La inscripción deberá ser 
avalada por el respectivo representante legal del partido o movimiento 
o por quien él delegue.

También podrán postular candidatos las asociaciones, organizacio-

al momento de inscribir sus candidatos presenten en respaldo de esa de-
-

ción electoral que hayan votado en las elecciones inmediatamente ante-
riores, equivalentes al menos al 20% del resultado de dividir el número 
de ciudadanos aptos para votar en esa circunscripción por el número de 
cargos por proveer. El Consejo Nacional Electoral reglamentará el nú-

Los candidatos así inscritos o las asociaciones, organizaciones o mo-
-
-

Consejo Nacional Electoral, la cual no podrá ser superior al ocho por 
ciento (8%) del Fondo Nacional de Financiación de Partidos y Cam-

garantía se hará efectiva si el candidato o la lista de candidatos no ob-
tienen al menos la votación requerida para tener derecho a la reposición 
de los gastos de campaña de acuerdo con lo previsto en el artículo 13 
de la presente ley. 

antes de la 
fecha prevista para la inscripción de candidatos, de acuerdo con el 
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calendario que para cada elección según la ley establezca la Orga-
nización Electoral.

Parágrafo 1°. Para inscribir sus candidatos, todo partido, movimien-

a)
de cada uno de los candidatos. Para efectos de cumplir lo establecido en 
esta disposición, la Fiscalía General de la Nación, el Departamento Ad-
ministrativo de Seguridad (DAS), la Procuraduría General de la Nación 
y la Contraloría General de la República prestarán el apoyo requerido;

b) Declaración juramentada de cada candidato protocolizada ante 
notario público o presentada ante el registrador, en la que se compro-

campaña, ni a consentir en el apoyo de personas o grupos compro-
metidos en actividades delincuenciales. Así mismo, en dicha decla-

con grupos armados al margen de la ley.
Parágrafo 2°. -

cativos de ciudadanos serán sancionados con una multa equivalente al 
triple de los recursos recibidos por concepto de reposición de los votos 
que obtuvo el candidato elegido, cuando este sea condenado por per-
mitir
por la comisión de delitos relacionados con la pertenencia, promoción 

o por delitos contra el patrimonio público. 
Parágrafo 3°. Los partidos y movimientos políticos o grupos signi-

-

incisos anteriores por medios electrónicos apropiados para el efecto.
Parágrafo transitorio. Los requisitos que se exigen en esta ley para 

para las elecciones que se celebrarán en el año 2007. 
Artículo 3°. Entrega de las contribuciones. Igual al texto aproba-

do en Comisiones Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Con-
juntas.

Artículo 4°. El parágrafo del artículo 17 de la Ley 130 de 1994 
quedará así:

Parágrafo. Los candidatos deberán presentar su informe de ingresos 
y gastos de la campaña electoral ante el Consejo Nacional Electoral, 
dentro de los cuarenta y cinco (45) días calendario siguientes a la res-
pectiva elección y el Consejo Nacional Electoral dispondrá de noventa 
(90) días calendario a partir de esa radicación para efectuar el recono-
cimiento y pago de la mencionada reposición por gastos electorales. 
Cumplido este término, se causarán intereses bancarios a favor del par-
tido o movimiento político.

Si cumplido ese término, el Consejo Nacional Electoral no ha con-
cluido la revisión de la cuenta respectiva, podrá hacerlo con posteriori-
dad y las devoluciones y sanciones que de dicha auditoria surjan, serán 
a cargo del partido o movimiento que recibió la reposición.

El Consejo Nacional Electoral, antes de efectuar el reconocimiento y 
pago de la reposición, podrá requerir por una sola vez a los candidatos, 
quienes estarán obligados a responder dentro de los 30 días siguientes 
al requerimiento.

Transcurrido dos (2) años desde la presentación de la solicitud de 
reposición por gastos electorales sin que el partido, movimiento o 

-
tos exigidos para recibir el pago de la mencionada reposición, perderá 
el derecho a la misma.

De igual manera, transcurridos dos (2) años desde la presenta-
ción de la solicitud de reposición al Consejo Nacional Electoral, sin 

-
rá, por parte de dicha autoridad, a la declaración y pago de la suma 
presentada por concepto de reposición de gastos electorales, a favor 
del partido o movimiento político, sin poder exigir devolución ni 
sanción alguna.

Las campañas deberán informar al Consejo Nacional Electoral de 
manera inmediata cada vez que reciban un aporte de personas naturales 

el monto y el origen de los aportes. Esta 
información será sometida a reserva hasta el momento de presentar 
los informes exigidos por la ley. Los aportes no reportados, no podrán 
hacer parte del informe de ingresos y gastos de la campaña.

Artículo 5°. Adiciónese un parágrafo al artículo 39 de la Ley 130 
de 1994, de la siguiente manera:

Parágrafo. El Consejo Nacional Electoral o sus delegados podrán 
asumir en cualquier momento, los escrutinios o las actuaciones adelan-
tadas por las comisiones escrutadoras territoriales, para revisarlas y 
efectuar las correcciones que resulten necesarias. Esta función se podrá 

alterar o se ha alterado el desarrollo normal del proceso electoral.
El ejercicio de esta facultad genera la suspensión de los términos y 

de las actuaciones realizadas ante y por las comisiones escrutadoras, 
las cuales perderán competencia para seguir ejerciendo sus funciones y 

el desarrollo de los procesos electorales en condiciones de plenas ga-

derivados de sus mandatos Constitucionales.
En el caso de que existan indicios graves de que se ha podido al-

terar o se ha alterado el desarrollo normal del proceso electoral, y sin 
perjuicio de las demás sanciones a que haya lugar, el Consejo Nacional 
Electoral o sus Delegados deberán denunciar ante las autoridades ad-
ministrativas, penales y disciplinarias competentes, a los jurados en los 

una intención de alteración de resultados electorales.
Artículo 6°. Adiciónese un artículo a la Ley 130 de 1994 de la 

siguiente manera:
La Registraduría Nacional del Estado Civil negará la inscripción de 

candidatos o la revocará directamente, cuando se demuestre con prueba 
correspondiente que el candidato está incurso en alguna de las siguien-
tes causales:

1. Quien haya sido condenado penalmente por autoridad competen-
te, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culpo-
sos.

-
nos que acredite el resarcimiento pleno del perjuicio.

Consejo Nacional Electoral.
4. Quien haya sido condenado penalmente por autoridad competente 

Por petición de ciudadano, en cualquier tiempo antes de la elección,
se podrá solicitar ante la Registraduría Nacional del Estado Civil la 
revocatoria directa de la inscripción de un candidato cuando de manera 
clara y protuberante se encuentre que este está incurso en alguna de las 
causales de inelegibilidad previstas en la Constitución o la ley. 

De igual manera, los partidos, movimientos políticos o grupos signi-

en cualquier momento antes de las elecciones, ya sea por encontrar que 
frente al mismo se predica una causal de inelegibilidad prevista en la 
Constitución o la ley, o porque conforme a prueba sumaria surgen in-
dicios que impliquen que recibió apoyo de personas o grupos compro-
metidos en actividades delincuenciales, o permitió el ingreso de dineros 

armados al margen de la ley. 
Artículo 7°. El artículo 8º de la Ley 130 de 1994 quedará así:
Sanciones. Cuando las actividades de un partido o de un movimien-

funcionamiento señalados en el artículo 6° de la presente ley, el Conse-

estatal y del acceso a los medios de comunicación del Estado, además 
de la cancelación de su personería jurídica, si la tienen.
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A los partidos o movimientos políticos con personería jurídica vi-
gente, cuyos candidatos que resulten elegidos, pierdan la curul o el 
cargo por causales de inhabilidad o incompatibilidad, el Consejo Na-
cional Electoral le impondrá una multa equivalente al triple de los re-
cursos pagados al respectivo partido o movimiento por la reposición de 
los votos que obtuvo el elegido.

Artículo 8°. Renuncia a la colectividad. Igual al texto aprobado en 
Comisiones Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas. 

Artículo 9°. La Ley 130 de 1994 tendrá un artículo 11b, del si-
guiente tenor: 

Transfuguismo político. Quien participe en consultas u otro modo 
de selección interna de candidatos de un partido o movimiento político, 
no podrá inscribirse por otro partido o movimiento político ni por 

, dentro de los 
tres (3) años siguientes. De igual manera, quien sea nominado por 

-
birse por un partido o movimiento político por igual término. En 
caso de ser inscrito, en contravía de lo aquí previsto, la inscripción será 
inexistente.

Quien habiendo sido elegido a un cargo o corporación pública en 
representación de un partido o movimiento político, y durante su ejer-

-
dida de la curul o cargo respectivo, con excepción de la aplicación de 
la hipótesis de renuncia prevista en el artículo anterior. Igual sanción 
se aplicará a quien sea elegido a un cargo o corporación pública 

-
co. La declaración sobre la pérdida del cargo será hecha por el Consejo 
Nacional Electoral en un término no mayor a seis (6) meses. Dicha 
vacante será suplida de acuerdo con lo señalado en la Constitución Po-
lítica para faltas absolutas.

A quién se le niegue la inscripción como candidato por un partido 
o movimiento político o se le expulse del mismo por las causales pre-
vistas en la ley, no podrá ser inscrito por otro partido o movimiento 
político como candidato para la siguiente elección.

Será causal de pérdida de investidura el transfuguismo político de 
miembros de Asambleas departamentales, Concejos Distritales, Conce-
jos Municipales y Juntas Administradoras Locales.

Parágrafo. Para los efectos previstos en este artículo, se entiende 
que se participa en consultas u otro modo de selección interna de candi-
datos de un partido o movimiento político desde el momento mismo en 
que se realiza su inscripción como precandidato de una colectividad, en 
los términos previstos en la ley. 

Artículo 10. Candidatos de coalición. Igual al texto aprobado en 
Comisiones Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas.

Artículo 11. Consultas. Igual al texto aprobado en Comisiones 
Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas.

Artículo 12. Prioridad en quejas. Igual al texto aprobado en Co-
misiones Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas. 

Artículo 13. Escrutinios. Igual al texto aprobado en Comisiones 
Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas.

Artículo 14. Práctica del escrutinio. Igual al texto aprobado en 
Comisiones Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas.

Artículo 15. Adiciónese al Capítulo VI del Decreto 2241 de 1986, 
el siguiente artículo:

De los puestos de votación. El Consejo Nacional Electoral podrá 
ordenar el traslado, fusión o suspensión de puestos de votación, cuando 
de conformidad con la información obtenida y mediante prueba su-
maria, se concluya que no existan condiciones que permitan el ejerci-
cio del voto en condiciones de plena libertad. 

En aquellos casos en donde se realizó de manera parcial elecciones 
populares en una respectiva circunscripción electoral, el Consejo Na-
cional Electoral convocará la realización de elecciones complementa-
rias, siempre y cuando el potencial electoral que no pudo votar pueda 
alterar los resultados electorales. 

Todas las instituciones estatales colaborarán para el restablecimiento 
de las garantías.

Artículo 16. Causales de reclamación. Igual al texto aprobado en 
Comisiones Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas.

Artículo 17. Adiciónese al Título III del Decreto 2241 de 1986, el 
siguiente artículo:

-
cho de sufragio, con la cédula de ciudadanía o en la forma que determi-

con el documento que les haya expedido la autoridad competente del 
Estado colombiano. 

Las autoridades electorales no podrán exigir, en ningún caso y bajo 
ningún pretexto, documentos distintos a los previstos en este código 
para el ejercicio del derecho al voto. En el Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, corresponde a las autoridades electorales 
y de inmigración velar porque los respectivos censos electorales cum-
plan las disposiciones legales especiales sobre residencia. 

Artículo 18. Voto electrónico. Igual al texto aprobado en Comi-
siones Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas.

Artículo 19. Nuevos escrutinios. Igual al texto aprobado en Co-
misiones Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas.

Artículo 20. Condenas. Una vez condenado un miembro de corpo-
ración pública de elección popular, por los hechos mencionados en el 
artículo anterior, no podrá llamarse al candidato no elegido en la misma 
lista para que supla su ausencia. 

Mientras se adelantan las investigaciones correspondientes y se en-
cuentre el elegido privado de la libertad mediante providencia ejecuto-
riada, lo reemplazará en sus funciones el miembro no elegido que siga 

Parágrafo transitorio. El presente artículo rige a partir del pe-
ríodo constitucional 2008 para las corporaciones públicas departa-
mentales y municipales; para Senado y Cámara de Representantes 
aplicará a partir del período constitucional 2010. 

Artículo 21. Acceso equitativo a espacios en los medios de comu-
nicación social que usan el espectro electromagnético. Igual al texto 
aprobado en Comisiones Primeras de Senado y Cámara en Sesio-
nes Conjuntas.

Artículo 22. Veeduría internacional. Igual al texto aprobado en 
Comisiones Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas.

Artículo 23. Participación en política. Igual al texto aprobado en 
Comisiones Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas.

Artículo 24. Autonomía del Consejo Nacional Electoral. Igual al 
texto aprobado en Comisiones Primeras de Senado y Cámara en 
Sesiones Conjuntas.

Artículo 25. Espacios para replicar. Igual al texto aprobado en 
Comisiones Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas.

Artículo 26. Vigencia. Igual al texto aprobado en Comisiones 
Primeras de Senado y Cámara en Sesiones Conjuntas.

Germán Vargas Lleras, Ponente Coordinador; Hernán Andrade Se-
rrano, Juan Carlos Vélez Uribe, Héctor Helí Rojas Jiménez, Gustavo 
Petro Urrego, Samuel Arrieta Buelvas, Oscar Darío Pérez Pineda, ho-
norables Senadores de la República 

* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO 

DE LEY NUMERO 218 DE 2007 SENADO
por la cual se desarrolla la Telemedicina en Colombia y se articula 

a la plataforma de las tecnologías de la información 
y el conocimiento.

CONTENIDO
INICIATIVA DEL PROYECTO
DESCRIPCION DE LA PROPUESTA
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NATURALEZA DE LA PROPUESTA
CONSIDERACIONES
PROPOSICION
PLIEGO DE MODIFICACIONES
TEXTO COMPLETO DEL PROYECTO DE LEY PROPUES-

TO PARA EL SEGUNDO DEBATE 
ANEXO TECNICO

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 218 DE 2007 SENADO

por la cual se desarrolla la Telemedicina en Colombia y se articula a 
la plataforma de las tecnologías de la información y el conocimiento.

Bogotá, D. C., 12 junio de 2007.
Honorable Senadora
DILIAN FRANCISCA TORO TORRES
Presidenta del Senado de la República
Ciudad
Cordial saludo apreciada Senadora: 
Cumplimiento con lo establecido en los artículos 150, 153 y 156 de 

la Ley 5ª de 1992, presento a consideración de la Plenaria del honorable 
Senado de la República, el presente informe de ponencia favorable, para 
el segundo debate del Proyecto de ley número 218 de 2007 Senado, por
la cual se desarrolla la Telemedicina en Colombia y se articula a la 
plataforma de las tecnologías de la información y el conocimiento.

INICIATIVA DEL PROYECTO
El Proyecto de ley número 218 de 2007, por la cual se desarrolla la 

Telemedicina en Colombia y se articula a la plataforma de las tecno-
logías de la información y el conocimiento, es una iniciativa legisla-
tiva, presentada por el honorable Senador Néstor Iván Moreno Rojas, 
en su interés por contribuir a mejorar el acceso a los Servicios de Salud 
en Colombia, la cual fue aprobada en primer debate el día 22 de mayo 
de 2007. 

DESCRIPCION DE LA PROPUESTA
-

jeto de la ley, el cual es mejorar la cobertura, la calidad, oportunidad 
y posibilidad de todos los colombianos de acceder a los servicios de 
salud, mediante el apoyo de las Tecnologías de la Información y la Te-

cuales son, además del objetivo planteado, los de mejorar la calidad de 
los servicios, evitar traslados innecesarios, congestión en los niveles de 
alta complejidad y servicios de urgencias, y promover la investigación, 
la enseñanza, la gestión del conocimiento, a la vez de racionalizar el uso 
de los recursos.

de salud a distancia, en los componentes de promoción, prevención, 
diagnóstico, tratamiento o rehabilitación, por profesionales de la salud, 
quienes utilizan para tal objetivo las Tecnologías de Información y Co-
municaciones (TIC). 

-
sentan un proyecto de ley más amplio, que abarca la Telesalud, que 
contiene dentro de sus componentes, a la Telemedicina. 

Se establecen unos conceptos básicos a tener en cuenta, en la pres-
tación de servicios de salud en la modalidad de Telemedicina. En el 
Capítulo III se prevé la creación de un Consejo Rector de Telemedicina, 
Coretel, que en esta ponencia se denomina “Concejo Rector de Telesa-
lud en Colombia”, como organismo asesor, de carácter nacional, públi-
co, compuesto por las personas expertas en la temática, con experiencia 
demostrada, que estén participando activamente desde sus grupos de 
trabajo y regiones, en el desarrollo de este tema, con la presencia de los 
Ministerios de la Protección social, de comunicaciones, de Educación, 

-
ciones, de dicho consejo. 

-
ciones del Ministerio del mismo nombre; así como la obligatoriedad de 
las Empresas Promotoras de Salud, del Régimen Contributivo y Subsi-
diado de incluir dentro del portafolio de su red de prestadores, los servi-
cios por la modalidad de Telemedicina, de acuerdo con los reglamentos, 

Finalmente se crea la Cátedra de Telemedicina, dentro del Pénsum aca-
démico de las carreras de las ciencias de la salud y aquellas relacionadas 
con la electrónica, mecatrónica, informática, robótica, entre otras, cuya 
reglamentación estará a cargo del Ministerio de Educación, la cual será 
desarrollada y adoptada opcional y voluntariamente por las diferentes 
universidades del país.

NATURALEZA DE LA PROPUESTA
La propuesta es de naturaleza Legislativa, por cuanto proviene del 

Senado de la República, en un interés de utilizar los avances tecnológi-
cos, en función de mejorar la calidad de vida de la gente, sobre todo de 
las personas ubicadas en núcleos dispersos, rurales o de difícil acceso, 

salud, de alta calidad, efectividad e idoneidad, prestados por especia-
listas expertos. Pero también como herramienta de gestión del conoci-
miento y la investigación. 

CONSIDERACIONES
I. ANTECEDENTES
1.1 Generales
“Telesalud es un término compuesto que incluye actividades rela-

cionadas con la salud, servicios y métodos, los cuáles se llevan a cabo 
a distancia con la ayuda de las tecnologías de la información y teleco-
municaciones” (Grupo de expertos de la OMS, Ginebra, 1997). “El ob-
jetivo es mejorar la salud de la población, el control de enfermedades y 
atención médica así como la educación, administración e investigación 
en el área de salud”.

1. Telemedicina (aplicación clínica).
2. Teleeducación.
3. Epidemiología y Estadísticas, y
4. Gestión y Administración.

Estas áreas están interrelacionadas entre sí, y está demostrado que 
a mayor interrelación de áreas de intersección en el esquema- que se 

de los recursos.1

Desde hace más de 30 años en el mundo, se viene investigando y 
aplicando la modalidad de atención en salud, a través de la Telemedi-
cina, como componente del concepto que con el avance de las TIC, se 
amplió a Telesalud, y como una alternativa de acceso a los servicios 
de salud, especializados, así como de apoyo diagnóstico, para las po-

contar con especialistas para atender con calidad, las necesidades de 

1 Carril, Héctor M.; Urtubey, Xavier (2003): “Telesalud en las Américas” UIT-AH-
CIET.
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de optimizar los recursos de los sistemas de salud, fomentar y hacer 
circular el conocimiento, el cual revertirá en mejores servicios para la 
población, como una política pública de mejora de la calidad de vida de 
la gente, que es el contexto en el cual se desarrolla el presente proyecto 
de ley.

Las TIC facilitan este intercambio, rompiendo las barreras de la dis-
tancia al permitir, en tiempo real, que profesionales de la salud inte-
ractúen en la atención de enfermos, aportando todos ellos, sus conoci-
mientos, en torno a patologías complejas, en la promoción, prevención, 
rehabilitación, de la salud, evitando los desplazamientos que son trau-
máticos, incómodos, y muchas veces costosos para los usuarios.

Con el asombroso adelanto de las TIC, en los últimos años, la Te-
lesalud también se ha venido desarrollando y extendiendo en todos los 
continentes, dando lugar a una nueva forma de cooperación entre las 

salud, gracias a la facilidad de gestionar, aprovechar y compartir el co-
nocimiento, que permite el trabajo digital en red, como la calidad, opor-

-
texto de este proyecto de ley.

La acción en Telesalud en Brasil se lleva a cabo de forma intersecto-
rial, con actuación de los Ministerios de la Educación, Defensa, Comu-
nicación y Ciencia y Tecnología. También se da la participación de so-
cios nacionales e internacionales, como la TV Escola [TV Escuela] del 
Ministerio de la Educación, el Canal Saúde [Canal Salud] de Fiocruz,
la Rede Nacional de Educação e Pesquisa [Red Nacional de Educación 
e Investigación] (RNP), Universidades, entre otros.

La alianza con Bireme, cuenta con el Laboratorio de Excelencia e 
Innovación en e-Salud para América Latina y Europa, como forma de 

-
medicina y Telesalud.

El Grupo Telemática de la Salud del Instituto Fraunhofer (Alema-
nia), desarrolla el proyecto T@lemed, dentro del Programa @LIS. El 
proyecto se llevó a cabo en algunas regiones de dos países, Colombia 
y Brasil. La propuesta era implantar servicios de telemedicina en zonas 
rurales y remotas de los países, optimizando recursos de cuidado a la 
salud que se utilizaban desde plataformas con infraestructuras preca-
rias. En Colombia se dio énfasis al apoyo al diagnóstico y tratamiento 
de la malaria vía telemedicina, en regiones remotas y en Brasil, el foco 
fue el apoyo a los análisis de ultrasonido (segunda opinión) en hospita-
les de zonas rurales. Los resultados del proyecto fueron alentadores.

El T@lemed estableció exitosamente cuatro redes de telemedicina 
en Brasil y Colombia. Las redes demostraron el potencial de la teleme-
dicina para mejorar el sistema de salud pública en áreas desprovistas de 
servicios y se estableció una alianza consistente entre organizaciones de 
Europa y América Latina en el campo de la telemedicina. 

Frente al consenso en el apoyo al Laboratorio de e-Salud Europa-
América Latina, la comisión del IV Foro Ministerial decidió incluir un 

“Favorecemos la creación de Laboratorios y Centros Nacionales espe-
cializados en temas de e-Salud, así como la implementación de acciones 
regionales cuyo objetivo sea la adopción y promoción de patrones para 
el uso de TIC en servicios de salud. También favorecemos la promoción 
del desarrollo de infraestructura de telecomunicaciones necesaria para 
servicios médicos e iniciativas de e-Salud, que mejoren los servicios de 
Atención Primaria, especialmente en zonas rurales. Apoyamos la pro-
moción del establecimiento de indicadores que permitan una evaluación 
objetiva de los servicios y programas de telemedicina en la Región”.2

Cabe recordar que en el Congreso Internacional “Experiencias en 
e-Salud”, que se llevó a cabo en Belo Horizonte en los días 13 y 14 de 
marzo de 2006, los participantes optaron por la creación del Laborato-
rio de Excelencia e Innovación en e-Salud para América Latina.

Se viene desarrollando un Estudio Piloto para el Desarrollo Sostenible 
de la Red Nacional de Telesalud de Venezuela, con los objetivos de:

a) Estudiar el efecto de la incorporación de las Tecnologías de la 
Información y Comunicaciones (TIC), como fortalecimiento a las re-
des de atención en salud del Sistema Público Nacional de Salud de la 
Republica Bolivariana de Venezuela, mediante su implementación en 
áreas Piloto;

b) Complementar el análisis situacional en salud elaborado por el 
Ministerio de Salud, incluyendo las factibilidades de implementación y 
conexión en los territorios sociales incluidos en este estudio; 

c) Diseñar, Implementar y Evaluar un modelo replicable para el nue-
vo Sistema Público Nacional de Salud que permita atender el 80% de 
los requerimientos de sus usuarios, en el nivel primario y que incluya:

• Redes telemáticas de soporte a las Redes de Servicios de Salud.
• Historia Clínica Digital Integral Unica.
• Sistema de Vigilancia Epidemiológica Automatizado. 
• Sistema de referencia y Contrarreferencia Digital. 
• Sistema de Gestión en Salud
• Cursos de Educación y Capacitación en el área de Telesalud y di-

versas áreas de actualización en salud. 
• Aplicaciones de Teleconsulta – Telediagnóstico.
Consta de 5 subproyectos:
1. Conectividad (Estudio de la Red de Telecomunicaciones para el 

nuevo Sistema Público Nacional de Salud).
2. Estándares.
3. Informática Médica (Desarrollo de Sistemas de Información).
a) Historia Clínica;
b) Sistema de Referencia y Contrarreferencia;
c) Sistema de Vigilancia Epidemiológica;
d) Sistema de Gestión.
4. Teleespecialidades (Teleconsulta-Telediagnóstico).
5. Teleeducación y Capacitación3.
La Organización Mundial de la Salud (OMS), considera que en el 

siglo XXI la principal expectativa referente a la salud colectiva es que 
se alcance por medio de la mejoría del acceso a los recursos de mayor y 
mejor calidad, disponibles en el área de salud para la mayor parte de la 

-
gía, la OMS recomienda que sus miembros utilicen la telemática como 

de acciones en salud.

instituciones y gobiernos en los países más desarrollados. En el Reino 
Unido, por ejemplo, inversiones en la tecnología de información, inclu-
yendo la Telemedicina, han sido importantes metas gubernamentales 
para modernizar y desarrollar el sistema de salud. 

En los países en desarrollo, las inversiones realizadas en el área de 

ocurrieron 57 millones de muertes de niños en todo el mundo; más del 
98% de estas muertes se presentaron en estos países. Los avances en 
el área de tecnología de información y comunicación pueden propiciar 
nuevas formas de transmisión de conocimientos y cuidados en salud, 
auxiliando a esas naciones en la mejora de la atención a la salud, contri-
buyendo a la disminución de los índices de mortalidad y morbilidad.

Algunos países desarrollados han estado auxiliando a los países en 

intercambio de experiencias exitosas, posibilitando mayor equidad en 
la difusión de los conocimientos producidos. La e-Salud se caracteriza 
como un desarrollo tecnológico y, al mismo tiempo, como una nueva 
forma de trabajo, una actitud y una relación vía acceso en red, una for-
ma de pensamiento globalizado, con el objetivo de promover el cuidado 
en salud local, regional y mundial por medio del uso de la tecnología de 
información y las telecomunicaciones.

2  CEPAL-2007.
3 Presentación foro de TELEMEDICINA.  Comisión 6ª. Senado. Ing. José Pirrone 

Escuela de Telecomunicaciones Universidad Católica Andrés Bello, UCAB.



Página 56 Miércoles 13 de junio de 2007 GACETA DEL CONGRESO 274

1.2 En Colombia
En Colombia se han venido realizando importantes esfuerzos, en Te-

Entra estos esfuerzos se encuentra:
1.2.1 Universidades
a) Universidad Distrital Francisco José de Caldas. Grupo GITEM 

de investigación en Telemedicina de la Maestría en Teleinformática e 
Ingeniería Electrónica, quienes presentan el Proyecto de Gestión para 
el Distrito Capital, en tres fases; 

b) Universidad Nacional: El grupo de trabajo para el desarrollo de 
la Telemedicina funciona desde el año 2000; consta de una red para 
Teleconsulta, diagnóstico y tratamiento, entre la Universidad Nacional: 
Facultad de Medicina-Leticia (Instituto Imani) – Apaporis (centro de 
salud) y el nodo Universidad Nacional San Andrés y Providencia. Se 
resalta también la asesoría que la universidad brinda al departamento 
del Guaviare en el desarrollo de un Proyecto de Telemedicina;

c) Universidad Santiago de Cali: Conforma la red de departamentos 
del Valle para Teleconsulta e investigación biomédica en enfermedades 
tropicales, conectando la Universidad y el Hospital San Juan de Dios 

modelo de conectividad se basa en una alianza entre la empresa de de-
sarrollo tecnológico alemana Franhoufer, la academia USACA- Cen-
tros de Investigación como el Instituto de Inmunología del Valle y la 
Secretarías de Salud;

d) Universidad del Cauca (EHAS). Enlace Hispanoamericano de 
Salud. Crea la red temática para la regional Cauca-Valle, Nariño, con 
servicios de Telesalud y Telemedicina. Proyecto Piloto en Tuberculosis 
(Santander de Quilichao, Silvia y Popayán);

-
tioquia). El Proyecto pretende interconectar todos los hospitales de 
primero y segundo nivel de los municipios del departamento con los 
hospitales de tercero y cuarto nivel en el Valle de Aburrá, para hacer 
interconsulta con especialistas, atención de pacientes en forma remota, 
jornadas de salud, atención de urgencias, programas de capacitación. 
Se trabaja con la Cooperativa de Hospitales de Antioquia, COHAN y 
se desarrolla una red piloto entre los hospitales de Marinilla, Andes y 
Venecia con la clínica Bolivariana para interconsulta obstétrica.

f) Universidad EAFIT a través del grupo de investigación en bioin-
geniería, Telerradiología, en Medellín.

g) Universidad del Rosario. Proyecto Piloto para telemedicina vin-
culando otras entidades como el Ministerio de la Protección Social, 
Hospital Militar, Cardioinfantil, Hospitales de I y II nivel;

h) Centro de Telemedicina de Colombia CTM en Cali. Universidad 
ICESI-Universidad Javeriana;

i) CUBESAT-UD Proyecto satélite de la Universidad Distrital Fran-
cisco José de Caldas- Aeronáutica Civil de Colombia, Universidad Sur-
colombia, Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia, entre 
otros.

1.2.2 Hospitales, IPS y EPS
a) Hospital de la Samaritana. Medicina a distancia, Telerradiología. 

Red entre hospitales regionales (Zipaquirá, La Mesa, Facatativá, Fu-
sagasugá);

b) Hospital Fray Bartolomé de las Casas (Simú): Equipos de asisten-
cia en Telemedicina para hospitalización en casa y servicio de ambu-
lancia monitoreado;

c) SaludCoop-EPS. Telemedicina para diagnóstico y atención de pa-
cientes a distancia en su red interna nacional. SaludCoop IPS en Tunja, 
Duitama, Cali y Popayán;

d) Fundación Santa Fe. Telemedicina Nuclear, red nacional;
e) EPS-SANITAS.
1.2.3 Empresa Privada y Mixta (salud y comunicaciones)
a) Imágenes diagnósticas clínicas. Servicios de Telerradiología;
b) FUNDAILADIBA (Instituto Integral de educación médica vir-

tual);

c) ETB. Telemedicina. Bogotá-Telerradiología;
d) EPM.
1.2.4 Gobernaciones
a) Cundinamarca. Red de Telerradiología (1995-1996) entre el Hos-

pital la Samaritana y los Hospitales de Fusagasugá, Facatativá, La Mesa 
y Zipaquirá;

ampliada @lis 5 hospitales, 2 centros de salud, 27 puestos de salud. Red 
Silvia (2hospitales 16 puestos de salud), Jambaló (1 hospital, 1 centro 
de salud y 2 puestos de salud);

c) Santander: Programa Galaxia-Fundación Cardiovascular, centro 
de referencia desde el año 2004 para la Teleconsulta en Cardiología, Pe-
diatría, Medicina Interna, Clínica del dolor, neurología, telecardiología 
y Telerradiología. Programa Piloto en Santander con red de telemedici-
na en 50 municipios;

d) Guaviare: Proyecto de Plataforma de servicios para Teleconsulta, 
teleconferencia, teleentrenamiento, teleclínica en los Hospitales de San 
José y Villavicencio y municipios de Guaviare y Bogotá, Hospital El 
Tunal.

1.2.5 Asociaciones, Alianzas y Otros
a) Asociación Colombiana de Telemedicina, Acmitel;
b) Cámara de Comercio Colombo Alemana. Proyecto @lis-t@le-

med. Salud Pública, Tuberculosis y malaria. Regional del departamen-

c) t@lemed: Kiosco de Telemedicina en cuidado crítico que conecta 
hospitales rurales: Instituto de Inmunología en Buenaventura, Hospital 
Bahía de Málaga, Chocó, La Bocana, Buenaventura, Hospital San José 
del Guaviare, Hospital II nivel Calamar Guaviare;

d) Red Iberoamericana de Telemedicina e Informática Médica 
(VII-H): Del CYTED. El proyecto Iberoamericano de Telemedicina 
rural para la salud materno -infantil surge como especialización de los 
trabajos desarrollados dentro de la Red Iberoamericana de Telemedi-
cina e Informática Médica y de los trabajos desarrollados dentro del 
subprograma de microelectrónica con los grupos especializados en 
aplicaciones clínicas.

El Ministerio de la Protección Social por su parte, ha formulado un 
proyecto para la implementación de la Telemedicina en las IPS públicas 
en el país, dando prioridad a los departamentos que fueron priorizados 
en la Ley 1122 de 2007.

1.3 Foro de Telemedicina
Por Iniciativa de la Mesa Directiva de la Comisión Sexta del hono-

rable Senado de la República, se organizó en ese escenario, un Foro 
de Telemedicina, coordinado por quién elaboró el proyecto de ley, y 
lo presentó para primer debate, el honorable Senador Néstor Iván Mo-
reno Rojas, en el cual se tuvo una amplia representación por parte de 
los expertos, que en las distintas regiones, se encuentran trabajando en 
Telesalud. Además se contó con la presencia de importantes aportes del 
Ministerio de la Protección Social, de Comunicaciones, la Federación 
Colombiana de Municipios, entre otros. 

-
ciones que los ponentes han hecho para este segundo debate, los cuales, 
en general, hacen relación con los siguientes tópicos:

a) Se observó un apoyo general a la iniciativa, así como el interés 
de los asistentes por contar con el apoyo de la Comisión Sexta y con 
una política a nivel nacional que integre y dé soporte a las interesantes 
iniciativas que se vienen desarrollando en las distintas regiones;

b) Es necesario ampliar el concepto del Proyecto de Ley de Tele-
medicina a Telesalud, para que se desarrollen el resto de componentes 
de gran importancia para el sector y el país, como lo son la Teleedu-
cación, Teleinvestigación, Telegestión y Administración, y Teleepide-
miología;

c) Se hicieron aportes, que recogemos en esta ponencia, sobre los 
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d) Se planteó la necesidad de elaborar un Anexo Técnico, con el pro-
-

noso que las TIC vienen presentando y la inconveniencia de establecer 
parámetros rígidos en el proyecto de ley;

e) Se apoya la propuesta de introducir la Cátedra de Telesalud y de 
Telemedicina, en especial, en Colombia, respetando la autonomía de 
las Universidades, que en últimas decidirán la conveniencia de intro-
ducirla en su entidad, bajo los parámetros que desarrolle el Ministerio 
de Educación con el Apoyo del Consejo Rector de Telesalud de Co-
lombia. 

2. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL
a) El artículo 11 de nuestra Carta Política establece la inviolabilidad 

-
cibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los 
mismos derechos sin que deban intervenir factores de discriminación y 
mediando un compromiso directo por parte del Estado de promover las 
condiciones para que la igualdad sea real y efectiva;

b) Por su parte, el artículo 49 establece que “la atención de la salud 
y el saneamiento ambiental son servicios públicos, a cargo del Estado. 
Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, 
protección y recuperación de la salud. Corresponde al Estado organizar, 
dirigir y reglamentar la prestación de servicios de Salud a los habitantes 

universalidad y solidaridad”;
c) El artículo 334, prevé la óptima utilización de los recursos para 

mejorar la calidad de vida de la gente; El artículo 336, incisos 4º y 5º 
hace referencia a los recursos provenientes del monopolio de los juegos 
de suerte y azar y de los licores para los servicios de salud;

d) En el artículo 350, se indica prioridad al gasto público social sobre 
cualquier otra asignación para atender las necesidades básicas insatisfe-
chas de la población. Los artículos 356, 357, 358 y 359, establecen de 
forma global, que los recursos provenientes de las participaciones (Ley 

-
ción de los servicios de educación y de la salud, los cuales podrán tener 

-
cursos, se prestarán los servicios por las respectivas entidades territo-

Estado garante de la prestación adecuada de los servicios, en particular 
de la salud, la equidad y el bienestar de la población;

e) El artículo 67 establece que la educación es un derecho de la per-
sona y un servicio público que tiene una función social: con ella se 
busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás 
bienes y valores de la cultura. La aplicación de las TIC, para la gestión 
del conocimiento en salud, se enmarca dentro de este postulado. En el 
artículo 69 se establece que el Estado fortalecerá la investigación cientí-

especiales para su desarrollo;
f) La Ley 9ª de 1979, la Ley 10 de 1990, las Leyes 60 y 99 de 1993 

la Ley 100 de 1993, la Ley 715 de 2001 y la nueva Ley de Seguridad 
Social en Salud 1122 de 2007, que dan cumplimiento a los artículos 
48 y 49 de la Constitución Política de 1991, hacen referencia a que el 
Estado garantiza de forma progresiva los derechos irrenunciables de 
la persona y la comunidad, concretados en la prestación del servicio 
público obligatorio y esencial de la seguridad social, orientado por 

-
dad y participación para obtener una calidad de vida de acuerdo con 
la dignidad humana;

g) La Ley 1122 de 2007, además de pretender un acceso universal de 
-

rágrafo segundo, del artículo 26 De la prestación de servicios por parte 
de las instituciones públicas, establece: La Nación y las entidades terri-
toriales promoverán los servicios de Telemedicina para contribuir a la 
prevención de enfermedades crónicas, capacitación y a la disminución 
de costos y mejoramiento de la calidad y oportunidad de prestación 
de servicios como es el caso de las imágenes diagnósticas. Especial 

interés tendrán los departamentos de Amazonas, Casanare, Caquetá, 
Guaviare, Guainía, Vichada y Vaupés;

h) En los artículos 93 y 94 de la Carta Política, se establece un 
compromiso nacional en el ámbito de los derechos humanos, incluido 
el de la salud y para tal efecto, se diseñó el Sistema General de Segu-
ridad Social en salud (SGSSS) y sus subsistemas, con sus diferentes 
normativas;

i) El Estado además, se convierte en garante internacional de los 
servicios de la salud y el bienestar social con equidad, al suscribir trata-
dos y convenios internacionales, por ejemplo: La Carta de las Naciones 
Unidas, La Declaración Universal de los Derechos Humanos (art. 25, 
inciso 1° y artículo 22), la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre (artículo XI).), el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (artículos 9° y 12 de la Ley 74 de 
1968), Protocolo de San Salvador (Ley 16 de 1972, Ley 319 de 1996, 
declarado Constitucional en Sentencia C-251/28 de mayo/1997), entre 
otros más; 

j) Respecto a la Telemedicina como modelo nacional alternativo y 
complementario, existe una normativa desde el año 2004 con la Reso-
lución 02182 del 9 de julio y posteriormente, actualizada con la Reso-
lución 1448 de mayo de 2006, del Ministerio de la Protección Social, 
por la cual se normaliza la habilitación de las entidades que participan 

-
lidades y se incluyen anexos técnicos. Sin embargo, existen algunos as-

adaptadas a Colombia, las características de calidad aceptadas como 
buenas y adecuadas, tarifas homologadas nacionales, la caracterización 
en la contratación, las relaciones y obligaciones contractuales entre las 
aseguradoras y las empresas proveedoras del servicio de telemedicina, 
la generación del conocimiento y de investigación en TIC en el país, el 
contenido de teleeducación al personal del área de la salud, el tipo de 
ayuda o subsidio estatal a los organismos de salud que conforman la 
red hospitalaria, el compromiso real y apoyo de las empresas de conec-
tividad y telecomunicaciones privadas, el compromiso real y adecuado 
del Estado a través de sus Ministerios de Protección Social, de Educa-
ción, de Vivienda y Medio Ambiente, de Hacienda y Comunicaciones, 
la priorización de los municipios por parte de Compartel para darle sen-
tido social y contenido a la conectividad por Internet, entre otros; 

k) Finalmente, en la Ley del Plan de Desarrollo para el cuatrienio 
2006-2010, se establece que para garantizar lo establecido en el pará-
grafo 2º del artículo 26 de la Ley 1122 de 2007, las Empresas Promoto-
ras de Salud, EPS, del Régimen Subsidiado y Contributivo, dedicarán 

-
ciación de los servicios de Telemedicina con cobertura nacional, tanto 

municipios y Distritos, a través de la entidad nacional que los agremia, 
harán posible la prestación de este servicio. Asimismo, la Superinten-

este artículo para autorizar o renovar el funcionamiento de la EPS, en 

l) En cuanto a la Teleeducación, la Ley 115 de 1994, artículo 5°. 
Fines de la Educación, establece el acceso al conocimiento, la cien-
cia, la técnica y demás bienes y valores de la cultura, el fomento de la 
investigación y el estímulo a la creación artística en sus diferentes ma-

orientado con prioridad al mejoramiento cultural, y de la calidad de la 
vida de la población, a la participación en la búsqueda de alternativas de 
solución a los problemas y al progreso social y económico del país.

III. JUSTIFICACION DEL PROYECTO LEY
Las acciones de salud pública son la base de la sostenibilidad de 

cualquier sistema de seguridad social en salud; en Colombia, el mo-

los indicadores de Vigilancia Epidemiológica, que demuestran que no 
ha sido posible alcanzar resultados de impacto en enfermedades que 
siguen causando años de vida perdidos y muertes que podrían evitarse, 
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sobre todo, en grupos vulnerables como los niños, los adultos mayores 
y las mujeres en edad fértil.

Se ha demostrado que gran parte de las enfermedades, tanto trans-
misibles, como crónicas, podrían evitarse, si se atacan los factores de 
riesgo asociados con el ambiente, los hábitos de vida o si son oportuna-
mente atendidas, a través de sólidos modelos de Atención Primaria, que 
evitarían o al menos minimizarían, el uso de los servicios de salud, a los 
cuales importantes sectores de la población no tienen acceso. 

Partiendo de la base de que el recurso humano para prestar los ser-
vicios de salud, es escaso en el país, la solución de la problemática 
de Salud Pública se complica; con mayor razón si se tiene en cuenta 
la carencia de modelos idóneos de Atención Primaria por parte de los 
Aseguradores y la inaccesibilidad de la población a los servicios y a los 
medicamentos.

El aseguramiento en salud de toda la población colombiana, aún no 
es una realidad, aunque así lo concibió la Ley 100 de 1993 y ahora la 
Ley 1122 de 2007. Esta cobertura universal, si se alcanza, sigue sien-
do limitada y parcial, debido en algunos casos, a que la prestación de 
servicios, cuando el usuario los requiere, no se hace efectiva, por las 
múltiples barreras que persisten y que no se solucionarán dentro de los 
modelos de atención previstos, o a que la oferta de servicios de salud no 
está disponible de manera amplia, en todos los niveles de complejidad, 

Colombia. Ello conduce a que la atención sea de mayor calidad en los 
centros urbanos y bastante precarias, en las zonas rurales o poblaciones 
dispersas.

Existe una gran división o brecha diferenciada, entre las ciudades 
capitales e intermedias y las ciudades pequeñas o pueblos rurales o pe-

seguridad y violencia, sino en referencia a los servicios, fundamental-

secuelas y mortalidad, así como en la calidad de vida de las personas, 
en general y de la población vulnerable, pobre, de escasos recursos, 
en particular, distinguiendo entre ellos a los grupos especiales como la 
tercera edad, mujeres, desplazados y población pediátrica que física-
mente no tienen, ni se les ofrece la forma o el mecanismo de equidad y 
oportunidad, en el acceso a los servicios básicos antes referidos, siendo 

dentro de la Constitución Política de 1991, como es el caso del Estado 
Colombiano.

En nuestras realidades rurales actuales se observan elevadas tasas de 
morbi-mortalidad e incluso, secuelas por enfermedades cuyos ejes cen-
trales o comunes son la falta de diagnóstico y tratamiento oportuno o la 
falta de remisión acertada al nivel de complejidad que correspondiera 
por su gravedad, o la incapacidad de iniciar un manejo pre hospitala-
rio durante su traslado, o la limitante cruel en la complejidad-calidad 
y especialización de la atención, por denominaciones administrativas 
referentes a los niveles de atención en I, II, III y IV, como si las enfer-
medades y los pacientes, se limitaran y valga la redundancia, por esa 

de atención en salud, pero no limitarlos en cuanto a la oportunidad y 
capacidad resolutiva en la prestación de un adecuado servicio.

En un mundo globalizado que se integra diariamente, a través de las 
Tecnologías de Información y Comunicaciones (TIC), donde se ha en-
tendido que estas son fundamentales para mejorar la calidad de vida de 
la gente, es inadmisible que no se hayan aplicado estas tecnologías, a la 
salud, para mejorar nuestros regulares índices de salud pública.

Con base en lo anterior, se considera oportuno, aprovechar las ven-
tajas que brindan las nuevas Tecnologías de la Información y las Tele-
comunicaciones, TIC, como lo han hecho otros países del mundo, en 
apoyo a la salud de los colombianos, a través del uso de herramientas 
de la Telesalud, y contribuir, si es posible, a utilizar de manera más 

-

complementación terapéutica, avanzar en la investigación, la gestión 
del conocimiento y la administración de los servicios.

Colombia está en condiciones de entrar en una etapa de desarrollo 
de todas las áreas de la Telesalud, por contar con algunas fortalezas 
básicas:

• Capacidades potenciales de sus Recursos Humanos;
• Excelentes universidades formadoras de recurso humano altamente 

• Grupos de expertos trabajando en el tema, desde diferentes re-
giones;

• Se tiene una política pública de conectividad. El Ministerio de Co-
municaciones destacó en el foro que a través de su Programa Compartel, 
tiene como meta llevar el servicio de conectividad a la mayoría de las 
instituciones públicas del país, teniendo como prioridad la cobertura de 

203 hospitales y en el año 2007, se prevé conectar 589. Existe un acuer-
do con el Ministerio de la Protección Social para llevar la conectividad 
a los hospitales por ellos priorizados, en el marco de las características 

Comunicaciones, realizó recomendaciones al proyecto de ley, en nota 
enviada, de las cuales tomamos las que nos parecieron pertinentes4.

socialización de Tecnologías de Información y Comunicaciones a la 
Salud, para avanzar en la búsqueda del bienestar y la calidad de vida de 
la gente.

Como se ha mencionado, en la actualidad Múltiples Proyectos y Pro-
gramas aislados vienen desarrollándose en diversas regiones del país 
como Bogotá, Medellín, Cali, Bucaramanga, etc. No existe una política 
de Estado que encauce estos esfuerzos de manera racional y con enfo-

su parte, el Ministerio de la Protección Social, tiene previsto realizar un 

la Ley 1122 desarrollen la Telemedicina. Es fundamental, por lo tanto, 
aprovechar el conocimiento y experiencia de los expertos colombianos 
que vienen trabajando en Telemedicina; fomentar el Teletrabajo, y el 
aprendizaje por modelos.

Además, es una oportunidad para formar redes de investigación en 
torno a la Telesalud, a nivel nacional y global; crear un espacio de dis-
cusión sobre aspectos médico-legales, tecnológicos, informáticos sobre 
Telesalud; y, asesorar a los Ministerios para la toma de decisiones en 
cuanto a la misma.

IV. FINANCIAMIENTO Y SOSTENIBILIDAD
Necesariamente, el desarrollo del modelo de Telemedicina requiere 

recursos para que se optimice la conectividad; es indispensable contar 
-

cidad que exigen los registros médicos, independientemente del medio 
que se utilice para capturarlos y transferirlos. Una potente Intranet para 
Telemedicina. Además para asegurar la conexión en la red de presta-
dores, para que ella no falle y sea sostenible; muchos hospitales tienen 
hoy día conectividad pero no es permanente por problemas de pago. Se 
necesitan equipos de cómputo en buen estado que faciliten el intercam-
bio de información e imágenes. Para el desarrollo de contenidos el país 
cuenta con excelente recurso humano. 

4.1 Fondo de Comunicaciones

de los recursos del Fondo de comunicaciones.
El Fondo de Comunicaciones es una Unidad Administrativa Espe-

cial adscrita al Ministerio de Comunicaciones, creada mediante Decre-
to-ley 129 de 1976 y reestructurado a través de los Decretos 1130 de 

los planes, programas y proyectos para facilitar el acceso de todos los 
habitantes del territorio nacional a los servicios de telecomunicaciones 
y postales sociales así como apoyar las actividades del Ministerio y el 
mejoramiento de su capacidad administrativa, técnica y operativa para 

-
ción de programas destinados a la expansión de las Tecnologías de la 

4 Nota Ministerio de Comunicaciones.  Despacho de la Ministra. Junio 6 de 2007.
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recibe por los pagos que los operadores de telecomunicaciones realizan 
por concesiones, autorizaciones y utilización del espectro radioeléctri-
co, entre otros recursos estos que deben revertirse en su totalidad en el 
sector y en apoyo a las comunicaciones sociales. La Telemedicina se 

Como es bien conocido, los recursos de este fondo no se ejecutan 
en su totalidad, dado a que el Ministerio de Hacienda no los gira, si no 

-
nitiva, ya que tales fondos son indispensables para el desarrollo de las 
tecnologías de las comunicaciones y en especial, de la Telemedicina, 
para que sea una herramienta de inclusión a la salud.

4.2 Otras fuentes
a) Ministerio de la Protección Social y otros, en cuanto tengan com-

petencias en el desarrollo de la Telesalud en Colombia; 
b) Proveedores de conectividad y equipos a través de aportes en ser-

vicios. Responsabilidad social de los operadores en 2006 generaron 
7.216 millones de dólares en Colombia;

c) El 0.3% Unidad de Pago por Capitación, contributiva y subsidia-
da, Ley del Plan de Desarrollo, 2006-2010, que está en estos momentos 
para sanción por parte de la Presidencia de la República. 

V. ALCANCES DEL MODELO
Si bien el modelo será de iniciativa pública, con la participación ac-

tiva de los Ministerios de Comunicaciones, de la Protección Social y 
de Educación, entre otros, este requiere para ser viable, del soporte de 
la empresa privada, clínicas que están investigando sobre el tema, de 
las universidades, los centros de enseñanza y de las redes Telemáticas 
existentes, como Unired en Santander, Rumbo en Bogotá, Ruana, en 
Medellín, RUAV en el Valle del Cauca, Rumba en Barranquilla, RUP 
en Popayán, y en general, todas las redes que conforman la Red Nacio-
nal Académica de Tecnología Avanzada de Colombia, Renata, además 
de todos los actores de la seguridad social en salud, vigente.

Las nuevas tecnologías, sin embargo, también conllevan muchos 
riesgos y es evidente que esta nueva cultura debe desarrollarse sobre 
una base ética sólida. La legislación no ha sido capaz de adaptarse al 

de orientación para la implementación y desarrollo de la Telemedicina, 
así como Resoluciones por parte del Ministerio de la Protección Social, 
con unos lineamientos generales para su aplicación, más no sobre su 
impulso y desarrollo, como una Política de Estado, que podría contri-
buir a mejorar la cobertura de los servicios del salud y el acceso de los 
pacientes a una atención de calidad. 

-
cia. En la telemedicina las decisiones relacionadas con las intervencio-
nes, el diagnóstico y el tratamiento y las recomendaciones, se basan 
en datos, documentos o cualquier tipo de información trasmitida por 
sistemas de telecomunicación.

La Resolución 01448 del 8 de mayo de 2006, con sus anexos técni-
cos, reglamenta algunos aspectos de la prestación de servicios de sa-
lud bajo la modalidad de Telemedicina y se establecen las condiciones 
de habilitación de obligatorio cumplimiento para las instituciones que 
prestan los servicios de salud, bajo esta modalidad. En su artículo 2°, 

Telemedicina como la provisión de servicios de 
salud a distancia, en los componentes de promoción, prevención, diag-
nóstico, tratamiento o rehabilitación, por profesionales de la salud que 
utilizan tecnologías de la información y la comunicación, que les per-
miten intercambiar datos con el propósito de facilitar el acceso de la 
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población a servicios que presentan limitaciones de oferta, de acceso a 

Estudios serios que se vienen desarrollando en el país, permiten con-
cluir que en Colombia contamos con los elementos para establecer el 

constitucional de la cobertura universal en materia de salud, a través de 
alternativas tecnológica y económicamente viables. Así mismo, conta-
mos con amplia reglamentación en materia de seguridad social que pro-
vee de un marco legal para la organización y el manejo operativo de las 
redes de Telesalud, a través de las cuales sea posible ofrecer servicios 
especializados de salud en todos los rincones del país6. No obstante, 

de Estado y alternativa viable para mejorar la cobertura y el acceso a 
los servicios de salud, con un criterio de sostenibilidad y no como un 
proyecto puntual.

Hemos revisado algunos modelos existentes a nivel de Latinoaméri-
ca y concluimos que el colombiano, será un modelo adaptado a nuestras 
particulares necesidades y presentará resultados a corto, mediano y lar-
go plazo, a través de un desarrollo coherente capaz de ser monitoreado 
a través de indicadores. 

También se contempla la creación de un organismo a nivel nacional 
que lidere este modelo así como el desarrollo de contenidos, tecnología 
y herramientas que lo hagan viable y sobre todo, proponga al legislati-
vo el desarrollo jurídico de la presente ley marco y que tienda a que la 
Telesalud se consolide en Colombia como un medio para acercarnos a 
los objetivos del milenio y mejorar la calidad de vida de la gente, sobre 
todo, aquella de estratos bajos que no tiene acceso a una medicina de 
calidad. El organismo propuesto como Consejo Rector, brindará toda 
la asesoría necesaria a los Ministerios de la Protección Social y de Co-
municaciones, para efectuar los desarrollos técnicos y normativos a que 
haya lugar, para que la Telesalud sea una realidad en el país. 

El proyecto de ley que se presenta constituye un marco general para 

tecnológico y asistencial de Telesalud en Colombia, pero en sí la políti-
ca está por desarrollarse. 

VI. LA NECESIDAD DE UN ENTE RECTOR
Se propone en el proyecto de ley, la creación del Consejo Rector de 

la Telesalud en Colombia (CORETEL) debido a que:7

a) Existen diversos grupos de teleexpertos en el país, que tienen 
poca interrelación, no comparten sus experiencias y trabajos, no hacen 
sinergia de resultados, de investigación o de programas. Por regiones 
establecen algunos indicadores y no a nivel nacional. No se conoce su 

b) Existe un desconocimiento importante por parte del Estado de las 

y redes para realizar Telesalud en el país;
c) Debe generarse una normativa adaptada a nuestras condiciones 

particulares;
d) Es urgente la homologación y el conocimiento de los programas 

de Telesalud en Colombia; manteniendo el sentido social de la salud y 
educación que permite la Telemedicina;

e)  Existe escaso fomento en investigaciones para el desarrollo de 
innovación y tecnologías propias a la Telesalud en el país y nos vemos 
obligados a importar los modelos;

f) La globalización y la gestión del conocimiento, se basa en su so-
cialización y uso por parte de todas las personas, de manera indistinta, 
según sus necesidades, a través de redes y los procesos de tele-educa-

de la investigación y la innovación tecnológica.

V. ANEXO TECNICO
Se propone en el Anexo Técnico del proyecto de ley, la necesidad de 

que Compartel, como organismo de conectividad nacional, (telefonía 
comunitaria y domiciliaria, Internet social, Centros Integrados de Te-
lecomunicaciones Sociales CITS, Telecentros - telefonía, fax, Internet, 
recursos informáticos, capacitación en Tic), con la Asesoría del Con-

a las prioridades en salud pública y características de las poblaciones, 
explorando y valorando otros tipos de conectividad como las Platafor-
mas Satelitales de telefonía celular y los protocolos PLC /BPL, que se 
diseñen para la implantación y desarrollo de Telemedicina en diversas 
regiones y se revalúe el modelo actual de fases de conectividad que 
poco ha tenido en cuenta los modelos regionales de Telesalud, aunque 
se aclara que se viene adelantando en la conectividad de los Hospitales, 

que el país requiere.
a) El objeto fundamental de Compartel y el Estado es la moderni-

zación, el desarrollo y la socialización de la educación y las ciencias por 
la Web, competitividad tecnológica regional como factor de desarrollo 
y esto se logra dándole “contenido a la banda “ uso adecuado del Inter-
net banda ancha;

b) Los contenidos actuales son el de gobernabilidad (con poco uso 
y aplicación práctica), el de seguridad (faltan datos para su evaluación), 
el de educación (con diversos programas pero falta el recurso humano 

trata justamente de la Telesalud, donde como hemos repetido, no existe 

para alcanzar.
Se consideró necesario establecer que desde el punto de vista téc-

nico, se utilizaran los protocolos que aseguren la compatibilidad en el 
envío de las imágenes diagnósticas y demás información, dentro de los 

informe de las imágenes radiológicas debe estar a cargo del médico es-
pecialista. Todos los aspectos tecnológicos serán objeto de los estudios 
y directrices que proporcionará el Consejo Rector.

V. EL FOMENTO DEL CONOCIMIENTO
El proyecto de ley contempla la necesidad de incluir en el pénsum 

de estudios de las carreras en TIC, así como de las ciencias de la salud, 
la cátedra de Telesalud, teniendo en cuenta que existe gran desconoci-
miento sobre el uso de estas tecnologías por parte del talento humano de 
las ciencias de la salud y que estamos en mora de desarrollar la “cultura 
de la Web”, desde las universidades y los centros de estudios, en todas 
las áreas del conocimiento, y en especial de la salud. Es imprescindible 
para los profesionales de la salud el manejo adecuado de las herramien-
tas web para fortalecer su desempeño, competitividad y mejoramiento 
en la calidad.

Si bien a nivel general, se busca posibilitar y facilitar la cooperación 
y el intercambio de conocimiento entre los grupos que brindan atención 
a los pacientes, también se busca avanzar en la investigación de las po-
tencialidades que tiene esta modalidad de atención médica, así como en 
los sistemas de información de transmisión de datos clínicos, imágenes 
y señales biomédicas y utilizarlas en apoyo a la gestión y administra-

El modelo se concibe como una red de información y Telecomuni-
caciones, orientada a apoyar las condiciones de salud de la población 
colombiana, así como a capacitar el recurso humano para compartir 
el conocimiento, desarrollar una plataforma tecnológica que lo haga 
viable y sostenible y avanzar en cuanto a la investigación y enseñan-
za. Esta red podría a su vez ser el medio para compartir conocimiento 
y experiencia a nivel mundial así como facilitar la movilidad y el in-
tercambio de expertos investigadores dentro de los grupos de la red 
temática para así intercambiar información relevante sobre métodos, 
instrumentos, resultados de los proyectos de investigación e iniciativas 
relevantes, entre otros. Uno de los aspectos más importantes del modelo 
se encuentra en la sinergia que se puede lograr al compartir el conoci-
miento y la experiencia adquirida, dándole especial énfasis a la inves-

6 Algunos problemas jurídicos derivados de la implementación de la Telemedicina 
en Colombia como modalidad alternativa de prestación del servicio público de 
salud. Natalia Millán Cuellar.

7 Asesoría de  Nadim Miserque, Cardiólogo Internista, R. M 1007292 SSS., Exper-
to en Telemedicina, Investigador de Colciencias.
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tigación aplicada. El modelo que se pretende desarrollar a partir de la 
presente Ley-Marco, apunta a un desarrollo coherente y consistente con 
nuestras propias necesidades y realidad tecnológica, sin perder de vista 
la necesidad de realizar un monitoreo, para la mejora continua, a través 
de Consejo Rector de la Telesalud en Colombia.

Proposición
Por las anteriores consideraciones, y teniendo en cuenta la necesidad 

de impulsar de manera coherente y acorde con nuestras necesidades y 
recursos humanos, físicos y tecnológicos el modelo de Telesalud de Co-
lombia, solicitamos a la Plenaria del honorable Senado de la República, 
darle segundo debate al Proyecto de ley número 218 de 2007, por la 
cual se desarrolla la Telesalud en Colombia y se articula a la platafor-
ma de las tecnologías de la información y el conocimiento, teniendo 

Néstor Iván Moreno Rojas, Jorge Hernando Pedraza, Carlos Julio 
González Villa, Oscar Suárez Mira, Plinio Edilberto Olano B., Gabriel 
Acosta Bendek, Carlos Roberto Ferro, Senadores de la República.

PLIEGO DE MODIFICACIONES PARA SEGUNDO DEBATE
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 218 DE 2007

por la cual se desarrolla la Telemedicina en Colombia y se articula 
la a plataforma de las tecnologías de la información 

y el conocimiento.
Nombre del proyecto de ley: 
“Por  la cual se desarrolla la Telesalud en Colombia y se articu-

la a la Plataforma de las Tecnologías de la Información y el Cono-
cimiento”.

Artículo 1º. 
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto desarrollar el 

-
lidad, oportunidad y posibilidad de todos los colombianos de acceder a 
los servicios de salud, y a la vez utilizar de la mejor forma los recursos 

salud, facilitar el acceso al conocimiento, promover la investigación y 
fortalecer los sistemas de información y registros clínicos y administra-
tivos del sector, mediante el apoyo de las Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, TIC.

Artículo 2º
Artículo 2º. Alcances de la Telesalud en Colombia. Para efectos 

de la presente ley, la Telesalud comprende: TeleMedicina; Tele-Edu-
cación; Tele-Investigación; Tele-Administración; y Tele-Estadística y 
Epidemiología; en consecuencia, tiene entre otros, los siguientes alcan-

presente ley):
En cuanto a Telemedicina:
a) Facilitar la implementación de decisiones y conductas médico-

quirúrgicas, en la atención a los pacientes;
b) Hacer un mejor uso de los recursos de salud;
c) Disminuir las tasas de morbimortalidad de la población por pato-

d) Optimizar el manejo médico prehospitalario;
e) Disminuir las secuelas o complicaciones de los pacientes;
f) Generar una red de asesoría y apoyo médico entre los profesiona-

les de la salud;
g) Evitar el traslado de pacientes o la remisión innecesaria.
h) Descongestionar los servicios de urgencias bajando sobrecostos o 

evitando el mal uso de los mismos;
i) Racionalizar los costos de los servicios de hospitalización;
j) Modernizar y optimizar el CRUE (Centro de Referencia de Urgen-

cias y Emergencias); 
k) Reducir los costos del servicio para los usuarios;
l) Promover la atención integral de los pacientes;

m) Disminuir los riesgos potenciales durante el traslado de pa-
cientes;

n) Optimizar los recursos de la salud pública;
o) Mejorar la calidad de la asistencia desde el nivel primario.
En cuanto a Tele-Educación:
a) Fomentar la educación continuada del personal de la salud;
b) Generar una red de asesoría y apoyo médico entre los profesiona-

les de la salud;
-

rentas áreas del saber en salud en Colombia;
d) Permitir y gestionar el intercambio de misiones educativas y de 

transferencia del conocimiento desde y hacia Colombia;
e) Diseñar y desarrollar la comunidad virtual del personal de la sa-

lud, por áreas y especialidades;
f) Fomentar el uso de las guías estandarizadas de diagnóstico y ma-

Enfermedades);
g) Desarrollar, acorde a su potencial y características, las especiali-

dades, cursos, masterados y foros de forma virtual en Colombia;
-

dios realizados en forma virtual;
i) Fomentar los convenios interinstitucionales entre los centros de 

educación tecnológica y profesional nacionales e internacionales;
j) Fomentar la Docencia de las áreas del saber, basadas en las TIC;
k) Trabajar los diferentes esquemas en concordancia al ICFES.
En cuanto a la Tele-Investigación: 
a) Fomentar e integrar a los centros y a los profesionales en la inves-

tigación;

materia de TIC necesarias y requeridas por el país;
c) Fomentar la innovación e investigación de equipos biomédicos;
d) Fomentar el desarrollo del área de sistemas y sistemas basados 

en la problemática en salud pública, educación, calidad, sistemas de la 
información y ampliación de cobertura, vigentes en Colombia;

e) Generar modelos y estrategias para la alfabetización digital y so-
cialización de las TIC para los ciudadanos colombianos, independien-

f) Fomentar la generación de proyectos de investigación en Telesa-
lud por medio de incentivos adecuados y concursos regionales y nacio-
nales;

g) Trabajar en concordancia con Colciencias.
En cuanto a la Tele-Administración, Estadística y Epidemiología
a) Contribuir a la modernización del Estado;
b) Racionalizar los recursos de la salud pública;
c) Fortalecer los sistemas de gestión de la información entre los ni-

veles de atención;
d) Modernizar y optimizar el CRUE (Centro de Referencia de Ur-

gencias y Emergencias);
 e) Disminuir la tramitología administrativa interna en la red de pres-

tadores de servicios de salud;
f) Crear, diseñar y desarrollar una base de datos nacional soportada 

en sistemas estadísticos referentes a usuarios, prestadores, manuales ta-
rifarios y vigencia de derechos;

g) Soportar y apoyar a los diferentes observatorios de salud pública 
regionales;

-
bilidad;

i) Apoyar al desarrollo de una historia clínica Unica y Digital;
j) Realizar informes estadísticos de tasas de mortalidad, morbilidad 

y secuelas de la población colombiana.
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Artículo 3º. 
Artículo 3º. -

salud del Grupo de Expertos de la OMS, como el conjunto de activida-
des relacionadas con la salud, servicios y métodos, los cuales se llevan 
a cabo a distancia con la ayuda de las tecnologías de la información y 
telecomunicaciones.

Parágrafo 1°. La Telemedicina es la parte fundamental, para efectos 
-

vicios de salud a distancia, en los componentes de promoción, preven-
ción, diagnóstico, tratamiento o rehabilitación, prestados por profesio-
nales de la salud, quienes utilizan para tal objetivo las Tecnologías de 
Información y Comunicaciones (TIC), acordes y adaptadas a nuestras 

el propósito de facilitar la equidad y el acceso a la salud, de toda la po-
blación, incluida o no en los regímenes de la seguridad social en salud 

Artículo 4º. 
Artículo 4º. Principios básicos de la Telemedicina. 

queda así:
1. En cuanto a la competencia: El personal de la salud que practica 

la Telemedicina debe estar autorizado para ejercer la profesión en el 
-

ciones académicas acreditadas, de acuerdo con las disposiciones legales 
que rigen en Colombia sobre la materia.

2. La relación Médico-Paciente: El uso de la Telemedicina no 
debe afectar negativamente la relación personal entre el médico y su 
paciente, que, al igual que en otras áreas de la medicina, debe basarse 
en el respeto mutuo, la adecuada relación Médico-Paciente, la inde-
pendencia de juicio del médico, la autonomía del paciente y el secreto 

mutuamente con toda seguridad cuando tenga lugar una Teleconsulta. 
El médico tratante, acorde a su criterio clínico, solicita la opinión o 
la interconsulta de otro médico, a petición o con permiso del pacien-

manera que el médico interconsultado pueda emitir un juicio clínico 

3. En caso de urgencia: Dicho juicio clínico debe basarse en una in-
formación completa; el peligro para la salud del enfermo será el factor 
determinante para realizar una interconsulta en tiempo real o de forma 
inmediata, para facilitar su diagnóstico, tratamiento y/o remisión opor-
tuna.

4. Responsabilidad del Médico: El médico tratante que pide a otro 
médico, por interconsulta de Telemedicina, su opinión, seguirá siendo 
responsable del tratamiento y de las demás decisiones y recomendacio-
nes que se hagan al paciente. Si practica la Telemedicina directamente 
con el paciente, el médico asume la responsabilidad del caso en cues-
tión. El médico que realiza intervenciones médicas utilizando técnicas 
de Telemedicina es responsable de estas intervenciones.

5. Calidad, seguridad y protección en Telemedicina Un médico 
que practique la Telemedicina es responsable de la buena calidad de sus 
servicios. El médico sólo puede dar su opinión, dar recomendaciones o 
tomar decisiones si la calidad y la cantidad de los datos o del resto de 

en cuestión. El médico debe asegurarse, cuando realiza intervenciones 
-

venientemente formado que atienda al enfermo y le preste asistencia 
permanente. Referente a la seguridad electrónica de los datos, deben 

6. Historia Clínica: Todos los médicos que practican la Teleme-
dicina deben llevar un historial completo del paciente y todos los ca-
sos deben estar convenientemente documentados. También debe con-

la calidad de los datos y del resto de la información que se recibe. 
Las conclusiones, las recomendaciones y los servicios de Telemedi-
cina que se efectúen deberán estar convenientemente documentados, 
respetando las normas, guías y parámetros vigentes en el país sobre 

la Historia Clínica. Se fomentará y desarrollará una Historia clínica 
electrónica/digital única nacional.

7. Ética médica, consentimiento del paciente y secreto médico: 
Los principios de ética médica de obligado cumplimiento para la pro-
fesión médica y en general, referentes a las áreas de la salud también 
deben respetarse en la práctica de la Telemedicina. Las normas habi-

los documentos que se utilizan en Telemedicina. Solo pueden utilizarse 
los métodos de archivo y transmisión cuando se garantice el secreto y 
la seguridad. Los datos del paciente y las demás informaciones solo 
pueden facilitarse a otro médico o profesional de salud a petición o con 
el consentimiento informado (permiso) del paciente, y de la manera que 
este apruebe. Estos datos deben estar relacionados con el problema que 
se trate.

CAPÍTULO II: En el título se reemplaza Telemedicina por Te-
lesalud.

Artículo 5º. Consejo Rector de Telemedicina. -
da así:

Artículo 5º. Créase el Consejo Rector de la Telesalud en Colombia 
(Coretel) como organismo asesor, de carácter nacional, público, com-
puesto por las personas expertas en la temática, con experiencia demos-
trada, que estén participando activamente desde sus grupos de trabajo 
y regiones, en el desarrollo de este tema, con la presencia de los Minis-
terios de la Protección Social, de Telecomunicaciones, de Educación, 
Hacienda y Vivienda y Medio Ambiente. 

Parágrafo. El Ministerio de la Protección Social reglamentará en 
un plazo no mayor a tres meses, la conformación de este Consejo 
Rector. 

Artículo 6º. Funciones del Consejo Rector de Telemedicina. Se

Rector de la Telesalud en Colombia, y se agregan algunas funciones. 
Queda así: 
Artículo 6º. El Consejo Rector de la Telesalud en Colombia tendrá, 

entre otras, las siguientes funciones:
a) Promover la investigación de las TIC aplicadas a la mejora del 

acceso a los servicios de salud de calidad, de toda la población colom-
biana, dentro de los criterios establecidos por la Constitución de 1991; 
además de los servicios de educación a distancia, innovación tecnológi-
ca, creación y desarrollo o adaptación de la red nacional de gestión en 
salud y mejoramiento de los sistemas de la información;

b) De manera prioritaria, promover la investigación de las TIC apli-
cadas a la mejora del acceso a los servicios de salud de calidad, de 
toda la población colombiana, dentro de los criterios establecidos por la 
Constitución de 1991;

c) Analizar, proponer, evaluar y retroalimentar el modelo nacional 

calidad de vida de la gente;
d) Brindar asesoría al Ministerio de la Protección Social para el de-

sarrollo de la Telesalud en Colombia, como una política de Estado, con 

a los servicios de salud de calidad; así como la educación, la gestión del 
conocimiento, la investigación, los registros y estadísticas y la gestión 
de estos servicios;

e) Asesorar al Ministerio de Comunicaciones en cuanto a las nece-
sidades de conectividad que hagan viable el modelo de Telesalud en el 
país, en todos sus componentes;

f) Analizar las normas vigentes y proponer a la Comisión Sexta del 

adiciones;
g) Proponer a la Comisión Sexta del Senado de la República el de-

sarrollo de esta Ley Marco, estableciendo los resultados previstos del 
modelo de Telesalud, para el corto, mediano y largo plazo;

h) Ofertar y promover soluciones para la homologación de la Telesa-
lud en el ámbito nacional;
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i) Brindar apoyo, acompañamiento, coordinación, supervisión a los 
diferentes programas en sus etapas de generación, diseño, cumplimien-
to, calidad y metas propuestas, en cuanto a Telesalud, con la asesoría 
de los Ministerios de la Protección Social, de Telecomunicaciones, de 
Educación, Hacienda y de Vivienda y Medio Ambiente;

j) Promover modelos para la modernización de los métodos de Refe-
rencia y Contrarreferencia, así del CRUE nacional;

k) Analizar propuestas tecnológicas que vayan surgiendo, en apoyo 
al modelo de Telesalud en Colombia; 

l) Generar y difundir el uso de las TIC y la cultura web a través de 
escenarios como las cátedras, simposios, congresos en universidades, 

de Ingenierías eléctrica, electrónica, de sistemas; tecnólogos y odon-
tólogos;

m) En general, propender por el desarrollo del uso y la investigación 
de la Telesalud en Colombia;

n) Establecer indicadores y criterios para el seguimiento, monitoreo 
y retroalimentación del modelo propuesto;

o) Desarrollar todos los alcances y objetivos consignados en el artí-
culo 2° de la presente ley; 

p) Las demás que sean necesarias para garantizar el desarrollo de 
un Modelo de Telesalud, acorde con los recursos y las necesidades del 
país.

Artículo 7º. Consideraciones Técnicas.
nombre del Consejo y queda así:

Artículo 7º. A partir de la promulgación de la presente ley Com-
partel, como organismo de conectividad nacional, previa asesoría y es-

de conectividad acorde a las prioridades en salud pública, educación, 
analfabetismo digital, penetración de las TIC, agendas de desarrollo re-
gionales e intereses, en la participación de estudios de investigación y 
en general, teniendo en cuenta las características de las poblaciones, 
explorando y valorando otros tipos de conectividad que se diseñen para 
la implantación y desarrollo de Telemedicina y la Telesalud, en general, 
considerando también las experiencias de los modelos regionales de 

-
tuales de lentitud, sobrecostos y disminución de la objetividad de la 
conectividad.

Artículo 8º. 
y el resto queda igual. 

Artículo 9º. El diagnóstico efectuado a través de Telemedicina, de-

Artículo 10. En esta parte se propone la introducción de un nuevo 
artículo:

Artículo 10. Habilitación de Instituciones. Las disposiciones plas-
madas en la Resolución número 1448 de 2006 y su anexo técnico, ema-
nada del Ministerio de la Protección Social, son adoptadas, en todo lo 
que no sea contrario a la presente ley, respecto a la habilitación de las 
Instituciones prestadoras de servicios de salud, sus requisitos y condi-
ciones.

CAPÍTULO IV: 
por Telesalud.

-
to,
de la siguiente manera:

Artículo 11. A partir de la vigencia de la presente ley, se destinará 
anualmente el 5% del recaudo del Fondo de Comunicaciones, Unidad 
Administrativa Especial adscrita al Ministerio de Comunicaciones, al 

de Telesalud para Colombia, de acuerdo con las prioridades y el pro-
grama que diseñe el Consejo Rector de la Telesalud. Tales recursos se 

para reducir los costos de los equipos y la conectividad que es necesaria 
para que la Telemedicina sea una realidad en el país. 

Artículo 12. Que anteriormente era el 11. 
así:

Artículo 12. A partir de la vigencia de la presente ley, los asegu-
radores y prestadores de servicios del Sistema General de Seguridad 

ofrecerán dentro de sus portafolios de servicios o capacidad de ofer-
ta a sus usuarios, la Telemedicina como una modalidad de servicio, 
adecuada, efectiva y racional, facilitando el libre acceso y escogencia 
de parte del usuario de la misma, lo cual contribuirá a su desarrollo y 
sostenibilidad. 

Parágrafo 1°. Los aseguradores y prestadores de servicios del Siste-
ma de Seguridad Social en Salud en Colombia, que ya vienen ofrecien-
do esta modalidad de atención, podrán continuar haciéndolo, enmar-
cados en los parámetros que establezca el Ministerio de la Protección 
Social, en virtud de la presente ley. 

Parágrafo 2°. En el término de 3 meses, el Ministerio de la Pro-

Seguridad Social en Salud (POS, POS-S y de Salud Pública), de los 
servicios prestados en la modalidad de Telemedicina, así como los as-
pectos necesarios para el cumplimiento de la presente ley.

Parágrafo 3°. Los Ministerios de Educación, Protección Social Ha-
cienda y Medio Ambiente participarán con recursos económicos, tecno-
lógicos, logísticos y reglamentarios, de acuerdo con sus competencias, 
dentro del modelo nacional de Telesalud, de manera coordinada con 
Coretel.

Parágrafo 4°. Lo dispuesto en el presente artículo no exime a los 
prestadores de servicios de salud y a los aseguradores de su responsa-
bilidad sobre la prestación personalizada de servicios de salud, en el 
marco del Sistema de Seguridad Social vigente en Colombia, y bajo 
ninguna circunstancia se podrá pretender que los reemplacen. El Mi-
nisterio de Protección, con la asesoría de Coretel, deberá reglamentar 
la armonización de los servicios prestados de manera personalizada y 
aquellos que utilicen los recursos de la Telemedicina.

Artículo 13. Anteriormente 12, 
CAPÍTULO V: 

por Telesalud. 
Artículo 13. Cátedra de Telesalud. A partir de la entrada en vigencia 

de la presente ley, el Ministerio de Educación, con la asesoría del Insti-
tuto Colombiano de Fomento de la Educación Superior, ICFES, Coretel 

plazo máximo de dieciocho meses, dentro del respeto de la autonomía 
universitaria, la inclusión en el pénsum académico, de la cátedra de Te-
lesalud, con sus componentes, a través de un proceso escalonado y pro-
gresivo, así como los cursos de capacitación necesaria a los docentes.

Parágrafo 1°. Dentro de la autonomía universitaria, esta cátedra se 
incluirá en el pénsum de estudios de las carreras de Medicina, Psicolo-
gía, Odontología y otras del área de la salud; además de Ingeniería de 
Sistemas, Telecomunicaciones, Eléctrica, Electrónica y Mecatrónica, en-
tre otras. Con este mismo criterio, se desarrollará la especialización en 
Telemedicina, y los demás componentes, como programas de postgrado 
en las universidades colombianas, previo estudio y evaluación correspon-
diente, por parte de las entidades mencionadas en este artículo. 

Parágrafo 2°. Los Ministerios de Educación y de la Protección So-
cial reglamentarán, en el mismo término, de dieciocho meses, la ense-
ñanza de la Telemedicina en el curso corto de inducción, previo a la rea-
lización del año de servicio rural Médico, Odontológico, de Psicología 
y de Enfermería, entre otros, impartido en las diferentes Secretarías de 
Salud Departamentales o sus entes equivalentes

Artículo 14. Anteriormente 13. Queda igual.
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TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 218 DE 2007 

por la cual se desarrolla la Telesalud en Colombia y se articula a la 
plataforma de las tecnologías de la información y el conocimiento.

CAPÍTULO I

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto desarrollar el 
-

lidad, oportunidad y posibilidad de todos los colombianos de acceder a 
los servicios de salud, y a la vez utilizar de la mejor forma los recursos 

salud, facilitar el acceso al conocimiento, promover la investigación y 
fortalecer los sistemas de información y registros clínicos y administra-
tivos del sector, mediante el apoyo de las Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, TIC.

Artículo 2º. Alcances de la Telesalud en Colombia. Para efectos 
de la presente ley, la Telesalud comprende: Tele-Medicina; Tele-Edu-
cación; Tele-Investigación; Tele-Administración; y Tele-Estadística y 
Epidemiología; en consecuencia, tiene entre otros, los siguientes alcan-

presente ley):
En cuanto a Tele-Medicina
a) Facilitar la implementación de decisiones y conductas médico-

quirúrgicas, en la atención a los pacientes;
b) Hacer un mejor uso de los recursos de salud;
c) Disminuir las tasas de morbimortalidad de la población por pato-

d) Optimizar el manejo médico prehospitalario;
e) Disminuir las secuelas o complicaciones de los pacientes;
f) Generar una red de asesoría y apoyo médico entre los profesiona-

les de la salud;
g) Evitar el traslado de pacientes o la remisión innecesaria.
h) Descongestionar los servicios de urgencias bajando sobrecostos o 

evitando el mal uso de los mismos;
i) Racionalizar los costos de los servicios de hospitalización;
j) Modernizar y optimizar el CRUE (Centro de Referencia de Urgen-

cias y Emergencias); 
k) Reducir los costos del servicio para los usuarios;
l) Promover la atención integral de los pacientes;
m) Disminuir los riesgos potenciales durante el traslado de pa-

cientes;
n) Optimizar los recursos de la salud pública;
o) Mejorar la calidad de la asistencia desde el nivel primario.
En cuanto a Tele-Educación:
a) Fomentar la educación continuada del personal de la salud;
b) Generar una red de asesoría y apoyo médico entre los profesiona-

les de la salud;
-

rentes áreas del saber en salud en Colombia;
d) Permitir y gestionar el intercambio de misiones educativas y de 

transferencia del conocimiento desde y hacia Colombia;
e) Diseñar y desarrollar la comunidad virtual del personal de la sa-

lud, por áreas y especialidades;
f) Fomentar el uso de las guías estandarizadas de diagnóstico y ma-

Enfermedades);
g) Desarrollar, acorde a su potencial y características, las especiali-

dades, cursos, masterados y foros de forma virtual en Colombia;

-
dios realizados en forma virtual;

i) Fomentar los convenios interinstitucionales entre los centros de 
educación tecnológica y profesional nacionales e internacionales;

j) Fomentar la Docencia de las áreas del saber, basadas en las TIC;
k) Trabajar los diferentes esquemas en concordancia al ICFES.
En cuanto a la Tele-Investigación 
a) Fomentar e integrar a los centros y a los profesionales en la inves-

tigación;

materia de TIC necesarias y requeridas por el país;
c) Fomentar la innovación e investigación de equipos biomédicos;
d) Fomentar el desarrollo del área de sistemas y sistemas basados 

en la problemática en salud pública, educación, calidad, sistemas de la 
información y ampliación de cobertura vigentes en Colombia;

e) Generar modelos y estrategias para la alfabetización digital y so-
cialización de las TIC para los ciudadanos colombianos, independien-

f) Fomentar la generación de proyectos de investigación en Telesa-
lud por medio de incentivos adecuados y concursos regionales y nacio-
nales;

g) Trabajar en concordancia con Colciencias.
En cuanto a la Tele-Administración, Estadística y Epidemiología:
a) Contribuir a la modernización del Estado;
b) Racionalizar los recursos de la salud pública;
c) Fortalecer los sistemas de gestión de la información entre los ni-

veles de atención;
d) Modernizar y optimizar el CRUE (Centro de Referencia de Ur-

gencias y Emergencias);
e) Disminuir la tramitología administrativa interna en la red de pres-

tadores de servicios de salud;
f) Crear, diseñar y desarrollar una base de datos nacional soportada 

en sistemas estadísticos referentes a usuarios, prestadores, manuales ta-
rifarios y vigencia de derechos;

g) Soportar y apoyar a los diferentes observatorios de salud pública 
regionales;

-
bilidad;

i) Apoyar al desarrollo de una historia clínica Unica y Digital; 
j) Realizar informes estadísticos de tasas de mortalidad, morbilidad 

y secuelas de la población colombiana.
Artículo 3º. -

lesalud del Grupo de Expertos de la OMS, como el Conjunto de activi-
dades relacionadas con la salud, servicios y métodos, los cuAles se lle-
van a cabo a distancia con la ayuda de las tecnologías de la información 
y telecomunicaciones.

Parágrafo 1°. La Telemedicina es la parte fundamental, para efectos 
-

vicios de salud a distancia, en los componentes de promoción, preven-
ción, diagnóstico, tratamiento o rehabilitación, prestados por profesio-
nales de la salud, quienes utilizan para tal objetivo las Tecnologías de 
Información y Comunicaciones (TIC), acordes y adaptadas a nuestras 

el propósito de facilitar la equidad y el acceso a la salud, de toda la po-
blación, incluida o no en los regímenes de la seguridad social en salud 

Artículo 4º. Principios básicos de la Telemedicina:
1. En cuanto a la competencia: El personal de la salud que practica 

la Telemedicina debe estar autorizado para ejercer la profesión en el 
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-
ciones académicas acreditadas, de acuerdo con las disposiciones legales 
que rigen en Colombia sobre la materia.

2. La relación Médico-Paciente: El uso de la Telemedicina no 
debe afectar negativamente la relación personal entre el médico y su 
paciente, que, al igual que en otras áreas de la medicina, debe basarse 
en el respeto mutuo, la adecuada relación Médico-Paciente, la inde-
pendencia de juicio del médico, la autonomía del paciente y el secreto 

mutuamente con toda seguridad cuando tenga lugar una Teleconsulta. 
El médico tratante, acorde a su criterio clínico, solicita la opinión o 
la interconsulta de otro médico, a petición o con permiso del pacien-

manera que el médico interconsultado pueda emitir un juicio clínico 

3. En caso de urgencia: Dicho juicio clínico debe basarse en una in-
formación completa; el peligro para la salud del enfermo será el factor 
determinante para realizar una interconsulta en tiempo real o de forma 
inmediata, para facilitar su diagnóstico, tratamiento y/o remisión opor-
tuna.

4. Responsabilidad del Médico: El médico tratante que pide a otro 
médico, por interconsulta de telemedicina, su opinión, seguirá siendo 
responsable del tratamiento y de las demás decisiones y recomendacio-
nes que se hagan al paciente. Si practica la Telemedicina directamente 
con el paciente, el médico asume la responsabilidad del caso en cues-
tión. El médico que realiza intervenciones médicas utilizando técnicas 
de Telemedicina es responsable de estas intervenciones.

5. Calidad, seguridad y protección en Telemedicina Un médico 
que practique la telemedicina es responsable de la buena calidad de sus 
servicios. El médico sólo puede dar su opinión, dar recomendaciones o 
tomar decisiones si la calidad y la cantidad de los datos o del resto de 

en cuestión. El médico debe asegurarse, cuando realiza intervenciones 
-

venientemente formado que atienda al enfermo y le preste asistencia 
permanente. Referente a la seguridad electrónica de los datos, deben 

6. Historia Clínica: Todos los médicos que practican la Telemedici-
na deben llevar un historial completo del paciente y todos los casos de-
ben estar convenientemente documentados. También debe consignarse 

los datos y del resto de la información que se recibe. Las conclusiones, 
las recomendaciones y los servicios de Telemedicina que se efectúen 
deberán estar convenientemente documentados, respetando las normas, 
guías y parámetros vigentes en el país sobre la Historia Clínica. Se fo-
mentará y desarrollará una Historia clínica electrónica/digital única na-
cional.

7. Ética médica, consentimiento del paciente y secreto médico: 
Los principios de ética médica de obligado cumplimiento para la pro-
fesión médica y en general, referentes a las áreas de la salud también 
deben respetarse en la práctica de la Telemedicina. Las normas habi-

los documentos que se utilizan en Telemedicina. Solo pueden utilizarse 
los métodos de archivo y transmisión cuando se garantice el secreto y 
la seguridad. Los datos del paciente y las demás informaciones solo 
pueden facilitarse a otro médico o profesional de salud a petición o con 
el consentimiento informado (permiso) del paciente, y de la manera que 
este apruebe. Estos datos deben estar relacionados con el problema que 
se trate. 

CAPÍTULO II
Consejo Rector de la Telesalud en Colombia

Artículo 5º. Créase el Consejo Rector de la Telesalud en Colombia 
(Coretel) como organismo asesor, de carácter nacional, público, com-
puesto por las personas expertas en la temática, con experiencia demos-
trada, que estén participando activamente desde sus grupos de trabajo 

y regiones en el desarrollo de este tema, con la presencia de los Minis-
terios de la Protección Social, de Telecomunicaciones, de Educación, 
Hacienda y Vivienda y Medio Ambiente. 

Parágrafo. El Ministerio de la Protección Social reglamentará en un 
plazo no mayor a tres meses, la conformación de este Consejo.

Artículo 6º. El Consejo Rector de la Telesalud en Colombia tendrá, 
entre otras, las siguientes funciones:

a) Promover la investigación de las TIC aplicadas a la mejora del 
acceso a los servicios de salud de calidad, de toda la población colom-
biana, dentro de los criterios establecidos por la Constitución de 1991; 
además de los servicios de educación a distancia, innovación tecnológi-
ca, creación y desarrollo o adaptación de la red nacional de gestión en 
salud y mejoramiento de los sistemas de la información;

b) De manera prioritaria, promover la investigación de las TIC apli-
cadas a la mejora del acceso a los servicios de salud de calidad, de 
toda la población colombiana, dentro de los criterios establecidos por la 
Constitución de 1991;

c) Analizar, proponer, evaluar y retroalimentar el modelo nacional 

calidad de vida de la gente;
d) Brindar asesoría al Ministerio de la Protección Social para el de-

sarrollo de la Telesalud en Colombia, como una política de Estado, con 

a los servicios de salud de calidad; así como la educación, la gestión del 
conocimiento, la investigación, los registros y estadísticas y la gestión 
de estos servicios;

e) Asesorar al Ministerio de Comunicaciones en cuanto a las nece-
sidades de conectividad que hagan viable el modelo de Telesalud en el 
país, en todos sus componentes;

f) Analizar las normas vigentes y proponer a la Comisión Sexta del 

adiciones;
g) Proponer a la Comisión VI del Senado de la República el desarro-

llo de esta Ley Marco, estableciendo los resultados previstos del mode-
lo de Telesalud, para el corto, mediano y largo plazo;

h) Ofertar y promover soluciones para la homologación de la Telesa-
lud en el ámbito nacional;

i) Brindar apoyo, acompañamiento, coordinación, supervisión a los 
diferentes programas en sus etapas de generación, diseño, cumplimien-
to, calidad y metas propuestas, en cuanto a Telesalud, con la asesoría 
de los Ministerios de la Protección Social, de Telecomunicaciones, de 
Educación, Hacienda y de Vivienda y Medio Ambiente;

j) Promover modelos para la modernización de los métodos de Refe-
rencia y Contrarreferencia, así del CRUE nacional;

k) Analizar propuestas tecnológicas que vayan surgiendo, en apoyo 
al modelo de Telesalud en Colombia; 

l) Generar y difundir el uso de las TIC y la cultura Web a través de 
escenarios como las cátedras, simposios, congresos en universidades, 

Ingenierías eléctrica, electrónica, de sistemas; tecnólogos y odontólo-
gos;

m) En general, propender por el desarrollo del uso y la investigación 
de la Telesalud en Colombia;

n) Establecer indicadores y criterios para el seguimiento, monitoreo 
y retroalimentación del modelo propuesto;

o) Desarrollar todos los alcances y objetivos consignados en el artí-
culo 2° de la presente ley; 

p) Las demás que sean necesarias para garantizar el desarrollo de 
un Modelo de Telesalud, acorde con los recursos y las necesidades 
del país. 
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CAPITULO III
Consideraciones técnicas

Artículo 7º. A partir de la promulgación de la presente Ley Com-
partel como organismo de conectividad nacional, previa asesoría y es-

de conectividad, acorde a las prioridades en salud pública, educación, 
analfabetismo digital, penetración de las TIC, agendas de desarrollo re-
gionales e intereses, en la participación de estudios de investigación y 
en general, teniendo en cuenta las características de las poblaciones, 
explorando y valorando otros tipos de conectividad que se diseñen para 
la implantación y desarrollo de Telemedicina y la Telesalud, en general, 
considerando también las experiencias de los modelos regionales de 

-
tuales de lentitud, sobrecostos y disminución de la objetividad de la 
conectividad.

Artículo 8º. Las imágenes diagnósticas y exámenes deben ser tra-
tados, por el Centro de Referencia de Telemedicina, por medio de los 
protocolos que permitan la compatibilidad en el envío y recepción de 
los informes, teniéndose en cuenta para su escogencia, los criterios de 

Rector de Telesalud.
Artículo 9º. El diagnóstico efectuado a través de Telemedicina, de-

Artículo 10. Habilitación de Instituciones. Las disposiciones plas-
madas en la Resolución número 1448 de 2006 y su anexo técnico, ema-
nada del Ministerio de la Protección Social, son adoptadas, en todo lo 
que no sea contrario a la presente ley, respecto a la habilitación de las 
Instituciones prestadoras de servicios de salud, sus requisitos y condi-
ciones.

CAPITULO IV
Financiación para el desarrollo de la Telesalud 

en Colombia
Artículo 11. A partir de la vigencia de la presente ley se destinará 

anualmente el 5% del recaudo del Fondo de Comunicaciones, Unidad 
Administrativa Especial adscrita al Ministerio de Comunicaciones, al 

de Telesalud para Colombia, de acuerdo con las prioridades y el pro-
grama que diseñe el Consejo Rector de la Telesalud. Tales recursos se 

para reducir los costos de los equipos y la conectividad que es necesaria 
para que la Telemedicina sea una realidad en el país. 

Artículo 12. A partir de la vigencia de la presente ley, los asegurado-
res y prestadores de servicios del Sistema General de Seguridad Social 

-
rán dentro de sus portafolios de servicios o capacidad de oferta a sus 
usuarios, la Telemedicina como una modalidad de servicio, adecuada, 
efectiva y racional, facilitando el libre acceso y escogencia de parte del 
usuario de la misma, lo cual contribuirá a su desarrollo y sostenibili-
dad.

Parágrafo 1°. Los aseguradores y prestadores de servicios del Siste-
ma de Seguridad Social en Salud en Colombia, que ya vienen ofrecien-
do esta modalidad de atención, podrán continuar haciéndolo, enmar-
cados en los parámetros que establezca el Ministerio de la Protección 
Social, en virtud de la presente ley. 

Parágrafo 2°. En el término de 3 meses, el Ministerio de la Pro-

Seguridad Social en Salud (POS, POS-S y de Salud Pública), de los 
servicios prestados en la modalidad de Telemedicina, así como los as-
pectos necesarios para el cumplimiento de la presente ley.

Parágrafo 3°. Los Ministerios de Educación, Protección Social 
Hacienda y Medio Ambiente, participarán con recursos económicos, 
tecnológicos, logísticos y reglamentarios, de acuerdo con sus compe-

tencias, dentro del modelo nacional de Telesalud, de manera coordinada 
con Coretel. 

Parágrafo 4°. Lo dispuesto en el presente artículo no exime a los 
prestadores de servicios de salud y a los aseguradores de su responsa-
bilidad sobre la prestación personalizada de servicios de salud, en el 
marco del Sistema de Seguridad Social vigente en Colombia, y bajo 
ninguna circunstancia se podrá pretender que los reemplacen. El Mi-
nisterio de Protección, con la asesoría de Coretel, deberá reglamentar 
la armonización de los servicios prestados de manera personalizada y 
aquellos que utilicen los recursos de la Telemedicina.

CAPITULO V
Inclusión de la cátedra de Telesalud

Artículo 13. Cátedra de Telesalud. A partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley, el Ministerio de Educación, con la asesoría del Insti-
tuto Colombiano de Fomento de la Educación Superior, Icfes, Coretel 

plazo máximo de dieciocho meses, dentro del respeto de la autonomía 
universitaria, la inclusión en el pénsum académico, de la cátedra de Te-
lesalud, con sus componentes, a través de un proceso escalonado y pro-
gresivo, así como los cursos de capacitación necesaria a los docentes.

Parágrafo 1°. Dentro de la autonomía Universitaria, esta cátedra se 
incluirá en el pénsum de estudios de las carreras de Medicina, Psicolo-
gía, Odontología y otras del área de la salud; además de Ingeniería de 
Sistemas, Telecomunicaciones, Eléctrica, Electrónica y Mecatrónica, en-
tre otros. Con este mismo criterio, se desarrollará la especialización en 
Telemedicina, y los demás componentes, como programas de postgrado 
en las universidades colombianas, previo estudio y evaluación correspon-
diente, por parte de las entidades mencionadas en este artículo. 

Parágrafo 2°. Los Ministerios de Educación y de la Protección So-
cial, reglamentarán, en el mismo término, de dieciocho meses, la ense-
ñanza de la Telemedicina en el curso corto de inducción, previo a la rea-
lización del año de servicio rural Médico, Odontológico, de Psicología 
y de Enfermería, entre otros, impartido en las diferentes Secretarías de 
Salud Departamentales o sus entes equivalentes.

Artículo 14. Vigencia. Esta ley rige a partir de su publicación y de-
roga aquellas que le sean contrarias.

ANEXO TECNICO NUMERO 1
PROYECTO DE LEY NUMERO 218 DE 2007 

por la cual se desarrolla la Telesalud en Colombia y se articula a 
la plataforma de las tecnologías de la información y el conocimiento.

1. Componentes de Telesalud
1.1 Tele-Educación: Es un proceso dinámico por el cual los cam-

bios pueden ser transformados en actitudes, conocimiento, información 
y capacitación por medio de tecnologías de información y comunica-
ciones para y por los pacientes, los profesionales de la salud y las comu-
nidades con el propósito de fomentar el mejoramiento de la salud. 

1.2 Tele-Investigación: Comprende una diversidad de actividades 

• Conexión y colaboración entre individuos y centros para compartir 
ideas, resultados y acceder al núcleo de competencias, información y 
bases de conocimiento.

• Desarrollo de nuevas tecnologías telemáticas y aplicaciones
• Evaluación y validación de telemática aplicada a salud y sus efec-

tos en los individuos, sociedades y disciplinas relacionadas con salud.
1.3 Tele-Gestión: Es el uso de tecnología de información y comuni-

-

en la provisión de los servicios.
1.4 Tele-Estadística y Epidemiología: Comprende la vigilancia y 

control epidemiológico y la administración de los recursos humanos y 
técnicos, con el poderoso apoyo que ofrecen las TIC a la salud. 
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2. Compartel y la conectividad
Se propone que como organismo de conectividad nacional, Compar-

tel (telefonía comunitaria y domiciliaria, Internet social, Centros Inte-
grados de Telecomunicaciones Sociales CITS, Telecentros - telefonía, 
fax, Internet, recursos informáticos, capacitación en TIC), con la Ase-

acorde a las prioridades en salud pública y características de las pobla-
ciones, que se diseñen para la implantación y desarrollo de Telesalud en 
diversas regiones y se revalúe el modelo actual de fases de conectivi-
dad que poco ha tenido en cuenta los modelos regionales de lo cual se 
traduce en lentitud, sobrecostos y disminución de la objetividad de la 
conectividad, bajo los siguientes argumentos:

• El objeto fundamental de Compartel y el Estado es la moderniza-
ción, el desarrollo y la socialización de la educación y las ciencias por 
la web, competitividad tecnológica regional como factor de desarrollo 
y esto se logra dándole “contenido a la banda” y un uso adecuado al 
Internet banda ancha.

• Los contenidos actuales son el de gobernabilidad (con poco uso y 
aplicación práctica), el de seguridad (faltan datos para su evaluación), 
el de educación (con diversos programas pero falta el recurso humano 

trata justamente de la Telesalud, donde, no existe una política de Esta-

3. La seguridad electrónica

para los datos consignados en la historia clínica de los pacientes, acorde 
a la normativa vigente. Las herramientas aplicadas a la Telesalud per-
mitirán conservar un archivo digital que facilite su búsqueda, consulta, 
actualización y conservación, con protocolos de seguridad que tenga a 

seguridad y oportunidad.
4. Sistemas de adquisición y tratamiento de las imágenes
Se consideró necesario establecer en esta ponencia unas premisas 

técnicas para la operatividad del modelo, teniendo en cuenta los costos 
de los equipos y su uso más racional, premisas que en todo caso, serán 
validadas, ajustadas o actualizadas por Coretel, teniendo en cuenta la 
dinámica que presentan las tecnologías de la información y las teleco-
municaciones.

Los modelos vigentes aceptados como estándares internaciona-
les son sistemas Dicom, que deben estar ubicados en los Centros de 

compra o cuando ya los tengan adquiridos pudieran hacer uso de él, 
pero también se contemplan los modelos alternativos en los Centros 

-

en el Centro de Referencia, con buenos resultados, teniendo en cuenta 
las velocidades de Internet disponibles y necesarias para su adecuada 

derivarán de las experiencias previas y estarán acordes con los estudios 
y recomendaciones por parte del Coretel, y deben facilitar la transmi-
sión, el recibo y utilización de la información, bajo las condiciones de 
seguridad electrónica. 

Las normas y protocolos técnicos de transmisión, recibo, manteni-
miento, archivo, etc., de la información, dado el avasallador avance de 
las TIC, serán permanentemente revisadas por Coretel, a quien la ley le 

5. Los informes de los exámenes diagnósticos
Se establecen unas normas mínimas sobre los métodos de evalua-

ción de exámenes diagnósticos, los cuales serán validados, revisados y 
ampliados, por Coretel. 

con métodos de evaluación para los técnicos radiólogos que usen el 
modelo de Telemedicina. Se establece que el informe de las imáge-
nes radiológicas debe estar a cargo del médico especialista (Médico 

Radiólogo). Se entiende que el tiempo para expedir un informe Ra-
diológico depende de los criterios de Consulta Ambulatoria o Urgen-

centro de remisión;

métodos de evaluación para las enfermeras y auxiliares de enfermería o 
el personal de la salud que usen tele-electrocardiografía dentro del mo-
delo de Telemedicina. Se establece que el informe de los exámenes de 
señales de cardiología (electrocardiogramas, ecocardiogramas, estudios 
Holter para arritmias, Holter de presión, Test de ergometría y otros) de-
ben estar a cargo del médico especialista (Médico Cardiólogo);

c) Se entiende que el tiempo para expedir un informe Cardioló-
gico depende de los criterios de Consulta Ambulatoria o Urgencias 

centro de remisión.
6. La Historia Clínica
Se considera el momento adecuado para implementar la Historia 

Clínica Unica, como un documento legal con todas las implicaciones 
que de tal concepto jurídico se derivan y en atención a que las perso-

ciudadanía).
Es fundamental garantizar la oportunidad en la atención y la presta-

ción de los servicios médicos, basándose en la complementariedad de 
los datos, por lo que se debe establecer en el menor tiempo posible, a 
través de la telemedicina y usando las TIC, como apoyo, un modelo de 
Historia Clínica Unica Nacional, que permita la conformación de bases 
de datos y sistemas de gestión de la información y la evaluación de la 

La Historia Clínica Unica se desarrollará, a través de un proceso 
asesorado por Coretel, de manera digital para facilitar, por una parte, la 

por la otra, aprovechar todas las ventajas que se derivan del uso de las 
TIC en el campo de la salud. 

6. Modelos educativos
Centros de Educación:
En razón a la importancia de la socialización y aprendizaje de la 

-
gías y ciencias de la salud, las Universidades, los centros tecnológicos 
y fundaciones universitarias del país, desarrollarán los modelos y es-
trategias pedagógicas acordes a su pénsum y normativa estatutaria, de 
forma voluntaria, en un período de tiempo que considere, a través de un 
proceso escalonado, progresivo y oportuno, con asesoría del Coretel. 
Así mismo, previamente, deberá realizar la capacitación a su cuerpo de 
docentes referente a la telemedicina y a la Telesalud en general.

La implementación del área del saber de la Telemedicina o la Telesa-
lud como Especialidad, ofrecida en el país como postgrado, de las pro-

adoptando un modelo acorde a los estándares internacionales.
b) Profesionales de la salud. Es fundamental generar un ambiente 

homologado, desde el conocimiento de la conectividad y las guías mé-
dicas de manejo (Vías Clínicas) entre los grupos de trabajo en teleme-
dicina y en general, en Telesalud. Por lo tanto, los médicos generales, 
los técnicos de laboratorios y radiológicos, las enfermeras, entre otros, 
deben recibir capacitación en TIC y en las Guías Digitales de medicina, 

epidemiológico de sus regiones. Esta capacitación se llevará a cabo en 
las Secretarías de Salud Departamentales, durante la inducción al año 

personal. Así mismo, a las demás personas que participan en el modelo, 
en lo referente a los conceptos de investigación y desarrollo, innova-
ción tecnológica, teleeducación y aprovechamiento en los sistemas de 
gestión e información en salud.
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7. La exploración de otros tipos de conectividad
Debido a la limitación técnica, de recursos económicos y por áreas 

la de realizar la investigación y el desarrollo de otro tipo de conectivi-
dad que pudieran comprender los equipos Multimedia, Telefonía Mó-
vil Satelital, telefonía análoga o digital, Radios de banda UHF y VHF 
integrados a servidores con interfases para Internet, Protocolos PLC 
(Power Line Carrier)/ BPL, y otros que, potencialmente, se ofrezcan 
como alternativas para la realización de la Telemedicina en los sitios 
más remotos y de muy difícil acceso.

8. El idioma
En el territorio nacional, se usará el Castellano como el idioma prin-

cipal para el desarrollo del Modelo de Telesalud, pero el Coretel, de-
berá investigar y desarrollar modelos de Telesalud en otros dialectos y 
lenguas que tengan en cuenta nuestra diversidad étnica y cultural (co-
munidades indígenas y etnias especiales) favoreciendo la prevalencia 
de la riqueza lingüística y el respeto por las diferencias de credos y 
costumbres, así como estimulando el aprendizaje de los conocimientos 
propios a cada grupo.

9. Normas técnicas y requisitos de habilitación de prestadores de 
servicios por modalidad de Telemedicina

La ley adopta, en todo aquello que no la contradiga, las normas y 
parámetros contenidos en la Resolución 1448 y Anexo Técnico, elabo-
rados por el Ministerio de la Protección Social, en el año 2006.
TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 218 

DE 2007 SENADO
por la cual se desarrolla la Telemedicina en Colombia y se articula 

a la plataforma de las tecnologías de la información 
y el conocimiento, aprobado en primer debate en la Comisión 

Sexta del Senado el día 23 de mayo de 2007.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPITULO I

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto mejorar la co-
bertura, la calidad, oportunidad y posibilidad de todos los colombianos 
de acceder a los servicios de salud, mediante el apoyo de las Tecnologías 
de la Información y las Telecomunicaciones (TIC), acordes y adaptadas 

Artículo 2º. Alcances de la Telemedicina en Colombia. El pro-
yecto ley tiene los siguientes alcances, que a su vez, son sus objetivos 

a) Facilitar la implementación de decisiones y conductas médico-
quirúrgicas, en la atención a los pacientes;

b) Hacer un mejor uso de los recursos de salud, los cuales siempre 
serán escasos para las necesidades y falencias que tiene Colombia en 
este sector;

c) Disminuir las tasas de morbi-mortalidad de la población por pato-

d) Optimizar el manejo médico prehospitalario;
e) Disminuir las secuelas o complicaciones de los pacientes;
f) Generar una red de asesoría y apoyo médico entre los profesiona-

les de la salud;
g) Evitar el traslado de pacientes o la remisión innecesaria.
h) Descongestionar los servicios de urgencias bajando sobrecostos o 

evitando el mal uso de los mismos;
i) Racionalizar los costos de los servicios de hospitalización;
j) Modernizar y optimizar el CRUE (Centro de Referencia de Urgen-

cias y Emergencias); 
k) Reducir los costos del servicio para los usuarios;

l) Promover la atención integral de los pacientes;
m) Fortalecer los sistemas de gestión de la información entre los 

niveles de atención;
n) Fomentar la educación continuada del personal de la salud;
o) Disminuir los riesgos potenciales durante el traslado de pa-

cientes;
p) Optimizar los recursos de la salud pública;
q) Mejorar la calidad de la asistencia desde el nivel primario;
r) Fomentar e integrar a los centros y a los profesionales en la inves-

tigación;
s) Contribuir a la modernización del Estado.
Artículo 3º.

y provisión de servicios de salud a distancia, en los componentes de 
promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento o rehabilitación, pres-
tados por profesionales de la salud, quienes utilizan para tal objetivo las 
Tecnologías de Información y Comunicaciones (TIC).

Artículo 4º. Principios básicos:
1. En cuanto a la competencia: El personal de la salud que practica 

la Telemedicina debe estar autorizado para ejercer la profesión en el 
país y deben ser competentes en su área, de acuerdo con las disposicio-
nes legales que rigen en Colombia sobre la materia.

2. En caso de urgencia dicho juicio debe basarse en una informa-
ción casi completa, pero entonces el peligro para la salud del enfermo 
será el factor determinante para dar consejo o tratamiento.

3. Responsabilidad del Médico: El médico que pide a otro médico 
su opinión seguirá siendo responsable del tratamiento y de las demás 
decisiones y recomendaciones que se hagan al paciente. Si practica la 
Telemedicina directamente con el paciente, el médico asume la respon-
sabilidad del caso en cuestión. El médico que realiza intervenciones 
médicas utilizando técnicas de telemedicina es responsable de estas in-
tervenciones.

4. Calidad, seguridad y protección en Telemedicina. Un médico 
que practique la telemedicina es responsable de la buena calidad de sus 
servicios. No puede utilizar la Telemedicina sin comprobar que el equi-
po necesario para dar este tipo de servicio tiene la calidad adecuada y 
funciona correctamente. El médico debe evaluar atentamente los datos 
y el resto de la información que recibe. El médico sólo puede dar su opi-
nión, dar recomendaciones o tomar decisiones si la calidad y la cantidad 

relacionada con el caso en cuestión. El médico debe asegurarse, cuando 
realiza intervenciones médicas a distancia, de la presencia de un perso-

preste asistencia permanente.
5. Historia Clínica: Todos los médicos que practican la telemedici-

na deben llevar un historial completo del paciente y todos los casos de-
ben estar convenientemente documentados. También debe consignarse 

los datos y del resto de la información que se recibe. Las conclusiones, 
las recomendaciones y los servicios de telemedicina que se efectúen 
deberán estar convenientemente documentados, respetando las normas, 
guías y parámetros vigentes en el país sobre la Historia Clínica. 

6. Etica médica, consentimiento del paciente y secreto médico: 
Los principios de ética médica de obligado cumplimiento para la pro-
fesión también deben respetarse en la práctica de la Telemedicina. Las 

también a los documentos que se utilizan en telemedicina. Sólo pueden 
utilizarse los métodos de archivo y transmisión cuando se garantice el 
secreto y la seguridad. Los datos del paciente y las demás informacio-
nes solo pueden facilitarse a otro médico o profesional de salud a peti-
ción o con el consentimiento informado (permiso) del paciente, y de la 
manera que este apruebe. Estos datos deben estar relacionados con el 
problema que se trate. 
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CAPITULO II
Consejo Rector de la Telemedicina en Colombia

Artículo 5º. Créase el Consejo Rector de la Telemedicina en Co-
lombia (Coretel) como organismo asesor, de carácter nacional, público, 
compuesto por las personas expertas en la temática, con experiencia 
demostrada, que estén participando activamente desde sus grupos de 
trabajo y regiones, en el desarrollo de este tema, con la presencia de los 
Ministerios de la Protección social, de Telecomunicaciones, de Educa-
ción, Hacienda y Vivienda y Medio Ambiente. 

Parágrafo. El Ministerio de la Protección Social reglamentará en un 
plazo no mayor a tres meses, la conformación de este Consejo Rector. 

Artículo 6º. El Consejo Rector de la Telemedicina en Colombia ten-
drá, entre otras, las siguientes funciones:

a) Promover la investigación de las TIC aplicadas a la mejora del 
acceso a los servicios de salud de calidad, de toda la población Colom-
biana, dentro de los criterios establecidos por la Constitución de 1991;

b) Analizar, proponer, evaluar y retroalimentar el modelo nacional 
-

rar la calidad de vida de la gente;
c) Brindar asesoría al Ministerio de la Protección Social para el de-

-
ciales y orientada a mejorar el acceso de todos los colombianos, a los 
servicios de salud de calidad;

d) Asesorar al Ministerio de Comunicaciones en cuanto a las necesi-
dades de conectividad que hagan viable el modelo de Telemedicina en 
el país;

e) Analizar las normas vigentes y proponer al Gobierno Nacional sus 

f) Proponer al Gobierno Nacional el desarrollo de esta Ley Marco, 
estableciendo los resultados previstos del modelo para el corto, media-
no y largo plazo.

g) Ofertar y promover soluciones para la homologación de la Tele-
medicina en el ámbito nacional;

h) Brindar apoyo, acompañamiento, coordinación, supervisión a los 
diferentes programas en sus etapas de generación, diseño, cumplimien-
to, calidad y metas propuestas, en cuanto a Telemedicina, con la aseso-
ría de los Ministerios de la Protección Social, de Telecomunicaciones, 
de Educación, Hacienda y de Vivienda y Medio Ambiente;

i) Promover modelos para la modernización de los métodos de Refe-
rencia y Contrarreferencia, así del CRUE nacional;

j) Analizar propuestas tecnológicas que vayan surgiendo, en apoyo 
al modelo de Telemedicina en Colombia; 

k) Generar y difundir el uso de las TIC y la cultura Web a través de 
escenarios como las cátedras, simposios, congresos en universidades, 

de Ingenierías eléctrica, electrónica, de sistemas; tecnólogos y odon-
tólogos;

l) En general, propender por el desarrollo del uso y la investigación 
de la Telemedicina en Colombia;

m) Establecer indicadores y criterios para el seguimiento, monitoreo 
y retroalimentación del modelo propuesto.

CAPITULO III
Consideraciones técnicas

Artículo 7º. A partir de la promulgación de la presente Ley Compar-
tel como organismo de conectividad nacional, previa asesoría y estudio 

conectividad, acorde a las prioridades en salud pública y características 
de las poblaciones, explorando y valorando otros tipos de conectivi-
dad, que se diseñen para la implantación y desarrollo de Telemedicina, 

superar los problemas actuales.

Artículo 8º. Las imágenes diagnósticas y exámenes deben ser tra-
tados, por el Centro de Referencia de Telemedicina, por medio de los 
protocolos que permitan la compatibilidad en el envío y recepción de 
los informes, teniéndose en cuenta para su escogencia, los criterios de 

Rector de Telemedicina.
Artículo 9º. -

nal, por un médico especialista. 
CAPITULO IV

Financiación para el desarrollo de la Telemedicina en Colombia
Artículo 10. A partir de la vigencia de la presente ley, se destinará 

anualmente el 10% del recaudo del Fondo de Comunicaciones, Unidad 
Administrativa Especial adscrita al Ministerio de Comunicaciones, al 

-
delo de Telemedicina para Colombia, de acuerdo con las prioridades 
y el programa que diseñe el Consejo Rector de la Telemedicina. Tales 

modelo y para reducir los costos de los equipos y la conectividad que es 
necesaria para que la Telemedicina sea una realidad en el país. 

Artículo 11. A partir de la vigencia de la presente ley, los asegurado-
res y prestadores de servicios del Sistema General de Seguridad Social 

-
rán dentro de sus portafolios de servicios o capacidad de oferta a sus 
usuarios, la Telemedicina como una modalidad de servicio, adecuada, 
efectiva y racional, facilitando el libre acceso y escogencia de parte del 
usuario de la misma, lo cual contribuirá a su desarrollo y sostenibili-
dad.

Parágrafo 1°. En el término de 3 meses, el Ministerio de la Protec-
-

ridad Social en Salud (POS, POS-S y de Salud Pública), de los servicios 
prestados en la modalidad de Telemedicina. 

Parágrafo 2°. En un plazo no mayor de 3 meses, una vez la presente 
Ley entre en vigencia, el Ministerio de la Protección Social reglamenta-
rá los aspectos necesarios para el cumplimiento de la presente ley.

CAPITULO V
Inclusión de la cátedra de Telemedicina

Artículo 12. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, el 
Ministerio de Educación, con la asesoría del Instituto Colombiano de 
Fomento de la Educación Superior, Icfes, y las Universidades Públicas 
y Privadas que cuenten con las carreras de Medicina, Psicología Clíni-
ca, Ingeniería de Sistemas, y/o Programas de pre y posgrado similares, 
desarrollará, en un plazo máximo de seis meses, la reglamentación para 
la inclusión de la cátedra de Telemedicina dentro del pénsum académi-
co, de las universidades colombianas, para las áreas del conocimiento 
de los programas de pregrado de las Ingenierías de Sistemas, Telecomu-
nicaciones, Eléctrica, Electrónica y Mecatrónica y fundamentalmente, 
en las facultades de Medicina, Psicología Clínica y Ciencias de la Sa-
lud. Así mismo, se reglamentará la enseñanza de la Telemedicina en 
el curso corto de inducción, previo a la realización del año de servicio 
rural Médico, Odontológico, de Enfermería y el año social de psicolo-
gía, impartido en las diferentes Secretarías de Salud Departamentales o 
sus entes equivalentes. 

Artículo 13. Vigencia. Esta ley rige a partir de su publicación y de-
roga aquellas que le sean contrarias.

Néstor Iván Moreno Rojas,
Senador Ponente.

Autoriza:
El Presidente Comisión,

Luis Alberto Gil Castillo.
La Secretaria General Comisión,

Sandra Ovalle García.
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INFORME DE CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 020 DE 2005 SENADO, 057 DE 2006 CAMARA

y la transparencia en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras 
disposiciones generales sobre la contratación con recursos 

públicos.
Doctores
DILIAN FRANCISCA TORO TORRES
Presidenta Senado de la República
ALFREDO CUELLO BAUTE
Presidente Cámara de Representantes
Congreso de la República
Ciudad
Referencia: Informe de Conciliación al Proyecto de ley número 057 

de 2006 Cámara, 020 de 2005 Senado, 
Ley 80 de 1993.

Apreciados Presidentes:
De acuerdo con la designación efectuada por las Presidencias de 

Senado y Cámara y de conformidad con los artículos 161 de la Cons-
titución Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los suscritos Senadores y 
Representantes integrantes de la Comisión Accidental de Conciliación, 
nos permitimos someter por su conducto a consideración de las plena-
rias del Senado de la República y de la Cámara de Representantes para 
continuar su trámite correspondiente, el texto conciliado del proyecto 
de ley de la referencia, dirimiendo de esta manera las discrepancias 
existentes entre los textos aprobados por las respectivas sesiones plena-
rias realizadas los días 30 de mayo, 7 y 13 de junio de 2006 en Senado 
y 7 y 15 de mayo de 2007 en la Cámara de Representantes. 

Luego de un análisis detallado de los textos, cuya aprobación por las 
respectivas plenarias presenta diferencias, hemos acordado acoger el 
siguiente texto. Entre las novedades se acoge la adquisición de bienes 
muebles con características técnicas uniformes, mediante la utilización 
de los denominados ACUERDOS MARCO DE PRECIOS, traído de 
otras legislaciones para la contratación directa de bienes y servicios de 
características uniformes, a través de un catálogo en el que previamente 
a la realización de un proceso de selección del proveedor, se establecen 
condiciones, calidades y precios durante un período de tiempo determi-
nado, dando la posibilidad de que las entidades estatales que requieran 
de tales servicios lo hagan mediante órdenes de compra directa. Tales 
acuerdos se utilizarán únicamente para la adquisición de bienes de ca-
racterísticas uniformes (sillas, papelería, y en general suministros) con 
lo cual se garantiza la UNIFICACION DE PRECIOS de tales bienes 
para todas las Entidades, y la facilidad de entregas parciales mediante 
el suministro periódico sin incrementos de precios, además de agilizar 
los procedimientos.

-
dacción del inciso 1º para señalar que las instituciones de educación su-
perior pública en la ejecución de contratos interadministrativos estarán 
sometidas a las disposiciones de la Ley 80 de 1993.

La razón que motiva este cambio, está relacionada con el manejo que 
en la actualidad se da a los contratos interadministrativos, los cuales son 
utilizados por la entidades estatales para contratar de manera directa 
con las universidades, las que a las postre o resultan ejecutando obras 

etc., o utilizan para ello el mecanismo de la subcontratación con parti-

culares sin previo adelantamiento de los procesos de selección pública, 

En adelante las entidades ejecutoras, incluidas las instituciones de 
educación superior independientemente de su régimen contractual, es-
tán obligadas a aplicar la Ley 80 de 1993 para la ejecución de los con-
tratos interadministrativos y se corrige una práctica que se presenta en 
la actualidad en el sentido de frenar las posibilidades de subcontratación 
desconociendo los procesos de selección y el régimen de inhabilidades 
e incompatibilidades de la Ley 80 de 1993, amparados en la aplicación 
de un régimen contractual distinto.

En cuanto a la enajenación de bienes del Estado, se adiciona el texto 
aprobado en Senado para regular la enajenación de los bienes que for-
men parte del Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha 
contra el Crimen Organizado (FRISCO), señalándose que se hará por la 
Dirección Nacional de Estupefacientes, a través de invitación pública 
garantizando la libre concurrencia y oportunidad de quienes participen 
en el mismo. La adjudicación para la venta directa deberá hacerse en 
audiencia pública, en donde se conozcan las ofertas iniciales y se efec-
túe un segundo ofrecimiento, frente al cual se adjudicará el bien a quien 
oferte el mejor precio. En la subasta pública, de acuerdo con el regla-

postor. La venta implica la publicación previa de los bienes en un diario 
de amplia circulación nacional, con la determinación del precio base. 
El interesado en adquirir bienes deberá consignar al menos el 20% del 
valor base de venta para participar en la oferta.

En cuanto a la celebración de contratos necesarios para la ejecución 
de los programas de protección de derechos humanos y de desmovi-
lización, además de incluirse la atención a población desplazada por 
la violencia, así como aquellos orientados a la protección de derechos 
humanos de grupos de personas habitantes de la calle, niños y niñas o 
jóvenes involucrados en grupos juveniles que hayan incurrido en con-
ductas contra el patrimonio económico y sostengan enfrentamientos 
violentos de diferente tipo, se ELIMINA como modalidad de contra-
tación directa, para pasarla a selección abreviada, con lo cual no se 
evaden los procesos de selección pública y se otorga una mayor trans-
parencia en su adjudicación. 

En cuanto al Concurso de Méritos, se incluye como una modalidad 
autónoma e independiente de mecanismos de selección, recogiendo el 
sistema de la presentación de propuestas técnicas o proyectos en forma 
anónima ante un jurado plural e impar, tal y como se había aprobado en 
primer debate en el Senado. En tal sentido se determina qué Concurso 
de Méritos, corresponde a la modalidad prevista para la selección de 
consultores o proyectos, en la que se podrán utilizar sistemas de con-

-
mitiéndose establecer listas limitadas de oferentes utilizando para el 
efecto, entre otros criterios de experiencia, capacidad intelectual y de 
organización de los proponentes, según sea el caso. De conformidad 
con las condiciones que señale el reglamento, en desarrollo de estos 
procesos de selección, las propuestas técnicas o de proyectos podrán ser 
presentadas en forma anónima ante un jurado plural, impar deliberante 

En relación con la estandarización de los pliegos de condiciones y 
los contratos de las entidades estatales, por parte del Gobierno Nacional 
se precisa tal obligación solamente para cuando se trate de la adquisi-
ción de bienes y servicios de características técnicas uniformes.

I N F O R M E S   D E   C O N C I L I A C I O N
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En lo referente a la creación del Sistema Electrónico para la Con-
tratación Pública, se propone una nueva redacción para superar las 
discrepancias, con base en el artículo aprobado en el Senado. 

Se establece una inhabilidad permanente para contratar con el Esta-
do, para aquellas personas que reinciden en la alteración de documentos 

Sobre la audiencia pública de adjudicación, se ajustó la redacción 
del artículo al contenido del artículo 273 de la Constitución Política, a 
tiempo que se dispone la obligatoriedad de la adjudicación en audiencia 
pública en todos los procesos de licitación pública. Se precisa igual-
mente, que no obstante la obligatoriedad de la adjudicación, si llegare 
a sobrevenir una inhabilidad o incompatibilidad después de la adjudi-
cación del contrato y con anterioridad a la celebración, o si se demues-
tra que el acto se obtuvo por medios ilegales, este podrá ser revocado, 

numeral 12 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993, es decir, adjudicar 

aquellos casos, en que la entidad declare la caducidad del contrato y se 
encuentre pendiente de ejecución un porcentaje igual o superior al 50% 
del mismo, salvo en los contratos de concesión.

Sobre la promoción de la pequeña y mediana empresa y los grupos 

una parte a la eliminación de la posibilidad de otorgar anticipos en los 
contratos otorgados a Mypimes en porcentaje superior al previsto en 
la Ley 80 de 1993. Igualmente se incluye un inciso para señalar que 
sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 5° y 6° de la presente ley, 
para participar en las convocatorias de las Mipymes Departamentales, 
locales y regionales las mismas deberán acreditar 1 año como mínimo 
de existencia.

de los organismos multilaterales de crédito y en general los contratos 
de cooperación internacional se introducen precisiones para superar las 
discrepancias entre Senado y Cámara. 

En todos los casos de contratación de las Corporaciones Autóno-
mas Regionales inclusive la Corporación Autónoma Regional del Río 

-
tratar, sea pública o privada, y la del Fondo Financiero de Proyectos de 
Desarrollo, Fonade, se acogerán a las disposiciones de la contratación 
estatal, de conformidad con la Ley 80 de 1993 y todas las disposiciones 
contenidas en esta ley.

En cuanto a la causal de inhabilidad, relativa a la comisión de delitos 
de peculado, concusión, cohecho y prevaricato, se adiciona el soborno 
transnacional y sus equivalentes en otras jurisdicciones, con el objeto 
de fortalecer los mecanismos de lucha contra la corrupción.

Sobre el artículo de prórrogas y adiciones en los contratos de conce-
sión de obras públicas y de telecomunicaciones incluidas las de televi-
sión, por regular concesiones diferentes (obra pública y telecomunica-
ciones) se establece el régimen de cada una de manera independiente. 
Para la prestación de los servicios y actividades de telecomunicaciones, 
incluidas las de televisión, se dispone un término de diez (10) años pro-

prórrogas automáticas ni gratuitas.
En cuanto a la prórroga o adición de concesiones de obra pública, se 

estipula que las prórrogas o adiciones no podrán implicar extensión del 
plazo estimado inicialmente en más de un sesenta por ciento (60%) in-
dependientemente del monto de la inversión. Respecto de concesiones 
viales deberá referirse al mismo corredor vial y que requerirán concepto 
previo favorable del Consejo Nacional de Política Económica y Social, 
Conpes. En este artículo se elimina el parágrafo 1°, en tanto que el pará-

grafo 2°, relacionado con los contratos estatales de alumbrado público 
por unidad temática pasa a ser artículo independiente. 

En cuanto a los citados contratos estatales de alumbrado público se 
prevé que, cuando los municipios o distritos entreguen la prestación del 
servicio de alumbrado público a terceros, deberán sujetarse en todo a la 
Ley 80 de 1993,y contener las garantías exigidas en la misma, incluir 
la cláusula de reversión de toda la infraestructura administrada, cons-
truida o modernizada, hacer obligatoria la modernización del Sistema, 

-
ventoría idónea.

Se suprime el artículo 29, mediante el cual se establecía que para el 
control y vigilancia del recaudo, distribución y uso adecuado de los re-
cursos obtenidos por la explotación del monopolio de juegos de suerte 

herramientas e instrumentos tecnológicos que garanticen su efectividad 
y cumplimiento, por tratarse de una disposición sobre juegos de suerte y 
azar con regulación propia contenida en la Ley 643 de 2001, por lo que 
introducir disposición alguna sobre la materia en la ley de contratación, 
podría constituir una violación al principio de Unidad de materia, amén 
de haber sido incluida en el tercer debate.

-
bado en Plenaria de Cámara a continuación del artículo 32, según el 
cual: “Los procedimientos de las modalidades de selección denomi-
nados en el artículo 2° de la presente ley, como selección abreviada 
y concurso de Mérito, será reglamentado por el Gobierno Nacional 
dentro de los tres meses posteriores a la promulgación de esta ley, de no 
darse la reglamentación en este termino se aplicará el procedimiento 
de contratación directa” por existir dentro del articulado previsiones 
que señalan la obligación del Gobierno Nacional de expedir las regla-
mentaciones correspondientes, en cuanto a selección abreviada y con-
curso de méritos.

En cuanto a las derogatorias, como quiera que dentro del proyecto 
no se regula la venta de bienes obsoletos o sobrantes mediante el pro-
ceso de pública subasta por intermedio del martillo de las entidades 

artículo 24 que establece tal modalidad, lo cual resulta inconveniente se 
retira de las derogatorias el citado parágrafo del artículo 24. También se 
introducen dos normas adicionales en el 2º inciso, con el objeto de ha-
cer concordante la redacción propuesta en los artículos, relativos a las 
concesiones de televisión y al régimen contractual de las CAR, para de-
rogar las normas que hoy les dan régimen especial a estos organismos

-
valencia de las normas del Estatuto General de Contratación de la Ad-
ministración Pública. Adicionalmente se efectuaron ajustes a la nume-
ración, títulos, concordancias y redacción que sin alterar el contenido 
material de la nueva ley, resultaron necesarios para su correcto orden y 
comprensión.

Finalmente y para los efectos de la presente acta, dado que se presen-

Senado y Cámara, las siguientes son las disposiciones que se someten a 
conciliación, en relación con la numeración que las mismas tienen en el 

Artículo 2°. Inciso 1°
Artículo 2°. Numeral. 1
Artículo 2°. Numeral 2. Incisos 2° y 3°.
Artículo 2°. Numeral 2. Literal a).
Artículo 2°. Numeral 2. Literal c).
Artículo 2°. Numeral 2. Literal d)
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Artículo 2°. Numeral 2. Literal e)
Artículo 2°. Numeral 2. Literal h)
Artículo 2°. Numeral 2. Literal i)
Artículo 2°. Numeral 3.
Artículo 2°. Numeral 4. Literal c).
Artículo 2°. Numeral 4. Literal d).
Artículo 2°. Numeral 4. Literal e).
Artículo 2°. Numeral 4. Literal f).
Artículo 2°. Numeral 4. Literal g).
Artículo 2°. Numeral 4. Literal h).
Artículo 2°. Numeral 4. Literal i).
Artículo 2°. Parágrafo 1°.
Artículo 2°. Parágrafo 2°.
Artículo 2°. Parágrafo 3°.
Artículo 2°. Parágrafo 5°.
Artículo 3°.
Artículo 5°. Numeral. 2.
Artículo 5°. Numeral. 3.
Artículo 5°. Numeral. 4.
Artículo 5°. Parágrafo 1°.
Artículo 5°. Parágrafo 2°.
Artículo 6°. Inciso 1°.
Artículo 6°. Inciso 2°.
Artículo 6°. Inciso 3°.
Artículo 6°. Numeral 6.1 Inciso 1°.
Artículo 6°. Numeral 6.1 Inciso 4°.
Artículo 6°. Numeral 6.2 Inciso 2°.
Artículo 6°. Numeral 6.3. 
Artículo 6°. Parágrafo 1°.
Artículo 6°. Parágrafo 2°.
Artículo 7°. Inciso 5°.
Artículo 7. Parágrafo transitorio.
Artículo 8°. Inciso 3°.
Artículo 9°. Inciso 1°.
Artículo 9°. Inciso 3°.
Artículo 10.
Artículo 11. Inciso 2°.
Artículo 11. Inciso 3°.
Artículo 12. 
Artículo 13.
Artículo 14.
Artículo 15.
Artículo 16.
Artículo 17. 
Artículo 18.
Artículo 19.
Artículo 20.
Artículo 21.

Artículo 23.
Artículo 24.
Artículo 25.
Artículo 26.
Artículo 27.
Artículo 28.
Artículo 29.
Artículo 30.
Artículo 31.
Artículo 32. 
Artículo 33.
En virtud de lo anterior y para los efectos pertinentes, el citado texto 

conciliado, debidamente numerado, es el siguiente:
TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 057 

DE 2006 CAMARA, 020 DE 2005 SENADO 

y la transparencia en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras 
disposiciones generales sobre la contratación con recursos 

públicos.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto introducir mo-

generales aplicables a toda contratación con recursos públicos.
T I T U L O   I

DE LA EFICIENCIA Y DE LA TRANSPARENCIA
Artículo 2°. De las modalidades de selección. La escogencia del 

contratista se efectuará con arreglo a las modalidades de selección de 
licitación pública, selección abreviada, concurso de méritos y contrata-
ción directa, con base en las siguientes reglas: 

1. Licitación pública. La escogencia del contratista se efectuará por 
regla general a través de licitación pública, con las excepciones que se 
señalan en los numerales 2, 3 y 4 del presente artículo.

Cuando la entidad estatal así lo determine, la oferta en un proceso 
de licitación pública podrá ser presentada total o parcialmente de ma-

reglamento.
2. Selección abreviada. La Selección abreviada corresponde a la 

modalidad de selección objetiva prevista para aquellos casos en que 
por las características del objeto a contratar, las circunstancias de la 
contratación o la cuantía o destinación del bien, obra o servicio, puedan 

gestión contractual.
El Gobierno Nacional reglamentará la materia.
Serán causales de selección abreviada las siguientes:
a) La adquisición o suministro de bienes y servicios de características 

técnicas uniformes y de común utilización por parte de las entidades, 

técnicas, con independencia de su diseño o de sus características des-
criptivas, y comparten patrones de desempeño y calidad objetivamente 

Para la adquisición de estos bienes y servicios las entidades deberán, 
siempre que el reglamento así lo señale, hacer uso de procedimientos 
de subasta inversa o de instrumentos de compra por catálogo derivados 
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de la celebración de acuerdos marco de precios o de procedimientos de 
adquisición en bolsas de productos;

b) La contratación de menor cuantía. Se entenderá por menor cuantía 
los valores que a continuación se relacionan, determinados en función 
de los presupuestos anuales de las entidades públicas expresados en 
salarios mínimos legales mensuales.

Para las entidades que tengan un presupuesto anual superior o igual 
a 1.200.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será 
hasta 1.000 salarios mínimos legales mensuales.

Las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 850.000 
salarios mínimos legales mensuales e inferiores a 1.200.000 salarios 
mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 850 salarios 
mínimos legales mensuales.

Las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 400.000 sa-
larios mínimos legales mensuales e inferior a 850.000 salarios mínimos 
legales mensuales, la menor cuantía será hasta 650 salarios mínimos 
legales mensuales.

Las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 120.000 sa-
larios mínimos legales mensuales e inferior a 400.000 salarios mínimos 
legales mensuales, la menor cuantía será hasta 450 salarios mínimos 
legales mensuales.

Las que tengan un presupuesto anual inferior a 120.000 salarios mí-
nimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 280 salarios mí-
nimos legales mensuales;

c) Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 100 de 1993 y en la Ley 
1122 de 2007, la celebración de contratos para la prestación de servicios 

cargo de los contratistas. Los pagos correspondientes se podrán hacer 

d) La contratación cuyo proceso de licitación pública haya sido de-
clarado desierto; en cuyo caso la entidad deberá iniciar la selección 
abreviada dentro de los cuatro meses siguientes a la declaración de de-
sierta del proceso inicial;

e. La enajenación de bienes del Estado, con excepción de aquellos a 

En los procesos de enajenación de los bienes del Estado se podrán 
utilizar instrumentos de subasta y en general de todos aquellos mecanis-
mos autorizados por el derecho privado, siempre y cuando en desarrollo 

la selección objetiva. 
En todo caso, para la venta de los bienes se debe tener como base el 

valor del avalúo comercial y ajustar dicho avalúo de acuerdo a los gas-
tos asociados al tiempo de comercialización esperada, administración, 
impuestos y mantenimiento, para determinar el precio mínimo al que se 
debe enajenar el bien, de conformidad con la reglamentación que para 
el efecto expida el Gobierno Nacional. 

La enajenación de los bienes que formen parte del Fondo para la 
Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado 
(FRISCO), se hará por la Dirección Nacional de Estupefacientes, ob-
servando los principios del artículo 209 de la Constitución Política y la 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional, teniendo en cuenta 
las recomendaciones que para el efecto imparta el Consejo Nacional de 
Estupefacientes.

El Reglamento deberá determinar la forma de selección, a través 
de invitación pública de los profesionales inmobiliarios, que actuarán 
como promotores de las ventas, que a su vez, a efecto de avalúos de los 
bienes, se servirán de avaluadores debidamente inscritos en el Registro 
Nacional de Avaluadores y quienes responderán por sus actos solidaria-
mente con los promotores.

Las reglas y procedimientos que deberán atender la administración 
y los promotores y la publicidad del proceso deberán garantizar la libre 
concurrencia y oportunidad de quienes participen en el mismo.

Los bienes serán enajenados a través de venta directa en sobre ce-
rrado o en pública subasta. La adjudicación para la venta directa deberá 
hacerse en audiencia pública, en donde se conozcan las ofertas iniciales 
y se efectúe un segundo ofrecimiento, frente al cual se adjudicará el 
bien a quien oferte el mejor precio. En la subasta pública, de acuerdo 

al mejor postor.
La venta implica la publicación previa de los bienes en un diario 

de amplia circulación nacional, con la determinación del precio base. 
El interesado en adquirir bienes deberá consignar al menos el 20% del 
valor base de venta para participar en la oferta;

f) Productos de origen o destinación agropecuarios que se ofrezcan 
en las bolsas de productos legalmente constituidas;

g) Los actos y contratos que tengan por objeto directo las actividades 
comerciales e industriales propias de las empresas industriales y comer-
ciales estatales y de las sociedades de economía mixta, con excepción 

Ley 80 de 1993;
h) Los contratos de las entidades, a cuyo cargo se encuentre la ejecu-

ción de los programas de protección de personas amenazadas, progra-
mas de desmovilización y reincorporación a la vida civil de personas 
y grupos al margen de la ley, incluida la atención de los respectivos 
grupos familiares, programas de atención a población desplazada por la 
violencia, programas de protección de derechos humanos de grupos de 
personas habitantes de la calle, niños y niñas o jóvenes involucrados en 
grupos juveniles que hayan incurrido en conductas contra el patrimonio 
económico y sostengan enfrentamiento violentos de diferente tipo, y 
población en alto grado de vulnerabilidad con reconocido estado de ex-
clusión que requieran capacitación, resocialización y preparación para 

i) La contratación de bienes y servicios que se requieran para la de-
fensa y seguridad nacional. 

3. Concurso de méritos. Corresponde a la modalidad prevista para 
la selección de consultores o proyectos, en la que se podrán utilizar 

-
catoria pública, permitiéndose establecer listas limitadas de oferentes 
utilizando para el efecto, entre otros, criterios de experiencia, capacidad 
intelectual y de organización de los proponentes, según sea el caso.

De conformidad con las condiciones que señale el reglamento, en 
desarrollo de estos procesos de selección, las propuestas técnicas o de 
proyectos podrán ser presentadas en forma anónima ante un jurado plu-

4. Contratación directa. La modalidad de selección de contratación 
directa, solamente procederá en los siguientes casos: 

b) Contratación de empréstitos;
c) Contratos interadministrativos, siempre que las obligaciones deri-

vadas de los mismos tengan relación directa con el objeto de la entidad 
ejecutora señalado en la ley o en sus reglamentos. Se exceptúan los 

-
do las instituciones de educación superior públicas sean las ejecutoras. 
Estos contratos podrán ser ejecutados por las mismas, siempre que par-
ticipen en procesos de licitación pública o de selección abreviada de 
acuerdo con lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del presente artículo. 
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En aquellos eventos en que el régimen de la ejecutora no sea el de 
la Ley 80 de 1993, la ejecución de dichos contratos estará en todo caso 

artículo 209 de la Constitución Política, al deber de selección objetiva y 
al régimen de inhabilidades e incompatibilidades de la Ley 80 de 1993 
salvo que se trate de instituciones de educación superior pública, caso 
en el cual la celebración y ejecución podrán realizarse de acuerdo con 

-
dancia con el respeto por la autonomía universitaria consagrada en el 
artículo 69 de la Constitución Política.

En aquellos casos en que la entidad estatal ejecutora deba subcontra-
tar algunas de las actividades derivadas del contrato principal, no podrá 
ni ella ni el subcontratista, contratar o vincular a las personas naturales 
o jurídicas que hayan participado en la elaboración de los estudios, di-
seños y proyectos que tengan relación directa con el objeto del contrato 
principal.

contratos de seguro de las entidades estatales;
d) La contratación de bienes y servicios en el sector Defensa y en el 

Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, que necesiten reser-
va para su adquisición;

-
nológicas;

-
rritoriales cuando inician el Acuerdo de Reestructuración de Pasivos a 

g) Cuando no exista pluralidad de oferentes en el mercado;
h) Para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la ges-

tión, o para la ejecución de trabajos artísticos que solo puedan enco-
mendarse a determinadas personas naturales;

i) El arrendamiento o adquisición de inmuebles;
Parágrafo 1°.

apertura del proceso de selección de que se trate, los fundamentos 
jurídicos que soportan la modalidad de selección que se propone ade-
lantar.

Parágrafo 2°. El procedimiento aplicable para la ejecución de cada 

deberá observar los principios de transparencia, economía, responsabi-
lidad y las siguientes reglas:

1. Se dará publicidad a todos los procedimientos y actos.

presente artículo, será principio general la convocatoria pública y se 

el número de participantes en el proceso de selección correspondien-
te cuando el número de manifestaciones de interés sea superior a diez 
(10). Será responsabilidad del representante legal de la entidad estatal, 
adoptar las medidas necesarias con el propósito de garantizar la pulcri-
tud del respectivo sorteo. 

3. Sin excepción, las ofertas presentadas dentro de cada uno de los 
procesos de selección, deberán ser evaluadas de manera objetiva, apli-
cando en forma exclusiva las reglas contenidas en los pliegos de condi-

a) del numeral 2º del presente artículo, no serán aplicables los artículos 
2º y 3° de la Ley 816 de 2003.

Parágrafo 3°. El Gobierno Nacional tendrá la facultad de estan-
darizar las condiciones generales de los pliegos de condiciones y los 
contratos de las entidades estatales, cuando se trate de la adquisición o 

suministro de bienes y servicios de características técnicas uniformes y 
de común utilización por parte de las entidades.

Parágrafo 4°. Las entidades estatales no podrán exigir el pago de 
valor alguno por el derecho a participar en un proceso de selección, ra-
zón por la cual no podrán ser objeto de cobro los pliegos de condiciones 
correspondientes.

Respecto de la expedición de copias de estos documentos se seguirá 
lo dispuesto en el artículo 24 del Código Contencioso Administrativo. 

Parágrafo 5°. -

las condiciones de oferta para la adquisición o suministro de bienes y 
servicios de características técnicas uniformes y de común utilización a 
las entidades estatales durante un período de tiempo determinado, en la 
forma, plazo y condiciones de entrega, calidad y garantía establecidas 
en el acuerdo.

La selección de proveedores como consecuencia de la realización 
de un acuerdo marco de precios, le dará a las entidades estatales que 
suscriban el acuerdo, la posibilidad que mediante órdenes de compra 
directa, adquieran los bienes y servicios ofrecidos.

En consecuencia, entre cada una de las entidades que formulen órde-
nes directas de compra y el respectivo proveedor se formará un contrato 
en los términos y condiciones previstos en el respectivo acuerdo.

El Gobierno Nacional señalará la entidad o entidades que tendrán a 
su cargo el diseño, organización y celebración de los acuerdos marco de 
precios. El reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales el uso 
de acuerdos marco de precios se hará obligatorio para las entidades de 
la Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional, sometidas al 
Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. 

En el caso de los organismos autónomos y de las ramas legislativa y 
judicial así, como las entidades territoriales, las mismas podrán diseñar, 
organizar y celebrar acuerdos marco de precios propios, sin perjuicio 

anterior.
Parágrafo transitorio. Hasta tanto el Gobierno Nacional no expi-

diere el reglamento respectivo, no se podrá hacer uso de la selección 
abreviada como modalidad de selección.

Artículo 3°. De la contratación pública electrónica. De conformi-
dad con lo dispuesto en la Ley 527 de 1999, la sustanciación de las ac-
tuaciones, la expedición de los actos administrativos, los documentos, 
contratos y en general los actos derivados de la actividad precontractual 
y contractual, podrán tener lugar por medios electrónicos. Para el trámi-

medios y aplicaciones electrónicas. Los mecanismos e instrumentos 
por medio de los cuales las entidades cumplirán con las obligaciones 
de publicidad del proceso contractual serán señalados por el Gobierno 
Nacional.

Lo anterior, sin perjuicio de las publicaciones previstas en el nume-
ral 3 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993.

-
terior, el Gobierno Nacional desarrollará el Sistema Electrónico para la 
Contratación Pública, SECOP, el cual: 

a. Dispondrá de las funcionalidades tecnológicas para realizar proce-
sos de contratación electrónicos bajo los métodos de selección señala-

b) Servirá de punto único de ingreso de información y de generación 
de reportes para las entidades estatales y la ciudadanía; 

dineros públicos, para lo cual establecerá los patrones a que haya lugar 
y se encargará de su difusión a través de canales electrónicos, y
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d) Integrará el Registro Unico Empresarial de las Cámaras de Co-
mercio, el Diario Unico de Contratación Estatal y los demás sistemas 
que involucren la gestión contractual pública. Así mismo, se articulará 
con el Sistema de Información para la Vigilancia de la Contratación 
Estatal, SICE, creado por la Ley 598 de 2000, sin que este pierda su 

Parágrafo 1°. En ningún caso la administración del SECOP supon-
drá la creación de una nueva entidad. 

El SECOP será administrado por el organismo que designe el Go-
bierno Nacional, sin perjuicio de la autonomía que respecto del SICE 

Parágrafo 2°. En el marco de lo dispuesto en los artículos 59, 60, 
61 y 62 de la Ley 190 de 1995 los recursos que se generen por el pago 
de los derechos de publicación de los contratos se destinarán en un diez 
por ciento (10%) a la operación del Sistema de que trata el presente 
artículo.

Artículo 4°. De la distribución de riesgos en los contratos estata-
les. Los pliegos de condiciones o sus equivalentes deberán incluir la 

-
crados en la contratación.

En las licitaciones públicas, los pliegos de condiciones de las en-
tidades estatales deberán señalar el momento en el que, con anterio-
ridad a la presentación de las ofertas, los oferentes y la entidad revi-

Artículo 5°. De la selección objetiva. Es objetiva la selección en la 
cual la escogencia se haga al ofrecimiento más favorable a la entidad y 

o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva. En 

las entidades en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, tendrán 
en cuenta los siguientes criterios:

1. La capacidad jurídica y las condiciones de experiencia, capacidad 
-

cación de cumplimiento como requisitos habilitantes para la participa-
ción en el proceso de selección y no otorgarán puntaje, con excepción 
de lo previsto en el numeral 4 del presente artículo. La exigencia de 
tales condiciones debe ser adecuada y proporcional a la naturaleza del 

-
diciones antes señaladas será efectuada por las Cámaras de Comercio 
de conformidad con lo establecido en el artículo 6º de la presente ley, de 

2. La oferta más favorable será aquella que, teniendo en cuenta los 
factores técnicos y económicos de escogencia y la ponderación precisa 
y detallada de los mismos, contenida en los pliegos de condiciones o 
sus equivalentes, resulte ser la más ventajosa para la entidad, sin que 
la favorabilidad la constituyan factores diferentes a los contenidos en 
dichos documentos. En los contratos de obra pública, el menor plazo 
ofrecido no será objeto de evaluación. La entidad efectuará las com-
paraciones del caso mediante el cotejo de los ofrecimientos recibidos 
y la consulta de precios o condiciones del mercado y los estudios y 
deducciones de la entidad o de los organismos consultores o asesores 
designados para ello.

3. Sin perjuicio de lo previsto en el numeral 1 del presente artículo, 
en los pliegos de condiciones para las contrataciones cuyo objeto sea 
la adquisición o suministro de bienes y servicios de características téc-
nicas uniformes y común utilización, las entidades estatales incluirán 
como único factor de evaluación el menor precio ofrecido. 

4. En los procesos para la selección de consultores se hará uso de 

la oferta o proyecto. De conformidad con las condiciones que señale 

oferente y del equipo de trabajo, en el campo de que se trate.
En ningún caso se podrá incluir el precio, como factor de escogencia 

para la selección de consultores.
Parágrafo 1°. La ausencia de requisitos o la falta de documentos 

referentes a la futura contratación o al proponente, no necesarios para 

el rechazo de los ofrecimientos hechos. En consecuencia, todos aque-
llos requisitos de la propuesta que no afecten la asignación de puntaje, 
podrán ser solicitados por las entidades en cualquier momento, hasta la 
adjudicación. No obstante lo anterior, en aquellos procesos de selección 
en los que se utilice el mecanismo de subasta, deberán ser solicitados 
hasta el momento previo a su realización.

Parágrafo 2°. 

habilitante para participar en licitaciones o concursos. 
Artículo 6°. -

tes. Todas las personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras 
domiciliadas o con sucursal en Colombia, que aspiren a celebrar con-
tratos con las entidades estatales, se inscribirán en el Registro Unico de 
Proponentes del Registro Unico Empresarial de la Cámara de Comercio 
con jurisdicción en su domicilio principal. 

-
ción, en los casos de contratación directa; contratos para la prestación 
de servicios de salud; contratos cuyo valor no supere el diez por ciento 
(10%) de la menor cuantía de la respectiva entidad; enajenación de bie-
nes del Estado; contratos que tengan por objeto la adquisición de pro-
ductos de origen o destinación agropecuaria que se ofrezcan en bolsas 
de productos legalmente constituidas; los actos y contratos que tengan 
por objeto directo las actividades comerciales e industriales propias de 
las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de 
economía mixta y los contratos de concesión de cualquier índole. En 
los casos anteriormente señalados, corresponderá a las entidades con-

proponentes.
En dicho registro constará la información relacionada con la expe-

-

-

contratación del inscrito.
. Corresponde-

-
dad con los documentos aportados. Las cámaras de comercio harán la 

-
dos al momento de inscribirse en el registro.

-
sente artículo será plena prueba de las circunstancias que en ella se 

-
cidas en el numeral 1 del artículo 5º de la presente ley, se demostrará 

constar dichas condiciones. En consecuencia, las entidades estatales en 
los procesos de contratación no podrán exigir, ni los proponentes apor-
tar documentación que deba utilizarse para efectuar la inscripción en el 
registro.

No obstante lo anterior, solo en aquellos casos en que por las carac-

del proponente adicionales a los contenidos en el Registro, la entidad 
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Cuando la información presentada ante la cámara de comercio no 
-

mentos señalados en el reglamento para su existencia y validez, esta 

corresponda, sin perjuicio de las acciones legales a que haya lugar.
La información deberá mantenerse actualizada y renovarse en la for-

ma y con la periodicidad que señale el reglamento. 
6.2. De la información sobre contratos, multas y sanciones a los 

inscritos. Las entidades estatales enviarán mensualmente a la cámara 
de comercio de su domicilio, la información concerniente a los contra-
tos, su cuantía, cumplimiento, multas y sanciones relacionadas con los 
contratos que hayan sido adjudicados, los que se encuentren en ejecu-
ción y los ejecutados. Las condiciones de remisión de la información 
y los plazos de permanencia de la misma en el registro serán señalados 
por el Gobierno Nacional.

El servidor público encargado de remitir la información, que incum-
pla esta obligación incurrirá en causal de mala conducta.

Realizada

Cámara publicará el acto de inscripción, contra el cual cualquier perso-
na podrá interponer recurso de reposición ante la respectiva Cámara de 
Comercio, durante los treinta (30) días siguientes a la publicación, sin 
que para ello requiera demostrar interés alguno. Para que la impugna-
ción sea admisible deberá prestarse caución bancaria o de compañía de 
seguros para garantizar los perjuicios que se puedan causar al inscrito. 

Contra la decisión que resuelva el recurso de reposición, no proce-
derá apelación.

-
sona podrá demandar su nulidad en desarrollo de la acción prevista en 
el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo. Para el efecto 
será competente el Juez de lo Contencioso Administrativo en única 
instancia. 

-

selección en curso en los que el proponente sea parte. El proceso se 
-

tencioso Administrativo. Adoptada la decisión, la misma sólo tendrá 
efectos hacia el futuro.

Cuando en desarrollo de un proceso de selección una entidad estatal 
advierta la existencia de posibles irregularidades en el contenido de la 
información del Registro, que puedan afectar el cumplimiento de los 
requisitos exigidos al proponente dentro del proceso de que se trate, 
podrá suspender el proceso de selección e impugnar ante la Cámara 

estarán obligadas a prestar caución. Para el trámite y adopción de la 
decisión las Cámaras de Comercio tendrán un plazo de treinta (30) días. 
De no haberse adoptado una decisión en el término anterior, la entidad 
reanudará el proceso de selección de acuerdo con la información certi-

En el evento en que la Cámara de Comercio establezca la existencia 

quedando en tal caso inhabilitado para contratar con las entidades es-
tatales por el término de cinco (5) años, sin perjuicio de las acciones 
penales a que haya lugar. En caso de reincidencia la inhabilidad será 
permanente.

Las mismas sanciones previstas en el inciso anterior se predicarán 
en el evento en que el Juez de lo Contencioso Administrativo declare la 
nulidad del acto de inscripción. 

La información contenida en el registro es pública y su consulta será 
gratuita.

Parágrafo 1°. Para poder participar en los procesos de selección de 
los contratos de obra y demás que señale el reglamento, la capacidad 
residual del proponente o K de contratación deberá ser igual o superior 
al que la entidad haya establecido para el efecto en los pliegos de con-
diciones.

Para establecer la capacidad residual del proponente o K de contra-
tación, se deberán considerar todos los contratos que tenga en ejecución 
el proponente al momento de presentar la oferta. El desarrollo y ejecu-
ción del contrato podrá dar lugar a que los valores que sean cancelados 
al contratista se consideren para establecer el real K de contratación, en 
cada oportunidad. El Gobierno Nacional reglamentará la materia.

Parágrafo 2°. 

cada entidad contratante, para el caso de personas naturales extranjeras 
sin domicilio en el país o de personas jurídicas extranjeras que no ten-
gan establecida sucursal en Colombia, o en aquellos casos en que en el 

El reglamento señalará de manera taxativa, los documentos objeto 

Parágrafo 3°.
deban sufragarse en favor de las cámaras de comercio por concepto de 

-
ción con el mismo. Para tal efecto, el Gobierno deberá tener en cuenta 
el costo en que incurran las cámaras de comercio para la operación del 

Artículo 7°. De las garantías en la contratación. Los contratistas 
prestarán garantía única para el cumplimiento de las obligaciones surgi-
das del contrato. Los proponentes prestarán garantía de seriedad de los 
ofrecimientos hechos.

Las garantías consistirán en pólizas expedidas por compañías de se-
guros legalmente autorizadas para funcionar en Colombia, en garantías 
bancarias y en general, en los demás mecanismos de cobertura del ries-
go autorizados por el reglamento para el efecto. Tratándose de pólizas, 
las mismas no expirarán por falta de pago de la prima o por revocatoria 
unilateral. El Gobierno Nacional señalará las condiciones generales que 
deberán ser incluidas en las pólizas de cumplimiento de los contratos 
estatales.

El Gobierno Nacional señalará los criterios que seguirán las enti-
dades para la exigencia de garantías, las clases y niveles de amparo de 
los riesgos de los contratos, así como los casos en que por las carac-
terísticas y complejidad del contrato a celebrar, la garantía pueda ser 
dividida teniendo en cuenta las etapas o riesgos relativos a la ejecución 
del respectivo contrato.

El acaecimiento del siniestro que amparan las garantías será comu-
nicado por la entidad pública al respectivo asegurador mediante la noti-

Las garantías no serán obligatorias en los contratos de empréstito, en 
los interadministrativos, en los de seguro y en los contratos cuyo valor 

el cual corresponderá a la entidad determinar la necesidad de exigirla, 
atendiendo a la naturaleza del objeto del contrato y a la forma de pago, 
así como en los demás que señale el reglamento.

Parágrafo transitorio. Durante el período que transcurra entre la 
entrada en vigencia de la reforma contenida en la presente ley y la ex-

entidades estatales continuarán aplicando las normas legales y regla-
mentarias vigentes.
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Artículo 8°. De la publicación de proyectos de pliegos de condi-
ciones, y estudios previos. Con el propósito de suministrar al público 
en general la información que le permita formular observaciones a su 
contenido, las entidades publicarán los proyectos de pliegos de condi-
ciones o sus equivalentes, en las condiciones que señale el reglamento. 

-
ciente y oportuna.

La publicación de los proyectos de pliegos de condiciones o sus 
equivalentes no genera obligación para la entidad de dar apertura al 
proceso de selección.

Junto con los proyectos de pliegos de condiciones se publicarán los 
estudios y documentos previos que sirvieron de base para su elabora-
ción.

Las Entidades deberán publicar las razones por las cuales se acogen 
o rechazan las observaciones a los proyectos de pliegos.

Artículo 9°. De la adjudicación. En el evento previsto en el artículo 
273 de la Constitución Política y en general en los procesos de licita-
ción pública, la adjudicación se hará de forma obligatoria en audiencia 

proponente favorecido en dicha audiencia.
Durante la misma audiencia, y previamente a la adopción de la de-

sobre la respuesta dada por la entidad contratante a las observaciones 
presentadas respecto de los informes de evaluación.

El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adju-
dicatario. No obstante lo anterior, si dentro del plazo comprendido entre 
la adjudicación del contrato y la suscripción del mismo, sobreviene una 
inhabilidad o incompatibilidad o si se demuestra que el acto se obtuvo 
por medios ilegales, este podrá ser revocado, caso en el cual, la entidad 

30 de la Ley 80 de 1993. 

80 de 1993, en aquellos casos en que la entidad declare la caducidad del 
contrato y se encuentre pendiente de ejecución un porcentaje igual o 
superior al cincuenta por ciento (50%) del mismo, con excepción de los 

el segundo lugar en el proceso de selección respectivo, previa revisión 
de las condiciones a que haya lugar. 

Artículo 10. Tratamiento para las cooperativas y asociaciones de 
entidades territoriales. Las cooperativas, las asociaciones conformadas 
por entidades territoriales y en general los entes solidarios de carácter 
público estarán sometidos a las disposiciones del Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública. La celebración de contratos 
de entidades estatales con asociaciones o cooperativas de entidades te-
rritoriales y en general con entes solidarios, se someterá a los procesos 
de selección de que trata la presente ley, en los que participarán en 
igualdad de condiciones con los particulares.

Artículo 11. Del plazo para la liquidación de los contratos. La li-
quidación de los contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del térmi-

del que acuerden las partes para el efecto. De no existir tal término, la 
liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la 
expiración del término previsto para la ejecución del contrato o a la ex-
pedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha 
del acuerdo que la disponga.

En aquellos casos en que el contratista no se presente a la liquidación 
o las partes no 

lleguen a un acuerdo sobre su contenido, la entidad tendrá la facultad de 
liquidar en forma unilateral dentro de los dos (2) meses siguientes, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 del C. C. A.

Si vencido el plazo anteriormente establecido no se ha realizado la 
liquidación, la misma podrá ser realizada en cualquier tiempo dentro de 

incisos anteriores, de mutuo acuerdo o unilateralmente, sin perjuicio de 
lo previsto en el artículo 136 del C. C. A.

Los contratistas tendrán derecho a efectuar salvedades a la liquida-
ción por mutuo acuerdo, y en este evento la liquidación unilateral sólo 
procederá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de 
acuerdo.

T I T U L O   II
DISPOSICIONES GENERALES PARA LA CONTRATACION

CON RECURSOS PUBLICOS
Artículo 12. De la promoción del desarrollo. En los pliegos de con-

diciones las entidades estatales sometidas al Estatuto General de Con-
tratación de la Administración Pública, dispondrán en las condiciones 
que señale el reglamento, de mecanismos que fomenten en la ejecución 
de los contratos estatales la provisión de obras, bienes, servicios y mano 
de obra locales o departamentales, siempre que se garanticen las condi-
ciones de calidad y cumplimiento del objeto contractual.

De conformidad con lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 13 y en 
los artículos 333 y 334 de la Constitución Política, el Gobierno Nacio-

selección cuyo valor se encuentre por debajo de 750 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, sin perjuicio de que el Gobierno Nacional 
pueda establecer cuantías diferentes para entidades en razón al tamaño 

Mipymes y de los grupos marginados o discriminados que se asocien 
bajo esta modalidad, convocatorias limitadas a las Mipymes departa-
mentales, locales o regionales cuyo domicilio principal corresponda 
al lugar de ejecución de los contratos, siempre que se garantice la sa-
tisfacción de las condiciones técnicas y económicas requeridas en la 
contratación y que previo a la apertura del proceso respectivo se haya 
manifestado el interés del número plural de Mipymes que haya sido 
determinado en el reglamento por el Gobierno Nacional. En todo caso 
la selección se hará de acuerdo con las modalidades de selección a que 

Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 5° y 6° de la presente 
ley, para que las Mipymes departamentales, locales o regionales puedan 

-
rán acreditar como mínimo un (1) año de existencia.

Parágrafo 1°. 
presente artículo, las entidades y los contratistas, deberán observar lo 
dispuesto en los artículos 90 a 95 de la Ley 418 de 1997 y las normas 

Parágrafo 2°. El Gobierno adoptará medidas que obliguen la in-
clusión en los pliegos de condiciones, de la subcontratación preferente 
de las Mipymes en la ejecución de los contratos, cuando a ello hubiere 
lugar, y establecerá líneas de crédito blando para la generación de ca-

Mipymes.
Parágrafo 3°. Las medidas relativas a la contratación estatal para las 

Mipymes, no son aplicables a las entidades vigiladas por la Superinten-
dencia Financiera.

Artículo 13. Principios generales de la actividad contractual para 
entidades no sometidas al Estatuto General de Contratación de la Ad-
ministración Pública. Las entidades estatales que por disposición legal 
cuenten con un régimen contractual excepcional al del Estatuto General 
de Contratación de la Administración Pública, aplicarán en desarrollo 
de su actividad contractual, acorde con su régimen legal especial, los 

-
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tan los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, respectivamente 
según sea el caso y estarán sometidas al régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades previsto legalmente para la contratación estatal.

Artículo 14. Del Régimen Contractual de las Empresas Industria-
les y Comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta, sus 

. Las Em-
presas Industriales y Comerciales del Estado, las sociedades de econo-
mía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta 

con participación mayoritaria del Estado superior al cincuenta por cien-
to (50%), estarán sometidas al Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, con excepción de aquellas que se encuentren 
en competencia con el sector privado nacional o internacional o desa-
rrollen su actividad en mercados monopolísticos o mercados regulados, 
caso en el cual se regirán por las disposiciones legales y reglamentarias 
aplicables a sus actividades económicas y comerciales, sin perjuicio de 
lo previsto en el artículo 13 de la presente ley. Se exceptúan los contra-
tos de ciencia y tecnología, que se regirán por la Ley 29 de 1990 y las 
disposiciones normativas existentes.

El régimen contractual de las empresas que no se encuentren excep-
tuadas en los términos señalados en el inciso anterior, será el previsto en 
el literal g) del numeral 2 del artículo 2º de la presente ley.

Artículo 15. Del Régimen Contractual de las Entidades Financie-
ras Estatales. El parágrafo 1º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, 
quedará así:

“Artículo 32.
(…)
“Parágrafo 1°. Los contratos que celebren los Establecimientos de 

carácter estatal, no estarán sujetos a las disposiciones del Estatuto Ge-
neral de Contratación de la Administración Pública y se regirán por las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables a dichas actividades.

En todo caso, su actividad contractual se someterá a lo dispuesto en 
el artículo 13 de la presente ley”.

Artículo 16. De las Entidades exceptuadas en el sector Defensa.
Los contratos que celebren Satena, Indumil, el Hotel Tequendama, la 
Corporación de Ciencia y Tecnología para el Desarrollo de la Industria 
Naval, Marítima y Fluvial, Cotecmar, y la Corporación de la Industria 
Aeronáutica Colombiana, CIAC, no estarán sujetos a las disposiciones 
del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y se 
regirán por las disposiciones legales y reglamentarias aplicables a su 
actividad.

En todo caso su actividad contractual se someterá a lo dispuesto en 
el artículo 13 de la presente ley.

T I T U L O   III
DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 17. Del derecho al debido proceso. El debido proceso será 
un principio rector en materia sancionatoria de las actuaciones contrac-
tuales.

En desarrollo de lo anterior y del deber de control y vigilancia so-
bre los contratos que corresponde a las entidades sometidas al Estatuto 
General de Contratación de la Administración Pública, tendrán la fa-
cultad de imponer las multas que hayan sido pactadas con el objeto de 
conminar al contratista a cumplir con sus obligaciones. Esta decisión 
deberá estar precedida de audiencia del afectado que deberá tener un 
procedimiento mínimo que garantice el derecho al debido proceso del 
contratista y procede solo mientras se halle pendiente la ejecución de 
las obligaciones a cargo del contratista. Así mismo, podrán declarar el 

incumplimiento con el propósito de hacer efectiva la cláusula penal pe-
cuniaria incluida en el contrato.

Parágrafo. La cláusula penal y las multas así impuestas, se harán 
efectivas directamente por las entidades estatales, pudiendo acudir para 
el efecto entre otros a los mecanismos de compensación de las sumas 
adeudadas al contratista, cobro de la garantía, o a cualquier otro medio 
para obtener el pago, incluyendo el de la jurisdicción coactiva. 

Parágrafo transitorio. Las facultades previstas en este artículo se 
entienden atribuidas respecto de las cláusulas de multas o cláusula pe-
nal pecuniaria pactadas en los contratos celebrados con anterioridad a 
la expedición de esta ley y en los que por autonomía de la voluntad de 
las partes se hubiese previsto la competencia de las entidades estatales 
para imponerlas y hacerlas efectivas.

Artículo 18. De las inhabilidades para contratar. Adiciónese un 
literal j) al numeral 1 y un inciso al parágrafo 1°, del artículo 8º de la 
Ley 80 de 1993, así:

“Artículo 8°.
(…)
“j. las personas naturales que hayan sido declaradas responsables 

judicialmente por la comisión de delitos de peculado, concusión, co-
hecho, prevaricato en todas sus modalidades y soborno transnacional, 
así como sus equivalentes en otras jurisdicciones. Esta inhabilidad se 
extenderá a las sociedades de que sean socias tales personas, con excep-
ción de las sociedades anónimas abiertas”.

Parágrafo 1°.
...
En las causales de inhabilidad por parentesco o por matrimonio, los 

vínculos desaparecen por muerte o por disolución del matrimonio.
Artículo 19. Del derecho de turno. El artículo 4º de la Ley 80 de 

1993, tendrá un numeral 10 del siguiente tenor:
“Artículo 4°.
(…)
“10. Respetarán el orden de presentación de los pagos por parte de 

los contratistas. Sólo por razones de interés público, el jefe de la entidad 

Para el efecto, las entidades deben llevar un registro de presentación 
por parte de los contratistas, de los documentos requeridos para hacer 
efectivos los pagos derivados de los contratos, de tal manera que estos 

será público. 
Lo dispuesto en este numeral no se aplicará respecto de aquellos 

pagos cuyos soportes hayan sido presentados en forma incompleta o se 
encuentren pendientes del cumplimiento de requisitos previstos en el 
contrato del cual se derivan”. 

Artículo 20. De la contratación con organismos internacionales.
-

les o superiores al cincuenta por ciento (50%) con fondos de los or-
ganismos de cooperación, asistencia o ayudas internacionales, podrán 
someterse a los reglamentos de tales entidades. En caso contrario, se 
someterán a los procedimientos establecidos en la Ley 80 de 1993. Los
recursos de contrapartida vinculados a estas operaciones podrán tener 
el mismo tratamiento.

Los contratos o convenios celebrados con personas extranjeras de 
derecho público u organismos de derecho internacional cuyo objeto 
sea el desarrollo de programas de promoción, prevención y atención 
en salud; contratos y convenios necesarios para la operación de la OIT; 
contratos y convenios que se ejecuten en desarrollo del sistema inte-
grado de monitoreo de cultivos ilícitos; contratos y convenios para la 
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operación del programa mundial de alimentos; contratos y convenios 
para el desarrollo de programas de apoyo educativo a población despla-
zada y vulnerable adelantados por la Unesco y la OIM; los contratos o 

crédito y entes gubernamentales extranjeros, podrán someterse a los 
reglamentos de tales entidades. 

Las entidades estatales no podrán celebrar contratos o convenios 
para la administración ó gerencia de sus recursos propios o de aquellos 
que les asignen los presupuestos públicos, con organismos de coopera-
ción, asistencia o ayuda internacional. 

Parágrafo 1°. Los contratos o acuerdos celebrados con personas 
extranjeras de derecho público, podrán someterse a las reglas de tales 
organismos.

Parágrafo 2°. Las entidades estatales tendrán la obligación de re-
portar la información a los organismos de control y al SECOP relativa a 

Parágrafo 3°. En todo proyecto de cooperación que involucre re-

en especie de la entidad, organización o persona cooperante, así como 
los del ente nacional colombiano. Las contralorías ejercerán el control 

-
tilaterales.

Artículo 21. De la delegación y la desconcentración para contra-
tar. El artículo 12 de la Ley 80 de 1993, tendrá un inciso 2º, y un pará-
grafo del siguiente tenor:

…
En ningún caso, los jefes y representantes legales de las entidades es-

tatales quedarán exonerados por virtud de la delegación de sus deberes 
de control y vigilancia de la actividad precontractual y contractual.

Parágrafo. Para los efectos de esta ley, se entiende por desconcen-
tración la distribución adecuada del trabajo que realiza el jefe o repre-
sentante legal de la entidad, sin que ello implique autonomía administra-
tiva en su ejercicio. En consecuencia, contra las actividades cumplidas 
en virtud de la desconcentración administrativa no procederá ningún 
recurso”.

Artículo 22. Del recurso de anulación contra los laudos arbitrales.
El artículo 72 de la Ley 80 de 1993, quedará así:

“Artículo 72. Del recurso de anulación contra el laudo arbitral.
Contra el laudo arbitral procede el recurso de anulación. Este deberá 
interponerse por escrito presentado ante el Tribunal de Arbitramento 

providencia que lo corrija, aclare o complemente.
El recurso se surtirá ante la Sección Tercera de la Sala de lo Conten-

cioso Administrativo del Consejo de Estado. 
Son causales de anulación del laudo las previstas en el artículo 38 

sustituyan”.
Artículo 23. De los aportes al Sistema de Seguridad Social. El inci-

so 2° y el parágrafo 1º del artículo 41 de la Ley 80 quedarán así: 
“Artículo 41.
(…)
Para la ejecución se requerirá de la aprobación de la garantía y de 

la existencia de las disponibilidades presupuestales correspondientes, 

futuras de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica del Presu-
puesto. El proponente y el contratista deberán acreditar que se encuen-

Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y Cajas 
de Compensación Familiar, cuando corresponda.

Parágrafo 1°.
segundo de este artículo, deberá acreditarse para la realización de cada 
pago derivado del contrato estatal.

conducta, que será sancionada con arreglo al régimen disciplinario vi-
gente.

Artículo 24. Del régimen contractual de las Corporaciones Autó-
nomas Regionales. La contratación de las Corporaciones Autónomas 
Regionales incluida la Corporación Autónoma Regional del Río Gran-
de de la Magdalena, se someterá al Estatuto General de Contratación 
de la Administración Pública contenido en la Ley 80 de 1993 y en las 

Artículo 25. De la inversión en fondos comunes ordinarios. El in-
ciso 4°, del numeral 5, del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, quedará 
así:

“Artículo 32. De los contratos estatales.
(…)

o privada, se hará con rigurosa observancia del procedimiento de lici-
tación o concurso previsto en esta ley. No obstante, los excedentes de 
tesorería de las entidades estatales, se podrán invertir directamente en 

sin necesidad de acudir a un proceso de licitación pública.
Artículo 26. Del Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo.

El Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo, Fonade, se regirá por 
las normas del Estatuto General de Contratación de la Administración 
Pública contenido en la ley 80 de 1993 y en las demás normas que lo 

Artículo 27. De la prórroga de los contratos de concesión para 
la prestación de servicios de telecomunicaciones y de televisión. El
término de duración de las concesiones actuales y futuras para la pres-
tación de los servicios y actividades de telecomunicaciones, incluidas 
las de televisión, será de diez (10) años prorrogables por lapsos iguales. 
En ningún caso habrá prórrogas automáticas ni gratuitas.

Artículo 28. De la prórroga o adición de concesiones de obra pú-
blica. En los contratos de concesión de obra pública, podrá haber pró-
rroga o adición hasta por el sesenta por ciento (60%) del plazo estimado, 
independientemente del monto de la inversión, siempre que se trate de 
obras adicionales directamente relacionadas con el objeto concesionado 
o de la recuperación de la inversión debidamente soportada en estudios 
técnicos y económicos. Respecto de concesiones viales deberá referirse 
al mismo corredor vial.

Toda prórroga o adición a contratos de concesión de obra pública 
nacional requerirá concepto previo favorable del Consejo Nacional de 
Política Económica y Social, Conpes.

No habrá prórrogas automáticas en los contratos de concesiones.
Artículo 29. Elementos que se deben cumplir en los contratos es-

tatales de alumbrado público. Todos los contratos en que los muni-
cipios o distritos entreguen en concesión la prestación del servicio de 
alumbrado público a terceros, deberán sujetarse en todo a la Ley 80 de 
1993, contener las garantías exigidas en la misma, incluir la cláusula de 
reversión de toda la infraestructura administrada, construida o moder-
nizada, hacer obligatoria la modernización del Sistema, incorporar en el 

diferenciará claramente el contrato de operación, administración, mo-
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dernización, y mantenimiento de aquel a través del cual se adquiera la 
energía eléctrica con destino al alumbrado público, pues este se regirá 
por la Ley 142 y 143 de 1994. La CREG regulará el contrato y el cos-
to de facturación y recaudo conjunto con el servicio de energía de la 
contribución creada por la Ley 97 de 1913 y 84 de 1915 con destino 

contratos vigentes a la fecha de la presente ley, deberán ajustarse a lo 
aquí previsto.

Artículo 30. De la compilación de normas. Autorízase al Gobierno 
Nacional para que pueda compilar las normas de esta ley y la Ley 80 
de 1993, sin cambiar su redacción ni contenido, pudiendo ordenar su 
numeración. Esta compilación será el Estatuto General de Contratación 
de la Administración Pública. 

Artículo 31. Régimen de Transición. Los procesos de contratación 
en curso a la fecha en que entre a regir la presente ley, continuarán su-
jetos a las normas vigentes al momento de su iniciación. Los contratos 

-
cuentren en ejecución al momento de su entrada en vigencia, continua-
rán rigiéndose por las normas vigentes al momento de su celebración 
hasta su liquidación, sin que sea posible adicionarlos ni prorrogarlos. 

Artículo 32. Derogatoria. A partir de la vigencia de la presente ley, 
quedan derogados los siguientes artículos de la Ley 80 de 1993: El pa-
rágrafo del artículo 2º; la expresión “además de la obtención de uti-
lidades cuya protección garantiza el Estado” del inciso segundo del 
artículo 3°; el inciso 4° del artículo 13, el artículo 22; el numeral 1 y el 
parágrafo 1º del artículo 24; el inciso 2º del numeral 15, el numeral 19 y 
la expresión “la exigencia de los diseños no regirán cuando el objeto de 
la contratación sea la de construcción o fabricación con diseños de los 
proponentes” del inciso 2° numeral 12 del artículo 25, el artículo 29, el 
numeral 11 del artículo 30, el artículo 36, el parágrafo del artículo 39 
y el inciso 1° del artículo 60, con excepción de la expresión “Los con-
tratos de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución o cumplimiento se 
prolonguen en el tiempo y los demás que lo requieran serán objeto de 
liquidación”, el artículo 61 y las expresiones “concurso” y “términos
de referencia” incluidas a lo largo del texto de la Ley 80 de 1993, así 
como la expresión: “Cuando el objeto del contrato consista en estudios 
o trabajos técnicos, intelectuales o especializados, el proceso de selec-
ción se llamará concurso y se efectuará también mediante invitación 
pública”.

También se derogan las siguientes disposiciones: el parágrafo 2° del 

Ley 828 de 2003, el artículo 66 de la Ley 454 de 1998, el literal d) del 
artículo 27 de la Ley 99 de 1993 y el artículo 19 Ley 161 de 1994. Igual-
mente se entienden derogadas las normas del Decreto 1900 de 1990 y 
de la Ley 182 de 1995 que contraríen lo dispuesto en esta ley. 

Las normas del Estatuto General de Contratación Pública preferirán 
a cualquiera otra sobre la materia, con excepción de aquellas de natura-
leza estatutaria u orgánica. En consecuencia, la derogatoria de las nor-
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mas del Estatuto General de Contratación Pública sólo podrá hacerse de 

Artículo 33. Vigencia. La presente ley empieza a regir seis (6) meses 
después de su promulgación, con excepción del artículo 6° que entrará a 
regir a los dieciocho (18) meses de su promulgación.

Parágrafo 1:°. En tanto no entre en vigor el artículo 6° de la presen-

Parágrafo 2°. Los artículos 9º y 17 entrarán a regir una vez se pro-
mulgue la presente ley.
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Germán Olano.


